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RESUMEN:
  El prestar servicios y realizar un trabajo, en ocasiones, constituye una situación 
de riesgo para la vida y salud de los trabajadores al estar expuestos a enfermedades 
profesionales o producirse accidentes laborales. La determinación de las consecuencias 
jurídicas de los daños producidos a la salud de los trabajadores o por el mero hecho 
del incumplimiento de la normativa preventiva, debe analizarse de forma subjetiva tanto 
para el afectado como para quien debe responder. La normativa de prevención de riesgos 
laborales centra en el empresario la responsabilidad por el incumplimiento de la misma, 
responsabilidad que puede ser administrativa, civil y penal. Con esta investigación se busca 
aclarar las singularidades de esas numerosas formas de responsabilidad, sus propósitos y 
posibles concurrencias, con especial incidencia cuando los accidentes laborales ocurren 
dentro del lugar de trabajo. 
 Los accidentes laborales no suponen ninguna novedad reciente, pero no es menos 
cierto que la situación, como se ha comprobado en los últimos años, se ha agravado de 
manera acuciante fruto de una mayor precariedad laboral. Dicha situación coexiste con 
unos niveles de siniestralidad difícilmente aceptables para la sociedad moderna. 
 El presente trabajo pretende elaborar un análisis técnico-jurídico sobre los aspectos 
centrales de las actuaciones emprendidas en materia de responsabilidades derivadas de un 
accidente laboral, la asunción de las mismas por los sujetos intervinientes en la actividad 
de la empresa, la reparación de daños y perjuicios causados al trabajador y la diversidad 
de sanciones a las que puede verse sometido el empresario, por el incumplimiento de su 
deber de protección.
 Se pretende a través la exploración de las diferentes responsabilidades existentes 
derivadas de un accidente laboral, poner de manifiesto la relevancia de las mismas 
para llevar a cabo una adecuada actividad organizativa por parte de los empresarios en 
materia de prevención de riesgos laborales conforme a la legislación vigente, adquiriendo 
formación, conocimiento y competencia profesional.
 Palabras clave: salud, prevención, riesgo, trabajo, responsabilidad, accidente, 
formación. 
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ABSTRACT: 
    Carrying out the work within a company constitutes - in many cases - a situation of 
risk for its workers’ life and health. The determination of the legal consequences of  the 
damage caused to workers’ health – work-related accidents or occupational diseases - or 
by the mere fact of breaching regulations on Labor Risk Prevention is, however, almost 
impossible in general without making reference to the diversity of responsible subjects in 
the various legal systems. Regulations on Labor Risk Prevention focus on entrepreneurs 
the responsibility for breaching them. This responsibility can be administrative, civil and 
criminal. This paper focuses on unraveling the peculiarities of these different forms of 
liability, their purposes and possible coincidences, with a special emphasis on accidents 
which occur within business organizations.
    This subject deserves special attention when it comes to legal persons and the theory 
of compensation for faults followed by some case law, as it is unknown that it is the 
businessman who has a legal obligation, in addition to decision-making power and he 
also benefits from the activity in which the accident takes place.
 While the problem of occupational accidents and the legal implications associated with 
them is not a novelty, the fact remains that the situation has been aggravated in an acute 
way in recent years. This situation coexists with levels of occupational accidents which 
are hardly acceptable to our modern society.  
  This essay aims at incorporating certain thoughts of legal and technical nature on 
aspects such as the legal thoroughness of the actions taken when it comes to attributing 
responsibilities, the proportionality of sentences and sanctions proposed, and often 
imposed.  
  It is intended that from the knowledge about existing responsibilities, the organizational 
modality in terms of prevention is in accordance with the current legislation, acquiring 
the training, knowledge and professional competence required.
Keywords: health, prevention, risk, work, responsibility, accident, training.
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INTRODUCCIÓN
 La normativa de seguridad y salud ha venido acompañada tradicionalmente de 
una amplia serie de mecanismos de refuerzo, positivo o negativo, dirigidos a garantizar su 
cumplimiento efectivo. Entre las razones que justifican este cumplimento encontramos: 
de un lado, el riesgo de incumplimiento, acentuado por la falta de una auténtica cultura 
preventiva; de otro, la importancia de los bienes jurídicos protegidos, entre los cuales se 
incluye, junto a otros, la vida, la salud y la integridad física.  
 Los bienes jurídicos protegidos en materia de seguridad y salud están amparados por 
la Constitución Española (CE) de 1978 además de ser respaldados por la normativa penal. El 
avance de la sociedad ha hecho que seamos más conscientes de que hay que protegerse en todos 
los aspectos de la vida y eso incluye el ámbito laboral. Hasta hace unos años era frecuente que 
esos temas fueran ocultados por los propios empresarios pero gracias a nuestra integración en 
Europa y a un cambio de mentalidad, esa situación ha ido mejorando de forma progresiva.
 No solo el acaecimiento de un accidente de trabajo o la aparición de una enfermedad 
profesional, como daño a la salud o a la integridad física de los trabajadores que puede 
derivar de incumplimiento de la normativa preventiva, puede dar lugar a la respuesta de 
la Administración, también el mero incumplimiento de la misma, aun sin resultado lesivo 
para el trabajador, puede originar de forma alternativa o acumulativa, según el caso, el 
nacimiento de tres clases de responsabilidad: administrativa, penal y civil.
 La normativa de prevención de riesgos laborales tiene su fuente de inspiración en 
normas internacionales y, especialmente, en las promulgadas en el ámbito de la Unión 
Europea. La Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales es una 
trasposición de una directiva europea (Directiva 89/391 CEE); además tiene una conexión 
internacional con el Convenio 155 de la Organización Internacional del Trabajo (OIT) que 
también regula aspectos importantes referidos a la seguridad y salud de los trabajadores. 
Para conocer más la inspiración internacional y, particularmente, la europea en materia 
de seguridad y salud, a continuación procedo a detallar los aspectos más importantes de 
la legislación en los referidos ámbitos, internacional y europeo, para profundizar más el 
marco normativo en el que se encuadra nuestra legislación estatal. 
En el aspecto internacional hay que decir que la norma más importante es el 
Convenio 155 de la OIT, el documento fue emitido en 1981 y se ratifica por España el 11 
de noviembre de 1985, sobre Seguridad y Salud de los Trabajadores en el Medio Ambiente 
del Trabajo; muchas de sus prescripciones se recogen en la Ley 31/1995 de Prevención de 
Riesgos Laborales. El Convenio deja al arbitrio de los países, que se recojan sus preceptos 
en forma de reglamento o de ley y que se consulte con las organizaciones sindicales y 
empresariales. 
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 Algunas de las disposiciones más importantes de este Convenio son:
 * El artículo 5 habla de las esferas de acción que se determinarán para proteger a 
los trabajadores. 
 * El artículo 9, la aplicación de leyes y reglamentos relativos a seguridad y salud se 
realizarán por un sistema de inspección y este sistema de control deberá prever sanciones 
adecuadas en caso de infracción de las leyes o de los reglamentos.
 * El artículo 10, deberán tomarse medidas para orientar a los empleadores y a los 
trabajadores con objeto de ayudarles a cumplir con sus obligaciones legales.
 * Parte III, se regulan las medidas que se otorgan a los trabajadores como 
interrumpir la producción si corre riesgo su salud y, en la parte IV, las obligaciones que 
tendrá el empresario, que son de inspeccionar y velar por el cumplimiento de las medidas 
de seguridad en la empresa.
 Junto a la indicada norma, también hay que dejar constancia del Convenio 187 
de la OIT, que establece el marco promocional de la seguridad e higiene en el trabajo. En 
virtud de este Convenio los estados que lo ratifican deben promover la mejora continua 
de la seguridad y salud en el trabajo con el fin de prevenir las lesiones, enfermedades 
y muertes ocasionadas por el trabajo mediante el desarrollo de una política, un sistema 
y un programa nacionales, en consulta con las organizaciones más representativas de 
empleadores y de trabajadores. Igualmente, deberán adoptar medidas activas con miras a 
conseguir de forma progresiva un medio ambiente de trabajo seguro y saludable mediante 
un sistema nacional y programas nacionales de seguridad y salud en el trabajo, teniendo 
en cuenta los principios recogidos en los instrumentos de la OIT pertinentes para el marco 
promocional para la seguridad y salud en el trabajo (art.2). Este Convenio fue adoptado 
en el año 2006 y ratificado por España en el año 2009.
 Otra norma internacional que hay que tener en cuenta es el Pacto Internacional 
de Derechos Económicos Sociales y Culturales de 19 de diciembre de 1966, ratificado 
por España en 1977. Los Estados firmantes de este Pacto se comprometen a reconocer 
el derecho de toda persona a la seguridad e higiene en el trabajo (art. 7.b)) y a adoptar 
medidas para mejorar en todos sus aspectos la higiene en el trabajo y del medio ambiente 
(art. 12.2, c)).
En la normativa comunitaria son diversas las normas que se ocupan de la seguridad 
y salud de los trabajadores. En el ámbito del derecho originario podemos encontrar 
prescripciones relativas a esta materia en los siguientes Tratados:
 - El Tratado de la Comunidad Europea del Carbón y del Acero (CECA, 
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París, 1951), contiene prescripciones para el fomento de la investigación en materia de 
seguridad laboral en el ámbito industrial en la Comunidad Europea (art. 55). 
- El Tratado de la Comunidad Europea (CEE, Roma, 1957), contiene reglas específicas 
sobre seguridad y salud laboral (art. 118).
- Tratado de la Comunidad Europea de la Energía Atómica (EURATOM, Roma, 
1957), contiene prescripciones relativas a las radiaciones ionizantes, instando a los 
Estados miembros a adoptar las medidas legislativas, reglamentarias y administrativas, y 
encarga a la Comisión asegurar la armonización en aquellos Estados (arts. 30 a 39).
- Acta Única Europea de 1986, insta a promover la mejora del medio ambiente de 
trabajo, para proteger la seguridad y la salud, y prescribe la armonización de legislaciones 
(art. 118).
- Tratado de Funcionamiento de la Unión Europea (Tratado de Lisboa) de 2007, proclama 
como objetivo la mejora de las condiciones de vida y de trabajo (art. 151) y establece 
que la Unión apoyará y completará la acción de los Estados miembros en el ámbito de 
la mejora, en concreto, del entorno de trabajo, para proteger la salud y la seguridad de 
los trabajadores (art. 153.1, a) y fomentará la colaboración entre los estados miembros 
y facilitará la coordinación en los ámbitos de política social, particularmente en materias 
relacionadas con la protección contra los accidentes de trabajo y las enfermedades 
profesionales.
 En el ámbito del derecho derivado son también diversas las normas que regulan 
diferentes aspectos relativos a la prevención de riesgos laborales. La de mayor relevancia 
es la Directiva Marco 89/391, de 12 de junio, que constituye el marco jurídico general de 
la política de prevención en la UE. Esta Directiva pretende: a) establecer las condiciones 
mínimas para promover la mejora, en particular, del medio ambiente de trabajo; b) 
Armonizar las legislaciones de los países miembros; y, se dicta para todos los sectores de 
actividad, pública o privada. Excepciones son la policía, protección civil y similares. Junto 
a esta Directiva Marco, encontramos un buen número de Directivas especificas previstas 
en la misma (art. 16 y Anexo) que se refieren a distintos aspectos de la prevención de 
riesgos laborales: Lugares de trabajo; equipos de trabajo; equipos de protección individual; 
trabajos con equipos provistos de pantalla de visualización; manipulación de cargas pesadas 
que entrañe riesgos lumbares; obras temporales y móviles; pesca y agricultura. Pero no se 
agota con ello la presencia del derecho derivado, mediante directivas, en la prevención de 
riesgos laborales, pues hay que completarlo con aquellas que se refieren a la protección de 
los jóvenes en el trabajo (Directiva 94/33, de 22 de junio), la protección de la maternidad 
(Directiva 92/85, de 19 de octubre), la protección de los trabajadores con relación laboral 
de duración determinada o de empresas de trabajo temporal (Directiva 91/383, de 25 de 
junio), o la ordenación del  tiempo de trabajo (Directiva 2003/88/CE, de 4 de noviembre).
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 España transpuso la Directiva Marco a través de la Ley 31/1995, de 8 de 
noviembre, de Prevención de Riesgos Laborales, que promueve la seguridad y salud 
de los trabajadores mediante la aplicación de medidas y el desarrollo de las actividades 
necesarias para la prevención de riesgos derivados del trabajo. La entrada en vigor de la 
nueva Ley supuso la derogación de la Ordenanza General Laboral de Seguridad e Higiene 
en el Trabajo, de 9 de marzo de 1971, que continuó aplicándose hasta que se dictaron los 
nuevos reglamentos y en la medida en que fuera compatible con lo previsto en aquella. La 
Ley ha sufrido modificaciones hacia la integración de la prevención en todos los niveles 
de la empresa. Esta ley ha sido modificada posteriormente por la Ley 39/1999, de 5 de 
noviembre, para Promover la Conciliación de la Vida Familiar y Laboral de las Personas 
Trabajadoras, Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la Igualdad Efectiva de Mujeres 
y Hombres; Ley 54/2003, de 12 de diciembre, de Reforma del Marco Normativo de la 
Prevención de Riesgos Laborales; RDL 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprueba el 
texto refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social (LISOS); 
Ley 31/2006, de 18 de octubre, sobre Implicación de los Trabajadores en las Sociedades 
Anónimas y Cooperativas Europeas. 
Por su parte, las directivas específicas también han sido objeto de transposición 
al ordenamiento interno por vía reglamentaria. Las directivas sobre protección del 
trabajo de los jóvenes y sobre ordenación del tiempo de trabajo tienen su correspondiente 
transposición en el Estatuto de los Trabajadores, como sucede con otros aspectos que 
operan en el ámbito de la prevención de riesgos laborales
 La CE también se refiere a la materia en el artículo 15 que habla del derecho a la 
vida y a la integridad física y moral, este derecho es fundamental1 y tiene una protección 
máxima ya que se regula por Ley Orgánica y se abre la vía de recurso de amparo ante el 
Tribunal Constitucional (TC). El art. 43.1 habla de la protección de la salud como uno 
de los principios rectores de la política social y económica. El art. 40.2 habla de que los 
poderes públicos tienen la obligación de velar por la seguridad e higiene en el trabajo, 
estableciendo la tutela del Estado a la protección de la salud laboral. Estos dos últimos 
artículos no gozan del mismo amparo ante el TC, al no tener consideración de derechos 
fundamentales.
 La Ley de Prevención de Riesgos Laborales (LPRL) es de ámbito estatal, de 
aplicación en todas las Comunidades Autónomas (CC. AA.); aunque con las peculiaridades 
propias de la capacidad de legislar que la Constitución les otorga en los artículos 148 y 149, 
también tiene influencia el articulado que se recoge en la Constitución, sin perjuicio de su 
ejecución por los órganos de las CC. AA., conforme se establece en el art. 149.1.7 CE; y 
1 Hay que tener en cuenta que sobre el derecho del trabajador hay numerosa doctrina conocida como la 
horizontalización de los derechos fundamentales, habilitando por tanto una vía para derechos fundamentales 
del trabajador.
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como así se contempla en la DA 3ª.1 LPRL. Esto es, la legislación sustantiva corresponde 
al Estado y las CC. AA. podrán aprobar normas de organización administrativa a efectos 
de ejecución de lo que legisla el Estado.
 El RDL 2/2015, de 23 de octubre, que aprueba el texto refundido de la Ley del 
Estatuto de los Trabajadores (ET), también hace mención a la materia de prevención de 
riesgos laborales, en concreto el art. 4.2, d) que establece que los trabajadores tendrán 
derecho a su integridad física y a una adecuada política de seguridad e higiene. El art. 5.b 
establece el deber de los trabajadores de observar las medidas de seguridad e higiene en el 
trabajo incluido el art. 19, que habla del deber del empresario de formar a los trabajadores 
en materia de seguridad y salud. 
 Hasta aquí un breve resumen de toda la legislación existente en el campo 
internacional, europeo y nacional. Más adelante en los diversos capítulos se irá 
desarrollando el contenido de la normativa indicada, pero hay que conocer del mismo 
modo, unas nociones básicas de la ley que marca la regulación de prevención de riesgos 
para poder entender el ámbito en el que nos iremos moviendo a lo largo de todo este 
trabajo de investigación.
 La LPRL 31/1995, modificada posteriormente por la Ley 54/2003, es de carácter 
universal, es de aplicación en el ámbito privado y en las Administraciones Públicas, y sus 
normas son normas de derecho necesario que fijan los derechos mínimos e indisponibles 
que, obligatoriamente, los convenios colectivos y el resto de disposiciones deben respetar. 
La estructura de esta ley es la siguiente:
 * Capítulo I, objeto, ámbito de aplicación y definiciones; entre las que están qué 
se entiende por prevención y riesgo laboral.
 * Capítulo II, recoge la política en materia de riesgo y pone de manifiesto que 
sus disposiciones se deberán cumplir por todas las administraciones, se requiere la 
coordinación de las mismas y serán vigiladas por la Inspección de Trabajo.
 * Capítulo III, derechos y obligaciones que serán analizados y serán objeto de 
desarrollo posteriormente. Adquieren especial relevancia derechos como el de información 
y formación, vigilancia del estado de salud, paralización de actividades en caso de riesgo 
grave e inminente, etc…, a los que hay que unir otros como los que afectan a la mujer 
trabajadora, a los trabajadores menores de edad, o a los contratados con carácter temporal 
(transposición de diversas directivas comunitarias mencionadas anteriormente).
 * Capítulo IV, servicios de prevención integrados por trabajadores, con 
independencia de que se regule también la actividad preventiva que puedan realizar los 
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trabajadores designados por el empresario, y también los supuestos de actividad preventiva 
realizada por el propio empresario.
 * Capítulo V, participación de los trabajadores a través de los delegados de 
prevención, que tendrán facultades y obligaciones propias y del Comité de Seguridad y 
Salud y colaboración con los mismos de la Inspección de Trabajo de la Seguridad Social.
 * Capítulo VI, obligaciones de fabricantes e importadores para que sus productos 
estén en perfecto estado para el uso de los trabajadores y de las que pueden derivar en 
responsabilidades.
 * Capítulo VII, responsabilidades, sanciones e infracciones. Este capítulo será 
analizado de forma pormenorizada en los distintos capítulos del trabajo. La responsabilidad 
social o laboral es trasladada al RDL 5/2000, de 4 de agosto, por el que se aprueba el texto 
refundido de la LISOS, dejando así de ser regulada por la LPRL.
 La ley contiene a su vez 15 disposiciones adicionales, 2 disposiciones transitorias 
y 2 disposiciones finales.
Tras esta síntesis normativa, la determinación de las consecuencias jurídicas 
derivadas de los daños producidos a la salud de los trabajadores debe analizarse de forma 
general, sin individualizar a los diferentes sujetos responsables en los diversos órdenes 
jurídicos.
 De esta forma, un accidente de trabajo puede ser provocado por una máquina de 
la que el empresario ha comprobado, con la certificación del fabricante, su adecuación 
a la normativa comunitaria y siendo usada de forma adecuada, en cuyo caso no 
existirá habitualmente responsabilidad por parte de la empresa pero sí del fabricante, 
responsabilidad que no podrá exigir la Autoridad Laboral o la Inspección de Trabajo sino las 
autoridades Administrativas competentes2 en la rama de industria. De hecho, como acabo 
de comentar, la propia LPRL tiene un Capítulo específico regulando la responsabilidad de 
los fabricantes e importadores sobre la estructura y uso de sus productos.
 Y, de igual modo, el técnico de prevención, si omite un riesgo grave en la evaluación 
por él efectuada, seguramente será responsable de tal omisión cuando a consecuencia de 
ella no se hayan tomado las medidas oportunas para evitar un siniestro laboral. Si bien 
tal responsabilidad no podrá ser exigida por la vía administrativa sino por la judicial, 
ya sea penal o civilmente, y sin perjuicio de las responsabilidades administrativas o de 
2 Norma ISO-UNE-EN 4254/1 norma de maquinaria agrícola y Directiva 2006/42/CE del Parlamento 
Europeo y del Consejo de 17 de mayo de 2006 relativa a las máquinas y por la que se modifica la Directiva 
95/16/CE (DOCE L 157/24, de 09/06/2006). Real Decreto 1644/2008, de 10 de octubre, por el que se 
establecen las normas para la comercialización y puesta en servicio de las máquinas (BOE nº 246, de 
11/10/2008). 
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otra índole de la empresa u otros sujetos. Recordemos que la responsabilidad no solo es 
por acción sino también por omisión, un ejemplo de ellos se regula en el Código Penal 
(CP) con la omisión del deber de socorro o en el campo civil con la responsabilidad civil 
subsidiaria de los padres en las actuaciones de sus hijos.
 De lo hasta aquí dicho, debemos deducir la complejidad y problemática de la 
concreción de las responsabilidades en materia de prevención de riesgos laborales: 
empresa, directivos, técnicos de prevención, encargados de servicios de prevención, 
entidades formativas y trabajadoras que pueden ser responsables en esta materia en 
función de su conducta.
 Varios sujetos pueden ser responsables por los mismos hechos, en el mismo o 
distinto orden, siempre en función de su conducta y la regulación jurídica que sobre 
el mismo hecho se advierta. Así, ante un accidente de trabajo, pueden ser condenados 
penalmente por incurrir en un delito de imprudencia, que a su vez puede ser delito de 
carácter grave o leve, el gerente de la empresa, el técnico de prevención, un encargado 
de fabricación y un compañero del trabajador accidentado, siempre en función de las 
circunstancias concretas de cada supuesto. Y, a veces, puede concurrir una sanción 
administrativa a la empresa con la imputación de responsabilidad civil a un tercero 
involucrado en el accidente. Por ello, el análisis de las cuestiones de responsabilidad 
requiere un estudio pormenorizado de cada rama del Derecho Sancionador y Reparador, 
pero sin olvidar una necesaria perspectiva de conjunto o panorámica del mismo.
 El presente trabajo queda justificado dado que, en el ámbito de las relaciones 
laborales, de forma que la actividad empresarial genera múltiples peligros de producción 
de daños en los trabajadores, lo que requiere la intervención de los poderes públicos. La 
obligación de los poderes públicos de velar por la seguridad e higiene en el trabajo aparece 
recogida como principio rector de la política social y económica en el art. 40.2 CE. En 
cumplimiento de este mandato constitucional se ha elaborado una normativa en materia de 
prevención de riesgos laborales. No solo debido al mandato constitucional sino también a la 
Directiva Marco 89/391, de obligada transposición al ordenamiento jurídico de cada estado 
miembro de la UE, y a los Convenios de la OIT ratificados por nuestro país, que también 
obligan a su  recepción en nuestro ordenamiento jurídico.
 El análisis realizado obedece a la necesidad de estudiar las responsabilidades 
en las que se puede incurrir por incumplimiento de las obligaciones de seguridad y 
salud: responsabilidades administrativas, responsabilidades civiles, responsabilidades 
penales y recargo de prestaciones. Centrándose en los objetivos más significativos: 
situación existente en relación con la exigencia de responsabilidades y sus condicionantes 
técnicos y jurídicos; las obligaciones de los sujetos responsables en las diferentes vías, 
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administrativa, civil y penal; e incluido el conocimiento y la divulgación, para mejorar el 
desempeño preventivo de las empresas y agentes obligados, como en el enfoque jurídico 
a otorgar a las posibles responsabilidades de empresas y agentes obligados.
 Se parte de la premisa de que existe un vínculo que es el accidente entre las 
diferentes disciplinas objeto de estudio (civil, penal, social…) y la búsqueda de 
competencias genéricas de carácter instrumental, interpersonal y sistemático. A 
través de la búsqueda de diferentes fuentes legislativas y jurisprudenciales, junto con una 
revisión de la doctrina existente, se quiere conseguir conocimientos teóricos y prácticos 
para poder ofrecer un asesoramiento global técnico a diferentes colectivos vinculados a la 
prevención de riesgos, con la finalidad de que puedan evitar incurrir en responsabilidades 
de este tipo y al mismo tiempo propiciar una cultura preventiva.
 La elección del tema, es consecuencia de la motivación que despierta esta 
disciplina del conocimiento y el saber hacer; los incumplimientos de esta legislación son 
causa de un fenómeno que constituye una auténtica lacra social que lastra la bonanza y 
progreso del bienestar socioeconómico: la siniestralidad laboral. Es bien sabido que la 
cultura empresarial en España ha tenido también una evolución y ha sido consciente de la 
protección del bienestar de los trabajadores, pero también es verdad que tradicionalmente 
los accidentes laborales eran encubiertos y, en muchas ocasiones, acallados por los 
empresarios para proteger el prestigio de su empresa. Hoy en día, la sociedad ha cambiado 
y se da mucha importancia, no solo a la protección del trabajador, sino a facilitar los 
métodos para evitar accidentes como, por ejemplo, el uso de mascarilla, el cambio de 
puesto en caso de riesgo para el feto o el control de los agentes que puedan ser tóxicos 
para el trabajador. En este sentido, se debe tener presente que toda construcción teórica 
que se realice sobre la seguridad y salud debe partir de que el bien fundamental que se 
pretende proteger es la vida e integridad física del trabajador (art.15 de la CE). 
 La metodología utilizada en el presente trabajo ha tenido un enfoque a través de 
distintas vías: En primer lugar se ha llevado a cabo una selección y consulta de bibliografía 
jurídica sobre los contenidos tratados; búsqueda de materiales jurídicos, mediante acceso 
a medios informáticos, bases de datos como forma de actualización y respuesta a la 
información requerida y selección de artículos de revistas especializadas en las diferentes 
materias objeto de estudio, información recopilada y contrastada en centros universitarios 
y diferentes organismos especializados en la materia tratada y consultas a organismos 
europeos especializados en la disciplina objeto de investigación.  En segundo lugar, se ha 
realizado una consulta de jurisprudencia para poder aclarar ciertas dudas interpretativas 
sobre la aplicación práctica de las fuentes legales o de la doctrina formulada por los 
autores.
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 En este momento paso a detallar la composición de este trabajo de investigación 
y los capítulos que voy a ir desarrollando.
 La primera parte comienza con el Capítulo I en el que se determina la 
diversidad de responsabilidades existentes y de sujetos responsables. Dado que el 
hecho preventivo implica a varios agentes, no es fácil contemplar la responsabilidad 
desde una perspectiva unitaria, siendo un instrumento complejo en el que confluyen fines 
diversos, haciendo imposible enfrentarse a la cuestión desde una sola norma o bloque 
normativo. En estos casos, es importante analizar la situación partiendo de los diversos 
textos legales para poder alcanzar una visión del conjunto de la situación, pudiendo llegar 
así a la solución más conforme y adecuada a derecho. 
 La segunda parte de este trabajo se dedica al estudio de la LPRL que articula 
un sistema de varias responsabilidades que llevan aparejadas diversas consecuencias. 
No solo es importante analizar la ley en concreto, sino también, cómo la jurisprudencia 
interpreta el sistema de responsabilidades analizando sentencias concretas, para poder 
determinar cómo los Tribunales interpretan las normas de prevención de riesgos y si se 
ajustan o no a lo que la ley legisla. 
 En el Capítulo II, la responsabilidad administrativa se indagará en los diferentes 
tipos de infractores, teniendo en cuenta que los mismos se conectan indudablemente con 
preceptos de la legislación sustantiva. Por tanto, se impone, al analizar los diferentes 
ilícitos, interrelacionar el precepto que tipifica cada infracción con la medida que regulariza 
la adecuada obligación para conocer los términos y alcance del reconocimiento, siendo 
de este modo indiscutible la interdependencia entre el derecho sustantivo y las normas 
punitivas. 
 Se estudia el concepto de infracción en materia de prevención de riesgos laborales 
y el proceso de tipificación normativa recogidas en los arts. 11, 12 y 13 del RDL 5/2000, 
de 4 de agosto, por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre Infracciones y 
Sanciones en el Orden Social (de ahora en adelante, TRLISOS), así como las sanciones 
administrativas que la autoridad laboral puede imponer al empresario por la comisión 
de las infracciones del articulado del TRLISOS. Como se ha dicho en esta introducción, 
hay que tener en cuenta que la responsabilidad estrictamente de origen laboral también 
se regula por esta norma y no por la LPRL, por una modificación posterior que deriva 
en esta solución. La responsabilidad laboral existe, pero es canalizada a través de multas 
o sanciones de origen administrativo, al no haber en los textos antes mencionados un 
apartado específico que sancione la “falta de prevención de riesgos laborales”, de forma 
específica. Dado que este es un concepto abstracto que engloba múltiples modalidades. 
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 También se contempla: la coordinación con la instrucción judicial y la relación 
entre sanciones penales y administrativas; las responsabilidades administrativas del 
fabricante, importador o suministrador por el recargo en las prestaciones económicas 
derivadas de la Seguridad Social.
 El Capítulo III de esta segunda parte se dedica al estudio de la responsabilidad 
civil que tiene como fundamento el art. 1902 del Código Civil (CC): “el que por acción 
u omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, está obligado a reparar 
el daño causado”. Así mismo, el art. 1093 CC y el art. 120 CP determinan que el 
empresario responderá de los daños causados por sus empleados, siempre que estos se 
produjeran en el ejercicio de sus funciones. Se aborda la responsabilidad civil contractual 
y extracontractual por indemnización por daños y perjuicios, en este punto pueden 
entrar tanto la jurisdicción social como la civil derivada del delito, siendo distintas sus 
consecuencias. Hay supuestos especiales donde hay hipótesis peculiares que tienen su 
propio régimen jurídico en materia de responsabilidades.
 En el Capítulo IV se tratará de forma pormenorizada la responsabilidad penal 
en materia de prevención de riesgos laborales. Se analizará la llamada sociedad del riesgo, 
más compleja que la proveniente del CP liberal del S. XIX. En la actualidad tenemos cada 
vez más actividades generadoras de diversas problemáticas concretas. Vivimos en un 
mundo en el que exigimos más a las autoridades y el derecho penal se ha convertido en 
un instrumento a la hora de exigir y reclamar responsabilidades a los empresarios. En 
este contexto las tendencias son: a incluir dentro de CP aquellas acciones que de forma 
flagrante incumplan las normas sobre prevención de riesgos laborales o deriven en daños 
y responsabilidades para los trabajadores. En las últimas reformas se ha ampliado el 
número de sujetos posibles que pueden cometer los ilícitos penales incluyéndose dentro 
del mismo a las Personas Jurídicas.
 Se contempla la responsabilidad de los administradores o encargados de servicio 
o la de quienes sabían de los riesgos y no han actuado; tal responsabilidad depende 
de múltiples factores: tipo de actividad, organigrama de la empresa, etc. Se abordará 
el procedimiento criminal por accidente de trabajo y, en concreto, la responsabilidad 
personal y patrimonial, junto con la interpretación práctica que ha tenido el régimen de 
responsabilidad y las formas de aplicarse en la práctica. 
 El Capítulo V analiza la responsabilidad de la Seguridad Social del empresario, 
su compatibilidad con cualquier otra responsabilidad, así como su naturaleza jurídica, 
considerando su posible carácter mixto o híbrido, actuando simultáneamente como 
indemnización y como sanción dentro del contexto administrativo en el que se sanciona 
por parte de la Seguridad Social y del juez.
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  A continuación, trataremos, en el Capítulo VI, los supuestos especiales, dado 
que existen determinadas hipótesis peculiares dotadas de su propio régimen jurídico en 
materia de responsabilidad, de interés para el conocimiento de esta materia en el contexto 
de responsabilidades del empresario.
 Para finalizar, estará el Capítulo VII, dedicado a las Conclusiones, en el que 
trataremos las reflexiones apropiadas en referencia al conjunto del trabajo.
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PRIMERA PARTE
CAPÍTULO I: DIVERSIDAD DE RESPONSABILIDADES Y DE SUJETOS 
RESPONSABLES
 La normativa de seguridad y salud ha venido acompañada tradicionalmente de 
una amplia serie de mecanismos de refuerzo, positivo o negativo, dirigidos a garantizar su 
cumplimiento efectivo. Siendo lo habitual que toda norma jurídica contenga obligaciones, 
pero es especialmente destacado en el ámbito laboral por dos razones: de un lado, por el 
riesgo de incumplimiento acentuado por la falta de una auténtica cultura preventiva; de 
otro, por la importancia de los bienes jurídicos protegidos, entre los cuales se incluyen, 
junto a otros ya apuntados, la vida, la salud y la integridad física3.
 Así pues, la normativa preventiva no debe conformarse con reseñar los principios 
y deberes en la materia, resultando indispensable introducir mecanismos para asegurar que 
aquellos sean acatados: educación y formación de los sujetos implicados en la seguridad 
y salud laboral; creación de incentivos, premios y ayudas para una óptima aplicación 
de las normas; reconocimiento de los derechos de participación e información de los 
trabajadores y sus representantes, para que puedan involucrarse plenamente y colaborar 
en la consecución de objetivos; atribución de facultades de inspección y vigilancia a las 
autoridades públicas; posibilidad de paralización del trabajo en supuestos de riesgo grave 
e inminente o por no seguir exigencias de responsabilidades, ya sean sanciones penales 
o administrativas, indemnizaciones civiles o recargo de prestaciones de la Seguridad 
Social, que posee naturaleza mixta. 
 No supone una tarea sencilla contemplar la responsabilidad desde una perspectiva 
unitaria, dado que constituye un elemento abstracto en el que se unen diversas finalidades, 
haciendo imposible enfrentarse a la cuestión desde una sola ley o bloque normativo. Esta 
relación, heterogénea y dispersa, fuerza a acudir a varios textos legales para alcanzar 
una visión de conjunto: el CC, el CP, la Ley General de la Seguridad Social (LGSS) y el 
TRLISOS (contemplada por unos pocos preceptos de la LPRL), que diseñan el régimen 
jurídico aplicable a la responsabilidad civil, penal, de la Seguridad Social y administrativa 
respectivamente. 
 Para oscurecer todavía más el panorama, la exigencia de tales responsabilidades 
puede referirse a diversas personas o entidades (a cuantas asumen obligaciones en materia 
preventiva) que no se sitúan en un plano de igualdad a estos efectos.
 Son dos las características que presentan el régimen de responsabilidades en materia 
3  DE VICENTE PACHÉS, F., “Administración Pública y Política Preventiva” Doctrina que forma parte 
de DE VICENTE PACHÉS, F., MATEU CARRUANA, M. J., y FRANCO GONZÁLEZ, J., Derecho de la 
prevención de riesgos laborales. Editorial Bomarzo. 2009, págs. 79-118.
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de prevención de riesgos laborales. De un lado, su carácter plural, que nos obliga a hablar 
de cuatro responsabilidades distintas si dejamos de lado la disciplinaria o laboral, que es 
aquella que puede atribuirse a los trabajadores por parte de la dirección de la empresa o, en 
su caso, por la Administración Pública en relación con los subordinados, en el marco de la 
relación laboral incluyendo los deberes en materia de prevención de riesgos laborales. En 
este sentido se establece por el art. 29.3 de la Ley 31/1995, de 8 de noviembre, de Prevención 
de Riesgos Laborales, el incumplimiento por parte de los trabajadores de las obligaciones 
en materia de riesgos laborales tiene la consideración de incumplimiento laboral a efectos 
de lo establecido en el ET, conforme al que es posible sancionar al trabajador por su 
incumplimiento, incluso con el despido disciplinario. Y la segunda característica existente 
es que no es necesaria la concurrencia del daño para instar algún tipo de responsabilidad en 
materia de prevención de riesgos laborales, ya que en ocasiones es ajena a la producción 
material del daño como en el caso del derecho penal o administrativo4.
1. RESPONSABILIDADES EXIGIBLES AL EMPRESARIO 
 El empleador, en su calidad de propietario y de titular de derechos y obligaciones 
y de los poderes de dirección y organización del trabajo, es el principal obligado y 
responsable, pudiendo serle exigidos los cuatro tipos de responsabilidad ya apuntados5. 
 La responsabilidad administrativa es la más típica del marco laboral. Tiene 
naturaleza pública y sancionadora y procede cuando se comete un acto u omisión tipificado 
por la ley como infracción de tal naturaleza. Trae aparejada la imposición por la autoridad 
laboral de sanciones, también tipificadas, entre las que destacan las multas, especialmente 
elevadas en el ámbito de la Seguridad Social y salud laboral. 
 La responsabilidad administrativa opera ajena a la producción de un daño 
sancionable y basta con que haya un incumplimiento de la normativa para que pueda ser 
sancionado. 
 Esta responsabilidad tiene una clara finalidad represora y sancionadora y, como 
norma general, consiste en la imposición de una multa, aunque en casos excepcionales 
puede llevar a la suspensión de actividades, el cierre del centro de trabajo y/o paralización 
de trabajos. Es de naturaleza pública porque interviene la Administración Pública y su 
4  POQUET CATALÁ, R., “Obligaciones de los trabajadores en materia de prevención de riesgos laborales 
(y II)” Revista Doctrinal Aranzadi Social num. 9/2012 parte Estudio. passim.
5 Vid: RODRÍGUEZ DE ALMEIDA, M. G., “Cuando el empresario responde casi solo por el hecho de 
serlo: requisitos jurisprudenciales de su responsabilidad por hecho ajeno” Revista Crítica de Derecho 
Inmobiliario, nº 750, julio 2015, págs. 2342-2364; ZENO SANTIAGO, C., “Responsabilidad Civil por 
accidente del trabajo en España”, Doctrina que forma parte de La Responsabilidad Civil Extracontractual 
de los Empresarios. Estudio comparado entre España y Puerto Rico. Dykinson. 2016, págs. 197-205.
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relación es con particulares6. Otra muestra de su carácter público es la actuación de 
la Inspección de Trabajo y la necesidad del levantamiento de acta de infracción y el 
correspondiente procedimiento sancionador. Desde el punto de vista administrativo la 
responsabilidad no solo se extiende al empresario sino también a las empresas de trabajo 
temporal, agencias de colocación, empresas de formación en prevención de riesgos, 
promotores y propietarios de obras, auditores porque en estos sujetos recae el deber de 
velar por la seguridad y salud en el trabajo. 
  Además, el TRLISOS, en el art. 5.2, habla de que el incumplimiento versará tanto 
sobre leyes como reglamentos y cláusulas normativas dentro de los convenios colectivos, 
aunque el conflicto surge sobre si debe incluirse o no las normas técnicas. Las infracciones 
se pueden dividir en leves, graves y muy graves, como veremos en el capítulo referente 
a la responsabilidad administrativa, y el plazo de prescripción varía si son infracciones 
o sanciones. En el caso de las infracciones dependerá del tipo de infracción que sea, las 
leves prescriben en un año, las graves en tres años y las muy graves en cinco años a contar 
en los tres casos desde la fecha de infracción, siendo aplicables las normas generales de 
interrupción de la prescripción. Las sanciones impuestas prescriben a los cinco años a 
contar desde el día siguiente a que adquiera firmeza la resolución por la que se impone la 
sanción, entendiendo la firmeza como el fin de recurso en la vía administrativa. 
 La responsabilidad penal, igualmente constitutiva de sanción pública, surge 
cuando se comete un delito o falta tipificado por el CP y trae aparejada la imposición 
de la correspondiente condena, incluso privativa de libertad, por la jurisdicción penal. 
La condena penal en sentido estricto conlleva, además, la responsabilidad civil de los 
daños causados. Al igual que en la responsabilidad administrativa, no se tiene en cuenta la 
producción del daño, sino que se tiene solamente en cuenta que se pueda poner en riesgo 
el bien jurídico protegido. 
 Sin perjuicio de la eventual operatividad de otros tipos penales y de la existencia 
de otros posibles sujetos activos, el CP recoge un delito contra la seguridad y salud de 
los trabajadores, que solo podrá imputarse a quien, estando obligado a proporcionar los 
medios de protección y prevención, incumpla tal deber, lo que convierte al empresario 
en autor característico, aunque habrá casos especiales como la subcontratación o las 
empresas de trabajo temporal7. 
 Se puede matizar que desde el punto de vista penal se pueden dar estos supuestos:
6  GARCÍA MURCIA, J., “Responsabilidades y Sanciones en Materia de Seguridad y Salud en el Trabajo”, 
Pamplona, 1998, pág. 19.
7  ZENO SANTIAGO, C., “Responsabilidad Civil por accidente de trabajo en España”, Doctrina que 
forma parte de La Responsabilidad Civil extracontractual de los empresarios. Estudio comparado entre 
España y Puerto Rico..DYKINSON, 2016 pág. 197.
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* En caso de que el trabajador fallezca la conducta del empresario puede llegar a 
calificarse como homicidio imprudente (art. 142 CP).
* En caso de que, como consecuencia del accidente, el trabajador sufra lesiones 
se puede imputar al empresario un delito de lesiones imprudentes (art. 152 CP). 
* Finalmente, si el empresario no facilita los medios necesarios para que los 
trabajadores desempeñen su actividad con las medidas de seguridad e higiene 
adecuadas, puede cometer un delito según los arts. 316 o 317 CP. Este delito 
es independiente de que se produzca o no el siniestro. Si bien es cierto que la 
confirmación de la falta de medidas no se produce hasta el momento en que ocurre 
el accidente, y solo cuando este haya tenido lugar, se pueden iniciar actuaciones 
penales encaminadas a castigar la conducta del empresario para los casos flagrantes 
de adecuación a las medidas de seguridad e higiene aplicables en el caso concreto8.
 Vamos a poner un ejemplo de las sentencias emitidas para entender la 
responsabilidad del empresario. La sentencia de la Audiencia Provincial (AP) de Barcelona, 
de 2 de septiembre de 2003, habla de un accidente de un trabajador que se precipita por 
un hueco de la fachada de la obra en la que prestaba sus servicios quedando tetrapléjico. 
A consecuencia de este accidente, al empresario se le imputa un delito de lesiones. La 
sentencia habla de que el hueco no poseía medidas de protección y esto es claramente 
responsabilidad en materia de prevención de riesgos y, por ello, es una imprudencia del 
empresario. Pero se da la circunstancia de que el trabajador se había subido a un caballete 
situado en las proximidades del hueco en cuestión, explicando la sala que es una conducta 
clamorosamente imprudente, aunque el empresario debería haber prestado las medidas 
adecuadas de prevención, es cierto que el trabajador tampoco obra con el debido cuidado 
produciéndose entonces una infracción de ambos. La sentencia absuelve al empresario 
aunque deja abierta la vía civil para el trabajador, pero se verá mermada por la culpa 
concurrente de empresario y trabajador.
 Aparte, desde el punto de vista jurisprudencial los tribunales han optado por 
atribuir la responsabilidad penal no solo al empresario, sino al que la empresa disponga 
como encargado o al director de la fábrica entre otros9. La jurisprudencia del Tribunal  
8   V. gr. SAP de Cádiz, Penal, Sec. 8ª nº 76/2003 de 20 de marzo. Ponente: Ilma. Sra. Lourdes Marín 
Fernández (ARP 2003/848), que trae causa en: No facilitar los medios necesarios para que los trabajadores 
desempeñen su actividad con las medidas de seguridad e higiene adecuadas: delito de riesgo concreto; 
elementos; existencia: encargado de obra que no coloca los andamios en el lugar requerido para evitar un 
peligro a la salud e integridad de los trabajadores; no tiene incidencia la ausencia en el libro de órdenes de 
alguna instrucción del arquitecto técnico
9  Entre los hechos probados de la SAP de Badajoz, Sec.3ª, nº 186/2016 de 14 noviembre. (ARP 2017\264) 
aparece “Por la misma fecha, el acusado Hernán era encargado-apoderado de la citada empresa y responsable de 
la entrega de los equipos de protección individual a sus trabajadores (…)”, siendo el fallo de la sentencia “Que 
DESESTIMANDO COMO DESESTIMAMOS los Recursos de apelación formulados por los acusados Octavio 
y Hernán , representados en esta alzada por el procurador don José Luis Riesco Martínez, contra la sentencia de 
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Supremo establece como responsables a todas aquellas personas que desempeñen o 
ejerzan funciones de dirección o de mando en una empresa, tanto sean mandos superiores 
como intermedios o de mera ejecución, tanto que las ejerzan reglamentariamente como de 
hecho, ya que están obligadas a cumplir y hacer cumplir las normas y las reglas destinadas 
al mantenimiento de la seguridad en el trabajo y a la prevención de eventos dañosos 
procedentes del mismo10. Estamos ante delitos que suceden por comisión y también por 
omisión de las medidas de obligada observancia para los empresarios al no poner los 
medios adecuados para ello.
 Pese a la regla de compatibilidad entre las responsabilidades, en virtud del 
principio del non bis in ídem no resulta posible entre la administrativa y la penal11, 
pues si un mismo hecho aparece tipificado como infracción por el TRLISOS y como 
delito en el CP, solo podrá sancionarse una vez, concretamente por vía penal, que es 
prioritaria. Hay que tener en cuenta que existe incompatibilidad entre la responsabilidad 
penal con la administrativa, al ser ambas manifestaciones de la Administración del Estado 
teniendo naturaleza pública y fines comunes. El art. 3 TRLISOS habla de los supuestos 
de concurrencia, no podrán sancionarse los hechos que hayan sido sancionados penal o 
administrativamente, en los casos en que se aprecie identidad de sujeto, de hecho y de 
fundamento, existiendo, por tanto, la incompatibilidad de sanciones debiendo primar el 
orden penal sobre el administrativo por cuanto que, cuando la administración aprecie 
esta situación, pasará el tanto de culpa al orden judicial competente o al Ministerio Fiscal 
(MF) y se abstendrá de seguir el procedimiento administrativo sancionador, hasta que la 
autoridad judicial no dicte sentencia firme o resolución que ponga fin al procedimiento o 
hasta que el MF no comunique la improcedencia de iniciar o proseguir actuaciones. 
 En los casos en los que la sanción administrativa es impuesta a una persona jurídica, 
mientras que la sanción penal recae necesariamente sobre una persona física, es posible 
defender la compatibilidad de ambas sanciones ya que al recaer una responsabilidad, la 
administrativa, sobre la persona jurídica y la otra, la penal, sobre la persona física que 
dirige la sociedad o empresa, no se da identidad de sujeto exigida para la aplicación 
del principio non bis in ídem12. La comunicación que el MF efectúa de los hechos al 
juez, no afecta para la imposición de sanciones por infracciones en el orden social que 
no tengan relación con la que es objeto de sanción en materia preventiva y para los 
expedientes liquidatarios de cuotas de la Seguridad Social, al inmediato cumplimiento de 
fecha veintiuno de abril de 2016, dictada por el Juzgado de lo Penal número 2 de Mérida en los autos de Juicio Oral 
núm. 214/2014, DEBEMOS CONFIRMAR Y CONFIRMAMOS dicha sentencia en lo que atiende a este recurso.”
10  STS de 18 de enero de 1995, RJ, 1995, 136, habla de los mandos intermedios y de los deberes de 
protección del trabajador.
11  V. gr.: SAP de Cádiz, Sec.8ª, nº 76/2003, de 20 de marzo (ARP 2003/848).
12  DEL REY GUANTER, S., “Potestad Sancionadora de la Administración y Jurisdicción Penal en el 
Orden Social”, 1990, pág. 377. GONZÁLEZ ORTEGA, S. y APARICIO TOVAR, J., “Comentarios a la 
Ley de Prevención de Riesgos Laborales”, 1996, pág. 272.
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la paralización de trabajos, en caso de riesgo grave e inminente para la seguridad y salud 
de los trabajadores (art. 44 LPRL), ni a la eficacia de los requerimientos de la Inspección 
de Trabajo, cuyo incumplimiento se comunica al juez penal por si es constitutivo de delito 
penal. Cuando el ilícito penal es juzgado y hay sentencia firme o no cabe el mismo porque 
hay archivo de actuaciones o resolución que ponga fin al procedimiento, es cuando la 
Administración puede continuar con el proceso sancionador en base a los hechos que se 
consideren probados. En cuanto a si hay conflicto entre la responsabilidad civil y penal, 
este no existe, pudiéndose iniciar los procedimientos a la vez y no tener que suspenderse 
el civil para que el proceso penal se lleve a cabo. 
 La responsabilidad civil, única y asegurable, consiste en la indemnización de los 
daños y perjuicios causados por actos u omisiones culpables o negligentes. Su naturaleza 
es pues indemnizatoria, pudiendo exigirse a cualquier persona; ello, no obstante su 
alcance, es especialmente amplio en el caso del empresario, quien responde por sus actos 
y por los del personal a su servicio; cuando un trabajador daña a terceros en el ejercicio 
de su trabajo, el empresario es responsable solidario, cuando la conducta sea delictiva, su 
empleador asume subsidiariamente la responsabilidad civil derivada del delito cometido. 
Si se atiende a las circunstancias indicadas, el accidente puede causar responsabilidades 
civiles al amparo de los artículos 1902 y 1903 CC y además no solamente son indemnizables 
los daños materiales sino también los morales13. Para poder atribuir la responsabilidad 
civil debe existir daño que sea objeto de resarcimiento, que haya culpa o negligencia y en 
tercer lugar que exista un nexo de unión o relación de causalidad entre la acción u omisión 
y el daño causado. El empresario deberá de probar que ha actuado de forma diligente y el 
plazo de prescripción es de un año. 
 El empresario también es responsable en situaciones de subcontratación al estar 
obligado a proporcionar los medios para la seguridad de los trabajadores14. Al contratista 
incumbe la elaboración del plan de seguridad y salud y las obligaciones de ambos vienen 
perfectamente definidas en el art. 11 RD 1627/1997, de 24 de octubre. La responsabilidad 
se mide de la misma manera para el empresario, ya sea el constructor que no elabora el plan 
de seguridad y salud, el contratista que lleva a cabo una demolición sin adoptar medidas de 
seguridad, se produzca la falta de coordinación entre las empresas concurrentes en la obra o 
un subcontratista no facilite medios de estibación de la zanja al trabajador que operaba en la 
misma o no suministre los medios necesarios, son algunos de los casos que pueden ocurrir.
 En el caso de las obras, el empresario tiene la obligación de establecer un jefe 
de obra según la Ley 38/1999, de 5 de noviembre, de Ordenación de la Edificación. 
13  ZENO SANTIAGO, C., “Responsabilidad Civil por accidente…” op. cit. pág. 197.
14  Vid: SSTS Sala de lo Social, 18 abril, 1992, Ponente, Sr. Gil Suárez (RJ 1992, 4849); 16 de diciembre 
de 1997 (RJ 1997, 9320); 11 de mayo de 2005, Ponente, Sr. Cachón Villar (RJ 2005, 6026); STS, Sala de 
lo Social, de 9 diciembre de 2010, Ponente, Sr. Alarcón Caracuel (RJ 2011, 391).
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En efecto, el art. 11.2. c), menciona que entre las obligaciones del contratista está la de 
designar al jefe de obra que asumirá la representación técnica del constructor en la obra 
y que, por su titulación o experiencia, deberá tener la capacitación adecuada de acuerdo 
con las características y la complejidad de la obra. Por tanto, podemos decir que el jefe de 
obra es el representante técnico del constructor en la obra.
 En la práctica, estas funciones las lleva a cabo un arquitecto técnico. El poder de 
dirección es ejercido por mandato o delegación del empresario, por lo tanto, tendrá la 
responsabilidad en concurrencia con este, tal y como ha fijado la jurisprudencia15. En las 
sentencias se valora el deber de vigilancia que debe de tener el jefe de obra, al ser quien 
ostenta el poder de dirigir a los trabajadores y velar por su seguridad, y la jurisprudencia 
reparte culpas entre el empresario y el jefe de obra16.
 La jurisprudencia equipara al jefe de obra con el encargado de obra17 y solo podrá 
ser exigible en aquellos casos en que existe un verdadero encargo del empresario en 
materia de seguridad, aceptado por el encargado de obra y disponiendo este de la facultad 
y poder de imponer las medidas de necesarias para prevenir los riesgos para la vida y 
salud de los trabajadores.
 En la doctrina judicial de las Audiencias, las sentencias condenatorias del encargado 
de obra por delito contra la seguridad de los trabajadores son tan numerosas como las 
condenatorias del jefe de obra. En algunas sentencias parece existir una identificación 
de ambos cargos y de hecho la jurisprudencia considera a ambos responsables del delito, 
porque ambos ostentaban funciones de dirección y mando en la obra y ambos venían 
obligados a exigir al trabajador, incluso coactiva e imperativamente, que no iniciara su 
tarea hasta la completa adopción de las medidas de seguridad, velando de forma activa 
por su seguridad e integridad física18. 
15  SAP, Zaragoza, 15 de julio, 2009, permitir soldar, el jefe de obra, en un lugar donde no se podía y SAP, 
Madrid, 31 de julio, 2009, por estar ausente el jefe de obra y no controlar las obras.
16  SAP, Burgos, 24 de abril, 2009 y AP, Jaén, 14 de abril, 2008. 
17 V. gr. SAP de Madrid, Sec. 15ª, nº 433/2005 de 27 septiembre. (ARP 2006\20) que en su FJ 4ª dice: “(…) 
el jefe y encargado de la obra, la argumentación que se acaba de plasmar con respecto al arquitecto técnico 
nos aboca ya, en buena lógica, a estimar también el recurso y asumir la tesis absolutoria con base a unos 
razonamientos sustancialmente iguales.”
En idéntico sentido se muestra la Sentencia del Juzgado de lo Penal nº 20 de Madrid nº 339/2005 de 23 
septiembre. Ponente: Ilmo. Sr. D Ramón Sáez Valcárcel. (JUR 2005\257983) que expresa: 
“(…) El jefe de obra y el encargado, ambos de la contratista principal, el Sr. Bernardo y el Sr. José 
María, eran los mandos intermedios que actuaban por delegación de la constructora y estaban obligados 
especialmente, como el coordinador de seguridad, de proveer medios y procedimientos seguros de realizar 
el trabajo. Ninguno de los dos previo el riesgo del método empleado para revocar el hueco de ascensores ni 
el que significaba ponerlos en funcionamiento mientras la obra se ejecutaba, por su posible destino a subir 
objetos pesados. El despacho de ambos, su puesto de trabajo, se hallaba en la obra, donde desarrollaban su 
jornada, programaban las tareas y daban las instrucciones (…)”
18 SAP Madrid, 31 de julio de 2009, AP, Guadalajara, de 16 de septiembre, 2009 y AP de Vizcaya, 30 de 
mayo, 2008. 
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 En cuanto al encargado de servicio dispone el art. 318 CP: “Cuando los hechos 
previstos en los artículos anteriores se atribuyeran a personas jurídicas, se impondrá la 
pena señalada a los administradores o encargados del servicio que hayan sido responsables 
de los mismos y a quienes, conociéndolos y pudiendo remediarlo, no hubieren adoptado 
medidas para ello”. Son responsables todos cuantos han asumido un encargo del empresario 
en un determinado ámbito de la empresa en cuyo dominio ha sucedido el hecho, siendo 
determinante para que tales sujetos ejerzan mando, que deben poseer poder y capacidad 
efectivos de acción y decisión.
 Los meros capataces no pueden ser sujetos activos del delito del art. 316 CP, 
no son “legalmente obligados” y carecen de poder de decisión para ser considerados 
delegados o encargados del empresario aunque, claro está, sí pueden ser responsables del 
delito imprudente de resultado19. Deben excluirse como sujetos activos por su condición 
de meros ejecutores, sin facultades de dirección, ni autonomía de actuación, ni poder 
jurídico para paralizar la obra. Siempre podrán ser responsables de los delitos de homicidio 
o lesiones imprudentes.
 En el supuesto en el que las empresas de trabajo temporal contratan trabajadores, 
estos deberán de tener el mismo nivel de protección en materia de seguridad y salud que 
los trabajadores en plantilla de la empresa (art. 28.1 LPRL). La empresa usuaria será 
responsable de las condiciones de ejecución del trabajo en todo lo relacionado con la 
protección de la seguridad y la salud de los trabajadores y le corresponderá, además, el 
cumplimiento de las obligaciones en materia de información previstas en los apartados 2 
y 4 del art. 28 LPRL.
 Se establece en el art. 28 LPRL que la empresa usuaria deberá informar a la 
empresa de trabajo temporal, y esta a los trabajadores afectados, antes de la adscripción 
de los mismos, acerca de las características propias de los puestos de trabajo a desempeñar 
y de las cualificaciones requeridas (art. 28 LPRL) (apartados 2, 3 y 4 LPRL). Estas 
obligaciones están desarrolladas en el RD 216/1999, de 5 febrero, que establece las 
disposiciones mínimas de seguridad y salud en el trabajo en el ámbito de las empresas de 
trabajo temporal20.
19  Los que con infracción de las normas de prevención de riesgos laborales y estando legalmente obligados, 
no faciliten los medios necesarios para que los trabajadores desempeñen su actividad con las medidas de 
seguridad e higiene adecuadas, de forma que pongan así en peligro grave su vida, salud o integridad física, 
serán castigados con las penas de prisión de seis meses a tres años y multa de seis a doce meses.
20  Vid: ALEGRE NUENO, M., “El sistema de Bonus-Malus para la reducción de la siniestralidad”. Editorial 
Derecho Editores/ Boletín de Quantor Social, nº 115, passim. GIL PLANA, J., THIBAULT ARANDA, J. 
y PÉREZ DE LOS COBOS ORIHUEL, F., “Artículo 28. Relaciones de trabajo temporales, de duración 
determinada y en empresas de trabajo temporal” Esta doctrina forma parte del libro Ley de Prevención de 
Riesgos Laborales. Comentada y con jurisprudencia, edición nº 1, Editorial LA LEY, Madrid, Septiembre, 
2008.
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 La responsabilidad de la Seguridad Social conjuga fi nes sancionadores e 
indemnizatorios, así como una función evidentemente preventiva. Consiste en un recargo 
(de entre el 30% y el 50%) de las prestaciones causadas por accidente de trabajo o 
enfermedad profesional derivado de incumplimientos preventivos del empleador. Es de 
aplicación exclusiva al empresario, quien, además, no puede concertar operaciones de 
seguro para su cobertura. La naturaleza del recargo de prestaciones es bastante compleja y 
suscita debate al no tenerse clara si es de origen sancionador, administrativo o penal. Hay 
muchas opiniones doctrinales y jurisprudenciales a las que nos referiremos en el apartado 
correspondiente.
2. RESPONSABILIDADES EXIGIBLES A LOS TRABAJADORES
 Antes de determinar las responsabilidades de los trabajadores en materia de 
prevención de riesgos hay que determinar cuáles son sus obligaciones porque en base 
a estas, los incumplimientos serán los que darán lugar a sanciones o responsabilidades 
civiles o disciplinarias. Las obligaciones en materia de prevención de riesgos tienen 
naturaleza contractual21 aunque tienen un contenido secundario porque requieren de una 
actividad previa empresarial. 
 Las obligaciones en materia de prevención de riesgos que se recogen en el art. 
29 LPRL, no constituyen una lista cerrada y son obligaciones de carácter general y 
particular22. Se expondrán a continuación algunas de esas obligaciones. 
 Las obligaciones de carácter general23 son:
 * Deber de autoprotección de su seguridad y la seguridad de terceros.
 * Deber de obediencia, el trabajador acata las normas que previamente fi ja el  
empresario sobre seguridad y salud.
 * Deber de colaboración contenido en la norma y va más allá de lo que se fi ja  
en el contrato entre empresario y trabajador.
 Las obligaciones específi cas serán:
 * Usar debidamente los equipos de trabajo con diligencia y obediencia24.
21  GARCÍA ROSS, A., “Análisis presente y futuro del contenido obligacional del derecho de la seguridad, 
higiene y salud en el trabajo”, Civitas, Revista Española de Derecho del Trabajo, nº 71, 1995, págs. 349-
380.
22  Vid: POQUET CATALÁ, R., “Obligaciones de los trabajadores…”, op. cit., págs.155-176; MONTOYA 
MELGAR, A., “Los deberes del trabajador en materia de seguridad en el trabajo y la sanción de su 
incumplimiento”. Cuestiones actuales sobre el despido disciplinario: estudios ofrecidos al profesor 
ALONSO OLEA, M., con motivo de su investidura como doctor honoris causa por la Universidad de 
Santiago de Compostela / coord. por GÁRATE CASTRO, F. J., 1997, págs. 51 y ss.
23   MONTOYA MELGAR, A., “Los deberes del trabajador…” op. cit., pág. 51.
24 GORELLI HERNÁNDEZ, J., “Obligaciones y responsabilidades del trabajador en materia de seguridad 
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 * Utilizar de forma adecuada los equipos de protección individual.
 * Utilizar correctamente los medios de seguridad existentes. 
 * Obligación de informar inmediatamente al superior jerárquico directo y a los  
trabajadores designados para la realización de actividades de prevención. 
 * Contribuir al cumplimiento de las obligaciones establecidas por la autoridad 
competente al fin de proteger la seguridad y salud de los trabajadores.
 El art. 18 LPRL establece la obligación de información, sobre la que el artículo 
dispone que el trabajador tendrá que formarse y sin que tenga que asumir el coste del 
mismo, pero sí puede ser descontado de su jornada laboral y esta formación será la 
adecuada al puesto de trabajo. Y conforme al art. 29 LPRL se contribuirá al cumplimiento 
de las obligaciones establecidas por la autoridad competente con el fin de proteger la 
seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo.
 La responsabilidad más característica de los trabajadores es la disciplinaria pues, 
en la medida que sus obligaciones preventivas prácticamente se ciñen al cumplimiento 
de los mandatos de la empresa, lo normal es que en caso de inobservancia sean objeto 
de la correspondiente respuesta (incluso despido) por parte de aquel en los términos ya 
expuestos, pudiendo recurrir ante la jurisdicción social la sanción impuesta. La potestad 
disciplinaria tiene como finalidad castigar o sancionar al trabajador por las conductas o 
infracciones cometidas y se gradúan en función del ilícito cometido. El poder disciplinario 
también tiene una finalidad disuasoria o preventiva para que el resto de trabajadores sepa 
hasta qué punto sus comportamientos pueden ser sancionables. El régimen legal del poder 
disciplinario está contenido en los arts. 58.2 y 60.2 ET y 114 y 115 Ley 36/2011, de 10 de 
octubre, Reguladora de la Jurisdicción Social (de ahora en adelante LRJS) y la regulación 
del despido disciplinario en los arts. 54 a 56 ET y art. 103 y 113 LRJS. 
 La falta laboral se define como el incumplimiento de cualquier obligación 
impuesta a los trabajadores por normas legales o convencionales o asumidas por estos por 
un contrato de trabajo25. Al trabajador no le alcanza la responsabilidad administrativa en 
cuanto al incumplimiento de sus deberes en materia de prevención de riesgos laborales. 
El art. 29 LPRL sitúa la exigencia de responsabilidad por el empresario en el ámbito de 
su poder disciplinario. Como acertadamente se ha puesto de manifiesto por la doctrina 
“ni siquiera en el ámbito de la prevención de riesgos laborales, como seguramente es bien 
conocido, el trabajador es considerado como «sujeto responsable» a efectos sancionadores 
administrativos aun cuando pudieran ponerse de manifiesto posibles incumplimientos de 
e higiene en el trabajo” y OJEDA AVILÉS, A., ALARCÓN CARACUEL, M. R. y RODRÍGUEZ  RAMOS, 
M. J., “La prevención de riesgos laborales aspectos claves de la Ley 31/1995”, Aranzadi, Pamplona, 1996, 
pág. 219.
25  MONTOYA MELGAR, A., “Los deberes del...”, op. cit., págs. 53 a 55.
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su deber de seguridad. Esta responsabilidad se ha ventilado en el ámbito disciplinario, y 
no ha trascendido al ámbito sancionador administrativo26”. 
  En el campo de la prevención de riesgos laborales entenderemos la falta 
disciplinaria teniendo en cuenta tres elementos: preexistencia de una norma de seguridad 
(normas comunitarias, nacionales, convenios colectivos, órdenes de los empresarios) 
que ha de ser pública,27 vulnerar una norma de prevención de riesgos laborales y que 
el comportamiento sea imputable al trabajador y voluntario y puede ser directo del 
trabajador o inducido a otros y por último, el tercer elemento, que es que se circunscriba 
al ámbito laboral. Las faltas se dividen en leves, graves y muy graves en atención a su 
trascendencia e importancia, grado de culpabilidad y categoría profesional del infractor y 
a las circunstancias que en el caso concurran y se regulan en el art. 58.1 ET.
 De forma resumida analizaremos los comportamientos que pueden hacer que los 
trabajadores sean sancionados. El incumplimiento en materia de seguridad y salud no 
solo abarca la prevención de accidentes, sino también como dice el art. 29 LPRL a los 
trabajadores28, y así lo corroboran algunas decisiones judiciales.
26 VALVERDE ASENCIO, A. J., “Infracciones y sanciones de transcendencia laboral en la Ley de 
Medidas Sanitarias frente al Tabaquismo” Relaciones Laborales, nº 3, Sección Legislación, Quincena del 
8 al 23 Feb. 2006, Año XXII, pág. 809.
27  Hay numerosa jurisprudencia al respecto, STS de 18 de mayo de 1989, STS de 15 de diciembre de 1960, 
STS de 3 de marzo de 1944, STS de 3 de febrero de 1984, STS, de 1 de octubre de 1987 y STCT, de 13 de 
abril de 1983.
28  Artículo 29. Obligaciones de los trabajadores en materia de prevención de riesgos.
1. Corresponde a cada trabajador velar, según sus posibilidades y mediante el cumplimiento de las medidas 
de prevención que en cada caso sean adoptadas, por su propia seguridad y salud en el trabajo y por la de 
aquellas otras personas a las que pueda afectar su actividad profesional, a causa de sus actos y omisiones en 
el trabajo, de conformidad con su formación y las instrucciones del empresario.
2. Los trabajadores, con arreglo a su formación y siguiendo las instrucciones del empresario, deberán en 
particular:
1º Usar adecuadamente, de acuerdo con su naturaleza y los riesgos previsibles, las máquinas, aparatos, 
herramientas, sustancias peligrosas, equipos de transporte y, en general, cualesquiera otros medios con los 
que desarrollen su actividad.
2º Utilizar correctamente los medios y equipos de protección facilitados por el empresario, de acuerdo con 
las instrucciones recibidas de éste.
3º No poner fuera de funcionamiento y utilizar correctamente los dispositivos de seguridad existentes o 
que se instalen en los medios relacionados con su actividad o en los lugares de trabajo en los que ésta tenga 
lugar.
4º Informar de inmediato a su superior jerárquico directo, y a los trabajadores designados para realizar 
actividades de protección y de prevención o, en su caso, al servicio de prevención, acerca de cualquier 
situación que, a su juicio, entrañe, por motivos razonables, un riesgo para la seguridad y la salud de los 
trabajadores.
5º Contribuir al cumplimiento de las obligaciones establecidas por la autoridad competente con el fin de 
proteger la seguridad y la salud de los trabajadores en el trabajo.
6º Cooperar con el empresario para que éste pueda garantizar unas condiciones de trabajo que sean seguras 
y no entrañen riesgos para la seguridad y la salud de los trabajadores.
3. El incumplimiento por los trabajadores de las obligaciones en materia de prevención de riesgos a que se 
refieren los apartados anteriores tendrá la consideración de incumplimiento laboral a los efectos previstos 
en el artículo 58.1 del Estatuto de los Trabajadores o de falta, en su caso, conforme a lo establecido en 
la correspondiente normativa sobre régimen disciplinario de los funcionarios públicos o del personal 
estatutario al servicio de las Administraciones públicas. Lo dispuesto en este apartado será igualmente 
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 Es en los convenios colectivos donde se tipifican las faltas y se regula cuándo se 
entiende que se vulneran las normas de prevención. Otra de las pautas que deben seguir 
los trabajadores tiene que ver con la buena fe contractual y con que la prestación de su 
trabajo sea eficaz. 
 Es también motivo de incumplimiento de la normativa la falta de diligencia 
debida, que se entiende como no prestar la atención debida en el trabajo encomendado que 
pueda suponer el riesgo o perjuicio de cierta consideración para el propio trabajador, sus 
compañeros, la empresa o terceros. Ejemplos de vulneración del deber de diligencia son 
dejar la ropa de trabajo en cualquier parte si pudiera estar contaminada. La jurisprudencia 
ha encontrado nexos de unión entre la buena fe contractual y la diligencia, sobre todo en 
trabajos que requieran especiales dosis de concentración y cuidado, aunque la diligencia 
y cuidado deben de tenerse en todos los trabajos que se realicen sobre todo cuando se 
usan máquinas, aparatos, etc29. El supuesto de inobservancia o indisciplina de las normas 
del empresario también supone falta disciplinaria y, en materia de seguridad y salud, se 
produce cuando se usan las maquinas sin autorización o cuando se paralizan las obras y 
el trabajador continua trabajando.
 El proceso sancionador, en el caso de faltas graves y muy graves, requiere 
comunicación escrita al trabajador haciendo constar la fecha y los hechos que motivan la 
sanción y, en el caso de que el trabajador sea representante de los trabajadores, se requerirá 
por parte del empresario un expediente contradictorio30. Respecto de las sanciones, se 
establecen unas limitaciones consistentes en prohibir aquellas sanciones que se concreten 
en la reducción de vacaciones o minoración de los derechos de descanso o multa de haber. 
Estas decisiones empresariales son revisables ante la jurisdicción competente en el plazo 
de 20 días hábiles siguientes a aquel en que se produzca la sanción. El juez podrá, art. 
115 LRJS, confirmar la sanción si se acredita que ha habido el comportamiento, revocarla 
de forma total parcial, pudiendo autorizar, en este caso, al empresario la imposición de 
otra sanción más adecuada, o si no se ha probado que deba de haber sanción, declararla 
nula. En estas sentencias no cabe recurso salvo en las sanciones por faltas muy graves, 
apreciadas judicialmente que sí cabe recurso. 
 Ello, no obstante, también puede verse expuesto a otras consecuencias. Así 
merecerán sanción penal cuando cometan delito o falta, pues aunque es prácticamente 
imposible que, quien no ocupa posición jerárquica destacada ni desarrolla funciones 
preventivas dentro de la empresa, pueda ser autor de un delito especial contra la seguridad 
y salud, los tipos genéricos (homicidio, lesiones, etc.) puede cometerlos cualquiera y, 
aplicable a los socios de las cooperativas cuya actividad consista en la prestación de su trabajo, con las 
precisiones que se establezcan en sus Reglamentos de Régimen Interno.
29  STSJ, Cataluña, 13 de marzo de 1996. 
30  LLUCH CORELL, F. J., “La prescripción de las sanciones. Foro Abierto” Revista de Jurisprudencia El 
Derecho, nº 3, Social. 2010, pág. 6.
30
Reyes A. Martín Coleto
por tanto, también un trabajador que omita sus obligaciones preventivas causando 
(normalmente por imprudencia) lesiones o la muerte a otra persona. También puede 
incurrir en responsabilidad civil, en tanto la obligación de indemnizar por los daños y 
perjuicios que se causaren mediante actos u omisiones dolosos o culpables es de aplicación 
general, sin embargo, el empleador es responsable solidario, de forma que, habitualmente 
será él quien deba afrontar la indemnización. En cambio, y por último, los asalariados no 
pueden incurrir en responsabilidad administrativa por infracciones preventivas, pues el 
TRLISOS no tipifica como infracción sus incumplimientos en esta materia, ni tampoco 
en la de la Seguridad Social que únicamente afecta a los empresarios.
 Ahora bien, numerosos sujetos ostentan funciones directivas de mayor o menor 
nivel dentro de la estructura jerárquica de la entidad productiva, participando en la 
plasmación y aplicación de la política empresarial de seguridad y salud. Su situación es 
análoga a la de los demás trabajadores, pero con algún matiz: de un lado el CP prevé la 
condena penal por delito contra la seguridad y salud en el trabajo para algunos mandos, 
aludidos en el art. 318 CP en los términos posteriormente analizados; por otro no se puede 
exigir responsabilidad administrativa ni de Seguridad Social, pero cuando la persona, en 
el ejercicio de sus poderes de mando, obre en nombre y por cuenta de la empresa, sus 
actuaciones pueden hacer incurrir a esta en tales tipos de responsabilidad.
 En cuanto a la responsabilidad penal se encuentra contenida en los arts. 316 y 317 
CP, de los llamados delitos contra la seguridad en el trabajo y el bien jurídico protegido 
es la seguridad en el trabajo31. Los trabajadores sin poder de decisión no pueden ser 
sujetos activos de delito contenido en estos artículos aunque tengan que velar por su 
propia seguridad. La responsabilidad penal del trabajador también puede cometerse por 
imprudencia y por omisión y de estos delitos hablaremos a lo largo de este trabajo.
 En el Derecho Penal, la imputación de culpabilidad es personal y, en consecuencia, 
la responsabilidad recae sobre la persona. En el ámbito laboral, aunque la empresa y, en 
materia de la prevención de riesgos laborales, tenga entre las funciones a su cargo la 
vigilancia o el cumplimiento de las medidas que afectan a los trabajadores, son los técnicos 
y encargados de las empresas los que suelen estar afectados por dicha responsabilidad. 
En este sentido, el término “encargado”, en un significado amplio, es el que corresponde 
a cualquier persona a la que se confía, por delegación, la realización de una tarea con 
mando sobre otros y con función general de vigilancia y de cuidado. 
 El caso de los encargados se regula en el art. 318 CP que establece que cuando 
los hechos previstos en los artículos anteriores se atribuyeran a personas jurídicas, se 
31 Vid: ABELLANET GUILLOT, F., “Delitos previstos por la norma penal en el ámbito de la construcción”, 
En La responsabilidad penal en la construcción. Editorial Cedecs, 2005. págs. 85-104; VALBUENA 
GARCÍA, E., “Comentario a artículo 316 del Código Penal”. En Código Penal. Parte Especial. Tomo II. 
Volumen II. 2010, passim. 
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impondrá la pena señalada a los administradores o encargados del servicio que hayan 
sido responsables de los mismos y a quienes, conociéndolos y pudiendo remediarlo, 
no hubieran adoptado medidas para ello. En estos supuestos la autoridad judicial podrá 
decretar, además, alguna o algunas de las medidas previstas en el art. 129 CP.
 Desde el punto de vista de responsabilidad civil del trabajador, esta no está regulada 
de forma clara y se refiere a la seguridad y salud laboral del trabajador y puede introducirse 
a través de la norma general de los arts. 1101 y 1902 CC, es decir, cuando incumpla las 
obligaciones contractuales o las cumpla deficientemente mediando en su actitud culpa o 
negligencia dentro de la responsabilidad contractual o extracontractual. Y es exigible no 
solo a los trabajadores sino también a los representantes de los trabajadores, delegados, 
promotores de obras, encargados, etc. Será exigible una diligencia a los trabajadores que 
no ostenten cargo de mando intermedio; es menor, tal y como dispone el art. 29 LPRL, 
ya que las obligaciones se observaran siempre en función de su formación y siguiendo las 
instrucciones del empresario y, por ello, se les podrá exigir más o menos responsabilidad32. 
 La responsabilidad civil del trabajador se relaciona con los daños y perjuicios de 
contenido económico que sufra la víctima y trata de resarcirle dándole una compensación 
adecuada a cargo del sujeto infractor que, en este caso, es el trabajador. Esta responsabilidad 
contractual y extracontractual tiene como elementos comunes una acción u omisión 
antijurídica, producción de un daño y una relación causal de la acción y el daño. Las 
obligaciones de los trabajadores en materia de prevención de riesgos son de hacer, como, 
por ejemplo, usar correctamente los equipos y maquinas, herramientas y se puede realizar 
por omisión. En caso de responsabilidad contractual, estas obligaciones se contienen en 
el contrato y en la extracontractual deberá de haber negligencia o culpa y luego se iniciará 
un proceso para el resarcimiento de esta responsabilidad frente al trabajador que cometió 
el ilícito, que da lugar a responsabilidad civil.
 En el caso del recargo de prestaciones es cierto que se impone al empresario la 
obligación ante la Seguridad Social y cabe la posibilidad de concurrencia de culpas entre 
el trabajador y el empresario y debiendo culpar a ambos en caso de tener responsabilidad. 
La jurisprudencia se ha inclinado a pensar que en caso del incumplimiento del trabajador 
se baje la cuantía del recargo33. Por lo que la conducta del trabajador influye a la hora de 
determinar el recargo de prestaciones.
32  SEGOVIANO ASTABURUAGA, M. L., “La indemnización de daños y perjuicios derivada 
de accidente de trabajo: criterios jurisprudenciales” Artículo publicado en Actum Social nº 50. 




Última consulta, el 20 de junio de 2017.
33  STJ, País Vasco, de 30 de julio, 1993, AS, 1993, 3396 y STJ, Castilla León, de 9 de mayo, 1991, AS, 
1991, 3013 y STJ, Cantabria, de 29 de marzo, 1993, AS, 1993, 1593.
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3. RESPONSABILIDADES EXIGIBLES A TRABAJADORES AUTÓNOMOS
 Los autónomos podrán incurrir en responsabilidad civil por los daños que causen 
(pudiendo concertar operaciones de seguro para cubrir esta responsabilidad, art. 15 
LPRL), penal por delitos o faltas, administrativa por infracciones de tal índole en las que 
incurran y, si tienen trabajadores a su servicio, en su condición de empleadores asumirán 
su responsabilidad ante la Seguridad Social. Además, el cliente puede decidir extinguir el 
contrato que le vincula al autónomo cuando este incumpla sus deberes preventivos. Los 
trabajadores autónomos pueden ser sujetos pasivos de los delitos contra la seguridad en el 
trabajo y así lo ha determinado la jurisprudencia34.
 Al no trabajar para otra persona sino para sí mismo, se le da al trabajador 
autónomo mayor libertad al ser el dueño de los medios de producción y los beneficios y 
someterse a las condiciones de trabajo que estime oportunas. Si el trabajador autónomo 
tiene trabajadores a su cargo, entonces se regirá por las normas de la LPRL. Habrá que 
hacer una diferenciación entonces entre que tenga trabajadores o no:
* Autónomo no concurrente: el que no tiene trabajadores a su cargo como, por ejemplo, 
el dueño de un quiosco, agricultor, electricista, etc. Este autónomo no tiene obligación 
de realizar actividades preventivas ni podrá ser sancionado por su ausencia al no tener 
trabajadores, ni concurre con otros trabajadores o empresas. Aunque cabría la posibilidad 
de que contrate una póliza de responsabilidad civil en caso de que cause daños a terceros 
como consecuencia de su actividad profesional. Si tiene un local abierto al público deberá 
seguir las normas de urbanismo y consumo y las medidas que le sean exigibles, pero 
también podrá contratar más aunque la LPRL no lo exija.
* Autónomos concurrentes: les serán de aplicación las normas contenidas en los 
arts. 24.1 y 2 LPRL y el art. 8 de la Ley 20/2007, de 11 julio, Estatuto del Trabajador 
Autónomo (LETA) y el RD 1627/1997 en los casos que proceda. Los deberes que tienen 
los trabajadores autónomos son los siguientes: el primer deber es el de cooperación en el 
centro de trabajo y, para ello, participará en la información recíproca sobre los riesgos que 
pueden afectar a los trabajadores de otras empresas concurrentes en el centro, en particular 
aquellos que puedan verse agravados o perjudicados por circunstancias derivadas de 
la concurrencia de actividades35. Por ello, el trabajador autónomo deberá conforme su 
estatuto:
34  STS, Sala 1ª, sentencias de 3 de julio de 1998 y de 18 de junio de 2004.
35 Vid: LLANO SÁNCHEZ, M., “El reglamento de prevención de riesgos laborales en materia de 
coordinación de actividades empresariales” Actualidad Laboral, N.º 13, Quincena del 1 al 15 jul. 2004, pág. 
1545; PÉREZ DE LOS COBOS ORIHUEL, F; SÁNCHEZ-URÁN AZAÑA, y THIBAULT ARANDA, 
J., “Artículo 24. Coordinación de actividades empresariales”. Esta doctrina forma parte del libro Ley de 
Prevención de Riesgos Laborales. Comentada y con jurisprudencia, op. cit., edición nº 1, Editorial LA 
LEY, Madrid, septiembre, 2008.
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 * Proporcionar al empresario titular, principal o contratista la información de los 
riesgos inherentes a su actividad que puedan afectar al resto de trabajadores que estén en 
el mismo espacio, con la excepción de que si el trabajador autónomo no está en contacto 
con otros trabajadores no tiene la obligación de cumplir con el deber de información.
 * Informar al empresario titular, principal o contratista de los accidentes que se 
produzcan como consecuencia de los riesgos de actividades concurrentes.
 * Comunicar de inmediato al empresario principal, titular o contratista de toda 
situación de emergencia susceptible de afectar a la seguridad o salud de los trabajadores 
de las empresas presentes en el centro de trabajo.
 Otro de los deberes de los autónomos concurrentes es el deber de información 
que integra los aspectos de prevención, protección y emergencia. Esta información debe 
ser suficiente, facilitarse antes del inicio de las actividades y renovarse cuantas veces sea 
necesaria durante el ejercicio de la misma y, sobre todo, si se ha producido una situación de 
emergencia y por escrito se dará esta información en caso de riesgos graves y muy graves, 
la ley permite la comunicación verbal en caso de riesgos leves. El trabajador autónomo 
recibirá por parte del empresario titular, principal o contratista, las instrucciones para 
la prevención de los riesgos existentes en el centro de trabajo que puedan afectar a los 
trabajadores de las empresas concurrentes, sobre las medidas que deben aplicarse cuando 
se produzca una situación de emergencia. Estas instrucciones deben ser suficientes 
y adecuadas a los riesgos existentes en el centro de trabajo que puedan afectar a las 
empresas concurrentes y a las medidas para prevenir tales riesgos. Estas instrucciones se 
facilitarán antes del inicio de las actividades y cuando se produzcan cambios relevantes y, 
como en el caso anterior, por escrito en caso de riesgos graves y muy graves. 
Además, la LETA, en su art. 8.4, dice que las empresas que contraten con 
trabajadores autónomos la realización de obras o servicios correspondientes a la propia 
actividad de aquellas y que se desarrollen en sus propios centros de trabajo, deberán 
vigilar el cumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales por estos 
trabajadores. Por lo que el empresario tendrá el mismo deber de vigilancia de los 
contratistas o subcontratistas de la propia actividad que sobre los autónomos contratados. 
Esto supone que haya mayor responsabilidad en el empresario contratante, que puede 
ser sancionado por un incumplimiento de prevención de riesgos laborales del trabajador 
autónomo o condenado solidariamente por los daños que pudiera causar el trabajador 
autónomo. 
 El art. 8.7 de la LETA también regula que los trabajadores por cuenta propia 
tendrán el derecho que establece el art. 21.2 LPRL (riesgo grave e inminente) para 
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los trabajadores por cuenta ajena.36 Por lo que el trabajador autónomo tendrá derecho 
a suspender su actividad y abandonar el lugar de trabajo cuando considere que dicha 
actividad entraña un riesgo grave e inminente para su vida o salud. Si los trabajadores 
autónomos deben operar con máquinas, aparatos, productos o equipos proporcionados 
por la empresa para ejecutar su actividad profesional, pero no realicen la actividad en el 
centro de trabajo de la empresa, esta asumirá las obligaciones consignadas en el último 
párrafo del art. 41.1 LPRL para fabricantes, suministradores o importadores, es decir, 
el empresario proporcionará al trabajador autónomo la información necesaria para la 
utilización y manipulación de la maquinaria y equipos de trabajo, materias primas, útiles 
de trabajo, etc., para que su uso se produzca sin riesgos para la seguridad y salud de los 
trabajadores, así como para que los empresarios puedan cumplir con las obligaciones, 
no solo con sus trabajadores sino también con los trabajadores autónomos. El art. 11.2 
RD 1627/1997 establece que los contratistas y subcontratistas serán responsables de la 
ejecución correcta de las medidas preventivas fijadas en el plan de seguridad y salud en 
lo relativo a las obligaciones que les correspondan a ellos directamente, en el caso de los 
trabajadores autónomos contratados por los empresarios. Esta norma se ha extendido a 
todos los sectores productivos, no solamente al de la construcción (art. 24.3 LPRL).
 El TRLISOS contiene dos infracciones referidas a los trabajadores autónomos, 
la primera de ellas es una infracción grave referente a no adoptar los empresarios o 
trabajadores autónomos que desarrollen actividades en el mismo centro de trabajo o los 
empresarios a los que se refiere el art. 24.4 LPRL, las medidas de cooperación necesarias 
y de coordinación para la protección y prevención de riesgos laborales (art. 12.13 
TRLISOS) y la segunda, infracción muy grave si son actividades reglamentariamente 
consideradas como peligrosas o con riesgos especiales (art. 13.7 TRLISOS)37.
4. RESPONSABILIDADES EXIGIBLES A LOS SERVICIOS DE PREVENCIÓN 
EXTERNOS Y LAS ENTIDADES AUDITORAS Y FORMATIVAS
 También se puede exigir responsabilidades a los servicios de prevención externos, 
las entidades formativas, las entidades auditoras o el auditor persona física38: 
36  LLANO SANCHEZ, M., “El reglamento de prevención…” op. cit., pág. 1545
37 Vid: GÓMEZ ARBÓS, J., “Formación preventiva. Concepto y responsabilidades” Revista Doctrinal 
Aranzadi Social nº. 11/2012 parte Observatorio de Riesgos Laborales, págs. 167-187; LÓPEZ LÓPEZ, A. 
B., “Siniestralidad laboral y Derecho penal” Revista Aranzadi de Derecho y Proceso Penal núm. 29/2012 
parte Doctrina, passim. 
38 Vid: MARTÍNEZ BARROSO, M. R., “Responsabilidades exigibles a los servicios de prevención 
externos, a las entidades formativas y a otros sujetos”. Doctrina que forma parte de Sujetos responsables 
de los incumplimientos en materia preventiva. Editorial Bomarzo, 2016, págs. 155-159; PÉREZ CRESPO, 
J., “La evaluación de riesgos: una visión crítica de su papel como piedra angular del sistema de gestión.” 
Seguridad y salud en el trabajo, nº 83, 2015, págs. 20-31. 
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 1.- El servicio o entidad puede incurrir en la de tipo administrativo, pues sus 
incumplimientos si están tipificados en el TRLISOS como infracciones; también en la 
civil por los daños derivados de sus acciones u omisiones. Salvando la responsabilidad 
penal de las personas jurídicas podría exigirse al auditor como persona física, respecto 
al cual, difícilmente resultaría de aplicación el delito contra la seguridad y salud de los 
trabajadores, pero, al menos en teoría, podría ser el autor de algún delito o falta genérica.
 2.- Las personas físicas integrantes del servicio o la entidad pueden ser objeto 
de sanción disciplinaria por parte de su empresario (el servicio o entidad) e incurrir 
en responsabilidad civil (de la que es responsable solidario su empleador) y penal 
(difícilmente por el tipo del art. 316 CP, conforme consta), pero no administrativa ni de la 
Seguridad Social.
 El servicio de prevención externo, a diferencia del propio, la empresa no lo dota de 
recursos, sino que el empresario acude al mercado para concertar una actividad que tiene 
que realizar obligatoriamente por ley y que puede, dicho servicio de prevención externo, 
atender a varias empresas a la vez y tener recursos suficientes para hacerlo. El RDL 
5/2000 de 4 agosto, que aprueba el TRLISOS en su art. 2.9, refleja que los servicios de 
prevención podrán ser sujetos responsables de infracciones en el ámbito administrativo. 
El empresario lo contrata según las previsiones del art. 31.1 y 33 b) de la LPRL y el art. 
16 del Reglamento de Servicios de Prevención (RSP). El empresario no se libera de la 
obligación de prevención de riesgos, pues el servicio de prevención es el instrumento para 
transmitir a los trabajadores la información necesaria para la seguridad de los mismos. La 
responsabilidad de los servicios de prevención queda delimitada de la siguiente forma:
* Responsabilidad frente a la Administración: estos servicios serán responsables durante 
tres años si su conducta es susceptible de infracción administrativa y se subsumirá en 
alguna de las previstas.
* Responsabilidad frente al empresario: será en el marco de la relación contractual entre 
empresario y el servicio de prevención externo.
* Responsabilidad frente al trabajador: un sector de la doctrina considera que el servicio de 
prevención externo no tiene responsabilidad frente al trabajador. Esta doctrina manifiesta 
que es el empresario el garante de la seguridad y esta responsabilidad no se desplaza 
a terceros por el hecho de contratar un servicio ajeno de prevención, aunque puedan 
repercutir contra este los daños civilmente causados. 
 La responsabilidad que puede tener el servicio de prevención externo frente al 
trabajador está prevista en el art. 316 CP, pero será penalmente responsable la persona del 
servicio de prevención externo encargada de la prevención, y cabe la responsabilidad civil 
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por daños y perjuicios también en la figura del encargado del servicio de prevención39. Cabe 
la responsabilidad extracontractual del trabajador, porque la responsabilidad contractual 
es entre el empresario y el trabajador y ambas responsabilidades pueden perfectamente 
concurrir. La pregunta entonces estaría en si esa responsabilidad es solidaria y está claro 
que la responsabilidad se puede ejercer frente a ambos órganos a la vez y se extiende a la 
compañía aseguradora que tenga contratado el servicio de prevención externo, porque este 
seguro de responsabilidad civil es una obligación contenida en el RD 39/97, RSP y frente a la 
que el trabajador tiene acción directa conforme al art. 76 Ley Reguladora de la Jurisdicción 
Social (LRJS). La responsabilidad civil del servicio de prevención se produce cuando medie 
culpa o negligencia en su actuación, así como un nexo causal con los hechos producidos. 
 La responsabilidad penal del servicio de prevención también se produce en el caso 
de los delitos de resultado como el homicidio imprudente, lesiones o falta de imprudencia 
con resultado de muerte o lesiones. Aunque se debería acreditar la culpabilidad de la 
persona que pertenece al servicio de prevención ajeno40. 
 La responsabilidad administrativa de los servicios de prevención externos se regula 
en los arts. 11, 12 y 13 TRLISOS. Será una infracción grave incumplir las obligaciones 
derivadas de las actividades correspondientes de los servicios de prevención ajenos 
respecto de los empresarios concertados. Y también hay dos infracciones muy graves 
referentes a las auditorías de prevención y los servicios de prevención ajenos, reguladas 
en los arts. 12.22 y 13.11 TRLISOS. Además existen actas de infracción practicadas a 
servicios de prevención ajenos41 que les imputan la comisión de infracciones como, por 
39 LÓPEZ LÓPEZ, A. B., “Siniestralidad laboral y Derecho penal” op. cit., Revista Aranzadi de Derecho 
y Proceso Penal núm. 29/2012 parte Doctrina, passim. 
40  A modo de ejemplo se expone la el FJ de la SAP de Pontevedra que expresa:
“(…) La delegación efectuada por el empresario en los servicios de prevención conforme a la normativa 
laboral, (art. 30 y concordantes de la Ley 31/95) podría eximirle de responsabilidad, pero siempre y cuando 
el sustituto satisfaga las exigencias del caso. La jurisprudencia ha abordado la situación de delegación así ya 
en la STS 26-03-1994 se recoge que ("no es humanamente posible que quienes deben ejercer una posición 
de garante, que requiere, por su naturaleza, una distribución de funciones, puedan realizar personalmente 
todas las operaciones necesarias para el cumplimiento del deber. Por ello, el ordenamiento jurídico reconoce 
el valor exonerante de la responsabilidad a la delegación de la posición de garante, cuando tal delegación se 
efectúa en personas capacitadas para la función y que disponen de los medios necesarios para la ejecución 
de los cometidos que corresponden al deber de actuar.")
Pero como dice el autor y magistrado del TS, Varela Castro ("la delegación no extingue totalmente la 
posición de garante, sino que, en verdad, la transforma. En efecto, el garante primario seguirá siendo, en 
todo caso, un garante mediato, cuyo deber de vigilancia consiste en la observación del cumplimiento del 
sustituto. Este por su parte tendrá la plena responsabilidad del garante desde la aceptación de su posición 
hasta el momento de devolverla al garante primario.")”
41  MOLINS GARCÍA-ATANCE, J., “El proceso de conflicto colectivo y el procedimiento de oficio: 
alcance de la reforma procesal” Artículo publicado en Actum Social nº 64. Junio 2012 Documento en 
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ejemplo, no haber impartido la formación a los trabajadores de la empresa cliente si 
estaba contenida en el concierto o no haber llevado a cabo los reconocimientos a los 
trabajadores si se ha concertado la vigilancia de la salud.
 Las sanciones que se podrían imponer a los servicios de prevención ajenos podrían 
ir desde sanciones pecuniarias:
a) Las leves, en su grado mínimo, con multa de 40 a 405 euros; en su grado medio, de 406 
a 815 euros; y en su grado máximo, de 816 a 2.045 euros.
b) Las graves con multa, en su grado mínimo, de 2.046 a 8.195 euros; en su grado medio, 
de 8.196 a 20.490 euros; y en su grado máximo, de 20.491 a 40.985 euros.
c) Las muy graves con multa, en su grado mínimo, de 40.986 a 163.955 euros; en su grado 
medio, de 163.956 a 409.890 euros; y en su grado máximo, de 409.891 a 819.780 euros. Y 
sanciones accesorias, como la cancelación de las acreditaciones concedidas a la autoridad 
laboral o la publicidad de las sanciones por faltas muy graves. 
Las sanciones propuestas por la Inspección de Trabajo en sus actas de infracción, 
e impuestas por el órgano competente, podrán ser impugnadas en vía administrativa 
primero y en la vía judicial contenciosa- administrativa después.
 Por lo que, en conclusión, la responsabilidad de los servicios de prevención externos 
será de origen civil, penal y también administrativa, sin perjuicio de la responsabilidad 
disciplinaria de los trabajadores del servicio de prevención, en la que se pudiera haber 
incurrido por infracción en su labor dentro del contrato laboral de ese trabajador con 
el servicio de prevención42. La doctrina ha delimitado que su responsabilidad proviene 
de manera directa e indirecta en su relación con la empresa que le contrató. Aunque 
su función es de asesoramiento, hay supuestos en los que hay una delegación expresa 
de la empresa al servicio de prevención ajeno y por ello tiene responsabilidad. Estas 
responsabilidades son compatibles aunque deriven de un mismo hecho común.
 En cuanto a la auditoría de prevención, decir que cuando el empresario se acoge a 
los servicios de prevención, la ley le obliga a un sistema de prevención y control en la figura 
de la auditoría de prevención debidamente documentada y a que verifique la validez de 
la acción preventiva implantada en la empresa. Esta auditoría la pueden realizar personas 
jurídicas y físicas siempre que posean conocimientos técnicos suficientes en la materia y 
42  SEGOVIANO ASTABURUAGA, M, L., “La indemnización de daños y perjuicios derivada 
de accidente de trabajo: criterios jurisprudenciales” op. cit., Artículo publicado en Actum Social 
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cuenten además con los medios suficientes para ello. En la práctica, estas actividades las 
suelen realizar las sociedades mercantiles y no es necesario ni obligatorio un seguro de 
responsabilidad civil. Las auditorías verifican y comprueban las actividades preventivas 
que desarrollan los servicios de prevención propios o ajenos. Otro requisito, como pasaba 
en el caso anterior, es que el empresario debe de poseer un contrato de arrendamiento de 
servicios con la auditoría de prevención. La pregunta entonces reside en si las auditorías 
de prevención tienen responsabilidad por los incumplimientos en materia de prevención 
de riesgos que puedan ser cometidos por ellos43. 
 Al no regularlo el RSP, dependerá del caso concreto y del alcance de la auditoría 
para saber si el trabajador afectado puede o no exigir responsabilidad. Si la actividad es 
directa sobre el trabajador en la evaluación de riesgos de su puesto de trabajo, parece claro 
que sí tendrá responsabilidad sobre las actividades de prevención. Aunque la auditoría 
también puede ser responsable si, por una negligencia suya, el trabajador sufre un daño 
en los mismos términos que el servicio de prevención debía analizar. 
 La Ley 50/1998 de 30 de diciembre, de acompañamiento de la Ley de Presupuestos 
del Estado, modificó los arts. 47, 48 y 49 LPRL, e incluyó a las entidades especializadas en 
la actividad de auditoría de prevención entre los sujetos responsables, pudiendo ser objeto 
de sanción administrativa y de cancelación de la acreditación otorgada por la Autoridad 
laboral.  Las entidades de formación también estarán sujetas a las responsabilidades que 
tengan en función de su participación en el hecho causante de accidente de trabajo44, 
igual que los servicios de prevención ajenos y las auditorías de prevención. Aunque la 
formación de prevención de riesgos laborales suele ser impartida por los servicios de 
prevención externos como parte del contrato que firman con el empresario.
5. RESPONSABILIDAD DE LOS TÉCNICOS DE PREVENCIÓN 
 Es importante en este campo, delimitar cuál es la responsabilidad de los técnicos de 
prevención, es necesario saber cuál es su responsabilidad y su actuación en la prevención 
de riesgos laborales45. 
 El campo de responsabilidad de los técnicos de prevención se va a delimitar 
en tres niveles en los que tal responsabilidad puede darse: el primero, el estrictamente 
43  MARTÍNEZ BARROSO, M. R., “Técnicos de prevención de riesgos laborales y coordinadores 
de seguridad como sujetos responsables”. Doctrina que forma parte de Sujetos responsables de los 
incumplimientos en materia preventiva. Editorial Bomarzo. 2016, págs. 147-154.
44  V. gr. SAP de Alicante, nº 106/2010, de 8 de febrero de 2010. rec. 312/2008 (ROJ: SAP A 351: 2010, 
ECLI: ES: APA: 2010: 351 EDJ 2010/62377).
45  MARTÍNEZ BARROSO, M. R., “Técnicos de prevención de riesgos laborales y coordinadores de 
seguridad como sujetos responsables” op. cit., Doctrina que forma parte de Sujetos responsables de los 
incumplimientos en materia preventiva. Editorial Bomarzo.2016, págs. 147-154
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administrativo. Esto es, el que se refiere a la posibilidad de incurrir en infracciones 
administrativas, que son sancionadas de manera más leve que las infracciones penales, 
normalmente mediante la imposición de una sanción económica o multa46. El segundo, 
el penal, consistente en la imposición de una pena por un órgano judicial penal, tras 
detectar la comisión de un delito o falta tipificado como tal en el CP. El tercero, el civil, 
que se centra en la reparación económica del daño causado. Habría, por último, que aludir 
a la responsabilidad disciplinaria laboral que eventualmente podría derivar del propio 
trabajador y aplicarla el propio empresario.
 Desde el punto de vista de la responsabilidad administrativa, hay que subrayar 
que esta solo puede ser sufrida por el empresario (art. 42.1 LPRL: incumplimiento por los 
empresarios de sus obligaciones), a pesar de que, según lo establecido en la Ordenanza 
General de Seguridad e Higiene en el Trabajo (OGSHT), antes se entendía que también 
podía ser titular de esta responsabilidad algún trabajador directivo (art. 158, referido a la 
posible “inhabilitación” de las personas responsables de los hechos que supongan unos 
constantes peligros para los trabajadores de una empresa)47.
 El técnico de prevención, pues, no puede quedar sujeto a esta responsabilidad, 
exclusivamente diseñada para perseguir determinadas conductas del empresario. La 
imposición de una sanción administrativa al empresario no significa, sin embargo, que 
la misma resulte totalmente inocua para el técnico de prevención. En efecto, no hay 
que descartar que, en los casos en los que el técnico sea al mismo tiempo un trabajador 
asalariado al servicio del empresario que sufrió la sanción, este mismo reaccione contra 
aquel. 
 El empresario tiene abierta la vía disciplinaria para reaccionar contra los 
trabajadores a su servicio que incumplan sus deberes en materia de seguridad y salud, como 
una especificación de la responsabilidad del trabajador derivada de sus incumplimientos 
laborales, en general. Cuando el técnico incumpla sus deberes de manera que de tal 
incumplimiento se derive la imposición de una sanción administrativa al empresario, 
46  El Art.40 del TRLISOS establece: “Las infracciones, por faltas graves y muy graves de las entidades 
especializadas que actúen como servicios de prevención ajenos a las empresas, de las personas o entidades 
que desarrollen la actividad de auditoría del sistema de prevención de las empresas y de las entidades 
acreditadas para desarrollar o certificar la formación en materia de prevención de riesgos laborales, podrán 
dar lugar, además de a las multas previstas en este artículo, a la cancelación de la acreditación otorgada por 
la autoridad laboral.”
47 Vid: CUENCA LÓPEZ, L. J., “Construcción industrializada de edificios en el siglo XXI. En torno 
a las responsabilidades” Revista de Derecho, Empresa y Sociedad (REDS), nº 5, julio 2014, págs. 160-
175; MARTÍNEZ BARROSO, M. R., “Técnicos de prevención de riesgos laborales y coordinadores de 
seguridad como sujetos responsables” op. cit., Doctrina que forma parte de Sujetos responsables de los 
incumplimientos en materia preventiva. Editorial Bomarzo. 2016, págs. 147-154; CARRIL VÁZQUEZ, 
X. M., “La inexcusable necesidad de articular integralmente la prevención de riesgos laborales en buques 
mercantes desde la realidad específica y extraterritorial del trabajo marítimo y el indispensable bienestar a 
bordo de la gente de mar” Revista General de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social, nº 31, 2012, 
passim.
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este tendrá un particular motivo de reaccionar disciplinariamente contra él: por haber 
incumplido sus deberes como trabajador y también por la particular incidencia que ese 
deber específico tiene sobre otros, en tanto que está imbricado con la preservación de la 
seguridad y la salud del colectivo de trabajadores, redundando además en la imposición 
de una sanción administrativa. Si el empresario puede repercutir o no contra el trabajador 
el importe de la sanción sufrida o del perjuicio final, resulta una cuestión más discutible48.
 Por lo tanto, la eventual responsabilidad administrativa no puede recaer sino sobre 
el empresario, nunca sobre el técnico. Ello, sin perjuicio de que la cuantía económica de la 
sanción (no la sanción misma) pueda repercutirse, en determinadas circunstancias, contra 
el técnico y, con mayor razón, contra la empresa externa prestataria de los servicios de 
prevención, si ese fuera el caso. A nivel jurisprudencial no ha habido sentencias referentes 
todavía a los técnicos de prevención a día de hoy. 
 En cuanto a la responsabilidad penal de los técnicos de prevención, pueden cometer 
los mismos delitos que trabajadores o empresarios que son los regulados en los arts. 316, 
317 y 318 CP. El técnico de prevención puede ser responsable directo de los mismos, y se 
podrá ver por lo tanto incriminado de lleno en la conducta delictiva tipificada. Por ser de 
riesgo, tales delitos no precisan la existencia de una efectiva lesión, de un accidente. El 
delito existe meramente ante la puesta en peligro, ante la presencia de un riesgo adornado 
con los requisitos legales: esto es, que se trate de un riesgo evitable de haberse seguido 
las pautas de conducta legalmente exigibles y que se trate de un riesgo grave. 
 Se ha planteado la duda de si a los técnicos de prevención se les puede imputar 
responsabilidad penal ya que el art. 14.2 LPRL asigna principalmente al empresario 
esta responsabilidad, sin mencionar expresamente a trabajadores, directivos o mandos 
intermedios. La respuesta debe inclinarse, sin embargo, hacia el lado positivo, esto es, a 
concluir que el técnico de prevención sí puede incurrir en responsabilidad penal derivada 
de su actuación profesional. Esta conclusión se sustenta, sobre todo, sobre las facultades 
ejecutivas que tiene ex lege concedidas. Las mismas invitan a determinar que este, antes 
que el mismo empresario, es quien tiene en muchos casos la potestad más inmediata de 
decidir en materia preventiva. De este modo, podrá ser declarado responsable penalmente 
cuando asuma funciones que no sean las de mero asesor o consultor, sino que vayan más 
allá: medidas planificadoras y organizadoras o ejercicio, por delegación, de funciones 
directivas en materia de prevención. Piénsese en que, por ejemplo, el art. 30.2 LPRL 
determina que los trabajadores designados para prestar los servicios de prevención 
(internos) en la empresa deberán tener la “capacidad necesaria”, disponer del “tiempo y 
de los medios precisos49”. 
48 MARTÍNEZ BARROSO, M. R., “Técnicos de prevención de…” op. cit. pág. 149.
49  MORENO MÁRQUEZ, A., “Comentario al artículo 30 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales. 
Protección y prevención de riesgos profesionales (V).” Grandes Tratados, passim.
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 Aunque no se determina expresamente que puedan tomar decisiones directas en 
materia preventiva, su alto nivel de autonomía y la relevancia de su función abren la 
posibilidad de que puedan incurrir en responsabilidad penal. Más despejada resulta esta 
posibilidad cuando el técnico de prevención está directamente incorporado a un servicio 
de prevención especializado, independiente. Piénsese en que estos servicios incluyen, 
entre sus competencias, las de diseñar y aplicar planes preventivos, evitar factores de 
riesgo, determinar prioridades para la adopción de medidas preventivas, “asegurar” la 
prestación de los primeros auxilios y medidas de emergencia, “vigilar” la salud de los 
trabajadores frente a los riesgos existentes (art. 31.3 LPRL)50. No significa esto, en todo 
caso, que siempre pueda ser declarado responsable el técnico de prevención y jamás 
el empresario. Lo que realmente debe concluirse de lo expuesto es que, si se dan las 
circunstancias subjetivas y objetivas exigidas en los correspondientes tipos delictivos, 
el técnico también puede ser declarado responsable. Y, cómo no, el empresario, si en él 
concurrieran igualmente los requisitos subjetivos y objetivos correspondientes.
 Ello habrá de determinarse de una manera dinámica, singularizada. Habrá que 
examinar, caso por caso, cuál es el ámbito de la responsabilidad de cada cual, dónde 
podemos encontrar signos de dolo o culpa que se exterioricen en, obviando las obligaciones 
legalmente establecidas, poner en grave peligro la vida, la salud o la integridad física de 
los trabajadores.
 La regulación penal atiende también a la imprudencia profesional, particularmente 
digna de tener en cuenta para los técnicos de prevención, si tenemos en cuenta sus 
cometidos. La jurisprudencia considera tradicionalmente que la imprudencia profesional 
es la que descansa en la impericia fundamentada tanto en la ignorancia51 como en la 
ejecución defectuosa del acto realizado profesionalmente52. Ello se basa en que el título 
profesional crea una presunción de competencia, cuya negación se encuentra en la 
impericia. Lo que se considera como un plus para la ilicitud de la conducta no es la 
condición profesional del sujeto, sino no haber observado las normas que ordinariamente 
son respetadas por los que ejercen esa misma profesión. Pues el CP la contempla al definir 
determinados tipos delictivos: Así, el art. 142.1. párrafo 4 del CP se refiere al homicidio 
cometido a causa de una imprudencia profesional grave, siendo esta determinante para 
50  MORENO MÁRQUEZ, A., “Comentario al artículo 31 de la Ley de Prevención de Riesgos Laborales. 
Servicios de prevención (I).” Grandes Tratados, passim.
51 La STS, Sala Cuarta, de lo Social, de 30 de junio de 2010, REC 4123/2008 (LA LEY 162103/2010); 
en la que un trabajador contratado como aprendiz que sufre un accidente de trabajo al caer desde 5 metros 
de altura, momento en el que no estaba presente el tutor. La presencia del mismo hubiese impedido que el 
inexperto trabajador llevase a cabo funciones para las que carecía de adecuada formación y que ponían en 
riesgo su integridad. La posible negligencia del trabajador carece de relevancia a efectos de actuar como 
factor corrector a la baja, puesto que se presenta como consecuencia de la negligencia empresarial.
52 V. gr. STS (Sala de lo Penal) nº 537/2005 de 25 de abril. (RJ 2005\6547); SAP Barcelona (Sec.6ª), de 
14 noviembre, 2005, (JUR 2007\119237).
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imponer inhabilitación especial para el ejercicio de la profesión, oficio o cargo de un 
período de 3 a 6 años, además de la privación de libertad inherente al homicidio. El art. 
152 CP, por su parte, contempla de inhabilitación especial por un período de 6 meses a 4 
años.
Hay que aludir finalmente a un peculiar tipo de delitos que pueden tener una cierta 
relación con los técnicos. Se trata de los delitos de revelación de secretos contemplados 
en los arts. 199 y 200 CP. El primero de ellos se refiere al quebrantamiento del deber 
de secreto profesional, distinguiendo dos supuestos. Así, el punto 1 se refiere a las 
revelaciones de secretos ajenos perpetradas por el empresario o por el trabajador de los 
que tenga conocimiento por razón del oficio. Esta concreta hipótesis parece comprender 
sin mucha dificultad la situación del técnico de prevención. 
 Debe destacarse que la pena impuesta por esta conducta es relativamente severa, 
pues se traduce en prisión de uno a tres años y multa de seis a doce meses. El punto 2, por 
su parte, incorpora la condición de profesionalidad como elemento de cualificación del 
delito, al sancionar al profesional -cualquier profesional- que incumpla su obligación de 
sigilo, divulgando el secreto, siempre que este profesional esté afectado por el deber de 
sigilo o reserva. El segundo de ellos, el art. 200 CP, se limita a extender esta protección 
de la intimidad a las personas jurídicas, protegiendo también, así pues, la revelación de 
datos secretos de las mismas53.
 La responsabilidad civil del técnico de prevención es exigible siempre que mediando 
dolo, culpa o negligencia se haya causado daño a otro, tanto en el cumplimiento defectuoso 
de un contrato (responsabilidad contractual, arts. 1902 y ss. CC) como, incluso al margen de 
la existencia de tal contrato (responsabilidad extracontractual, art. 1101 CC), del daño, pues 
pretende algo generalmente muy difícil, cuando no imposible, como es retrotraer las cosas 
al momento anterior a producirse el daño mismo; pretende, exclusivamente, traducir el 
mismo en una cantidad económica que lo mitigue, tanto en su aspecto puramente material, 
como en su vertiente de la aflicción moral que se hubiera producido. 
 Llevados estos elementales principios a la prevención de riesgos laborales, hay 
que precisar que la responsabilidad civil está relacionada precisamente con la reparación 
del daño físico eventualmente producido al trabajador cuando en la causa del mismo se 
hubiese constatado la ausencia de obligadas medidas preventivas54. El propio sistema de 
53 VÁZQUEZ IRUZUBIETA, C., “Del Descubrimiento y Revelación de Secretos”. Doctrina que forma 
parte de Comentarios al Código Penal (Actualizado por las Leyes Orgánicas: 1/2015, 30 marzo y 2/2015, 
30 de marzo), Editorial V-lex, Barcelona, España, págs. 483-497.
54  A modo de ejemplo se expone la STSJ de Madrid, Sala de lo Social, de 21 enero de 2008 (EDJ 
2008/21908) que en su FJ PRIMERO expone lo siguiente: 
“Esa es la ratio legis del art. 123 precitado que la autonomiza hasta el extremo de que su importe, conforme 
a la jurisprudencia (SSTS de 2-10-00, 14-2 y 9-10-01) no se corresponde con la idea reparadora del daño 
físico o psíquico sufrido que caracteriza tanto a la prestación de Seguridad Social cuanto a la acción civil, 
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Seguridad Social en toda su magnitud, y, muy en particular, las Mutuas de Accidentes 
de Trabajo y Enfermedades Profesionales (en la actualidad Mutuas colaboradoras con la 
Seguridad Social), tienen entre sus finalidades la de reparar los daños surgidos a causa de 
un accidente de trabajo.
 Como consideración general, habría que entender que el técnico debería responder 
siempre que hubiera producido algún daño digno de ser reparado económicamente de 
acuerdo con los parámetros jurisprudenciales existentes en la materia. Estos se suelen 
reconducir a la constatación de una causalidad directa entre el daño producido por 
el trabajador y alguna participación activa por dar una orden temeraria -u omisiva- 
señaladamente, incumplir las medidas preventivas reglamentadas del empresario. Sí, el 
técnico, puede ser declarado responsable en términos penales y puede, en general, ser 
declarado responsable por los daños que hubiera producido al empresario (causándole, 
por ejemplo, una sanción administrativa), y también civiles. Sin embargo, no se olvide 
el ya mencionado art. 1904 CC que le permite repetir el importe de esta responsabilidad 
sobre el trabajador -el técnico, en este caso- efectivamente responsable. De nuevo, sin 
embargo, la efectiva culpa o negligencia o dolo de cada uno de los sujetos serán los 
factores decisivos a tener en cuenta.
 Por último, la responsabilidad disciplinaria laboral por la que el técnico de 
prevención, en cuanto a trabajador, no está exento, por supuesto, de esta posible 
responsabilidad. La responsabilidad disciplinaria constituye, con todo, la vía más genuina 
de reacción del empresario en materia de vigilancia sobre prevención de riesgos laborales. 
La jurisprudencia confirma que, en definitiva, el celo por parte del empresario en el 
cumplimiento por parte de los trabajadores de las normas preventivas debe materializarse 
en una continua vigilancia y preocupación por el efectivo seguimiento de las normas 
preventivas en la empresa55. Ello conlleva, necesariamente, la imposición de sanciones por 
por ello si el siniestro acaece por culpa exclusiva del trabajador o de un tercero, sin que pueda apreciarse 
una concausa reprochable al empresario resultaría improcedente.
Pero ello no es el supuesto de autos. Independientemente de la eventual negligencia del accidentado o de 
su compañero (hecho probado 6º) es lo cierto que el trabajador siniestrado trabajaba a más de tres metros 
de altura, sin utilizar arnés o cinturón de seguridad, empleando una escalera que presentaba defectos en sus 
protecciones de seguridad -peldaños desgastados y falta de tacos antideslizantes- (fundamento de derecho 
4º) habiendo autorizado el Encargado de noche de la empresa la realización del trabajo de limpieza de un 
tubo a más de tres metros de altura, con una hidropresora de más de 2 kilos de peso. Se evidencia pues una 
deficiente organización del trabajo, desde la perspectiva de la prevención de riesgos laborales y el suministro 
de un equipo de trabajo deficiente (art. 16 y 17 de la LPRL) infracciones ambas con transcendencia en la 
producción del siniestro y que justifican la imposición del recargo, siquiera en el grado mínimo del 30% 
acordado en vía administrativa y que confirmó el juzgador de instancia.”
55   V. gr. FJ 1º de la STSJ de Galicia, (Sala de lo Contencioso-Administrativo) nº 383/2002 de 27 de marzo. 
(JUR 2002\235421) que expresa:
“(…) alcanzaría tanto el supuesto de que el empresario no esté en posesión o disposición de los elementos 
o mecanismos reglamentarios de seguridad e higiene, como el supuesto de que, aún acreditada aquella 
posesión y puesta a disposición de los mismos, lo que supone que el empresario debe garantizar hasta el 
límite de lo racionalmente exigible su efectivo uso o utilización por todos los trabajadores, lo que Implica 
que el empresario vería exonerada su responsabilidad, si acredita el ejercicio puntual de sus facultades de 
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parte del empresario. En determinados casos, como son aquellos caracterizados por una 
constatación externa de incumplimientos traducida en requerimientos, advertencias de la 
inspección, sanciones o producción de accidentes debida a errores en materia preventiva, 
la imposición de sanciones a técnicos de prevención será particularmente incontestable.
 Pero de nuevo hay que llamar la atención sobre el hecho de que el poder disciplinario 
aquí ejercido no se puede salir de las pautas comúnmente exigidas al ejercicio del mismo: 
debe atenderse a distintos principios entre los que ahora deben ser resaltados los de 
proporcionalidad y culpabilidad. El hecho de que estemos ante técnicos de prevención 
no signifi ca que cualquier falta al respecto pueda desembocar en un desproporcionado o 
arbitrario uso de la potestad disciplinaria empresarial, así como tampoco puede olvidarse 
que el empresario es verdaderamente el responsable y ordenador último de la actividad 
productiva, así como el obligado y responsable último en materia preventiva. El técnico 
de prevención, a pesar de lo transcendente de su labor, debe contemplarse como un 
colaborador al servicio del empresario para que este pueda cumplir con estas obligaciones 
que le son impuestas.
 
dirección e inspección de sus servicios, mediante la vigilancia y advertencia, a los trabajadores en orden 
al uso efectivo de las mediatas de seguridad e higiene de que dispone la empresa, pues no puede olvidarse 
que el derecho a una adecuada política en materia de seguridad e higiene en el trabajo forma parte, tanto 
del cúmulo de derechos laborales consignadas en el art. 4 del ET como de los principios rectores de la 
política social y económica consagrados en el art. 40.2 de la CE, postulados dirigidos no solo a los poderes 
públicos sino también a los empleadores y trabajadores, de tal forma que sobre los primeros pesa aquella 
doble obligación de disponer de las medidas y elementos e instrumentos de seguridad e higiene y la de 
su efectiva implantación de los centros de trabajo, y sobre los segundos, la obligación de su efectivo uso 
y utilización, obligación de carácter autónomo y cuyo incumplimiento puede dar lugar al ejercicio de la 
actividad disciplinaria por parte del empresario.”
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SEGUNDA PARTE
CAPÍTULO II: RESPONSABILIDAD ADMINISTRATIVA 
La responsabilidad administrativa se traduce en la imposición de una sanción por 
incumplimientos tipificados como infracción administrativa. Según el art. 2 TRLISOS, 
esta responsabilidad puede exigirse a personas físicas o jurídicas y comunidades de 
bienes; en particular, a los siguientes: el empresario, al que se refieren la mayoría de las 
conductas tipificadas; los titulares de centro de trabajo, los promotores, los propietarios 
de obra y los autónomos que no observen las obligaciones que le impone la normativa 
preventiva; y, por sus respectivos incumplimientos, las entidades que provean servicios 
de prevención ajenos, las personas físicas, o sociedades mercantiles que desarrollen la 
actividad de la auditoria en el ámbito de la prevención de las empresas y de las sociedades 
certificadas para fomentar y acreditar la formación en la materia. 
Una de las bases para el cumplimiento de las obligaciones empresariales que se fijan 
en la legislación de seguridad y salud laboral, la compone la exigencia de responsabilidad 
administrativa cuando se dé la circunstancia de la inobservancia del empresario respecto 
a sus deberes de en materia de prevención. Asimismo, las acciones de la Administración 
Laboral tendentes a garantizar que se cumpla la normativa relativa a la prevención de los 
riegos en al ámbito laboral, por medio de la realización de actos de vigilancia, control y 
sanción de los incumplimientos de la misma, constituye un elemento fundamental en el 
ámbito de la política preventiva, la cual puede entenderse como el conjunto de hechos que 
los poderes públicos dirigen con la finalidad de promover la mejora de las condiciones 
en el ámbito laboral, con el objetivo de otorgar un nivel superior en la protección de la 
seguridad y la salud de los empleados. 
Para legitimar el cumplimiento de todas las obligaciones que la regulación 
sobre seguridad y salud en el trabajo impone a los diferentes sujetos involucrados en 
la prevención de riesgos derivados del trabajo, se establecen una serie de sanciones y 
responsabilidades. En este sentido, el sistema de infracciones y sanciones, incluido en el 
Capítulo VII de la LPRL, se dedica principalmente a las de tipo administrativo, derogando 
lo establecido en la Ley 8/1988.
Las acciones u omisiones de los empresarios que no cumplan con las cláusulas 
legales, reglamentarias y normativas de los convenios colectivos de seguridad y salud 
ocupacional sujetos a las responsabilidades de LPRL se consideran infracciones a la 
normativa de prevención de riesgos laborales. En este caso, las infracciones tipificadas 
serán objeto de sanción tras la instrucción de un expediente sancionador propuesto por la 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social (ITSS), según el procedimiento establecido en 
el Real Decreto Ley (RDL) 5/2002, de 4 de agosto, por el que se aprueba el TRLISOS. 
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Las infracciones en materia administrativa respecto a la seguridad y salud en el ámbito 
laboral, se clasifican en relación a la naturaleza del deber infringido y en el derecho que 
han llegado a vulnerar, pudiendo clasificarse en leves, graves o muy graves. 
1. EL SUJETO RESPONSABLE. TEORÍA DE COMPENSACIÓN DE CULPAS
 El art. 5.2 TRLISOS trata las acciones u omisiones en que pueden incurrir los 
diversos sujetos responsables. De esta forma, a pesar de que la LPRL a través de su art. 
45.1, en un principio solamente recogiera como un único infractor al mismo empresario, 
llegando a excluir otros sujetos que también poseían obligaciones y deberes en el ámbito de 
la prevención, este contexto cambió tras la reforma de la Ley 50/1998, de 30 de diciembre, 
de Medidas Fiscales, Administrativas y del Orden Social, que amplió el ámbito subjetivo 
de aplicación de la responsabilidad administrativa, sometiendo, no solamente al mismo 
empresario, sino también a todas aquellas sociedades que actúan como proveedores de 
servicios de prevención, así como las auditorias y las formativas en dicha materia, así 
como aquellas que se sean ajenas a la empresas, del mismo modo, también involucra a los 
promotores y a los propietarios de obra y a los trabajadores por cuenta propia.
 Sin embargo, a pesar de esta expansión de los sujetos responsables en materia de 
prevención de riesgos laborales, debemos de centrarnos en la figura y responsabilidad del 
empresario, ya que este es “el primer sujeto potencialmente responsable56”.
En este sentido, debemos de atender a SEMPERE NAVARRO y a MARTÍN 
JIMÉNEZ, los cuales han destacado que la intención del legislador es tratar de determinar, 
en la máxima medida de lo posible, los sujetos que pueden llegar a incurrir en este tipo 
de infracción, hace que la empresario llegue a posicionarse en un lugar abandonado como 
sujeto activo responsable en materia de prevención de riesgos laborales, ya que, como 
se puede observar en la misma TRLISOS no aparece nombrado en los arts. 2.8, ni 2.9, 
como sujeto responsable en la infracción.  Sin embargo, debido a que el empresario es el 
principal responsable y el potencial sujeto, se debe entender que dicha numeración no debe 
ser considerada en un sentido restrictivo en el que se  enumera a los responsables de esta 
materia, sino que debe atenderse como un elemento adicional y añadido57 a lo dispuesto 
en el art. 2.1 TRLISOS que solamente recoge como sujeto obligado al empresario en la 
“relación laboral”, el cual, debe de entenderse no solo en el sentido de que el empresario 
es el sujeto infractor en las relaciones laborales, individuales y colectivas, sino que 
56  GARCÍA MURCIA, J., “Responsabilidades y Sanciones en Materia de Seguridad y Salud en el Trabajo”, 
op. cit., Aranzadi, Pamplona, 2003, pág. 47.
57  SEMPERE NAVARRO, A.V. y MARTÍN JIMÉNEZ, R., en SEMPERE NAVARRO, A. V. (Coord.), 
“Comentarios a la Ley de Infracciones y Sanciones en el Orden Social”, Aranzadi, Pamplona, 2003, pág. 67.
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adicionalmente lo es de todas las materias que establece la TRLISOS58, en la que se 
incluyen las obligaciones en materia de prevención de riesgos laborales. 
Así, a través del art. 2.1 TRLISOS se genera la conceptualización en materia 
sancionadora respecto al concepto de empresario valido a efectos de la contratación laboral, 
realizando una remisión tácita al art. 1.2 ET.  Es destacable que, en la LPRL, los sujetos 
activos de esta clase de infracciones, no solamente recaen sobre el mismo empresario, 
sino que pueden extenderse a otros sujetos como es el caso de los servicios de prevención 
ajenos y las sociedades auditoras o formativas en materia de prevención, mientras que la 
anterior regulación dada por la OGSHT, los sujetos responsables solamente recaían sobre 
los responsables administrativos, a los directivos de la sociedad y a los trabajadores. 
 Algunas de las infracciones muy graves que señala la LPRL, tienen como 
sujeto potencialmente activo no únicamente al empresario, sino que además tienen en 
consideración a los promotores, empresas titulares de centros de trabajo (siempre que no 
hagan uso de trabajadores en el mismo) y trabajadores autónomos59. 
 Respecto a las teorías de compensación de culpas debemos de decir que, en el caso 
de las infracciones respecto a la prevención laboral, la competencia de la culpa, deberá 
de surgir de la distinción básica, por un lado, entre infracciones de peligro abstracto o 
infracciones de peligro concreto y, por otro lado, de infracciones de lesión o resultado. 
En este sentido, en relación con las infracciones de peligro abstracto o concreto 
(a diferencia de lo que sostiene la STS sala 3º Sección 4º, de 19 de abril de 2004 (RJ 
2004/4049), hay que tener en consideración que la concurrencia de culpas no debe 
de considerase su aplicación porque su uso solamente puede reducir los “niveles de 
prevención” generales que corresponden a las sanciones previstas para dicha situación 
jurídica. Asimismo, esta Sentencia sienta doctrina respecto al papel de la doctrina de la 
concurrencia de culpas en el sector del derecho administrativo sancionador en el ámbito 
laboral; dicha sentencia sostiene que todas aquellas sanciones administrativas laborales 
producidas por una omisión de las medidas de higiene y de seguridad en el trabajo, 
requiere una ponderación de la trascendencia de la imprudencia del mismo trabajador o 
trabajadores que hayan podido tener trascendida en la creación del accidente laboral para 
determinar la infracción administrativa.   
58  SEMPERE NAVARRO, A.V. y MARTÍN JIMÉNEZ, R., en SEMPERE NAVARRO, A. V. (Coord.), 
“Comentarios…” op. cit. pág. 58.
59  Cuando nos refiramos a los trabajadores por cuenta propia como sujetos activos de las infracciones 
tipificadas en los apartados 7 y 8.a) del art. 13 TRLISOS, lo haremos en el entendimiento de que aquellos 
no son empleadores laborales, en tanto en el momento en el que el autónomo contrate a trabajadores a 
su servicio adquirirá la condición de empresario y, por tanto, será encuadrable en el supuesto del art. 2.1 
TRLISOS. En este sentido, el art. 8.8 LETA recuerda que las “disposiciones contenidas en el presente 
artículo se aplicarán sin perjuicio de las obligaciones legales establecidas para los trabajadores autónomos 
con asalariados a su cargo en su condición de empresarios”.
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Por otro lado, desarrollando la doctrina constitucional principalmente referente a 
la aplicación de los principios penales al Derecho Administrativo sancionador, nuestro 
TC ha determinado que el principio de culpabilidad que opera en el Derecho Penal puede 
llegar a aplicarse en materia de infracciones administrativas, ya que dichas sanciones por 
la comisión de tal infracción administrativa, llega a ser una manifestación del Ius Puniendi 
del Estado, no obstante, debe de llevarse a cabo con una mayor prevención y moderación, 
ya que se trata de un traslado de las garantías constitucionales extraídas del Derecho 
Penal al Derecho Administrativo Sancionador60. Así, este principio constitucional llega a 
afectar a todos los sectores del Derecho Administrativo Sancionador, independientemente 
de que el legislador no trata la exigibilidad del mismo, pues es la propia Constitución 
(interpretada por el mismo TC), la que lo ha declarado de forma definitiva, por lo cual, 
toda ley que disponga lo contrario es considerada como inconstitucional.  
Dicha adaptación al orden social no es una tarea sencilla ya que, como indica 
NIETO61,  la  LISOS prescindía de una forma implícita, pero inequívoca, la exigencia de 
la culpabilidad como un presupuesto para la imposición de una sanción. En este sentido, 
mientras que en materia penal la culpabilidad forma parte del tipo de lo injusto, en el 
ámbito social esta forma parte como un componente esencial de la configuración de la 
infracción administrativa. Desarrollando su influencia en el momento sancionatorio. Así, 
la STS, Sala de lo Contencioso-Administrativo, de 15 de julio de 1985 (RJ 1985/4220), 
sostiene que la voluntariedad del resultado de la acción no es un componente fundamental 
de la infracción administrativa, sino que solamente tiene un carácter modal o de graduación 
respecto a la sanción administrativa62. 
Por ello, la actual TRLISOS, establece en el art. 39.2 que “calificadas las 
infracciones, en la forma dispuesta por esta ley, las sanciones se graduarán en atención a 
la negligencia e intencionalidad del sujeto infractor (…) como circunstancias que puedan 
agravar o atenuar la graduación a aplicar a la infracción cometida”. Del mismo modo, y 
en atención al marco de las infracciones respecto a la prevención de los riesgos laborales, 
el art. 39.3.h) TRLISOS continúa estableciendo la obligación de tener en cuenta para tal 
graduación de sanciones que “la conducta general seguida por el empresario en orden a la 
estricta observancia de las normas en materia de prevención de riesgos laborales”.
No obstante, este mecanismo de reducir la aplicación del principio de culpabilidad 
para graduar la sanción económica en atención a los artículos mencionados, no corresponde 
con lo dispuesto por la doctrina de nuestro TC en sus STC 76/1990, en su fundamento 
jurídico (FJ) 4º, y la STC 246/1991, en su fundamento jurídico 2, por medio del cual 
sostiene que no es admisible en nuestro ordenamiento jurídico sancionador administrativo 
60  STC 246/1991, 19 diciembre, en su FJ 2º y STC 76/1990, 26 abril, en su FJ 4º.
61  NIETO GARCÍA, A., “Derecho Administrativo Sancionador”, Editorial Tecnos. Madrid. 2005, pág. 
335.
62  NIETO GARCÍA, A., “Derecho Administrativo Sancionador”, op. cit., pág. 336.
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la aplicación de un régimen punitivo de responsabilidad objetiva o sin culpa.
 Desarrollando este criterio de nuestro TC, hay que tener en consideración la 
STS Sala de lo Contencioso-Administrativo, sección 6ª, de 22 de febrero de 1992 (RJ 
1992/852), por medio del cual, se indica que, en contraposición a los criterios típicos 
para exigir la responsabilidad objetiva “en todo acto sancionador se requiere para ser 
conforme a derecho, que en la conducta del sujeto pasivo se den los elementos para que 
sea sancionable, siendo uno de esos elementos, en aplicación de la teoría del delito, la 
culpabilidad dolosa o culposa desplegada por el individuo que sea contraria a la misma 
y antijurídica, para efectuar correctamente el reproche administrativo”. Por lo cual, no 
es suficiente la simple determinación de un comportamiento activo u omisivo concreto 
en atención a una conducta prevista en la norma jurídica sancionadora, sino que será 
necesario que dicho comportamiento sea imputable a un sujeto determinado.  
  Exigir este principio de culpabilidad, como un elemento operativo de norma 
infractora, derivaría en la imposibilidad de reconocer una responsabilidad solidaria o 
ampliar tal responsabilidad administrativa a diversos sujetos. 
En esta órbita se movió la STS, Sala especial del art.61 de la Ley Orgánica del 
Poder Judicial (LOPJ), de 16 de febrero de 1990, la cual consideraba que el  art. 153 de la 
Orden de 9 de marzo de 1971 por el que se aprobaba la OGSHT y en el que establecía la 
responsabilidad solidaria entre los contratistas y subcontratistas para el cumplimiento de 
las disposiciones de tal ordenanza, era contraria a nuestra Constitución y, principalmente, 
a las obligaciones que exigen el principio de culpabilidad, si dicho precepto se interpretaba 
como una extensión de la infracción al empresario principal a causa de las infracciones 
llevadas cabo por el contratista. 
De esta forma, para nuestro TS, el principio de culpabilidad presupone un 
primer requisito sobre la individualización del propio comportamiento infractor y, 
posteriormente, aquellas conductas infractoras que tengan un carácter doloso. Estos 
requisitos son contrarios a los principios de responsabilidad que se establece en función 
de las previsiones estrictamente objetivas, que se fundamentan en presunciones por 
disposiciones de la misma Ley, las cuales son contrarias a la presunción de inocencia, 
tal y como ha manifestado nuestro TC en su STC 105/1998, de 8 de junio, en la que 
sostiene en su FJ 2º, que “la exigencia de culpabilidad en la infracción y presunción 
de inocencia suponen una barrera infranqueable a normas infraconstitucionales que 
establezcan supuestos de responsabilidad por una infracción, al margen de la propia 
conducta personal”.
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2. INFRACCIONES Y SANCIONES
 Como hemos comentado anteriormente, el art. 5.2 TRLISOS establece las 
infracciones laborales en materia preventiva de las acciones u omisiones de los sujetos 
responsables que incumplan la normativa relativa a la prevención de los riesgos laborales. 
Como es habitual en Derecho Administrativo Sancionador, las conductas tipificadas se 
califican en leves (art. 11 TRLISOS), cuando prescriben al año; graves (art. 12 TRLISOS), 
si lo hacen a los tres, y muy graves (art. 13 TRLISOS), para las que el plazo se extiende 
hasta cinco63.
 Conforme el art. 1.1 TRLISOS son infracciones administrativas en el orden social, 
“las acciones u omisiones de los distintos sujetos responsables tipificadas y sancionadas en la 
presente Ley y en las leyes del orden social”. Así, una vez calificada la infracción, las sanciones 
deberán graduarse (pudiendo concretarse en grado mínimo, medio o máximo) atendiendo 
a ciertos criterios enumerados en el art. 39.3. TRLISOS. El órgano sancionador debe tener 
en cuenta tales circunstancias para imponer la sanción correspondiente a la infracción en 
alguno de los grados citados, gozando de amplia discrecionalidad en la valoración de su 
alcance como elementos determinantes de la decisión. Ahora bien, tanto en el acta de la 
ITSS que inicie el expediente, como la resolución administrativa que corresponda, deberán 
de indicar los criterios que han utilizado para determinar tal graduación. 
 Como se ha expuesto anteriormente, el empresario es uno de los posibles sujetos 
responsables desde la publicación del art. 5.2 TRLISOS, en el cual establece un conjunto 
de acciones u omisiones de los “diferentes sujetos responsables”. No obstante, la Ley 
50/1998 amplía el ámbito subjetivo en cuanto a la responsabilidad administrativa y 
establece una extensión al ámbito de la responsabilidad administrativa, por el cual, no 
somete únicamente al empresario, sino también a “las entidades que actúen como servicios 
de prevención, las auditoras y las formativas en dicha materia y ajenas a las empresas”, 
así como a “los promotores y propietarios de obra y los trabajadores por cuenta propia”.
 Así, a pesar de que se excluye al empresario de la responsabilidad administrativa 
en determinados supuestos de infracciones recogidos en el art. 13 TRLISOS (tales como 
en los apartados 11, 12 y 13), centrándose únicamente sobre otros sujetos activos, como 
son las entidades de servicios de prevención ajenos y las empresas auditoras o formativas 
en materia preventiva, para algunas infracciones muy graves no solo establece como 
sujeto potencialmente activo al empresario, sino que llega a extender dicha figura a 
los promotores, empresas titulares de centros de trabajo que no emplean trabajadores 
en el centro y trabajadores autónomos. Asimismo, respecto a las infracciones que 
puedan llegar a cometer las empresas de trabajo temporal y las empresas usuarias en el 
ámbito de la prevención de riesgos laborales, debemos atender al art. 13.14 TRLISOS. 
63  MATEOS BEATO, A. y GONZÁLEZ DE LENA, F., “El Texto Refundido de la LISOS. Orígenes, 
orientaciones y contenidos”. Relaciones Laborales, nº 6, Sección Doctrina. 2001. Editorial LA LEY, págs. 
504-507.
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Finalmente, hay que comentar que, en el presente trabajo, no se llevará a cabo el régimen 
de responsabilidad administrativa derivado de los incumplimientos de las normas en 
materia de prevención de riesgos laborales que hayan podido ser cometidos por parte 
de la Administración Pública64, ya que este no se encuentra englobado por la definición 
de infracción que determina el art. 5.2 TRLISOS, debido a que en estos supuestos debe 
de aplicarse el art. 45.1 LRPL y el reglamento publicado por el Real Decreto 707/2002, 
10 de 19 de julio65, el cual, no trata una imposición de sanciones, sino que establece un 
sistema de requerimientos para subsanar las irregularidades que se puedan llegar a dar 
y afectará a todo el personal empleado en distintos centros de trabajo, dependencias o 
lugares de trabajo de la Administración del Estado, independientemente de si la relación 
que los vincula es de carácter laboral, estatutario o funcionarial66. Por ello, en estos casos 
no será de aplicación el régimen sancionador que prevé el TRLISOS y el RD 928/1998, 
de 14 de mayo, por el que se aprueba el Reglamento General sobre Procedimientos para 
la Imposición de las Sanciones por Infracciones de Orden Social y para los Expedientes 
Liquidatarios de Cuotas de la Seguridad Social. 
 De esta forma, el art. 5.2 TRLISOS establece que para considerar que nos 
encontramos ante una infracción en materia de seguridad laboral, debe darse que la 
conducta infractora de la normativa de prevención se encuentre sujeta a responsabilidad 
conforme lo previsto en la misma TRLISOS. Así, este requisito concurrirá cuando la acción 
u omisión del empresario aparezca tipificada y sancionada en el citado texto normativo 
(art. 1.1 TRLISOS). Con las preliminares exigencias, se contiene en el concepto legal de 
infracción en el ámbito de la prevención de riesgos laborales el imperativo de respetar la 
garantía de tipo material que emana del principio de legalidad, es decir, el principio de 
tipicidad. Ha señalado el profesor NIETO67 que, con el mandato de tipificación, se articula 
un procedimiento técnico que almacena las condiciones de previsión y certeza de la norma 
(lex praevia y lex certa) pues, mediante el mismo se requiere que todas las infracciones 
y las sanciones, no solamente tienen que encontrarse previstas anteriormente al momento 
en el que se llegue a producir la infracción, sino que deben de encontrarse con un elevado 
grado de precisión que puedan llegar a privar al operador jurídico de generar cualquier 
posible situación ajena a la ley. 
64  Debe tenerse en cuenta que “empresarios laborales pueden serlo tanto los privados cuanto los públicos” 
(SEMPERE NAVARRO, A. V. y MARTÍN JIMÉNEZ, R., en SEMPERE NAVARRO, A. V. (Coord.), 
“Comentarios...”, op. cit., pág. 59, pero es que, además, el art. 3.1 LPRL extiende el ámbito de aplicación 
de la ley prevencionista a las “relaciones de carácter administrativo o estatutario del personal al servicio de 
las Administraciones Públicas”.
65  Que establece el procedimiento administrativo especial de actuación de la ITSS y para la imposición 
de medidas correctoras de incumplimientos en materia de prevención de riesgos laborales en el ámbito de 
la Administración General del Estado.
66  BLASCO LAHOZ, J. F., “La Prevención de Riesgos Laborales en los centros de trabajo de las 
Administraciones Públicas”, Bomarzo, Albacete, 2007, pág. 27.
67  NIETO GARCÍA, A., op. cit., pág. 202.
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Atendiendo al art. 13.10 TRLISOS, se establece que será constitutiva de infracción 
muy grave en el ámbito de la prevención de riesgos laborales: “no adoptar cualesquiera 
otras medidas preventivas aplicables a las condiciones de trabajo en ejecución de la 
normativa sobre prevención de riesgos laborales de las que se derive un riesgo grave e 
inminente para la seguridad y salud de los trabajadores”. 
Del mismo modo, el art. 13.10 TRLISOS incluye una cláusula general de cierre 
para las infracciones muy graves en el ámbito de la prevención de riesgos laborales. 
Se considera que, a diferencia del resto de prototipos infractores, no se remite a una 
específica normativa en materia de prevención, sino que la remisión al bloque normativo 
de referencia se lleva a cabo de manera genérica. Este artículo se considera de cierre 
porque este tipo infractor, junto con las cláusulas generales previstas en el listado de 
infracciones leves (art. 11.4 TRLISOS) y graves (art. 12.6 TRLISOS) consiente en que 
cualquier incumplimiento empresarial de la normativa preventiva sea subsumible en un 
tipo infractor y pueda ser objeto, por tanto, de sanción administrativa.  Este sistema de 
cierre en el ámbito administrativo sancionador es de gran importancia, pues finaliza con la 
determinación de un listado de infracciones de estas cláusulas generales y un ajuste a los 
principios de legalidad y tipicidad en la configuración de las conductas sancionables, a fin 
de respetar las exigencias constitucionales68, derivadas del art. 25 de nuestra Constitución.
Atendiendo a la STS, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 4ª, de 3 de 
noviembre de 2003 (RJ 2003/8893), se considera que la cláusula general que establece 
el art. 13.10 TRLISOS es una “norma en blanco, en cuanto ha de ser integrada por una 
norma de prevención de riesgos laborales que establezca una medida preventiva”, por lo 
que el respeto al principio de tipicidad se producirá siempre que la conducta empresarial 
constituya un incumplimiento de alguna obligación establecida de manera clara por la 
normativa sustantiva en materia prevencionista, ya que de dicho incumplimiento va a 
derivar en un riesgo grave e inminente. Por esta razón, cuando se impone una sanción al 
empresario en virtud de las cláusulas generales se hace “en dependencia” a la normativa 
sustantiva que contempla la obligación preventiva cuya inobservancia se sanciona. De 
esta forma, en la citada STS, de 3 de  noviembre de 2003, se entiende que la imposición 
de una sanción a la empresa por ser su conducta subsumible en el tipo infractor del art. 
48.8 LPRL (actual art. 13.10 TRLISOS) no vulnera el principio de tipicidad al existir una 
normativa (D.2443/1969)69 que impone al empresario una obligación preventiva cuya 
68 GARCÍA BLASCO, J., “Infracciones y sanciones en materia laboral. Un comentario a la Ley 8/1988, de 
7 de abril”, Civitas, Madrid, 1989, pág. 40. ESCUDERO RODRÍGUEZ hace hincapié en que la LISOS ha 
incidido en el respeto a los principios de legalidad y de tipicidad.: ESCUDERO RODRÍGUEZ, R., “El nuevo 
marco legal de la potestad sancionadora da la Administración en el orden social”, RL (I), 1988, pág. 331.
69  Decreto 2443/1969, de 16 de agosto (industria), por el que se aprueba el Reglamento de recipientes 
a presión fue derogado por el RD 1244/1979, de 4 de abril, por el que se aprueba el Reglamento de 
Aparatos a Presión.
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inobservancia es enmarcable en el citado tipo infractor.
Otro concepto impreciso es el que se refiere al riesgo grave e inminente porque 
se exige para poder subsumir la conducta empresarial en el tipo infractor que de la 
inobservancia de la normativa en materia preventiva nazca un “riesgo grave e inminente” 
para la seguridad y la salud de los trabajadores. 
En relación con la cuestión de si el manejo por parte de los tipos infractores de 
estos conceptos jurídicos indeterminados puede vulnerar el principio de tipicidad, dado el 
margen de indeterminación que introducen en la descripción de los ilícitos administrativos, 
debemos responder negativamente acudiendo para ello al criterio establecido por la STC 
69/1989, de 20 de abril, la cual sostiene que “ (…) no vulnera la exigencia de lex certa que 
incorpora el art. 25.1 de la Constitución, la regulación de tales supuestos ilícitos mediante 
conceptos jurídicos indeterminados, siempre que su concreción sea razonablemente 
factible en virtud de criterios lógicos, técnicos o de experiencia y permitan prever, por 
consiguiente, con suficiente seguridad, la naturaleza y las características esenciales de las 
conductas constitutivas de la infracción tipificada (…)”. 
En este sentido, la LPRL trajo consigo un concepto determinado para “riesgo grave 
e inminente” a través de su art. 4.4, conceptualizándolo como “aquel que resulte probable 
racionalmente que se materialice en un futuro inmediato y pueda suponer un daño grave 
para la salud de los trabajadores”. La STS, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 
4ª, de 12 de noviembre de 2001 (RJ 2002/1769),  sostiene la importancia que requiere 
prestar atención a este concepto, ya que su delimitación permite disponer de un margen 
de apreciación por parte del operador jurídico (en este caso la Inspección de Trabajo, 
la Administración sancionadora y el órgano judicial que conoce del recurso frente a la 
sanción administrativa), que necesariamente habrá de favorecer en la puntualidad del tipo, 
con arreglo a los criterios interpretativos enunciados en la citada STC 69/1989 (criterios 
lógicos, técnicos o de experiencia). Del mismo modo, las circunstancias concurrentes que 
se han de tener en cuenta para subsumir los hechos en el tipo infractor correspondientes, 
deberán aparecer descritas en el acta de infracción levantada por la Inspección y valorarse 
“apelando a criterios de experiencia, lógica y puramente técnicos” 
Como veremos al analizar la infracción del art. 13.10 TRLISOS, la adopción de 
medidas preventivas implica en ocasiones la aplicación de normas técnicas por lo que, 
para comprobar la entidad del riesgo generado por la inobservancia empresarial de estas 
medidas, deberá acudirse a criterios técnicos. Pero, al encontrarnos ante conceptos que 
implican una valoración de “hechos”, es posible que la pura experiencia o lógica sean 
suficientes para establecer la gravedad del riesgo. En este sentido, la STSJ de Andalucía, 
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Sala de lo Contencioso-Administrativo de Sevilla, de 29 de febrero de 2000 (RJCA 
2000/1642),  al juzgar la realidad del riesgo indica en su FJ 3º que “no es necesario ser 
especialista en nada para poder apreciar, según experiencia común, que los trabajadores, 
realizando labores propias de la construcción sobre uno de dos tablones solo, en lugar 
de los tres exigidos, y apoyados en mechinales sobre una altura de 9 metros en vacío, 
admiten una situación de riesgo de caída, que desde 9 metros inevitablemente ha 
de encaminar alguna lesión peligrosa para la integridad”. Se tendrá en cuenta que en 
numerosas ocasiones la actuación inspectora se produce una vez acaecido el accidente 
laboral, por lo que ya se cuenta con la información acerca de la gravedad del daño sufrido 
y la inminencia del riesgo queda acreditada por su efectiva materialización.
Pero hay una serie de problemas sobre los que es necesario reflexionar sobre cómo se 
aplica el régimen sancionador:
a. La culpabilidad como elemento implícito de las infracciones en la prevención de 
riesgos laborales.
En relación al dolo o culpa como “formas o especies” de la culpabilidad hay que 
matizar, a diferencia del ámbito penal en el que existen dos clases de delitos diferentes 
(los dolosos y culposos), las infracciones señaladas en el art.13 TRLISOS no contienen, 
como se dijo, elemento subjetivo alguno en su descripción por lo que, en principio, no 
conseguiría decirse si las infracciones administrativas muy graves en materia preventiva 
son dolosas o imprudentes70. Esta omisión del elemento subjetivo del injusto en la 
descripción de los ilícitos  administrativos ha sido explicada por parte de nuestra doctrina, 
la cual considera que las conductas típicas recogidas en el TRLISOS llevan implícito 
el elemento subjetivo del injusto. Asimismo, los comportamientos descritos en los 
tipos infractores establecerían, por sí mismos, actuaciones imprudentes del empresario, 
mientras que los aspectos subjetivos relacionados con el dolo tendrían relevancia a la 
hora de graduar la sanción imponible toda vez que son tenidos en cuenta por algunos 
de los criterios de graduación previstos en el art. 39 TRLISOS. De esta forma, como 
destaca CARRERO DOMÍNGUEZ, la infracción culposa sería la premisa mayor de 
donde se parte y la conducta dolosa que no está contenida dentro de la organización de la 
infracción, sirve además como criterio modal de graduación de la sanción, agravándola71. 
En este sentido y partiendo de que el dolo puede concretarse como la conciencia 
y voluntad de realizar el tipo objetivo del ilícito72, podemos opinar que actúa con culpa 
70  CARRERO DOMÍNGUEZ, C., “El régimen jurídico sancionador en prevención de riesgos laborales”, 
LA LEY, Madrid, 2001, pág. 202
71  CARRERO DOMÍNGUEZ, C., “El régimen jurídico sancionador…” op. cit., pág. 202.
72  MUÑOZ CONDE, F. y GARCÍA ARÁN, M., “Derecho Penal. Parte General”, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 2015, pág. 306.
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o imprudencia (o negligencia) el que realiza un hecho típicamente antijurídico, no 
intencionadamente sino por haber infringido un deber de cuidado que personalmente le 
era exigible y  cuyo efecto debía ser previsto, ya que la observancia del deber objetivo 
de cuidado, la diligencia debida, constituye el punto de referencia obligado para poder 
apreciar si una determinada conducta que es subsumible en alguno de los ilícitos 
administrativos ha sido hecha de modo imprudente. El asunto es que respecto a la 
prevención de riesgos laborales este deber objetivo, estas “reglas de cuidado” surgen en 
la normativa que conforma el deber de seguridad del empresario y tanto la formulación 
jurídico-positiva de este deber como la interpretación jurisprudencial del alcance del 
deber de diligencia empresarial en el cumplimiento del mismo hacen que la diligencia 
que se exige al empresario en este ámbito pueda calificarse como meticulosa, minuciosa, 
escrupulosa y exacta73, lo que induce a que, verificada la infracción y presumida su 
culpabilidad (su falta de diligencia), al empresario se le va a hacer muy difícil impedir el 
reproche administrativo sancionador mediante la prueba de que adoptó todas las medidas 
preventivas  que le eran razonablemente exigibles.
b. La doctrina jurisprudencial de la culpa in vigilando.
En cuanto al grado de diligencia debida llevada a cabo por parte del empresario 
para el cumplimiento de  la normativa de seguridad laboral, nuestra jurisprudencia, por 
medio de la STS, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 4ª,  de 27 de mayo de 
1996 (RJ 1996/4496) ha determinado la teoría de la culpa in vigilando empresarial, por el 
cual, el cumplimiento del deber de seguridad por parte del empresario no finaliza con la 
simple adopción de las correspondientes medidas preventivas previstas en la normativa 
sectorial ajustable, ya que este deber conlleva el imperativo sobre el empresario para que 
lleve a cabo una persistente labor de vigilancia sobre la efectividad de las mismas.
En este sentido, la STS de 22 de abril de 1989 (RJ 1989/2877), sostiene que 
este régimen protector de carácter general, que constituye la continua vigilancia en 
el cumplimiento de las normas, se fundamentó en el art. 7.2 OGSHT que imponía a 
las empresas la obligación de adoptar cuantas medidas fueren necesarias en orden a la 
plena eficacia de la debida prevención de riesgos, y se consideró una contrapartida a la 
capacidad de organización que posee la empresa. El deber de vigilancia del empresario se 
configura, no como obligación preventiva determinada cuya falta de cumplimiento puede 
llegar a generar una sanción administrativa, sino como un deber de carácter instrumental 
que afina el cumplimiento de las normas en el ámbito de la prevención de los riesgos 
laborales concretos. 
73  CARRERO DOMÍNGUEZ, C., op. cit., pág. 229. GARCÍA MURCIA la califica de “diligencia extrema 
y meticulosa”: GARCÍA MURCIA, J., op. cit., pág. 79.
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Así, en virtud a este deber de vigilancia, el empresario debe tener presente que 
no es suficiente el mero cumplimiento formal de las medidas preventivas, sino que será 
necesario que, una vez que se lleguen a adoptar, se garantice su efectividad. En esta línea 
se desarrolla la STS, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 4ª, de 17 de mayo 
de 1995 (RJ 1995/4145), donde en su fundamento jurídico 4º establece que el objetivo de 
la prevención de los riesgos laborales no es el mero cumplimiento de las obligaciones o 
los deberes formales, sino que se lleguen a adoptar y cumplir de forma real y efectiva las 
medidas de seguridad que se prevén para evitar los posibles peligros que puedan darse en 
la actividad laboral.  
No obstante, atendiendo a la STS, Sala de lo Contencioso-Administrativo, de 22 
de abril de 1989 (RJ 1989/2877), la responsabilidad de la empresa no finaliza con la mera 
puesta a disposición de los trabajadores de los medios de prevención adecuados, sino que, 
como se ha comentado anteriormente, se requiere un continuo control y vigilancia del 
cumplimiento de las normas de prevención. 
Asimismo, a la vista de las STS, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 4ª, 
de 3 de marzo de 1998 (RJ 1998/2307)74, no se puede llegar a exonerar la responsabilidad 
administrativa al empresario por aquellas situaciones en las que se dé la imprudencia 
por parte de los trabajadores de una forma voluntaria, al no hacer uso de los medios de 
prevención que han sido puestos a su disposición o al incumplir ordenes e instrucciones 
de la empresa en dicha materia, ya que el deber de seguridad por parte del empresario 
“obliga a exigir al trabajador la utilización de los medios dispositivos preventivos de 
seguridad, imposibilitando, si ello fuera necesario, la actividad laboral de quienes, por 
imprudencia o negligencia, incumplan el debido uso de aquellos, incluso a través del 
ejercicio de la actividad disciplinaria”.
Por lo cual, siguiendo lo razonado en las anteriores sentencias, “la deuda de 
seguridad de la empresa con los trabajadores no se extingue con darles los medios 
normales de protección, sino que viene asimismo obligada a la proporcionada vigilancia 
del contenido de sus instrucciones, que deben desarrollar no solo a la finalidad de proteger 
a los trabajadores del riesgo genérico que crea o exige el servicio encomendado, sino 
además de la prevención de las ordinarias imprudencias profesionales75”.
74  En esta misma línea se han desarrollado otras sentencias como la STS de 6 de noviembre de 1976 (RJ 
1976/5759); STS de 22 de octubre de 1982 (RJ 1982/5794); STS de 22 de abril de 1989 (RJ 1989/2877).
75  STS Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 4ª, de 3 de marzo de 1998, Recurso de Apelación 
nº 8809/1992RJ 1998\2307 y de 27 de marzo de 1998, Recurso de Apelación nº 9042/1991, RJ 1998\2869.
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En estas resoluciones, en las que se sanciona a las empresas a causa de una 
infracción muy grave en el ámbito de la seguridad e higiene sobre los empleados, 
prevista en el art. 11.4 LISOS, la cual recoge como ilícito administrativo la conducta 
empresarial constitutiva de un “incumplimiento de prescripciones legales, reglamentarias 
o convencionales persistentemente porque se cree un riesgo grave e inminente para la 
integridad física o salud de los trabajadores afectados”.  Esta situación no se debe a que el 
incumplimiento del deber de vigilancia no esté previsto de manera expresa en la normativa 
de prevención de riesgos laborales, sino que se deriva jurisprudencialmente de lo previsto 
en el art. 7.2 OGSHT, el que se tiene en cuenta para integrar el tipo infractor para esta 
operación de subsunción de la conducta empresarial. En el supuesto de hecho del ilícito 
se tiene en cuenta la inobservancia empresarial de una concreta obligación preventiva. 
Además, en las citadas sentencias del TS, de 27 de mayo de 1996 (RJ 3236/1996) y de 27 
de marzo de 1998 (RJ 2063/1998), se sanciona a las empresas por incumplimiento de la 
obligación preventiva recogida en el art. 151 OGSHT, que regula que en todo trabajo en 
altura con riesgo de caída es obligatorio el uso de cinturón de seguridad.
Finalmente, el incumplimiento del deber de vigilancia implica la concurrencia, 
junto al ilícito típico, del elemento culpable, la falta de diligencia exigible al empresario 
por su incumplimiento respecto a sus obligaciones de prevención. Así, en la STSJ de 
Andalucía, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 4ª, de Sevilla, de 15 de junio 
de 2000, Recurso Contencioso-Administrativo núm. 1076/1997 (RJCA 2000/2298) se 
sanciona a la empresa por infracción del art. 11.4 LISOS en relación con el art. 67 OGSHT 
ya que, aunque esta puso a disposición de sus trabajadores los equipos de protección 
individual exigidos por el mencionado precepto (guantes aislantes para la realización 
de trabajos en instalaciones de baja tensión), en su FJ 3º dice: “lo cierto es que no existe 
prueba alguna sobre que cumpliera su deber de vigilancia sobre las medidas adoptadas 
para asegurar que efectivamente, los trabajadores cumplían con las instrucciones 
recibidas”, conjeturando en esta omisión una conducta subsumible en el ilícito castigado 
y, al incumplir negligentemente sus obligaciones, merecedora del reproche sancionador.
c. La recepción por la LPRL de esta doctrina jurisprudencial.
Los criterios jurisprudenciales que acabamos de comentar, y que se instauraron 
al aplicar el régimen de responsabilidad administrativa del empresario bajo el régimen 
normativo derivado de la OGSHT y de la LISOS, ha habido una recepción jurídico-
positiva con la aprobación de la LPRL. Justamente, el que el cumplimiento del deber de 
seguridad del empresario implique la necesidad de que este vigile que efectivamente se 
acojan en su centro de trabajo las medidas de prevención de riesgos laborales oportunas, 
puede hoy fundamentarse normativamente en el art. 14.2 LPRL que, representando lo que 
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anteriormente preveía el art. 7.2 OGSHT, sostiene que “son obligaciones del empresario: 
Adoptar cuantas medidas fueren necesarias en orden a la más perfecta organización 
y plena eficacia de la debida prevención de los riesgos que puedan afectar a la vida, 
integridad y salud de los trabajadores al servicio de la empresa76”. 
Por su parte, el apartado cuarto del mencionado artículo establece que “las 
obligaciones de los trabajadores establecidas en esta Ley, la atribución de funciones en 
materia de protección y prevención a trabajadores o servicios de la empresa y el recurso 
al concierto con entidades especializadas para el desarrollo de actividades de prevención 
complementarán las acciones del empresario, sin que por ello le eximan del cumplimiento 
de su deber en esta materia, sin perjuicio de las acciones que pueda ejercitar, en su caso, 
contra cualquier otra persona”. Con lo cual se impide, tal y como destacan GONZÁLEZ 
ORTEGA y APARICIO TOVAR que mediante la delegación de funciones se produzca 
una falta de responsabilidad del empresario y se refuerza el deber de vigilancia con el 
propósito de que las funciones en materia de prevención de riesgos laborales se cumplan 
correctamente por quienes, bajo el control último del empresario, son los sujetos 
mediatamente facultados para ello77.
Para concluir y con respecto a la posibilidad de que el comportamiento imprudente 
de los trabajadores puede llegar a exculpar al empresario, el art. 15.4 LPRL sostiene que 
”la efectividad de las medidas preventivas deberá prever las distracciones o imprudencias 
no temerarias que pudiera cometer el trabajador (…)”, lo que, siguiendo a los nombrados 
autores, podemos decir que implica exigir al empresario “un doble y reforzado deber 
de cuidado así como una diligencia especial que le lleva (...) a tener que asumir como 
incumplimientos propios ciertas negligencias o imprudencias del trabajador”, quedando 
exclusivamente prescritos del ámbito de efectividad requerido a las medidas preventivas, 
las imprudencias temerarias de los trabajadores en cuanto comportamientos realizados con 
olvido y menosprecio de los más elementales deberes de cuidado y atención. Continuando 
la doctrina jurisprudencial que acabamos de analizar, en estudio de este precepto podrá 
concebirse que el accidente de trabajo acaecido por imprudencia del trabajador va a poner 
de manifiesto que el empresario no ha desarrollado toda la diligencia que se le exige en 
el cumplimiento de sus obligaciones preventivas, pues no ha vigilado efectivamente el 
comportamiento de sus trabajadores en atención a la observación de las correspondientes 
medidas de seguridad. 
76  Para el caso de los equipos de protección individual, el deber de vigilancia está recogido expresamente 
en el art. 17.2 LPRL.
77  GONZÁLEZ ORTEGA, S. y APARICIO TOVAR, J., op. cit., pág. 111.
59
Las responsabilidades en materia de Prevención de Riesgos Laborales
d. Límites del deber de cuidado de la empresa.
Una vez analizada la doctrina jurisprudencial de la culpa in vigilando y la 
recepción normativa de la misma, surge la cuestión acerca de que, para poder seguir 
defendiendo que en el ámbito de la prevención de riesgos laborales se excluye un régimen 
de responsabilidad objetiva, fundado en la imposición de sanciones por el mero resultado 
y sin atender a la conducta diligente del empresario, es necesario determinar los límites 
del deber de vigilancia y de la diligencia exigible al empresario. Como matiza la STSJ 
de Andalucía, Sevilla, Sala de lo Contencioso-Administrativo, de 15 de junio de 2000, 
debe tenerse en cuenta que para fijar hasta dónde llega el deber de cuidado de la empresa 
“no existe norma legal que marque límites ni delimite, en un tema con una casuística 
diversísima, incluso dónde llega la responsabilidad empresarial, puesto que dependerá 
en gran medida de las circunstancias concurrentes en cada caso, así tareas o trabajos a 
realizar, grado de la instrucción de los trabajadores, etcétera”.
Por tanto, habrá que tener en cuenta en cada materia concreta cómo habrá de 
dilucidarse el papel de garante del empresario y hasta dónde llega su deber de cuidado, 
dentro, claro está, de unos parámetros de normalidad, en el sentido de que no consiguen 
responsabilizarse en la prevención de sucesos inesperados o que exceden del ámbito del 
poder de su voluntad recayendo en terceros. Uno de los términos del deber de cuidado de 
la empresa lo constituye la imprudencia temeraria de sus trabajadores como ocurrencia 
que excede del ámbito del deber de vigilancia del empleador pues, como se acaba de 
decir, en virtud del art. 15.4 LPRL, en el que la efectividad de las medidas preventivas no 
se va a desarrollar de forma obligatoria en este tipo de imprudencia.
En este momento, lo primero no obsta para que en la práctica administrativa y 
judicial se marque que la concurrencia de una imprudencia temeraria del trabajador en 
el acaecimiento de un accidente de trabajo no envuelve automáticamente que la empresa 
permanezca exonerada de responsabilidad administrativa puesto que, como indica la 
STSJ de Madrid, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 3ª, de 6 de febrero 
de 2002, Recurso Contencioso-Administrativo núm. 182/1998 (JUR 2002/234646), no 
se trata tanto de determinar si la actuación de la víctima fue la causante del accidente, 
sino más bien de averiguar si la empresa para la que trabajaba y la empresa principal 
cumplieron o no con la normativa de seguridad e higiene en el trabajo, de tal manera que, 
estimando tal incumplimiento, este es bastante a los efectos de castigar su infracción, 
que es lo que precisa la LPRL, de modo que el tema de la causalidad pasa a un segundo 
plano, en cuanto impropio de las infracciones contenidas en la normativa sobre seguridad 
e higiene en el trabajo y, solo en la medida en que se aprecia en la actuación del trabajador 
una imprudencia temeraria, de una parte, y de otra y añadida a esta imprudencia, se 
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demuestre que en la adopción de las medidas preventivas y paliativas a las que obliga 
la normativa sobre seguridad e higiene, la empresa ha considerado escrupulosamente 
con lo preceptuado, sin contravención o excusa alguna, ni siquiera leve, se estaría en el 
caso de inexigibilidad de otra conducta al empresario, en cuanto este actuó con todo lo 
que le fuera posible para impedir el hecho dañoso y, además, concurra la mencionada 
imprudencia grave en la actuación del trabajador. Por tanto, remata la resolución citada, 
las dos condiciones anteriores deben “concurrir simultáneamente ante un determinado 
hecho para excusar de responsabilidad por esta clase de infracciones administrativas al 
empresario”.
Inconvenientemente la situación cambia en los supuestos en los que no es fácil 
delimitar el comportamiento del trabajador del incumplimiento de la empresa. Reseñamos 
los supuestos en los que el trabajador concluye no manejar los medios de protección que 
han sido puestos a su disposición por parte del empresario o decide desobedecer las órdenes 
del empresario en materia preventiva. En estos casos es el comportamiento imprudente 
del trabajador el que sirve para poner de manifiesto que la empresa no ha sido del todo 
diligente. La empresa debía, con la finalidad de cumplir con sus deberes en el ámbito de 
la seguridad y la salud de sus empleados, ver las medidas preventivas que eran adoptadas 
efectivamente en su empresa. Puede decirse que, con carácter general, en el ámbito 
sancionador administrativo, los operadores jurídicos (Administración y Jurisdicción 
Contencioso-Administrativa) son reticentes a limitar el alcance de la responsabilidad 
empresarial. Se muestran muy poco receptivos a las pretensiones empresariales de 
exoneración de responsabilidad, fundamentada en que el accidente o riesgo se debió a 
la conducta negligente de sus trabajadores y en que no se puede estar permanentemente 
controlando a los trabajadores en la utilización de los medios de seguridad existentes para 
evitar cualquier clase de accidentes.
A modo explicativo del contenido anterior tomamos como ejemplo el supuesto 
de hecho sobre el que se enuncia la STSJ de Andalucía, de 15 de junio de 2000. La 
empresa había suministrado a los trabajadores los medios de protección adecuados a 
la realización del trabajo, incluido guantes aislantes, y se piensa autorizado que estos 
medios eran usados por los operarios; además, la empresa impartía con habitualidad a 
los trabajadores cursos de seguridad en los trabajos sobre instalaciones eléctricas y en 
la realización de los trabajos no era necesario, ni existía normativa que así lo exigiera, 
trabajar en frío; el trabajador accidentado, jefe de la operación que se llevaba a cabo, era 
especialista y estaba cualificado para el desarrollo de las tareas encomendadas que, por 
otra parte, eran de las habituales que llevaba a cabo tanto la empresa como el trabajador; 
antes de comenzar las tareas, el trabajador accidentado junto con otro compañero habían 
repasado y reparado el cable sobre el que trabajaban, aislando las zonas deterioradas. 
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Se ultima que el accidente (descarga eléctrica que causó la muerte al trabajador) no 
se hubiera producido de haber utilizado el trabajador los guantes aislantes y que su no 
utilización se debió a que ese mismo día el trabajador sufrió una picadura de insecto en 
su mano derecha. Pues bien, la resolución judicial confirma la sanción impuesta por la 
autoridad administrativa (aunque rebajándola en atención a la conducta empresarial que 
claramente muestra una predisposición al cumplimiento de la normativa) por entender que 
su conducta es subsumible en el art. 11.4 LISOS, al haber incumplido la obligación del art. 
67 OGSHT (uso de guantes aislantes), puesto que lo cierto es que no existe prueba alguna 
sobre que cumpliera su deber de vigilancia sobre las medidas adoptadas para asegurar que, 
efectivamente, los trabajadores cumplían con las instrucciones recibidas y no consta que se 
impidieran conductas como la descrita, manipular líneas en tensión sin adoptar las medidas 
necesarias.
Con referencia al error como viable causa de exculpación, hay que señalar su 
escasa incidencia debido a que, aunque en materia de prevención de riesgos laborales, el 
elenco de normas es numeroso y diverso, debe tenerse en cuenta que, tal y como señala 
CARRERO DOMÍNGUEZ78, cuando hablamos de bienes jurídicos tan importantes como 
los que aquí nos afectan, este abundante número de normas están debidamente publicadas 
y al alcance del conocimiento de cualquier persona diligente que tiene que hacer frente 
a una actividad profesional o industrial y al que se le exige que conozca los riesgos 
que se generan de su actividad productiva. Por consiguiente, termina la citada autora, 
el empresario debe “informarse, saber y actuar con respecto a los riesgos que genera y 
que están legalmente contemplados y actualizados, en su mayoría, en este momento79”. 
De esta forma, el incumplimiento del empresario de la norma debido a su error, le será 
imputable a título de negligencia. 
En este sentido se pronuncia la STS de la Sala cuarta de lo Contencioso-
Administrativo, de 3 de noviembre de 2000 (RJ: 6810/2003), que confirma la sanción 
a un empresa titular del centro de trabajo por infracciones en materia de prevención 
de riesgos laborales y que, partiendo de la doctrina constitucional de “inexcusabilidad 
de concurrencia del elemento culpable”, deduce que, una vez acreditada la realidad 
objetiva de la conducta infractora, el elemento subjetivo de la culpabilidad es apreciable, 
en tanto es exigible a la sociedad condenada por el conocimiento de las obligaciones 
derivadas de la prevención de riesgos. Por lo que es la falta de diligencia exigible en el 
78  CARRERO DOMÍNGUEZ, C., “El régimen jurídico sancionador en prevención de riesgos laborales”. 
op. cit. La Ley. Madrid, 2001, pág. 63.
79  CARRERO DOMÍNGUEZ, C., op. cit., pág. 229. En este mismo sentido, GARCÍA MURCIA 
entiende que “el error o la imprevisión son menos disculpables en esta materia, entre otras razones porque 
el empresario debe conocer las obligaciones pertinentes al iniciar su actividad, y porque debe observar 
siempre una diligencia extrema y meticulosa en su cumplimiento”: GARCÍA MURCIA, J., op. cit., pág.79.
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indicado conocimiento o el comportamiento acorde con el presupuesto cognoscitivo, el 
elemento subjetivo integrante de la culpabilidad necesaria para apreciar la coexistencia 
de las infracciones administrativas y para que resultaran procedentes las correspondientes 
sanciones.
Por lo que se refiere al caso fortuito, en principio, la exculpación exige que se 
considere cumplido el deber de diligencia, por lo que su posible papel como exonerador de 
responsabilidad estará en función de la mayor o menor intensidad de la diligencia debida 
hasta el punto de que si el deber de diligencia es absoluto, no podrá existir, evidentemente, 
la sanción de un caso fortuito, por cuanto no cabe pensar en ningún supuesto accidental 
cuya previsión no entre dentro de la diligencia debida. De la intensidad que tiene el deber 
de cuidado del empresario en materia de prevención de riesgos se deduce el escaso margen 
de aplicación que el caso fortuito pueda tener en este ámbito. Así, no se considerará 
fortuito el fallo del sistema de seguridad de una máquina si ya había fallado en anteriores 
ocasiones, ni la rotura de un poste que se rompe por la base, toda vez que estos accidentes 
son acaecidos de manera extraordinaria y de forma periódica siendo la causa previsible, y 
como dice la STS de la Sala cuarta de lo Contencioso-Administrativo, de 3 de noviembre 
de 2000 (RJ: 6810/2003), la falta de cambio de la metodología del trabajo, ya que es 
obligación de la empresa actualizar   “periódicamente los métodos a medida que se 
alteran las circunstancias” y ordenar “un conjunto de medidas coherentes y adecuadas a 
la naturaleza de los riesgos detectados y al control de la efectividad de dichas medidas”. 
No obstante, si producido un accidente de trabajo, se constatase que la empresa 
había adoptado las medidas de seguridad exigibles y que aquel se debió no a una actuación 
negligente de la empresa sino a un suceso (movimiento de tierras; trabajos realizados al 
margen y sin necesidad de la intervención de la maquinaria de la empresa sancionada que 
además desconocía que se ejecutaban dichos trabajos) que no podía ser previsto por esta, 
el respeto al principio de culpabilidad impide la imposición de sanción administrativa.
En conclusión, una vez que el Inspector actuante constate la existencia de un 
comportamiento ilícito, al empresario le va a ser muy difícil exonerarse de responsabilidad 
alegando la falta de culpabilidad dado que el elemento subjetivo del injusto se presume, 
y que la intensidad de su deber de diligencia le obliga a prever y evitar cualquier clase 
de riesgo en el lugar de trabajo, encontrándonos de esta forma ante una responsabilidad 
administrativa potentemente objetivada.
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2.1 Calificación de las infracciones
Por medio del art. 1.3. TRLISOS se establece que “las infracciones se califican 
como leves, graves y muy graves en atención a la naturaleza del deber infringido y la 
entidad del derecho afectado, de conformidad con lo establecido en la presente Ley”. 
Asimismo, se debe de tener en consideración el art. 40.2 CE, por medio del cual, se le 
encarga a los poderes públicos el deber de salvaguardar la “seguridad e higiene en el 
trabajo” como uno de los valores de la política social y económica, de esta forma, el 
legislador, en cumplimiento de este mandato constitucional y por medio del art. 14.1 
LPRL, impone al empresario un deber de protección de los empleados respecto a los 
riesgos laborales. Este deber de protección se concreta en una serie de obligaciones fijadas 
por la normativa de prevención de riesgos laborales cuyo incumplimiento se tipifica en 
los tipos infractores recogidos los arts. 11, 12 y 13 TRLISOS.
 El trabajador, por lo tanto, posee el derecho de recibir una protección eficaz en 
el ámbito de seguridad y salud del trabajo, el cual, es correlativo al deber de protección 
del empresario según el art. 14.1 LPRL, convirtiéndose en una bifurcación en el ámbito 
laboral de su derecho fundamental a la vida y a la integridad física que se reconoce en el 
art. 15 CE. Es lógico, pues, dada la entidad del bien jurídico en juego, la relevancia que 
el TRLISOS da al régimen sancionador en el ámbito de prevención de riesgos laborales 
y que se traduce en una mayor severidad sancionadora que será analizada posteriormente 
en este trabajo. 
Los criterios tenidos en cuenta por el art. 13 TRLISOS, para calificar ciertos 
incumplimientos empresariales como infracciones muy graves en materia de prevención 
han sido los siguientes:
1. Atendiendo a que los incumplimientos se refieran a normas preventivas que 
tratan de proteger a sujetos considerados especialmente sensibles y, por ello, 
necesitados de una especial atención por parte del empresario: es el caso de los 
tipos infractores recogidos en los apartados 1 (trabajadoras durante los periodos 
de embarazo y lactancia) y 2 (menores).
2. En consideración al resultado efectivo de la conducta infractora pues, cuando de 
la misma se derive un riesgo grave e inminente, nos encontraremos ante alguna 
de las infracciones recogidas en los apartados 3, 4, 6, 9 o 10.
3. Por producirse los incumplimientos en actividades que se consideran 
reglamentariamente peligrosas o con riesgos especiales, por esperarse en estos 
supuestos, dada la mayor entidad de los riesgos a los que la actividad laboral 
somete a los trabajadores, una especial diligencia del empresario. Este criterio 
es tenido en cuenta para calificar la infracción como muy grave en los tipos 
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recogidos en los apartados 7, 8, 15, 16 y 17. 
4. Por vulnerarse el derecho fundamental a la intimidad de los trabajadores (art. 
18.1 CE) al incumplirse el deber de confidencialidad en la utilización de los 
datos relativos a la vigilancia de la salud: infracción del apartado 5.
5. La acción de los sujetos infractores dirigida a modificar el esquema de 
responsabilidades administrativas legalmente establecido en el TRLISOS: tipo 
infractor recogido en el apartado 14. La delimitación de estos tipos infractores 
respecto a las infracciones leves resulta fácil, en tanto en el catálogo del 
art. 11 TRLISOS se recogen, o bien incumplimientos de tipo formal, o bien 
incumplimientos de obligaciones materiales, pero que carecen de importancia 
grave para la integridad física o la salud de los empleados.
Respecto de las infracciones graves, es de destacar que alguna de las conductas 
calificadas como muy graves en el art.  13 TRLISOS se corresponden exactamente con 
las descritas como graves en apartados del art. 12 del propio texto sancionador, con la 
única diferencia de que en las infracciones de aquel precepto la conducta debe tener 
como resultado la aparición de “un riesgo grave e inminente” para la seguridad o salud 
de los trabajadores (apartados 4, 6, y 10 del art. 13 TRLISOS), o debe producirse en 
“actividades reglamentariamente consideradas como peligrosas o con riesgos especiales” 
(apartados 7, 8, 15, 16 y 17).
El TRLISOS fija una cuantía de las multas por infracciones en materia preventiva 
muy superior a la prevista para el resto de infracciones laborales, posiblemente debido 
a la trascendencia y significación, de los intereses y bienes constitucionales afectados. 
Además, las sanciones por faltas muy graves, una vez tengan un carácter firme, se 
publicarán en la forma que disponga el RD 597/2007.
2.2 Calificación de las sanciones.
 Para determinar la sanción a aplicar por la realización de una infracción 
administrativa, se tendrá que tener en consideración una serie de criterios, tal y como se 
expone en la siguiente tabla:
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Tabla 3. Criterios de evaluación de las sanciones administrativas. 
• Nivel de peligrosidad de las actividades que se desarrollan en la empresa o en el 
centro de trabajo
• El carácter permanente o transitorio de los riesgos que son propios a tal actividad.
 • La gravedad de los daños que se llegan a producir o que podrían haberse producido 
por la ausencia o deficiencia de la aplicación de las medidas preventivas que son 
necesarias. 
• La cantidad de empleados afectados. 
• Medidas de protección individual o colectiva que han sido adoptadas por parte del 
empresario, así como las instrucciones que se ha determinado para la prevención de los 
riesgos laborales. 
• El incumplimiento de las advertencias previas realizadas en virtud  del art. 43 LPRL. 
• La inobservancia de las propuestas realizadas por parte de los servicios de prevención, 
los delegados de prevención o el comité de seguridad y salud de la empresa para la 
corrección de las deficiencias legales existentes. 
• La conducta general mantenida por el empresario en relación con su deber de vigilancia 
respecto a las normas en el ámbito preventivo. 
En caso de reincidencia, es decir, en aquellos supuestos en los que se dé la comisión 
de una infracción del mismo tipo y calificación que motivó la anterior, en el plazo de los 
365 días siguientes a la notificación de esta, la cuantía podrá aumentarse hasta el duplo 
del grado de la sanción correspondiente a la infracción cometida, sin que esta llegue a 
exceder nunca del montante máximo previsto para cada clase de falta. En este caso hay 
que matizar que, ante la reincidencia, tropezamos ante una fórmula equívoca que da lugar 
a varias dudas interpretativas. En primer lugar, es claro que la reincidencia no opera 
automáticamente sino que su apreciación se configura como “facultad de la Administración 
sancionadora que puede discrecionalmente no aplicarla80”; no obstante, en el caso de que 
se pudiera llegar a observar esta agravante surge la duda de si la Administración tiene 
discrecionalidad para incrementar la cuantía de la sanción hasta el importe que estime 
conveniente y siempre que no supere el duplo del grado de la sanción ni exceda las cuantías 
máximas que para cada clase de infracción prevé el art. 40 TRLISOS o, por el contrario, 
la consecuencia sancionatoria una vez apreciada la reincidencia opera automáticamente, 
esto es, se debe duplicar el grado de la sanción correspondiente sin exceder las cuantías 
80  FERNÁNDEZ MARCOS, L., “Comentarios a la Ley de Prevención de Riesgos Laborales (Salud 
Laboral)”, DYKINSON, Madrid 1996 pág. 242.
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máximas del art. 40 TRLISOS. Deducimos que la interpretación correcta es esta última y 
que la discrecionalidad de la Administración se limita a la apreciación de la reincidencia, 
operando ex lege las consecuencias sancionatorias de la misma81.
En segundo lugar, el art. 41.2 TRLISOS establece, como consecuencia de 
la apreciación de la reincidencia, elevar hasta el doble una cantidad previa que es 
indeterminada pues el “grado de la sanción correspondiente a la infracción cometida” 
tendrá un mínimo y un máximo. Dicho precepto hay que interpretarlo de forma que, una 
vez cuantificada la sanción a imponer aplicando para ello los criterios de graduación –lo 
que supone haber determinado previamente el grado de la sanción– la aplicación de la 
reincidencia supondrá elevar la sanción hasta el doble de la cantidad previamente fijada82.
           Por último, cuando el art. 41.2 TRLISOS instaura el límite de que la nueva 
sanción impuesta tras evaluar la reincidencia no exceda “las cuantías máximas previstas 
en el artículo anterior para cada clase de infracción”, se está refiriendo a las cuantías 
máximas del grado máximo de las infracciones muy graves correspondientes a las 
clases de infracciones que el art. 40 agrupa en cada uno de sus apartados. Por tanto, para 
respecto a las infracciones muy graves en el ámbito de la prevención de riesgos laborales, 
la aplicación de la reincidencia tendrá como límite el importe de 819.780 euros. 
Hay que destacar que nuestra normativa contempla algunas reglas singulares: 
primero, si no se considera relevante ninguno de los factores contemplados en el art. 39.3 
TRLISOS, la sanción se impondrá en el grado mínimo en su tramo inferior (art. 39.6 
TRLISOS); segundo, se sancionará con el máximo de la calificación correspondiente 
la falta que consista en la persistencia continuada de su comisión (art. 39.7 TRLISOS); 
en fin, los criterios citados no pueden servir de agravante o atenuante cuando estos se 
encuentren contenidos en la descripción de la conducta infractora o cuando sean parte del 
mismo hecho ilícito administrativo (art. 39.5 TRLISOS). 
81  Más claro en este sentido era el art. 9.3 RD 1860/1975 que establecía que las actas de infracción en las 
que se apreciase reincidencia “podrán dar lugar a que se dupliquen en su cuantía las multas previstas en los 
preceptos sancionadores que sean de aplicación al caso”.
82  En contra, DÍAZ RODRÍGUEZ, para quien “la aplicación de la agravante de la reincidencia podrá 
suponer el aumento de la sanción hasta el doble del importe máximo del grado correspondiente” (DÍAZ 
RODRÍGUEZ, J. M., “Actas, informes y requerimientos de la inspección de trabajo”. Universidad de la 
Laguna. Tesis doctoral, 2007, pág.445).
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Tabla 4. Graduación de las sanciones atendiendo a la gravedad de la sanción. 
POR INFRACCIONES LEVES 
Grado mínimo: Multa de 40 a 405 € 
Grado medio: Multa de 406 a 815 € 
Grado máximo: Multa de 816 a 2.045 €
POR INFRACCIONES GRAVES
Grado mínimo: Multa de 2.046 a 8.195 € 
Grado medio: Multa de 8.196 a 20.490 € 
Grado máximo: Multa de 20.491 a 
40.985 € 
POR INFRACCIONES MUY 
GRAVES
Grado mínimo: Multa de 40.986 a 
163.955 € 
Grado medio: Multa de 163.956 a 
409.890 € 
Grado máximo: Multa de 409.891 a 
819.780 € 
El órgano sancionador debe tener en cuenta tales circunstancias para imponer 
la sanción correspondiente a la infracción en alguno de los grados citados, gozando de 
amplia discrecionalidad en la valoración de su alcance como elementos determinantes 
de la decisión. Ahora bien, tanto en el acta de la ITSS que inicie el expediente, como la 
resolución administrativa que concluya, deberán encontrarse fundados y determinar los 
criterios de graduación considerados. 
2.3 Concurso de infracciones
Podemos empezar el análisis de estas situaciones haciendo referencia al supuesto 
del concurso de leyes que se da cuando, ante un solo hecho infractor del empresario, son 
aplicables simuladamente diversos preceptos sancionadores. Con el concurso de leyes nos 
encontramos más ante un problema de interpretación de las normas sancionadoras que 
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ante una concurrencia de infracciones pues aunque aparentemente son aplicables diversos 
preceptos sancionadores, “luego de una correcta interpretación se deduce que solo uno de 
ellos es realmente aplicable83”. Los criterios que hay que utilizar para comprobar cuál es, 
finalmente, el precepto aplicable aparecen recogidos en el art. 8 CP y resultan operativos 
en el ámbito del Derecho Administrativo Sancionador. 
El primero de estos criterios –el de especialidad– es el que destinamos para 
solucionar el concurso de leyes que puede plantearse entre infracciones muy graves en 
materia de prevención de riesgos laborales e infracciones laborales de otra clase. Así, para 
solucionar el concurso de leyes que se ocasiona por el incumplimiento empresarial de las 
normas específicas en materia de protección de la seguridad y salud de los menores que 
alcanza a subsumirse tanto en el art. 13.2 TRLISOS como en el art. 8.4 del propio texto 
normativo, aplicamos el criterio del art. 8.1 CP, resultando de aplicación el primer tipo 
infractor por reproducir las características del otro –violación de normas sobre trabajo de 
menores–, añadiéndole una nota específica –la normativa laboral ha de ser en materia de 
seguridad e higiene–. El mismo criterio nos sirve para defender la aplicación del art. 13.5 
frente al 8.11 TRLISOS cuando el acto del empresario supone una vulneración al respeto 
de la intimidad de los trabajadores por incumplir el deber de confidencialidad respecto a 
la utilización de los datos de vigilancia de su salud. 
Todavía es posible que el concurso de leyes se produzca entre infracciones muy 
graves en materia de prevención de riesgos laborales e infracciones que no son propias 
del Orden Social sino de otros ámbitos administrativos. Era el supuesto que se producía 
con la conducta empresarial subsumible en el art. 13.5 TRLISOS que podía encuadrarse 
igualmente en el art. 44.4.g), Ley Orgánica 15/1999, de 13 de diciembre, de Protección 
de Datos de Carácter Personal (LOPD), resultando de aplicación, como vimos, el régimen 
sancionador del TRLISOS por contener un supuesto de hecho más concreto (esto es, por 
aplicación del principio de especialidad). Del mismo modo se da este supuesto concursal 
cuando el empresario incumple normas jurídico-técnicas que, como vimos, formaban 
parte del bloque normativo de referencia al que se remite el art. 13.10 TRLISOS pero 
que, al corresponder al ámbito de la seguridad industrial, también pueden integrar los 
tipos infractores recogidos en el Título V de la Ley 21/1992, de Industria. Esta posible 
situación concursal es solucionada normativamente por el propio art. 30 Ley 21/1992 en 
favor del régimen sancionador del Orden Social ya que en su primer apartado establece 
que, cuando las infracciones administrativas en las materias reguladas en la propia Ley 
“constituyan incumplimientos de la normativa de seguridad, higiene y salud laborales, será 
esta infracción la que será objeto de sanción conforme a lo previsto en dicho normativa”.
83  MUÑOZ CONDE, F. y GARCÍA ARÁN, M., op. cit., pág. 408.
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2.4 Otro tipo de sanciones
Establece el art. 40.2 TRLISOS que las sanciones impuestas por infracciones muy 
graves en materia de prevención de riesgos laborales una vez firmes, se harán públicas 
en la forma que se determine reglamentariamente84. Nos encontramos ante una sanción 
administrativa atípica que cumple con su finalidad retributiva, al añadir a la sanción 
económica ordinaria de las infracciones muy graves “el estigma social que la publicación 
conlleva para el sujeto infractor, con evidentes fines de ejemplaridad85”, y con la preventiva 
al tener por objeto el “estimular y favorecer el cumplimiento de los deberes de protección 
empresarial”.
Esta norma establece los requisitos necesarios para la publicación de las sanciones 
impuestas por infracciones muy graves en materia de prevención de riesgos laborales, 
siendo de destacar los siguientes aspectos:
1. El procedimiento para aplicar esta medida se iniciará de oficio mediante 
propuesta contenida en el acta de infracción de la Inspección de Trabajo (art. 
2.1 RD 597/2007). Como vemos, se trata de una previsión que no hace sino 
concretar para esta específica medida lo que con carácter general se prevé en 
el art. 14.1.e) RSP, respecto a la generalidad de sanciones accesorias.
2. La autoridad laboral deberá pronunciarse expresamente acerca de la 
procedencia de esta sanción accesoria pues en la resolución sancionadora que 
impone la sanción principal, multa, deberá hacerse constar que dicha sanción 
será hecha pública en la forma prevista en la norma reglamentaria (art. 2.1 
RD 597/2007).
3. El órgano competente para ordenar finalmente la publicación será el que 
dictó la primera resolución sancionadora o, en su defecto, el que determine la 
Comunidad Autónoma (art. 2.2 RD 597/2007).
4. Respecto al medio a través del cual se hará pública la imposición de la 
sanción, se prevé que sea el Boletín Oficial del Estado o de la Comunidad 
Autónoma (art. 2.2 RD 597/2007). No obstante, el órgano que ordena que 
la sanción se haga pública puede utilizar además “otros medios públicos 
distintos” (art. 2.3 RD 597/2007).
5. Respecto al contenido de la publicación, el art. 3 RD 597/2007 prevé que esta 
incluirá, al menos, los siguientes datos: nombre o razón social de la empresa 
sancionada; sector de actividad a que se dedica; número de Documento 
84  El Real Decreto 597/2007, de 4 de mayo, sobre publicación de las sanciones por infracciones muy 
graves en materia de prevención de riesgos laborales. 
85  FERNÁNDEZ MARCOS, L., “Comentarios...”, op. cit., pág. 240. Que la publicación de las sanciones 
responde a razones de ejemplaridad es recogido expresamente por alguna norma sectorial que regula esta 
consecuencia sancionadora: art. 11 RD 1945/1983, de 22 de junio, de infracciones y sanciones en materia 
de defensa del consumidor.
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Nacional de Identidad de las personas físicas o Código de Identificación 
Fiscal de las personas jurídicas; domicilio social; infracción cometida; 
sanción económica impuesta, incluyendo la cuantía de la misma, así como las 
demás sanciones impuestas con carácter principal o accesorio, si las hubiera; 
fecha de extensión del acta de infracción; fecha en la que la sanción adquiere 
firmeza.
6. La publicación de la sanción se realizará en un plazo no superior a tres 
meses a contar desde la fecha de adquisición de firmeza del acto (art. 2.2 
RD 597/2007). Ahora bien, el desarrollo reglamentario no ha aclarado un 
aspecto que suscitaba dudas interpretativas y que es el relativo a si la firmeza 
de la sanción a la que se refiere el art. 40.2 TRLISOS, como presupuesto de 
aplicación de la sanción accesoria de publicación, debe entenderse en la vía 
administrativa o jurisdiccional. De la regulación contenida en el RD 597/2007 
no se deduce claramente que se opte por una u otra opción, decantándonos 
por la firmeza en vía administrativa, pues este es el criterio seguido para 
aplicar la figura de la reincidencia que, como vimos, exige igualmente como 
presupuesto la firmeza de la sanción. En todo caso, hubiese sido conveniente 
que el desarrollo reglamentario se hubiese pronunciado con claridad.
Dentro del Capítulo VII de la LPRL, dedicado a la regulación del régimen de 
responsabilidades y sanciones en materia preventiva, el art. 53 establece una medida 
administrativa que ya aparecía prevista como respuesta a las infracciones empresariales 
en materia de prevención de riesgos laborales en el art. 59.4 ET, pasando posteriormente 
a recogerse en el art. 39 LISOS y, finalmente, en el art. 53 LPRL que regula esta figura 
en los mismos términos que sus precedentes normativos pero incluyendo, entre  los 
sujetos facultados para adoptar la suspensión o cierre, junto al Gobierno, a los órganos de 
gobierno de las Comunidades Autónomas, adelantándose de esta forma a la declaración 
de inconstitucionalidad del art. 39 LISOS contenida en la STC 195/1996, de 28 de 
noviembre86.
La regulación contenida en el art. 53 LPRL presenta la importante duda 
interpretativa de cómo concretar el presupuesto de hecho de la norma, esto es, de fijar 
qué debe entenderse por “circunstancias de extrema gravedad” y “caso extremo”. 
Como destaca la citada STC 195/1996, de 28 de noviembre, el Estado no ha regulado 
86  Vid: RUIZ GONZÁLEZ, B., “El papel de la inspección de Trabajo en la prevención de los riesgos 
laborales” En Grandes Tratados. Tratado de Salud Laboral. Editorial Aranzadi S. A. U., Enero de 2012, 
passim; MARTÍNEZ BARROSO, M, R., “La reparación del accidente de trabajo”, Revista española de 





Última consulta el 20 de julio de 2017.
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con detalle estos supuestos de suspensión y cierre, sino que ha contemplado de manera 
genérica los motivos de las mismas, por lo que no aparece restringida normativamente la 
discrecionalidad de las autoridades laborales a la hora de considerar la concurrencia de 
estos conceptos jurídicos indeterminados.
En cuanto al procedimiento para la adopción de estas medidas, el  art. 26 RPS 
prevé que, cuando concurran las circunstancias previstas en el art. 53 LPRL, “el Jefe 
de la Inspección Provincial de Trabajo y Seguridad Social lo pondrá en conocimiento 
dórgcorrespondiente de la Comunidad Autónoma87 o de la Administración del Estado si no 
se hubiere transferido la competencia y, en su caso, de la autoridad central de la Inspección, 
al objeto de que se someta la suspensión temporal o el cierre del establecimiento a la 
aprobación del Gobierno o del órgano competente de la Comunidad Autónoma”. Por 
último, destacar que la decisión administrativa de suspensión o cierre no perjudicará los 
derechos salariales o indemnizatorios de los trabajadores (último inciso del art. 53 LPRL).
Entre los otros tipos de sanciones que no poseen solamente un carácter pecuniario, 
se encuentra el sistema de bonus o primas establecido en el Real Decreto 404/2010, 
de 31 de marzo, por el que se regula el establecimiento de un sistema de reducción de 
las cotizaciones por contingencias profesionales a las empresas que hayan contribuido 
especialmente a la disminución y prevención de la siniestralidad laboral, (RD 404/2010), 
que de forma normativa establece un premio o un sistema de primas de accidentes de 
trabajo y enfermedades profesionales para las empresas que lleven a cabo un cumplimiento 
ejemplar de las normas de salud laboral y con escasa siniestralidad laboral. El RD 
404/2010, no se establece como un punitivo en sentido estricto pero en el caso de que la 
empresa sea sancionada por no cumplir con las condiciones en materia de prevención, 
pierde de manera automática estas mejoras88. 
87  Diversas CC AA, en virtud de sus competencias han dictado normas de ejecución de las previsiones 
establecidas en el TRLISOS. En ellas se establece tanto quien va a ser el órgano correspondiente en esta 
materia, como una serie de pautas y requisitos. A modo de ejemplo encontramos: Andalucía  (Orden 
Consejería de Empleo de la Junta de Andalucía, de 7 de febrero, 2008), Navarra  (Orden Foral nº 156/2008, 
de 15 de mayo, 2008,), Illes Balears  (Decreto, nº 135/2008, de 5 de diciembre, 2008), Castilla y León 
(Decreto nº 30/2009, de 6 de mayo , 2009), Castilla La Mancha (Decreto nº 271/2007), Cantabria  (Decreto 
nº  113/2008, 13 de noviembre, 2008), Murcia  (Decreto nº 4741/2008, de 5 de diciembre, 2008,), La Rioja 
(Decreto nº 4/2010, de 22 de enero, 2010,), Canarias (Orden Consejería de  Empleo, Industria y Comercio de 
Canarias, de 25 de febrero, 2008) y Galicia (Orden Consellería de Trabajo de Galicia, de 30 de julio, 2008).
88  V. gr: STSJ de Madrid, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 3ª, nº 511/2015, de 30 de 
diciembre de 2015. Rec. 712/2014 (EDJ 2015/270918), que en su FJ 3º expone:
“(…)Pues bien, en el caso enjuiciado, en ningún caso es posible calcular el dividendo de la fórmula aplicable 
al índice I i, restando al importe total de la prestación por incapacidad temporal derivada de contingencias 
profesionales durante el período de observación, en el que según la norma no se incluyen los accidentes 
"in itinere", las cantidades - pago delegado - abonadas en dicho concepto de accidentes "in itinere", porque 
como resulta de forma patente, literal e indiscutible de la norma acabada de reproducir, una cosa es que 
en el mencionado dividendo no se sume al importe de la prestación por incapacidad temporal derivada de 
contingencias profesionales durante el período de observación el importe de las cantidades por incapacidad 
temporal correspondientes a accidentes "in itinere", y otra bien distinta es que este segundo concepto se 
reste del primero, lo que en ningún caso permite ni la literalidad de la norma ni la finalidad de esta, que no 
es otra que incentivar a las empresas con baja siniestralidad laboral ceñida a lo que constituyen accidentes 
de trabajo y enfermedades profesionales, por lo que la forma de cálculo del índice I i que lleva a cabo 
la recurrente no tiene amparo legal alguno, lo que determina sin más la desestimación del Recurso, sin 
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 Otra de las sanciones que no tiene un carácter pecuario, aunque puede afectar 
económicamente, es la de la limitación de la facultad de contratar con la Administración 
(Art. 54 LPRL). Para ello deben haber sido condenadas mediante sentencia firme, 
sancionadas con carácter firme por infracción grave o muy grave. Siendo en la sentencia 
donde se exprese el alcance de esta prohibición89. 
3. LA INSPECCIÓN DE TRABAJO Y SEGURIDAD SOCIAL. FUNCIONES, 
ACTUACIONES, ACTA DE INSPECCIÓN Y PROCEDIMIENTO SANCIONADOR 
 La ITSS es la organización administrativa responsable del control y vigilancia 
del cumplimiento de las normas de orden social, que incluye los servicios de exigencia 
de las responsabilidades administrativas pertinentes en que puedan incurrir empresas y 
trabajadores, así como el asesoramiento e información a los mismos en materia laboral y 
de Seguridad Social90. Está incluido en este apartado para poder ver de forma específica 
como funciona este órgano dentro del complejo sistema de Seguridad Social existente a 
día de hoy.
 El régimen de funcionamiento de la Inspección de Trabajo está recogido en la 
nueva Ley de Inspección de Trabajo, Ley 23/2015, de 21 de julio, Ordenadora del Sistema 
de Inspección de Trabajo y Seguridad Social (LOITSS).
Muchos autores suelen reducir la actividad inspectora a los funcionarios que 
realizan y prestan los servicios. Siendo el concepto mucho más amplio, al contemplarse 
este en diferentes normativas91. La Inspección de Trabajo cuenta con funcionarios de dos 
niveles:
- Inspectores de Trabajo y de Seguridad Social. 
- Subinspectores de Empleo y Seguridad Social.
La principal diferencia es que, los Subinspectores, a pesar de que desarrollan en 
necesidad de entrar a examinar la cuestión relativa a si estaba o no al corriente en el pago de las cuotas de 
la Seguridad Social.”
89  Vid: STSJ de Canarias (Santa Cruz de Tenerife), Sala de lo Contencioso-Administrativo, sec 1ª, de 20 
de nº 185/2008, mayo de 2008. Rec. 174/2006. (EDJ 2008/129632); STSJ de Andalucía (Granada) Sala de 
lo Contencioso-Administrativo, Sec. 1ª de 30 de enero de 2012, recurso 889/2011 (EDJ 2012/49845); Jdo 
de Instrucción nº 15 de Valencia, de 30 de noviembre de 2016. Autos nº 4291/2015 (EDJ 2016/246793)
90  Vid: BLASCO PELLICER, A., “La Inspección de Trabajo y Seguridad Social: organización y funciones”, 
en AA.VV., Curso de Derecho Administrativo Laboral, ed. Tirant Lo Blanch, 2004, págs. 47-74, DÍAZ 
RODRÍGUEZ, J. M., “Tratado práctico sobre la Inspección de Trabajo. Jurisprudencia, esquemas, cuestiones 
prácticas y formularios”, Editorial Aranzadi, Navarra, 2016, págs. 555-606; FERNÁNDEZ ORRICO, F, 
J., “Las actuaciones de advertencia y los requerimientos de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social”, 
Revista del Ministerio de Trabajo e Inmigración, nº 78, págs. 139-161; VINUESA ALADRO, A., “La 
Inspección de Trabajo y Seguridad Social: Ley 42/1997, de 14 de noviembre”, Actualidad Laboral, Sección 
Doctrina, 1998, Ref. XII, pág. 157.
91  VINUESA ALADRO, A., “La Inspección de Trabajo…” op. cit. pág. 160.
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igualdad de condiciones que los Inspectores la actividad inspectora previa, no van 
a estar facultados para tomar las medidas en la misma forma que estos
El objetivo fundamental de su trabajo va dirigido a impulsar el cumplimiento 
voluntario92, por parte de empresarios y trabajadores, de las obligaciones que en materia 
laboral y de Seguridad Social establece la legislación española93. Pero también desarrollan 
actuaciones correctoras y sancionadoras.
 La actuación de los inspectores de trabajo y subinspectores de empleo se 
desarrolla en el ámbito provincial, dependiendo cada provincia de una Dirección 
Territorial coincidente con cada CC AA. Dentro de la organización provincial o territorial, 
dependiendo de las dimensiones, es habitual que exista una unidad compuesta por un 
grupo de inspectores especializados en prevención de riesgos laborales94.
a) Funciones
 La ITSS desarrolla funciones en los siguientes ámbitos95:
Servicios de vigilancia y exigencia de cumplimiento de la normativa sobre:
Ordenación del trabajo y relaciones sindicales. 
Prevención de riesgos laborales. 
Normas sobre inscripción, afiliación, altas y bajas de trabajadores, cotización 
y recaudación de cuotas del sistema de la Seguridad Social. 
Normas sobre obtención y disfrute de prestaciones del sistema de la Seguridad 
Social, así como de las mejoras voluntarias u otros sistemas complementarios 
voluntarios establecidos en convenios colectivos. 
Normas sobre colaboración en la gestión de la Seguridad Social. 
Normas en materia de colocación, empleo y protección por desempleo; 
emigración, movimientos migratorios y trabajo de extranjeros; formación 
profesional ocupacional y continua; empresas de trabajo temporal, agencias de 
colocación y planes de servicios integrados de empleo. 
92  Vid: FJ 6º de la STSJ de Madrid, Sala de lo Social, Sec. 1ª, nº 258/2017, de 17 de marzo. Rec. 
1138/2016 (EDJ 2017/67032).
93  Vid: VINUESA ALADRO, A., “La Inspección de Trabajo…” op. cit. pág. 158. 
94  Ibídem 163.
95  Vid: FERNÁNDEZ MÁRQUEZ, O., “Facultades de los inspectores de Trabajo y desarrollo de la 
actividad inspectora” en AA VV (dir. Joaquín García Murcia), La Inspección de Trabajo. Regulación 
española y perspectiva internacional, Editorial. Aranzadi, 2016, págs. 145-239; CALVENTE MENÉNDEZ, 
F., “Organización, funciones y medios de la Inspección” en AA VV (Coord. VÁZQUEZ GONZÁLEZ, I.), 
La Inspección de Trabajo y Seguridad Social, ed. Aranzadi, 1999, págs. 43-80.
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Servicios de asistencia técnica96:
Información, asistencia y orientación general a empresas y trabajadores, con 
ocasión del ejercicio de la función inspectora. 
Asistencia técnica a las entidades y organismos de la Seguridad Social cuando 
les sea solicitada. 
Información, asistencia y colaboración con otros órganos de las 
Administraciones Públicas respecto a la aplicación de las normas de orden social 
o a la vigilancia y control de ayudas y subvenciones públicas. 
Realización de informes técnico-laborales a instancia de los órganos judiciales 
laborales.
Servicios de arbitraje, conciliación y mediación:
En estos casos las actuaciones de la ITSS deben venir precedidas de la 
aceptación de las partes afectadas por el conflicto laboral o la huelga.
Actuaciones inspectoras derivadas de los servicios prestados por la ITSS:
Requerimientos o Actas de advertencia cuando no se deriven perjuicios 
directos a los trabajadores. 
Inicio de procedimientos sancionadores mediante la extensión de Actas de 
Infracción97. 
Inicio de procedimientos liquidatorios por débitos a la Seguridad Social y 
conceptos de recaudación conjunta, mediante la práctica de Actas de liquidación. 
Inicio de procedimientos de oficio para la inscripción de empresas, afiliación 
y altas y bajas de trabajadores en el régimen correspondiente de la Seguridad 
Social. 
Inicio de procedimientos para el encuadramiento de empresas y trabajadores 
en el régimen de Seguridad Social que corresponda. 
Propuesta ante los Organismos competentes para la suspensión o cese de 
prestaciones sociales si se constatase su obtención o disfrute en incumplimiento 
de la normativa que las regula. 
96  RODRÍGUEZ-PIÑERO Y BRAVO FERRER, M., “El nuevo papel de la Inspección de Trabajo”, 
Relaciones Laborales, Nº 10, Sección Editorial, Quincena del 23 May. al 8 Jun. 2003, Año XIX, pág. 135.
97  VÁZQUEZ MATEO, F., “La presunción de certeza de las actas de la inspección de trabajo y de los 
controladores laborales.” Actualidad Laboral, Sección Doctrina, 1992, Ref. XIX, pág. 263.
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Propuesta ante el Organismo competente del recargo de prestaciones 
económicas en caso de accidente de trabajo o enfermedad profesional causados 
por falta de medidas de seguridad e higiene en el trabajo. 
Propuesta de recargos o reducciones en las primas de aseguramiento de 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, en el caso de empresas por 
su comportamiento en la prevención de riesgos y salud laboral. 
Orden de paralización inmediata de trabajos o tareas por inobservancia de 
la normativa de prevención de riesgos laborales, de concurrir riesgo grave e 
inminente para la seguridad y salud. 
Comunicación a los Organismos competentes de los incumplimientos que se 
comprueben en la aplicación y destino de ayudas y subvenciones para el fomento 
de empleo, formación profesional ocupacional y promoción social. 
Formulación de demandas de oficio ante la Jurisdicción de lo Social de 
acuerdo con la normativa aplicable.
 La ITSS es un servicio público al que corresponde ejercer la vigilancia de las normas 
de orden social y exigir las responsabilidades pertinentes, así como el asesoramiento 
y, en su caso, arbitraje, mediación y conciliación en dichas materias, que efectuará de 
conformidad con los principios del Estado social y democrático de derecho que consagra 
la CE, y con los Convenios núm. 81 y 129 de la OIT98.
 El inspector regula toda su actividad con el acta de infracción, por lo que su falta 
de actitud y diligencia en el trabajo dará responsabilidad del estatuto de funcionarios y 
podrá ser su acta y su sanción revertida por los tribunales.
b) Actuaciones
Antes de iniciar el procedimiento sancionador propiamente dicho, el Inspector de 
Trabajo desarrolla un conjunto de actuaciones que se orientan a comprobar el cumplimiento 
de la normativa laboral99. Esta intervención puede proceder de orden superior, petición 
judicial, iniciativa propia o denuncia de hechos presuntamente  constitutivos de infracción. 
El inspector tiene dentro de las actuaciones previas las siguientes facultades:
Entrar libremente en cualquier momento y sin previo aviso en todo centro 
de trabajo, establecimiento o lugar sujeto a inspección y permanecer en él (si 
tal espacio coincidiese con el domicilio de la persona física afectada deberán 
obtener su expreso consentimiento o, en su defecto, autorización judicial para 
98  VINUESA ALADRO, A., “La Inspección de Trabajo…” op. cit. pág. 162.
99  V. gr: la STSJ de Murcia, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 1ª, nº 863/2007 de 30 
noviembre (JUR 2008\83903), que en su FJ 2º dice:
 “(…) Y así se comprueba cómo el inspector visitó el centro de trabajo y examinó la documentación 
aportada, concretamente los documentos que contienen la Evaluación inicial de Riesgos. Asimismo se 
examinó la planificación de la acción preventiva, comprobándose qué concretas medidas se encontraban 
incumplidas.” Supuesto en que el Tribunal acabó dando la razón a la administración.
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contrarrestar los Derechos Fundamentales (DDFF) de la inviolabilidad del 
domicilio del art. 18 CE)100. Al efectuar la visita deberán comunicar su presencia 
al empresario o a su representante o persona inspeccionada, a menos que 
consideren que ello puede perjudicar el éxito de sus funciones.
Poder ser acompañado en las visitas de inspección por los trabajadores, sus 
representantes y por los peritos y técnicos de la empresa o habilitados oficialmente 
que estimen necesarios para desarrollar la función inspectora.
Proceder a practicar cualquier diligencia de investigación, examen o prueba 
que consideren necesaria para comprobar el cumplimiento de las normas. En 
particular: a) Requerir información, solo o ante testigos, al empresario o al 
personal de la empresa sobre cualquier asunto relativo a la aplicación de las 
disposiciones legales, así como exigir la identificación o razón de su presencia, de 
las personas que se encuentren en el centro de trabajo. b) Exigir la comparecencia 
del empresario o sus representantes y encargados, de los trabajadores y de 
cualquier sujeto incluido en su ámbito de actuación, en el Centro inspeccionado o 
en las oficinas públicas designadas por el Inspector. c) Tomar o sacar muestras de 
sustancias y materiales utilizados o manipulados en el establecimiento, realizar 
mediciones, obtener fotografías, vídeos, grabación de imágenes, levantar croquis 
y planos, siempre que se notifique al empresario o a su representante y obtener 
copias y extractos de los documentos arriba indicados101.
Y puede realizar las siguientes medidas:
Advertir y requerir al responsable, sin iniciar procedimiento sancionador, si las 
100  Hay que matizar que la idea de domicilio que se usa en la legislación social o administrativa, no se 
corresponde con el concepto del derecho privado, de acuerdo con la STC, Sala Segunda, Sentencia 22/1984 
de 17 Feb. 1984, Rec. 59/1983 (LA LEY 8565-JF/0000), define el domicilio como: “espacio en el cual 
el individuo vive sin estar sujeto necesariamente a los usos y convenciones sociales y ejerce su libertad 
más íntima», protegiéndose «no solo el espacio físico en sí mismo considerado, sino lo que en él hay de 
emanación de la persona y de esfera privada de ella”, es decir en el caso de no reunir estas condiciones, 
caso de las oficinas, locales o almacenes de una sociedad, la entrada en los mismos no constituirá ninguna 
acción delictiva dentro del delito de allanamiento de morada. Cfr., JARAMILLO ARANGO, I., “Inspección 
del trabajo (directrices generales)” en VV AA. Diccionario internacional de derecho del trabajo y de la 
seguridad social. Valencia, España, Ed. Tirant Lo Blanch, 2014, pág.1181.
101 V.gr.: A modo de ejemplos de cómo dichas facultades se desarrollan en la práctica, exponemos diversas 
resoluciones judiciales. En primer lugar sobre la facultad de identificar a las personas encontramos la STS, 
de la Sala Cuarta, de 29 de junio de 2007, Rec. 1375/2006 (EDJ 2007/135885), que en su antecedentes de 
hecho dice lo siguiente: “(…) trabajando por cuenta de la empresa titular del acta, las siguientes personas 
identificadas por el D.N.I., con inicio de su prestación laboral desde las fechas que se indican, según 
las manifestaciones de las mismas, en presencia de los responsables de la empresa en el centro y con el 
asentimiento de los mismos, en cuanto a la fecha de inicio y retribución. Trabajador D.N.I. Maite núm. 000. 
Fecha Retribución media salarial  10.04.2003; 200 Euros. Prestación laboral por cuenta de la empresa de 
referencia consistente, según pudo constatar el Inspector actuante en su visita al centro (…)”
En segundo lugar encontramos la STSJ de Valencia, Sala de lo Social, Sec.1ª, nº. 706/2013, de 12 marzo. 
Recurso de Suplicación nº. 26/2012 (JUR 2013\221526), que en los hechos probados manifiesta cómo el 
inspector de trabajo no pudo desarrollar ninguna de estas facultades y por ello se procede a una sanción: 
“(…) 2. El día 7 de diciembre de 2011 se citó a la empresa en la sede de la Inspección de Trabajo, aportando 
documentación laboral y de Seguridad Social, notificándosele a través del Libro de Visitas que se promovía 
Acta de Infracción por la obstrucción efectuada.
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circunstancias lo aconsejen y de forma que no se deriven perjuicios directos a los 
trabajadores.
Requerir al empresario a fin de que, en un plazo dado, efectúe las modificaciones 
precisas en las instalaciones, en el montaje o en los métodos de trabajo que 
garanticen el cumplimiento de la normativa preventiva.
Proponer recargos o reducciones en las materias de aseguramiento de accidentes de 
trabajo y enfermedades profesionales.
Ordenar la paralización inmediata del trabajo o tareas por inobservancia de la 
normativa preventiva causante de riesgo grave e inminente.
Proponer a su jefe la formulación de demandas de oficio ante la jurisdicción social en 
la forma prevista en la Ley de Procedimiento Laboral (LPL).
En caso de que la actuación inspectora afecte a empresas establecidas en otros 
Estados de la UE y de que los hechos comprobados puedan ser sancionados por el 
Estado de origen de la empresa, los hechos podrán ponerse en conocimiento de la 
autoridad competente del otro país para que inicie el procedimiento sancionador, 
sin perjuicio de que pueda adoptar otras medidas que considere pertinentes.
Cuantas otras marque la legislación.
Con anterioridad al inicio del procedimiento administrativo sancionador, la ITSS 
desarrollará las actuaciones necesarias (visitas a los centros de trabajo, investigaciones, 
etc.) destinadas a comprobar el cumplimiento de las normas sobre seguridad y salud 
laboral.
La actividad inspectora previa no puede prolongarse más allá de nueve meses, ni 
interrumpirse por más de cinco102. Si se incumplen dichos plazos, el inspector actuante 
no podrá extender acta de infracción como consecuencia de estas actuaciones -aunque sí 
iniciar nuevas actuaciones de comprobación si los hechos no han prescrito- y los plazos 
de prescripción de las infracciones tampoco se interrumpirán. Una vez finalizadas las 
acciones de comprobación, el inspector adoptará una de las siguientes medidas:
3.  Promovida Acta de Infracción por obstrucción a la Inspección de Trabajo y Seguridad Social al no 
permitir la gerente del centro visitado la identificación de 32 trabajadores, habiendo intentado esconder 
en los congeladores al menos a 4 trabajadores y no habiéndose permitido al funcionario actuante la libre 
circulación por el centro de trabajo desde que se le mostró por primera vez la credencial, se propuso sanción 
por falta muy grave del art. 50.4.a) del T. R. de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social 
, al suponer los hechos incumplimiento del art. 11.1. en relación con el 5.1 de la  Ley 42/1997, de 14 de 
noviembre, constituyendo esos hechos la infracción muy grave de referencia, apreciándose la sanción en su 
grado mínimo, pero no en su cuantía inferior, en atención a que se apreciaban circunstancias que agravaban 
la infracción cometida, la intencionalidad del sujeto infractor y el número de trabajadores afectados, ya que 
se impidió la identificación de 32 trabajadores y se intentó esconder al menos a cuatro trabajadores en los 
congeladores del centro visitado y no se permitió moverse libremente al funcionario actuante, de acuerdo 
con el art. 39, apartados 2 y 6 del T. R. de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social (ACTA 
de Infracción obrante a los folios 49 a 51).”
102  TOLOSA TRIBIÑO, C., “La potestad sancionadora de la Administración en el ámbito laboral tras las 
últimas reformas”, Revista de Información Laboral nº. 5/2017 parte Art. Doctrinal, págs. 23-42.
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Si comprueba la existencia de infracciones a las normas sobre seguridad y salud laboral, 
debe realizar requerimientos dando la oportunidad al empresario de subsanar las 
anomalías o deficiencias observadas (art. 43 de la LPRL). Estos requerimientos 
también pueden ser realizados por los técnicos en prevención de riesgos laborales 
habilitados103 para desarrollar funciones de colaboración y apoyo a la ITSS.                 
c) Acta de inspección
El incumplimiento de estos requerimientos conllevará el levantamiento de un acta 
de infracción -si no se ha hecho en el momento de realizar el requerimiento- 
pudiendo, además, utilizarse como elemento agravante en el momento de graduar 
la sanción104.
Instar la imposición del recargo de prestaciones de la Seguridad Social por falta de 
medidas de seguridad, en los casos que proceda.
Proponer recargos o reducciones en las primas de aseguramiento de accidentes de 
trabajo o enfermedades profesionales.
Ordenar la paralización inmediata de la actividad en los supuestos de riesgo grave e 
inminente para los trabajadores (art. 44 de la LPRL). Mientras dure la paralización 
de la actividad, los trabajadores conservan el derecho al salario.
El empresario puede impugnar esta orden en el plazo de tres días hábiles ante la 
autoridad laboral, que deberá resolver dicha impugnación en el plazo máximo de 24 horas. 
El levantamiento de la orden de paralización de la actividad se producirá, por parte de la 
ITSS o del propio empresario, tan pronto como se subsanen las causas que la motivaron105.
El incumplimiento de la orden de paralización o la reanudación de la actividad sin 
subsanar las deficiencias detectadas constituye una infracción administrativa muy grave, 
además de imputar al empresario la responsabilidad del pago de las prestaciones derivadas 
de los accidentes de trabajo que acaezcan como consecuencia del incumplimiento de 
la orden de paralización (art. 242 de la TRLGSS). Además podrá extender actas de 
infracción u obstrucción cuando se constate la existencia de hechos constitutivos de 
infracción. Los hechos descritos en el acta de infracción por el Inspector de Trabajo y 
Seguridad Social, siempre que esta reúna los requisitos legalmente exigibles (art.14 del 
RD 928/1998), tienen presunción de certeza106, sin perjuicio de las pruebas que pueden 
aportar los imputados para desvirtuarlos. Esa presunción de certeza también se extiende 
103  Art. 45 y siguientes de la LPRL.
104  Vid: MOLERO MANGLANO, C., “Causas jurídicas de impugnación de las actas sancionadoras de 
la Inspección de trabajo” Actualidad Laboral, Sección Doctrina, 1997, Ref. XIX, pág. 373. 
105  FALGUERA BARÓ, M. A., “Parte III” Practicum Proceso Laboral 2016, LEX NOVA, Enero de 
2015. passim.
106  VÁZQUEZ MATEO, F., “La presunción de certeza de…” op. cit. pág. 263.
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a los hechos constatados por los funcionarios técnicos en prevención de riesgos laborales 
habilitados y que se reflejen en el acta de infracción (art. 41 del RD 928/1998).
Finalizadas las actuaciones previas y valorados sus resultados, podrá adoptar 
las medidas establecidas en el art. 22 de Ley 23/2015, de 21 de julio, Ordenadora del 
Sistema de Inspección de Trabajo y Seguridad Social, entre las que adquieren singular 
importancia los requerimientos. Cuando compruebe la existencia de deficiencias, requerirá 
al empresario para su subsanación, salvo que por la gravedad e inminencia de los riesgos 
procediera la paralización de trabajos. Se trata de una advertencia o recomendación cuyo 
objetivo es dar la oportunidad de acomodar las conductas a la normativa; no obstante, ello 
no es obstáculo para la propuesta de la correspondiente sanción107. 
Conforme al art. 95.4 de la Ley 36/2011, de 10 de octubre, Reguladora de la 
Jurisdicción Social (LRJS), y concretando la posibilidad general de oír a expertos en 
la materia, el órgano judicial en todos los procesos derivados de accidente de trabajo y 
enfermedad profesional, si lo estima procedente, puede recabar un informe de la Inspección 
de Trabajo. Además también puede solicitar un informe de los organismos públicos con 
competencias en materia de prevención de riesgos laborales (el Instituto Nacional de 
Seguridad e Higiene en el Trabajo o los gabinetes autonómicos en la materia), y en general 
de las entidades e instituciones legalmente habilitadas al efecto.  En todos los casos es una 
facultad discrecional del órgano judicial, pues la LRJS se encarga de señalar que lo solicitará 
si “lo estima procedente”, lo que no impide, por supuesto, que las partes puedan solicitarlo.
En la medida que son informes de asesoramiento al órgano judicial parece que su 
valoración por el mismo es libre, aunque en base, lógicamente, de criterios razonables. 
Dentro de las nuevas competencias en materia preventiva de la jurisdicción social, las 
impugnaciones de las resoluciones administrativas derivadas de las actas de la Inspección 
de Trabajo por infracciones en materia preventiva, y en general de las restantes que 
pudieran incidir en la materia, salvo las vinculadas a los aspectos de Seguridad Social, 
esencialmente recaudatorios, a los que se refiere el art. 3.f) LRJS, han pasado a ser 
competencia de los órganos judiciales del orden social. Estos informes de la Inspección 
de Trabajo no tienen presunción de certeza. 
El Juzgado debe tomar una decisión y, vista la prueba practicada (testigos, peritos, 
informe de la Inspección), considera que es acertada la conclusión plasmada por la 
Inspección en su informe, todo como resultado de la libre valoración judicial de la prueba 
presidida por las reglas de la sana crítica108. 
107  Vid: MATEOS BEATO A. y GONZÁLEZ DE LENA, F., “El Texto Refundido de la LISOS. Orígenes 
orientaciones y contenidos”, op. cit., Relaciones Laborales, pág. 87; FERNÁNDEZ ORRICO, F. J., “Las 
actuaciones de advertencia y los requerimientos de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social”, op. cit., 
Revista del Ministerio de Trabajo e Inmigración, nº 78, págs. 139-161.
108  V.gr: FJ 9º de la STSJ del País Vasco Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 3ª, nº 14/2017, de 
13 de enero. Rec. 541/2016 (EDJ 2017/3055):
“(…) la presunción de veracidad de las actas de la Inspección de Trabajo no es absoluta e indiscutible, lo 
que no sería constitucionalmente admisible, sino que el valor probatorio que de ellas se deduzca puede ser 
enervado por otras pruebas que conduzcan a conclusiones distintas. En consecuencia, no hay una inversión 
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El informe de la Inspección de Trabajo es preceptivo en los procesos judiciales por 
accidente de trabajo (en el marco de los procesos en materia de prestaciones de Seguridad 
Social, arts. 140 y 142.2. LRJS) y no, por tanto, en otros procesos que pudieran tener 
relación con los accidentes laborales, donde es habitual que se alegue como supuesta 
irregularidad la no incorporación a los autos del citado informe, en un proceso en el que 
se haya solicitado una indemnización para el trabajador que ha sufrido un accidente de 
trabajo.
d) Procedimiento sancionador
El procedimiento administrativo sancionador se inicia de oficio con la extensión 
del acta de infracción por parte del ITSS, que debe ser notificada al presunto o presuntos 
responsables de la infracción administrativa en el plazo de 10 días hábiles sin contar los 
sábados, a contar desde la fecha que conste en el acta de infracción109. Frente a dicha acta 
de infracción podrá formular el imputado las alegaciones que a su derecho convenga110, 
acompañado de los medios probatorios que estime conveniente en el plazo de 15 días, ante 
el órgano administrativo competente. Si el sujeto imputado formula alegaciones contra 
el acta de infracción, el órgano que deba resolver podrá requerir informe ampliatorio del 
inspector que extendió el acta, quien deberá emitirlo en el plazo máximo de 15 días. Dicho 
informe es preceptivo si el imputado alega hechos distintos de los que constan en el acta 
de infracción, e insuficiencia del relato de hechos o indefensión. Finalizada la instrucción 
del expediente, si el presunto infractor hubiera formulado ya alegaciones puede formular 
nuevas alegaciones en el plazo de 3 días, siempre que de las diligencias practicadas 
se desprenda la invocación o concurrencia de hechos distintos de los reflejados por el 
inspector en el acta de infracción. El órgano competente dictará en 10 días una resolución 
motivada confirmando, modificando o dejando sin efecto la propuesta de sanción 
contenida en el acta levantada por el ITSS. La resolución se notificará al sujeto infractor 
y, si es confirmatoria, también a los trabajadores afectados o a sus derechohabientes y, en 
su caso, a las entidades gestoras de la Seguridad Social.
En todo caso, si transcurren seis meses desde la fecha que conste en el acta 
de infracción, sin computar las interrupciones legalmente previstas o imputables al 
presunto infractor, sin que se dicte por el órgano competente la resolución que pone 
fin al procedimiento sancionador, este habrá caducado, procediéndose al archivo de 
las actuaciones, y el interesado podrá solicitar certificación en este sentido. Frente a la 
resolución administrativa que pone fin al procedimiento sancionador podrá interponerse 
de la carga de la prueba, en el sentido de que el ciudadano sancionado deba de probar su inocencia que 
constitucionalmente se presume, sino que sea necesario actuar contra el acto de prueba aportado por 
la Administración, siempre y cuando este reúna los requisitos que permitan otorgarle la presunción de 
veracidad, insistiendo también el Tribunal Supremo en la necesidad de una valoración conjunta de todo lo 
actuado realizada por el órgano judicial en base a las reglas de la lógica y la sana crítica.”
109  TOLOSA TRIBIÑO, C., “La potestad sancionadora de la Administración en el ámbito laboral tras las 
últimas reformas” op. cit., ss Revista de Información Laboral nº. 5/2017 parte Art. Doctrinal, págs. 23-42. 
110  Vid: MOLERO MANGLANO, C., “Causas jurídicas de impugnación de las actas sancionadoras de 
la inspección de trabajo” op. cit., Actualidad Laboral, Sección Doctrina, 1997, Ref. XIX, pág. 373.
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recurso de alzada ante el órgano superior competente en el plazo de un mes. Transcurridos 
tres meses desde la interposición de dicho recurso sin que recaiga resolución, se puede 
entender desestimado y queda abierta la vía jurisdiccional. La LRJS, atribuye a dicha 
jurisdicción (art. 2.n con relación al 6.2.b) la impugnación de resoluciones administrativas 
recaídas en el ejercicio de la potestad sancionadora en materia laboral. 
Por lo tanto, los actos administrativos dictados a partir del 11 de diciembre 
de 2011 (entrada en vigor de la citada Ley 36/2011) deberán ser impugnados ante la 
Jurisdicción Social, en detrimento de la Contencioso-Administrativa, que era competente 
con anterioridad. Los plazos para interponer demanda son: en el caso de una resolución 
desestimatoria, dos meses desde su notificación y en el caso del silencio administrativo 
será seis meses desde el transcurso del plazo para resolver111.
4.  LA COORDINACIÓN CON LA INSTRUCCIÓN JUDICIAL Y LA 
RELACIÓN ENTRE LAS SANCIONES PENALES Y ADMINISTRATIVAS 
Diversas son las cuestiones que plantea la relación entre el procedimiento 
administrativo sancionador y el penal en el ámbito de la seguridad y salud en el trabajo. 
El art. 3º del TRLISOS junto a los arts. 5 y 7 del RD 928/1998, establecen las líneas 
principales de la necesaria armonización material y procesal de los órdenes penal y 
administrativo112. La primera declaración del art. 3 TRLISOS: “no podrán sancionarse 
los hechos que hayan sido sancionados penal o administrativamente, en los casos que se 
aprecie identidad de sujeto, de hecho y de fundamento”. 
En cuanto a su vertiente puramente administrativa, el non bis in ídem  implica que 
no podrán sancionarse los mismos hechos que hayan sido objeto de anterior resolución 
administrativa, cuando concurra identidad de sujeto, de hechos y de fundamentos, salvo 
que así lo disponga expresamente dicha resolución y persista el infractor de forma 
continuada en los años sancionados113. Por lo anteriormente expuesto, el resultado de los 
pronunciamientos judiciales en el orden penal sobre el orden sancionador administrativo, 
pueden ser los siguientes: 
•  De no haberse estimado la existencia de ilícito penal, o en el caso de haberse dictado 
resolución de otro tipo que ponga fin al procedimiento penal, la Administración continuará 
el expediente sancionador en base a los hechos que los Tribunales hayan considerado 
probados (art. 3.3 TRLISOS). 
• La condena por delito en sentencia firme excluirá la imposición de sanción administrativa 
por los mismos hechos que hayan sido considerados probados siempre que concurra, 
111  TOLOSA TRIBIÑO, C., “La potestad sancionadora de la…” op. cit.  pág. 37
112  GONZÁLEZ MARÍN, C., “Sobre la suspensión del procedimiento para la imposición del recargo de 
prestaciones.” Revista Doctrinal Aranzadi Social nº. 2/2011, págs.235-245.
113  El resto de los preceptos, establecen las pautas procesales para ordenar la obligatoria colaboración de 
la Administración Laboral con el Poder Judicial y los medios para evitar la conculcación del principio non 
bis in ídem por la duplicidad administrativa.
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además, identidad de sujeto y fundamento, sin perjuicio de la liquidación de cuotas a 
la Seguridad Social y demás conceptos de recaudación conjunta y de la exigencia de 
reintegro de las ayudas, bonificaciones o de las prestaciones sociales indebidamente 
percibidas, si procediese (art. 5.3 del RD 928/1998). 
En este sentido, nuestros tribunales mantienen la doctrina del levantamiento del 
velo114, en caso de ser condenado algún componente del órgano de administración o de 
las personas que ejercen poder de administración o gerencia por su actuación como tal, 
se excluiría la sanción administrativa. Sin embargo, en el caso de que la condena recaiga 
sobre una persona que no representa a la empresa, no siendo condenada por su condición 
de máxima autoridad de la misma en ejercicio de sus funciones, su condena penal no 
excluye la sanción administrativa. 
El aspecto que estamos analizando presenta una vertiente material y otra 
procedimental. Desde un punto de vista sustantivo el principio general del derecho 
conocido por non bis in ídem admite que no repita duplicidad de sanciones –administrativa 
y penal– en los casos en que se aprecie la identidad de sujeto, hecho y fundamento115. 
Acabamos de ver como la jurisprudencia constitucional cimenta la vertiente material de 
la interdicción de non bis in ídem en los principios de legalidad y tipicidad del art. 25 
CE. Parece difícil basar directamente en estos principios la imposibilidad de sancionar 
doblemente un hecho, ya que nada impide que el mismo esté perfectamente delimitado y 
sancionado –principio de tipicidad– en una norma de rango legal –principio de legalidad–, 
pero que ello se haya realizado tanto en el ordenamiento administrativo como penal. Por 
tanto, se entiende más adecuado hacer residir de una forma más inmediata la base del 
non bis in ídem en el principio de proporcionalidad, si bien mediatamente, y en base a la 
misma fundamentación de este principio, se concierna con el de legalidad116. 
Esta conexión del non bis in ídem con los principios de legalidad y proporcionalidad 
aparece recogida en la STC 2/2003, de 16 de enero (RTC 2003\2), cuando establece en su 
FJ 3º que la “garantía material de no ser sometido a bis in ídem sancionador (...) tiene como 
finalidad evitar una reacción punitiva desproporcionada en cuanto dicho exceso punitivo 
hace quebrar la garantía del ciudadano de previsibilidad de las sanciones, pues la suma de 
la pluralidad de sanciones crea una sanción ajena al juicio de proporcionalidad realizado 
por el legislador y materializa la imposición de una sanción no prevista legalmente117”.
En su vertiente procedimental, el principio non bis in ídem va a suponer la 
114  La doctrina del levantamiento del velo es una técnica que permite exigir una determinada responsabilidad 
a quien en definitiva resulte ser el verdadero responsable, sin que sea lícito usar la forma societaria como 
mero instrumento para conseguir fines ilícitos o evitar que recaigan sobre él la acciones o responsabilidades 
del hecho.
 V. gr. STS de 20 de enero de 2003 (rec. 1524/2002 (RJ 2004, 1825).
115  STC 2/1981 de 26 de enero de 1981, FJ 3º.
116  JAÉN VALLEJO, M., “Principio constitucional "non bis in ídem"” Actualidad Jurídica Aranzadi num. 
584, parte Comentario, págs. 1-5.
117  Ídem.
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interdicción de un doble enjuiciamiento simultáneo en referencia a unos mismos hechos 
partiendo del axioma de la preferencia o prevalencia del orden jurisdiccional penal sobre 
la Administración respecto de su actuación en materia sancionadora cuando los hechos 
a sancionar puedan ser, no solo constitutivos de infracción administrativa sino también 
de delito o falta. Esta prioridad del proceso penal sobre las actuaciones administrativas 
se basa, según la STC 77/1983, de 3 de octubre, Sala segunda, Recurso de Amparo 
nº 368/1982, FJ 3º y 4º, en que uno de los límites que la potestad sancionadora de la 
Administración, localizado en el art. 25.1 CE, es la necesaria subordinación de los actos 
de la Administración a la autoridad judicial y se traducirá en “la imposibilidad de que los 
órganos de la Administración lleven a cabo actuaciones o procedimientos sancionadores 
en aquellos casos en los que los hechos puedan ser constitutivos de delito o falta según el 
CP o las leyes penales especiales, mientras la autoridad judicial no se haya pronunciado 
sobre ello” y en la necesidad de que la Administración respete en todo caso, “cuando 
actúe a posteriori, el planteamiento fáctico” que hayan realizado los Tribunales. De esta 
forma, sigue diciendo la sentencia, fundamento jurídico cuarto, el principio non bis in 
ídem conduce a la “imposibilidad de que, cuando el ordenamiento permite una dualidad 
de procedimientos, y en cada uno de ellos ha de producirse un enjuiciamiento y una 
calificación de unos mismos hechos, el enjuiciamiento y la calificación que en el plano 
jurídico puedan producirse, se hagan  con independencia, si resultan de la aplicación 
de normativas diferentes, pero que no pueda ocurrir lo mismo en lo que se refiere a la 
apreciación de los hechos, pues es claro que unos mismos hechos no pueden existir y 
dejar de existir para los órganos del Estado118”. 
El aspecto procesal del principio se regula en los apartados segundo y tercero del art. 
3 TRLISOS y en el art. 5 RPS. Según estos preceptos, cuando las infracciones administrativas 
puedan ser a su vez constitutivas de ilícito penal, la Administración pasará el tanto de 
culpa al órgano judicial competente o al Ministerio Fiscal y suspenderá el procedimiento 
administrativo sancionador hasta que la autoridad judicial dicte sentencia firme o resolución 
que ponga fin al procedimiento o el Ministerio Fiscal comunique a la Administración la 
improcedencia de iniciar o proseguir actuaciones (arts. 3.2 TRLISOS y 5.1 RPS).
Esta suspensión de la actuación administrativa sancionadora, a favor de la 
actuación jurisdiccional, se producirá de diferente forma según se haya iniciado o no el 
procedimiento administrativo sancionador. De la regulación del art. 5.1 RPS se desprende 
que si la Inspección actuante entendiese, durante las actividades previas al inicio del 
procedimiento sancionador (reguladas en el Capítulo II RPS), que las infracciones 
administrativas pueden ser constitutivas de delito, la actuación administrativa tendente 
a respetar la prevalencia del orden jurisdiccional será la siguiente: el Inspector o 
118  Jurisprudencia seguida entre otras Sentencias por SSTC, nº 172/2016 de 17 de octubre (RTC 2016/172), 
nº 21/2011, de 14 de marzo (RTC 2011/21), nº 109/2008, de 22 de septiembre (RTC 2008/109) y por las 
STSS, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 5ª, de 25 de enero de 2005 (RJ 2005/1355) y STS, Sala 
de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 6ª, de 12 de mayo de 1998 (RJ 1998/4637). 
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Subinspector actuante lo comunicará por su cauce orgánico al Jefe de la Inspección 
Provincial de Trabajo y Seguridad Social, con expresión de los hechos y circunstancias 
y de los sujetos que pudieran resultar afectados119. Dicho Jefe, si estimase la eventual 
concurrencia de ilícito penal, lo comunicará al MF y al órgano que corresponda resolver, 
lo que implicará la suspensión del procedimiento administrativo. Sin embargo, si el 
procedimiento administrativo sancionador se hubiese ya iniciado (lo que se produce, 
según el art. 13.1 RPS, una vez que la Inspección ha levantado acta de infracción), la 
decisión sobre la suspensión corresponderá al órgano competente para resolver. 
Por otra parte, también es posible la suspensión del procedimiento sin que medie 
la comunicación de la Administración a los órganos judiciales, ya que aquella también 
se producirá en el momento en que la Administración tenga noción de la existencia de 
actuaciones penales basadas en idénticos hechos y fundamentos en relación al mismo 
presunto responsable. La forma de terminación de la actuación jurisdiccional condicionará 
la futura actuación administrativa. Así, si en el orden jurisdiccional penal se condena 
por delito en sentencia firme será de aplicación la vertiente material del principio y la 
decisión judicial excluirá la imposición de sanción administrativa por los mismos hechos 
que hayan sido considerados probados siempre que concurra además, identidad de sujeto 
y fundamento (art. 5.3 RPS). 
5. RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS DEL FABRICANTE, 
IMPORTADOR O SUMINISTRADOR 
Los fabricantes, importadores y suministradores (FIS) de maquinaria, equipos, 
productos y útiles de trabajo están obligados a asegurar que estos no constituyan una 
fuente de peligro para el trabajador, siempre que sean instalados y utilizados en las 
condiciones, forma y para los fines recomendados por ellos120. En el caso de que sean 
productos y sustancias químicas de utilización en el trabajo están obligados a envasar 
y etiquetar los mismos, de forma que se permita su conservación y manipulación en 
condiciones de seguridad y se identifique claramente su contenido y los riesgos para la 
seguridad o la salud de los trabajadores que su almacenamiento o utilización comporten. 
Al mismo tiempo aquellos que tengan por objeto elementos para la protección de 
los trabajadores están obligados a asegurar la efectividad de los mismos, siempre que sean 
instalados y usados en las condiciones y de la forma recomendada por ellos. A tal efecto, 
deben suministrar la información que indique el tipo de riesgo al que van dirigidos, el 
nivel de protección frente al mismo y la forma correcta de su uso y mantenimiento. Los 
119  Vid: F J SEGUNDO de la STS de Madrid, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 3ª, nº 
20667/2009 de 30 de abril. Rec. 256/2006 (EDJ 2009/392505)
120  Vid: GARCÍA GONZÁLEZ, G., “La obligación de prevención de riesgos laborales de los fabricantes: su 
incidencia en materia de Seguridad Social” Revista de Información Laboral nº. 9/2014 parte Art. Doctrinal, 
págs. 59-72; GARCÍA-PERROTE ESCARTÍN, I. y MERCADER UGUINA, J. R., “Doctrina científica”. 
Estudio publicado en la sección "Editorial" de la revista 1/2014 de Información Laboral Monografías, 
Anuario Laboral, 2015. Editorial Aranzadi, S. A. U., Enero de 2015, passim.
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FIS deben proporcionar a los empresarios, y estos recabar de aquellos, la información 
necesaria para que la utilización y manipulación de la maquinaria, equipos, productos, 
materias primas y útiles de trabajo se produzca sin riesgos para la seguridad y la salud de 
los trabajadores, así como para que los empresarios puedan cumplir con sus obligaciones 
de información respecto de los trabajadores (art. 41 LPRL).
Las conductas irregulares de los FIS de equipos de protección personal, se 
depuran a través del régimen sancionador instituido por la Ley 21/1992, de 16 de julio, de 
Industria, en adelante Ley de Industria, en sus arts. 35 a 36.  
Es por ello, que la responsabilidad por producto sea más importante desde el punto 
de vista social de lo que el escaso número de resoluciones judiciales, al menos del TS, 
permite interpretar121. En muchos casos no resuelve la Sala 1ª aplicando la Ley General 
de Defensa de Consumidores y Usuarios o Real Decreto Legislativo 1/2007, de 16 de 
noviembre, por el que se aprueba el texto refundido de la Ley General para la Defensa de 
los Consumidores y Usuarios y otras leyes complementarias, sino que se sustancian en 
vía laboral y decide la jurisdicción laboral; o se deciden sobre la base del art. 1902 CC. 
Los fabricantes, importadores y suministradores de maquinaria, equipos, productos 
y útiles de trabajo están obligados a asegurar que estos no constituyan una fuente de peligro 
para el trabajador, siempre que sean instalados y utilizados en las condiciones, forma y para 
los fines recomendados por ellos. Además, deberán suministrar la información que indique:
- La correcta utilización por los trabajadores.
- La forma segura de trabajo.
- Las medidas preventivas y los riesgos adicionales tanto por uso como por 
manipulación o empleo inadecuado.
- Otras informaciones para que los empresarios puedan cumplir sus obligaciones en 
materia de información/formación a los trabajadores.
De acuerdo al art. 33 de la Ley de Industria los sujetos responsables de los 
incumplimientos serán: El propietario, director o gerente de la industria infractora, el 
proyectista, director de obra o personas que intervienen en el proceso productivo cuando 
la infracción sea consecuencia directa de la intervención y los fabricantes, vendedores o 
importadores del producto cuando estos no se ajusten a las exigencias reglamentarias. Al 
igual que en el TRLISOS las infracciones se califican en leves, graves y muy graves. 
En lo que puede afectar al ámbito de la seguridad y salud en el trabajo, considerando 
al operario como consumidor puede destacarse que: Las infracciones leves son de tipo 
documental –no comunicar datos exigibles en los plazos reglamentarios– o de falta de 
colaboración con la Administración de Industria (art. 31.3 de la Ley de Industria). Las 
infracciones graves están vinculadas a acciones que suponen el incumplimiento de la 
normativa cuando el mismo supone un daño grave para las personas, o la ocultación o 
121  Hasta la fecha, no ha llegado ningún procedimiento al TS que permita interpretar de manera práctica 
el art. 41 de la LPRL. Siendo los TSJ o las AP los que han manifestado los criterios de interpretación y 
aplicación del precepto. 
86
Reyes A. Martín Coleto
alteración dolosa de los datos, entre otras conductas (art. 31.2 de la Ley de Industria). 
A diferencia de las anteriores, las infracciones muy graves incurren aquellos cuyo 
incumplimiento suponga un riesgo muy grave e inminente para las personas (art. 31.1 de 
la Ley de Industria).
 Las sanciones, concretadas en la imposición de una multa pecuniaria, en las 
cuantías previstas en el art. 34 de la Ley de Industria, pueden llegar hasta 601.012,10 
euros. También pueden, como medidas accesorias a la sanción, la pérdida de subvenciones, 
prohibición de efectuar contratos con la Administración e, incluso, la suspensión de la 
actividad o cierre del establecimiento por un periodo máximo de cinco años (art. 36 de la 
Ley de Industria). 
6. EL RECARGO DE PRESTACIONES 
En este capítulo no se estudiará el recargo de prestaciones, lo que se hará en el 
Capítulo V, pero es muy importante decir la relación estrecha que tiene con el régimen 
administrativo y su concepción también se interrelaciona con el principio de non bis in 
ídem. Brevemente diremos que el recargo en el sistema jurídico español, en la exigencia 
de responsabilidades empresariales por los incumplimientos en materia de prevención de 
riesgos laborales, se encuentra asentada bajo la figura del recargo de prestaciones122.  En 
la actualidad, es el art. 164 del RDL 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el 
Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social, el que establece su regulación: 
“1. Todas las prestaciones económicas que tengan su causa en accidente de trabajo o 
enfermedad profesional se aumentarán, según la gravedad de la falta, de un 30 a un 50 por 
ciento, cuando la lesión se produzca por equipos de trabajo o en instalaciones, centros o lu-
gares de trabajo que carezcan de los medios de protección reglamentarios, los tengan inuti-
lizados o en malas condiciones, o cuando no se hayan observado las medidas generales o 
particulares de seguridad y salud en el trabajo, o las de adecuación personal a cada trabajo, 
habida cuenta de sus características y de la edad, sexo y demás condiciones del trabajador.
2. La responsabilidad del pago del recargo, establecido en el apartado anterior, recaerá 
directamente sobre el empresario infractor y no podrá ser objeto de seguro alguno, siendo 
nulo de pleno derecho cualquier pacto o contrato que se realice para cubrirla, compensar-
la o trasmitirla.
3. La responsabilidad que regula este artículo es independiente y compatible con las 
de todo orden, incluso penal, que puedan derivarse de la infracción.” 
122  Vid: GONZÁLEZ MARÍN, C., “Sobre la suspensión del procedimiento para la imposición 
del recargo de prestaciones”, op. cit., Revista Doctrinal Aranzadi Social nº. 2/2011, págs. 235-245; 
DURÉNDEZ SÁEZ, I., “El recargo de prestaciones”, Revista Española de Derecho del Trabajo. 2001, 
pág. 876.
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En síntesis, el recargo de prestaciones tiene lugar cuando el accidente laboral o enfer-
medad profesional es consecuencia del incumplimiento empresarial de la normativa de 
prevención de riesgos laborales123. 
Este recargo tiene una importancia transcendental, alcanzando, en la mayoría de 
los asuntos, su importe una cuantía que supera la posible sanción que pueda imponerse 
al empresario. Hay que tener en cuenta que dicho recargo se aplica sobre pensiones e 
indemnizaciones, obligándose a la empresa a la capitalización del importe del recargo124. 
CONCLUSIONES
Un aspecto importante tiene que ver con la critica que la doctrina administrativista 
hace al Derecho Administrativo Sancionador por no regular una cuestión tan importante 
del régimen general de sanciones, como es el concurso de infracciones, que es extensible 
a la normativa específica sancionadora en el orden social –el TRLISOS no prevé ningún 
tratamiento sancionador específico para las situaciones concursales–. De la anterior 
carencia se deriva que, ante situaciones de concurso de infracciones en materia de 
prevención de riesgos laborales, la Administración laboral y la Jurisdicción Contencioso-
Administrativa operen de forma casuística con resultados imprevisibles y que no se 
argumentan debidamente. Esto sería un aspecto claramente mejorable en posteriores 
regulaciones.
En segundo lugar, las actuaciones empresariales constitutivas de las infracciones 
del art. 13 TRLISOS pueden, siempre que de las mismas se derive un riesgo grave e 
inminente para la seguridad y salud de los trabajadores, ser a su vez subsumibles en el 
tipo penal recogido en el art. 316 CP, sin que exista un criterio distintivo preciso para 
distinguir aquellas de este, al no existir diferencias entre sus elementos objetivos. Lo 
anterior puede tener una trascendental importancia en cuanto al reproche administrativo 
123  DURÉNDEZ SÁEZ, I., “El recargo de prestaciones” Revista Española de Derecho del Trabajo. 
2001, pág. 876.
124  V. gr: STSJ de Cataluña, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sec. 2ª, nº 255/2017, de 17 de 
marzo. Rec. 513/2016 (EDJ 2017/79755). Que en su FJ Segundo, expresa:
“(…) En el supuesto enjuiciado, la Tesorería General de la Seguridad Social se está limitando a ejercer su 
función meramente recaudatoria relativa a la reclamación de la deuda que deriva de la resolución previa 
del INSS, que declara la procedencia del recargo en las prestaciones que sean derivadas de la enfermedad 
profesional y lo hace sin límite temporal y, por ello, desde que se produzcan. La actividad de recaudación 
de la Tesorería General de la Seguridad Social es instrumental y accesoria, siendo únicamente impugnable 
ante el orden contencioso-administrativo su regularidad formal en relación con las normas que regulan su 
procedimiento y la corrección en el cálculo del capital coste y la actora en el presente recurso no esgrime 
ninguno de estos motivos de impugnación. Los efectos del cálculo del recargo están fijados en la resolución 
del INSS en el procedimiento de responsabilidad empresarial por faltas de medidas de seguridad que 
acuerda imponerlo en relación con todas las prestaciones que se deriven del mismo y desde la fecha en que 
se declaren causadas las correspondientes prestaciones.
En relación con el interés de capitalización, el mismo tiene por finalidad la actualización del capital coste 
de las prestaciones causadas al momento de su ingreso y está regulado en los arts. 69 y ss. del Reglamento 
General de Recaudación de los Recursos del Sistema de la Seguridad Social (…)”
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que dichas conductas empresariales pueden finalmente merecer pues el principio non bis 
in ídem, que informa el ius puniendi del Estado y aparece para el orden social recogido 
expresamente en el art. 3 TRLISOS, imposibilita la doble sanción, penal y administrativa 
–cuando se da la triple identidad de sujetos, hechos y fundamento–. 
Dada la prevalencia que, en orden a sancionar, tiene la Jurisdicción penal frente a 
la autoridad administrativa, nos encontraremos con que, si concurre esta triple identidad 
entre las infracciones administrativas muy graves del art. 13 TRLISOS y el delito previsto 
en el art. 316 CP, el citado principio provocará la no aplicación del régimen sancionador 
administrativo. Resultando clara la concurrencia de identidad de hechos y de fundamento, 
es en la exigencia de una identidad de sujetos donde la aplicación del principio non bis in 
ídem va a encontrar el principal obstáculo cuando unos hechos sean a la vez constitutivos 
del delito contra la seguridad en el trabajo y de infracción administrativa muy grave en 
materia preventiva. En efecto, tanto la doctrina científica como jurisprudencial mantienen 
la falta de esta identidad subjetiva cuando, por los mismo hechos, haya sido sancionada 
administrativamente la empresa y penalmente el “encargado” de la misma al que es 
imputable el incumplimiento de la normativa preventiva. 
De esta forma, el único supuesto en el que los incumplimientos en materia 
preventiva, de los que se derive un grave riesgo para la vida, salud e integridad física 
de los trabajadores no van a poder ser doblemente sancionados, por concurrir la triple 
identidad exigida por el art. 3.1 TRLISOS, será el de que el empresario, persona física, sea 
culpable del delito del art. 316 CP, en cuyo caso la sanción penal vedará la intervención 
punitiva de la Administración. El tema de la concurrencia administrativa y penal debe ser 
solucionado de forma más clara porque la jurisprudencia y la ley no son concretas y en 
muchas ocasiones no parecen ponerse de acuerdo.
Por último, en cuanto a la sanción económica a imponer, puede verse agravada 
en el supuesto de que el operador jurídico aprecie la concurrencia de alguna de las 
instituciones que aparecen recogidas en los arts. 41 –reincidencia– y 39.7 –persistencia 
continuada en la infracción– TRLISOS. Los presupuestos fácticos para la aplicación de 
la reincidencia son: a) que se cometa “una infracción del mismo tipo y calificación que 
la que motivó una sanción anterior”, debiendo entender por infracción “del mismo tipo 
y calificación” la descrita en cada uno de los concretos apartados de los artículos que 
recogen las diferentes infracciones –en nuestro caso, cada uno de los apartados del art. 
13 TRLISOS–; b) que la resolución sancionadora de la primera infracción haya adquirido 
firmeza; c) que no hayan transcurrido más de 365 días entre la notificación de la primera 
sanción y la comisión de la segunda infracción –prevaleciendo, de esta forma y por 
razones de jerarquía normativa, la regulación del art. 41 TRLISOS frente a la del art. 14.5 
RPS–. En cuanto a las consecuencias sancionadoras que se derivan de la apreciación de 
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la agravante de reincidencia, la equívoca fórmula utilizada por el art. 41 TRLISOS debe 
interpretarse en el sentido de que la sanción a imponer se incrementará hasta el duplo 
de la cantidad previamente fijada, sin que pueda exceder la cuantía máxima del grado 
máximo de las infracciones muy graves en materia preventiva, esto es, 819.780 euros. 
La regulación de la persistencia continuada en la infracción –o infracción 
permanente– recogida en el art. 39.7 TRLISOS debe completarse con lo previsto en 
el primer párrafo del art. 4.6 Real Decreto 1338/1993, de 4 de agosto, por el que se 
aprueba el Reglamento del Procedimiento para el Ejercicio de la Potestad Sancionadora, 
(RPPOS). De los anteriores preceptos se deriva que esta figura sancionadora podrá 
apreciarse cuando el empresario, tras el incumplimiento de una obligación de hacer por 
el cual ya ha sido sancionado de manera firme en vía administrativa, mantiene su postura 
de omisión y no adopta las medidas preventivas exigibles por la normativa en materia de 
seguridad e higiene. La aplicación de esta figura supone entender que la persistencia en el 
incumplimiento de una obligación preventiva, cuyos efectos se prolongan en el tiempo, 
es constitutiva de una nueva infracción que habrá de sancionarse en la cuantía máxima 
del grado máximo que corresponde a la calificación de la infracción originaria. Por lo que 
este aspecto también debe ser mejorado a nuestro entender. 
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CAPÍTULO III: RESPONSABILIDAD CIVIL
La responsabilidad civil, exigible a cualquier sujeto, surge cuando, mediando culpa 
o negligencia, se dañe a otro; en consecuencia, solo puede exigirse cuando se produzca y 
acredite la concurrencia de lesión efectiva, además de resultar de aplicación el principio 
de compensación o concurrencia de culpas. En todo caso, el art. 15.5 LPRL establece la 
posibilidad de concertar operaciones de seguro, por lo que el empresario podrá asegurar 
tanto la responsabilidad que derive de actos propios como la emanada de las del personal 
a su servicio. 
La responsabilidad civil del empresario surge cuando se sufren daños derivados 
del trabajo, por incumplimiento de las obligaciones de salud y seguridad en el trabajo125. 
En estos casos, el que ha sido víctima del daño, puede ejercitar contra la empresa 
una acción de reclamación de daños y perjuicios. MOLTÓ GARCÍA126, señala que 
“la imputación de responsabilidad civil por resarcimiento de daños producidos a los 
trabajadores exige estructuralmente la existencia de la relación de causalidad entre los 
daños por incumplimiento, y la conducta imputable al empresario... Cuando la relación de 
causalidad se desvanece, cabe señalar que no es procedente la imputación al empresario 
de la responsabilidad civil”. 
La responsabilidad civil se fundamenta en el CC, en el que se normalizan la 
responsabilidad civil contractual y extracontractual127. Por tanto, para que entre en juego 
la responsabilidad civil, no se requiere necesariamente que exista un vínculo contractual 
entre el causante del daño y el perjudicado. En materia de prevención de riesgos laborales, 
lo más usual será que exista un vínculo laboral (trabajador accidentado que demanda al 
empresario) o mercantil (empresa subcontratada que demanda a la contrata), pero pueden 
darse otras situaciones, como el accidente del familiar de un trabajador que acude al centro 
de trabajo recoger a su pariente, o el accidente sufrido por un peatón por la caída de un 
muro de obra, etc. La STSJ de Andalucía, sede de Málaga, de 7 de abril de 2002, Recurso de 
Suplicación núm. 1426/1999, AS 2000/1051, subraya en su FJ 2º que “la responsabilidad 
civil o patrimonial ha sido aludida tradicionalmente por la legislación de la Seguridad 
y Salud en el trabajo, pero al igual que la responsabilidad penal, y a diferencia de la 
responsabilidad administrativa, no ha sido regulada directamente por este tipo de normas 
que se han remitido, tácita o expresamente, a la normativa recogida en el CC”. 
125  TAPIA HERMIDA, A., “La responsabilidad civil del empresario por daños a los trabajadores”, Revista 
Estudios Financieros, nº. 180, 1998, págs. 67 y ss. 
126  MOLTÓ GARCÍA, J. I., “La imputación de responsabilidades y el marco jurídico de la prevención 
de riesgos laborales”,  Instituto Nacional de Seguridad e Higiene en el Trabajo (INSHT), 2006, pág. 158.
127  IGLESIAS CABERO, M., “La responsabilidad civil en la prevención de riesgos laborales”, Revista 
ALCOR de MGO, nº. 1, 2004, págs. 66-75. 
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La responsabilidad civil puede ir acompañada por la comisión de un delito, aunque 
no es un requisito indispensable128. Si se aprecia que existe un delito se celebrará un juicio 
penal, y el autor deberá hacer frente a la posible condena penal, y al resarcimiento de los 
daños causados al perjudicado (que serán atribuidos a la empresa para la cual trabaja, si 
se produjeron en el cumplimiento de sus funciones). Si no se aprecia la comisión de un 
delito, el caso quedará limitado al ámbito civil (con sobreseimiento de la causa penal, si 
esta se hubiera iniciado) y el juez129 limitará su decisión al quantum indemnizatorio. 
1. RESPONSABILIDAD CIVIL CONTRACTUAL O EXTRACONTRACTUAL
Cuando el empresario no desempeña con la debida diligencia sus deberes 
específicos de prevención de los riesgos laborales se produce la responsabilidad del mismo 
por los daños y perjuicios causados. En este sentido, solo si se estima una actuación 
negligente del empresario en el desempeño de sus deberes preventivos es viable exigir 
una indemnización adicional a la objetivada a través de las prestaciones de Seguridad 
Social130. Por lo tanto, si convergen daños no incluidos en dichas prestaciones, por ejemplo 
daños morales, es necesaria la acreditación del comportamiento más o menos culpable del 
empresario, a través de la culpa contractual o extracontractual del mismo.
El art. 1089 CC incluye “... los actos y omisiones en que intervenga cualquier 
género de culpa o negligencia” como uno de los hechos que dan lugar al nacimiento 
de obligaciones. Posteriormente, para el caso en que uno de tales actos u omisiones 
haya tenido lugar, el art. 1093 remite al Capítulo II del Título XVI del propio Libro IV, 
cuyo art. 1902 menciona que el causante del daño “... está obligado a reparar el daño 
causado”. Nos indica que aquel que con su proceder produce un perjuicio a otro, sea este 
del tipo que fuese, queda desde entonces jurídicamente obligado a reparárselo. Entre la 
víctima del perjuicio y el causante del daño surge una relación jurídica de Derecho de 
obligaciones, en cuya virtud el primero de ellos (esto es, la víctima del daño) queda, como 
acreedor, jurídicamente facultado para exigir al segundo (al causante del daño, como 
deudor) una prestación mediante la que se logrará, unas veces en su totalidad y otras, 
128  MOLTÓ GARCÍA, J. I., op. cit., pág. 144.
129  GARCÍA MURCIA, J., “Régimen de responsabilidades en materia de seguridad y salud en el trabajo” 
doctrina que forma parte de “Seguridad y Salud en el Trabajo. El nuevo derecho de prevención de riesgos 
profesionales”, La Ley Actualidad, 1997, pág. 205, donde el autor señala que “el primer problema que 
replantea esa duplicidad de vías es el de su respectiva delimitación y la consiguiente determinación del campo 
de juego perteneciente a cada una de ellas. En principio, la primera de ellas podría ejercitarse en el contexto de 
una relación contractual, mientras que la segunda quedaría reservada para aquellos casos en que, sin mediar 
esa relación, hubiera un perjudicado por actos de otro. Pero tanto, la doctrina como la jurisprudencia vienen 
a reconocer que sus fronteras son borrosas y que, en consecuencia, no es fácil arbitrar criterios seguros de los 
que pudieran derivarse, para cada caso concreto, los  procedimientos de una u otra vía”.
130  SEMPERE NAVARRO, A. V., “¿Cuál es la jurisdicción competente para determinar la responsabilidad 
civil del empresario derivada de accidente de trabajo?”, Aranzadi Social, nº 1, 2008, págs. 2 y ss.
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aunque parcialmente, in natura o mediante la correspondiente indemnización pecuniaria, 
la reparación del perjuicio ocasionado131.
El CC establece dos modalidades de responsabilidad civil; la contractual y la 
extracontractual o aquiliana. A la primera alude el art. 1101 CC al sentar que “quedan 
sujetos a la indemnización de los daños y perjuicios causados los que en cumplimiento 
de sus obligaciones incurrieren en dolo, negligencia o morosidad, y los que de cualquier 
modo contravinieren el tenor de aquellas” (art. 1101 CC); por tanto, solo puede exigirse 
en el ámbito del contrato, pues se refiere a los daños dolosos o negligentes (no los 
daños causados por caso fortuito, hecho imprevisible o fuerza mayor) producidos por el 
incumplimiento o cumplimiento defectuoso (o tardío) de las obligaciones derivadas de 
aquel. 
El ámbito de aplicación de la responsabilidad extracontractual es más amplio, 
pues ni exige relación contractual ni se limita a hechos acaecidos en la órbita del contrato, 
pudiendo ponerse en marcha siempre que por acción u omisión se causen daños a otro 
interviniendo culpa o negligencia (art. 1902 CC) y, si bien, este elemento subjetivo debe 
ser probado, los Tribunales a menudo han flexibilizado la exigencia de culpa, tratándose 
de una presunción iuris tantum. El art. 1903 CC determina que el artículo anterior es 
exigible, no solo por los actos u omisiones propios, sino por los de aquellas personas 
de quien se debe responder. En principio, parece lógico pensar que las demandas del 
trabajador a su empresario (o a la inversa) por quebranto de obligaciones preventivas 
versarán sobre responsabilidad contractual y deberán ser tramitadas ante el orden social 
de la jurisdicción, pues entre aquellos existe un contrato de trabajo del cual emanan los 
deberes incumplidos. En cambio, si reclama un tercero ajeno al negocio jurídico laboral 
debería exigir, ante la jurisdicción civil, responsabilidad aquiliana, responde a la idea de 
alterum non laedere, ya que no hay una relación anterior. 
Sin embargo, y frente a tal descripción, durante mucho tiempo se ha venido 
entendiendo que, en caso de reclamación de un empleado a su empleador, aquel podía 
optar entre una u otra modalidad y acudir al orden social o al civil. Finalmente, la Sala 
de Conflictos del TS ha entendido que, dada la existencia de relación contractual, y en la 
medida que los incumplimientos preventivos implican obviar obligaciones derivadas del 
vínculo laboral, constituye ámbito característico de la jurisdicción social. La STS número 
1395/2008, Sala de lo Civil, Sección 1ª, de 15 de enero de 2008, establece que si el daño 
se imputa a un incumplimiento laboral y a la infracción de una norma laboral, se tratará 
de un incumplimiento contractual (arts. 4 y 5 ET: obligaciones contenidas en el contrato), 
de forma que las reclamaciones de responsabilidad del empresario por incumplimiento 
131 MACÍAS CASTILLO, A., “Reparación in natura o por equivalente en el ejercicio de la responsabilidad 
decenal”, Actualidad Civil nº 7/2008, Parte Fundamentos, pág. 46.
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del contrato de trabajo deberá conocerlas la jurisdicción social132.
La responsabilidad civil del empresario desde el ámbito de la prevención de 
riesgos laborales, por consecuencia de una acción u omisión de incumplimiento del deber 
jurídico de seguridad y salud respecto a sus trabajadores (art. 14 LPRL), debe de darse 
por medio de una conexión entre el daño producido y la actividad caracterizada por tener 
un riesgo que no es conforme a los estándares medios. 
Si hablamos de la responsabilidad civil del empresario (directa y no subsidiaria) 
por actos u omisiones de sus trabajadores, técnicos de prevención, vigilantes de seguridad 
y salud, coordinadores de prevención o entidades o empresas concertadas como servicios 
externos de prevención, la responsabilidad civil extracontractual no solo surge por 
actos propios sino también por los de aquellas personas de quienes se debe responder 
(responsabilidad in contrahendo y responsabilidad in vigilando).  La STS, Sala de lo Civil, 
de 2 de marzo de 2000 Sentencia núm. 188/2000, de 2 marzo. Recurso de Casación núm. 
1811/1995, RJ 2000/1306, expresa textualmente: “Es incuestionable que la jurisprudencia 
del TS, en concreto de esta Sala, sobre todo la más actual, tiende hacia el establecimiento 
emblemático de la responsabilidad objetiva en la derivada de los eventos concretados en 
el art. 1902 CC, pero nunca lo ha realizado hasta establecer dicha responsabilidad de una 
manera absoluta y radical”. 
En  la responsabilidad civil del empresario respecto a aquellos casos en los que 
se produzca un accidente de trabajo o una enfermedad profesional, encontramos una 
gran diferencia según opere como responsabilidad civil contractual o como relación civil 
extracontractual: el plazo de prescripción en la responsabilidad civil contractual es de 5 
años (art. 1964 CC)133. En la relación civil extracontractual es de 1 año (art. 1968.2 CC); 
y en la relación civil contractual laboral, 1 año (art. 59.2 ET).  El inicio del cómputo 
del plazo dies a quo: a partir de la fecha en que se conoce el quebranto sufrido por el 
lesionado o en la fecha de la determinación invalidante de una enfermedad profesional. 
En cuanto a la responsabilidad civil contractual, según el art. 1101 CC quedan 
sujetos a la indemnización de los daños y perjuicios causados, los que en el cumplimiento 
de sus obligaciones incurrieren en dolo, negligencia o morosidad y los que de cualquier 
forma contravinieren el tenor de aquellas. Además debe cumplirse que: 
132  Sobre el análisis de esta sentencia se han pronunciado diversos autores. Véase en este sentido: 
SEMPERE NAVARRO, A. V., “¿Cuál es la jurisdicción competente para determinar la responsabilidad 
civil del empresario derivada de accidente de trabajo?”, op. cit., Revista Doctrinal Aranzadi, Social, nº 
1/2008,  Aranzadi S.A.U., Cizur Menor, 2008., pág. 11.  y ALONSO OLEA. M y ALONSO MARÍA, R. 
M., “Extensión y límites de la jurisdicción social”, “Tratados y Manuales”, Civitas, “Derecho procesal del 
Trabajo”, Aranzadi, Septiembre de 2008. pág. 31.
133  Con anterioridad a la reforma efectuada por la Ley 42/2015, de 5 de octubre, de reforma de la Ley 
1/2000, de 7 de enero, de Enjuiciamiento Civil, el plazo era de 15 años.
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· Exista relación contractual cierta entre el incumplidor y el perjudicado134.
· Haya unos hechos con resultado de perjuicio que se entronquen precisamente en 
la propia relación contractual y supongan un incumplimiento de la misma135.
· Que dichos hechos sean imputables al incumplidor por vía del reconocimiento del 
carácter doloso o culposo de su actuación.
Esta responsabilidad tiene características definidas; 
· Exige la existencia de una culpabilidad que la tiñe de subjetivismo. 
· Es susceptible de moderación en caso de negligencia. 
· La indemnización comprende no solamente el valor de la pérdida sufrida, sino 
también las ganancias que haya dejado de obtener el acreedor. 
Por lo que se refiere a la responsabilidad extracontractual o aquiliana, según el 
art. 1902 CC, el que por accidente u omisión causa daño a otro interviniendo culpa o 
negligencia está obligado a reparar el daño causado. Así, se requerirá la concurrencia de 
determinadas circunstancias: 
· Que exista una persona a la que la norma jurídica atribuya un deber de actuación 
diligente. 
· Que existan hechos con resultado de perjuicio de un tercero. 
· Que dichos hechos sean consecuencia de la ausencia de diligencia exigida. 
La STS, Sala de lo Social, 17 de febrero de 1999, Recurso de Casación para la 
unificación de doctrina núm. 2085/1998, RJ 1999/2598, establece en su FJ 2º que: la 
existencia de un daño resarcible, “la indemnización procedente... debe alcanzar a reparar 
o compensar plenamente todos los daños y perjuicios (daño emergente, lucro cesante, 
daños materiales y morales) que, como derivados del accidente de trabajo, se acrediten 
sufridos en las esferas personal, laboral, familiar y social”. Para la valoración de los daños 
se puede aplicar el criterio de la Disposición Adicional 8ª de la Ley 30/1995, de 8 de 
noviembre de Ordenación y Supervisión de Seguros Privados136: Tasación de daños en el 
ámbito de los accidentes de tráfico. El resarcimiento es consustancial a la responsabilidad 
civil (art. 1106 CC que dispone que “la cuantía de la indemnización comprenderá no solo 
el valor de la pérdida que hayan sufrido, sino también el de la ganancia que haya dejado 
de obtener el acreedor”). Su alcance depende, asimismo, de que el deudor sea de “buena 
134   MOLINER TAMBORERO, G., “Responsabilidad y responsables civiles en materia de prevención de 
riesgos laborales” dentro del libro “Responsabilidades y responsables en materia de prevención de riesgos 
laborales”, Consejería de Empleo y Asuntos Sociales, Gobierno de Canarias, 2004, pág. 337. El autor 
señala que “el contrato de trabajo genera una serie de obligaciones para ambas partes, cuyo incumplimiento 
conlleva, como ocurre con cualquier otro tipo de relación contractual, una exigencia de responsabilidad”.
135 MOLINER TAMBORERO, G., “Responsabilidad y responsables civiles en materia de prevención de 
riesgos…”, op. cit., pág. 349. El autor señala que la posibilidad de ejercicio de una acción de responsabilidad 
civil por parte del trabajador contra su empresario, sea esta persona física o jurídica por haber incumplido 
sus obligaciones en materia de seguridad e higiene, al margen y además de las acciones de Seguridad Social.
136  La normativa actual es el RDL 6/2004, de 29 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido de 
la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados.
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fe” o haya tenido lugar con dolo (art. 1107 CC). Sin embargo el quantum indemnizatorio 
en responsabilidades civiles por accidente de trabajo o enfermedad profesional, la 
jurisprudencia minora las cuantías ya percibidas por la víctima o sus derechohabientes 
(prestaciones de la Seguridad Social y, en su caso; mejoras voluntarias e incluso las 
indemnizaciones abonadas por el seguro) aunque nunca se minora con el importe del 
recargo que es compatible y su abono no implica duplicidad con el derecho al percibo de 
indemnizaciones reparadoras.
En estos momentos y en virtud del art. 2.b) de la Ley 36/2011, de 10 de octubre137, 
reguladora de la Jurisdicción Social, la demanda deberá interponerse ante los Juzgados de 
lo Social, al tratarse de daños originados en el ámbito de la prestación de servicios o que 
tengan su causa en accidentes de trabajo o enfermedades profesionales, incluida la acción 
directa contra la aseguradora. La práctica más habitual será que el perjudicado se dirija 
frente a todos los sujetos posibles (empresario, contratista, subcontratista, fabricante, 
servicio de prevención...), aumentando así las posibilidades de cobro138. 
En caso de tenerla, será importante dar traslado a la compañía aseguradora, para 
que desde el momento inicial marque la estrategia a seguir; negociar u oponerse y preparar 
la defensa. A diferencia de la responsabilidad administrativa, donde podemos encontrar 
un acta de infracción por incumplimiento de la normativa sin que se haya producido un 
accidente (por ejemplo por falta de formación preventiva a un trabajador no accidentado), 
y del delito contra la seguridad de los trabajadores, que es apreciable por la creación 
del riesgo grave para la vida e integridad de los trabajadores, aun sin que se produzcan 
lesiones; la responsabilidad civil sí exige el acaecimiento de un daño que deberá ser 
reparado económicamente. Para hacer frente a las posibles indemnizaciones, será 
importante que las empresas (incluyendo los servicios de prevención ajenos) dispongan 
de una póliza de responsabilidad civil que cubra los daños que puedan derivarse de la 
actuación de sus empleados.
El seguro de responsabilidad civil del empresario en prevención de riesgos laborales 
significa que la responsabilidad civil preventiva dispone que “quedan sometidos a esta 
Ley las actividades de prevención de daños vinculadas a la actividad aseguradora139”, y 
el art. 15.5 LPRL que dispone que “podrán concertarse operaciones de seguro que tengan 
como fin garantizar como ámbito de cobertura la previsión de riesgos derivados del 
137 Gracias a esta disposición se acaba con el conflicto creado durante años en cuanto a la jurisdicción 
competente, SANFULGENCIO GUTIÉRREZ, J. A., “La responsabilidad civil empresarial por los daños 
y perjuicios derivados de accidentes de trabajo: una aproximación a los criterios judiciales imperantes y 
reflexiones en pro de una urgente reforma procedimental”, RMTAS nº. 53, 2004, págs. 321 y ss.
138 MORALO GALEGO, S., “La compatibilidad de responsabilidades en el cálculo de la indemnización 
por daños”, dentro del libro “La responsabilidad laboral del empresario: siniestralidad laboral”, (Dir. Nuria 
Pumar Beltrán), Bomarzo, 2006, págs. 79 y ss.
139 Art. 3.1. d) de la Ley 20/2015, de 14 de julio, de ordenación, supervisión y solvencia de las entidades 
aseguradoras y reaseguradoras.
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trabajo, la empresa respecto de sus trabajadores, los trabajadores autónomos respecto de 
ellos mismos y las sociedades cooperativas respecto a sus socios, cuya actividad consista 
en la prestación de su trabajo personal”. El dolo o la culpa no puede ser objeto de seguro 
(exclusiones en las pólizas de seguro de responsabilidad civil empresarial). 
2. RESPONSABILIDAD EMPRESARIAL POR INCUMPLIMIENTO DE LOS 
DEBERES DE SEGURIDAD Y SALUD. CAUSAS DE EXONERACIÓN 
Es importante en este aspecto delimitar cuál es la responsabilidad empresarial por 
incumplimiento de los deberes de prevención. La jurisdicción civil, ha configurado desde 
sus inicios la responsabilidad del empresario como una responsabilidad extracontractual. 
Hay diversa jurisprudencia que trata de delimitar la naturaleza jurídica de esta 
responsabilidad civil140. Sin embargo, la Sala 4ª 141 del TS ha resuelto acoger una postura 
más concluyente sobre la naturaleza jurídica y calificación de la responsabilidad en que 
incurre el empresario incumplidor de sus obligaciones en materia de seguridad laboral, 
declarando que la exigencia de responsabilidad es necesariamente contractual, si el daño 
es consecuencia del incumplimiento contractual; y que tan solo merece la consideración 
de extracontractual, cuando el contrato ha sido únicamente el antecedente causal del daño, 
cuya obligación de evitarlo excede de la estricta órbita contractual, hasta el punto de que 
140   A modo de ejemplo sobre esta distinción e interpretación desde periodos anteriores a la Constitución 
de 1978, encontramos STS de la Sala de lo Civil de 9 marzo de 1983. Siendo ponente Excmo. Sr. Jaime 
De Castro García, RJ 1983\1463, que en su Considerando Segundo dice: “(…) compleja normativa, que 
previene de manera concreta las consecuencias indemnizatorias”; alegación improsperable, pues el tema de 
la coexistencia o conjunción de las responsabilidades contractual y aquiliana cuando los sujetos se hallan 
ligados por un negocio bilateral y el daño sobreviene en su ámbito, es resuelto por la generalidad de la 
doctrina sosteniendo que si la extracontractual, por razón de su naturaleza, de su objeto y de los principios 
que consagra basados en la amplia regla del alterum non laedere, constituye la responsabilidad general 
y básica estatuída en el ordenamiento, no es bastante que haya un contrato entre las partes para que la 
responsabilidad contractual opere necesariamente con exclusión de la aquiliana, sino que se requiere para 
que ello suceda la realización de un hecho dentro de la rigurosa órbita de lo pactado y como desarrollo 
del contenido negocial, de suerte que si se trata de negligencia extraña a lo que constituye propiamente 
materia del trabajo -si de arrendamiento de servicios se trata- desplegará aquella sus efectos y entre otros 
el de la vigorosa presunción de culpabilidad del empresario, y en este sentido son numerosas las decisiones 
jurisprudenciales que declaran aplicables los arts. 1902 y siguientes no obstante la preexistencia de una 
relación obligacional, mereciendo ser citadas las SS. de 13 junio, 1942 ( RJ 1942\767), 2 enero, 1945 ( RJ 
1945\117), 21 marzo, 1950 (RJ 1950\394), 17 febrero, 1956 (RJ 1956\1103), 2 abril, 1957 ( RJ 1957\2149), 
2 mayo, 1961 ( RJ 1961\1850), 16 abril, 1963 (RJ 1963\1970), 20 mayo, 1964 ( RJ 1964\2729), 20 mayo 
y 3 noviembre, 1966 ( RJ 1966\2095 y RJ 1966\4838), 22 diciembre, 1967 ( RJ 1967\5174), 24 junio, 
1969 ( RJ 1969\3635), 14 abril, 1981 ( RJ 1981\1540), y 8 noviembre, 1982 ( RJ 1982\6534), criterio que 
cobra precisamente mayor relevancia en la esfera del contrato de trabajo pues si el art. 84, párr. 5, b), del 
texto refundido de la L. Seg. Soc. (RCL 1974\1482 y NDL 27361), alude a la intervención de culpa civil 
en el accidente laboral, cuyas respectivas normas no se anulan ni se confunden, esta Sala tiene afirmado 
repetidamente que son compatibles la indemnización satisfecha por accidente de trabajo y la dimanante de 
acto culposo -SS. de 13 enero, 1970, 22 febrero y 30 octubre, 1971 (RJ 1971\918).”
141  Ejemplo las SSTS de 18 de julio de 2008 (RJ 2008, 6572); de 14 de julio de 2009 (RJ 2009, 6096) y 
de 23 de julio de 2009 (RJ 2009, 6131).
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los perjuicios causados serían igualmente indemnizables sin la existencia del contrato. 
Y aún en los hipotéticos supuestos de yuxtaposición de responsabilidades, resulta 
preferible aplicar la teoría más tradicional, con la jurisprudencia de la “absorción”, por 
virtud de la cual el contrato absorbe todo aquello que se halla en su órbita natural, en 
general, por aplicación del art. 1258 CC; y en especial, por aplicación de la obligación de 
seguridad y el resarcimiento de los daños ha de encontrar necesariamente su lugar en la 
normativa contractual. 
La exigencia culpabilista no puede sostenerse en su sentido más clásico, 
fundamentalmente porque no se puede equiparar la respectiva posición de empresario y 
trabajador en orden a los riesgos derivados de la actividad laboral, desde el punto y hora en 
que con su actividad productiva el empresario “crea” el riesgo, mientras que el trabajador, 
al participar en el proceso productivo, es quien lo “sufre”; aparte de que el empresario 
organiza y controla ese proceso de producción, es quien ordena al trabajador la actividad 
a desarrollar (art. 20 ET) y en último término está obligado a evaluar y evitar los riesgos 
y a proteger al trabajador, incluso frente a sus propios descuidos e imprudencias no 
temerarias (art. 15 LPRL), estableciéndose el deber genérico de “garantizar la seguridad 
y salud laboral” de los trabajadores (art. 14.1 LPRL). Tenemos que partir de la premisa 
de que la mera existencia de un accidente laboral no supone el nacimiento automático de 
responsabilidad empresarial, ya que con independencia de que el accidente suponga la 
aplicación de normas protectoras de Seguridad Social, solo cuando conste o se acredite 
una efectiva conducta empresarial causante directa del daño o que haya servido para 
aumentar el riesgo propio del trabajo realizado podrá ser exigida la complementaria 
indemnización con base en responsabilidad contractual o extracontractual142.
Así, en el supuesto examinado por la STSJ de Galicia, de 12 de abril de 2012, AS 
2012/1041, se estima la responsabilidad contractual del empresario cuando el trabajador 
sufre un accidente al considerar que el empresario incumplió su deber de vigilar, de 
supervisar tareas que realizaba el trabajador dado que él, desde su puesto de encargado, 
era precisamente la persona que debía evitar y prever cualquier resultado dañoso de la 
voladura, y fue esta actuación de falta de vigilancia lo que determinó el resultado dañoso, 
al haberse precipitado claramente en acudir al lugar de la voladura sin que se produjera la 
comprobación por el artillero de la explosión.
En la STSJ de la Comunidad Valenciana, de 6 de marzo de 2012, Rec. 2457/2010, 
queda acreditado la utilización de un procedimiento inadecuado para realizar la 
elevación de los paneles, procedimiento que fue consentido por la empresa del trabajador 
142  SEMPERE NAVARRO, A. V. y CAVAS MARTÍNEZ, F., “Accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales”. Editorial Aranzadi. España. 2007. pág. 41.
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accidentado ya que el encargado de la misma no solo no puso objeción alguna sobre la 
forma de elevación de los paneles, sino que tampoco consta que urgiese a los trabajadores 
que llevaban a cabo la misma para que hicieran uso de los cinturones de seguridad o 
de los arneses, ni se preocupó de que, tras llevarla a cabo, se cerrase la puerta de la 
plataforma, prolongándose innecesariamente la situación de riesgo que en ningún caso 
debió de tolerarse por la empresa. Considera la sentencia que nos hallamos ante una 
responsabilidad empresarial in vigilando o in eligendo,  y de la que deriva la obligación 
de indemnizar los daños y perjuicios ocasionados por el accidente de trabajo143.
Por último, la STSJ de Galicia, de 28 de febrero de 2012, AS 2012/1327, determina 
la existencia de incumplimiento y, por tanto, la generación de responsabilidad ante un 
hecho que no puede calificarse como imprevisible y, por consiguiente, pudo producirse la 
evitación del daño, pues es claro que, al menos para la empresa, dedicada a la explotación 
de una cantera, no puede resultar en modo alguno imprevisible que se produzca un atasco 
en la cabeza del conducto de admisión de rocas de la máquina machacadora.
2.1. Causas de exoneración de responsabilidad del empleador
Es claro que, en ocasiones, la conducta del trabajador accidentado puede determinar 
no solo la graduación de la responsabilidad del empleador, sino incluso, su exoneración144. 
Como regla general, para enervar la posible responsabilidad, el empleador se ha de 
acreditar haber agotado toda la diligencia exigible, más allá incluso de las exigencias 
reglamentarias.
Sobre el primer aspecto, la carga de la prueba, ha de destacarse la aplicación 
analógica del art. 1183 CC, del que deriva la conclusión de que el incumplimiento de la 
obligación ha de atribuirse al deudor y no al caso fortuito, salvo prueba en contrario; y 
la del art. 217 LEC, tanto en lo relativo a la prueba de los hechos constitutivos (secuelas 
derivadas de accidente de trabajo) y de los impeditivos, extintivos sobre la diligencia 
exigible, cuanto a la disponibilidad y facilidad probatoria (es más difícil para el trabajador 
acreditar la falta de diligencia que para el empresario demostrar la concurrencia de esta).
El segundo aspecto se refiere al grado de diligencia exigible, porque la obligación 
del empresario consiste en evaluar todos los riesgos no eliminados y no solo aquellos que 
las disposiciones específicas hubiesen podido contemplar expresamente (arts. 14.2, 15 y 16 
LPRL), máxime cuando el conjunto de tales normas dificulta prever todas las situaciones de 
143  Que no se hubiera producido de no haberse permitido la apertura de la puerta de la plataforma y el 
mantenimiento de dicha apertura estando los trabajadores subidos a la plataforma y sin hacer uso de los 
equipos de protección individual.
144   Sentencia del TS, Sala 4ª, de 15 de junio de 2010. RJ 2010, 2705.
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riesgo que comporta el proceso productivo; y también porque los imperativos términos con 
los que el legislador define la deuda de seguridad en el art. 14.2 LPRL -“... deberá garantizar 
la seguridad.... en todos los aspectos relacionados con el trabajo... mediante la adopción de 
cuantas medidas sean necesarias para la protección de la seguridad145”-, y el art. 15.4 LPRL 
-“la efectividad de las medidas preventivas deberá prever las distracciones o imprudencias 
no temerarias que pudiera cometer el trabajador146”-, que incluso parecen apuntar, más que 
a una obligación de medios, a otra de resultado, imponen una clara elevación del nivel de 
diligencia exigible, siquiera la producción del accidente no necesariamente determine la 
responsabilidad empresarial, que admite claros supuestos de exención147.
El empresario no incurre en responsabilidad alguna cuando el resultado lesivo se 
hubiese producido por fuerza mayor o caso fortuito, por negligencia exclusiva no previsible 
del propio trabajador o por culpa exclusiva de terceros no evitable por el empresario. Pero 
en todos estos casos es al empresario a quien le corresponde probar la concurrencia de esa 
posible causa de exoneración, en tanto que él es el encargado de velar por la seguridad y 
habida cuenta de los términos cuasi-objetivos en que la misma está concebida legalmente. 
El art. 96.2 de la LRJS, establece, en base a la doctrina del TS que comentaremos, 
la inversión de la carga de la prueba, que corresponde, en este caso, a las empresas 
incumplidoras, cuando señala: “En los procesos sobre responsabilidades derivadas de 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales corresponderá a los deudores de 
seguridad y a los concurrentes en la producción del resultado lesivo probar la adopción 
de las medidas necesarias para prevenir o evitar el riesgo, así como cualquier factor 
excluyente o minorador de su responsabilidad. No podrá apreciarse como elemento 
exonerador de la responsabilidad la culpa no temeraria del trabajador ni la que responda 
al ejercicio habitual del trabajo o a la confianza que este inspira148”. Por tanto, podemos 
afirmar que la responsabilidad sobre el accidente ha de recaer sobre todas las empresas 
que tengan el compromiso de adoptar medidas preventivas del riesgo de accidentes de 
trabajo en el ámbito de su actividad productiva, aún incluso no tratándose de sus propios 
empleados, pero sin relegar del deber de seguridad de la empresa principal respecto a sus 
propios trabajadores. Así, el criterio determinante de la responsabilidad empresarial, de 
acuerdo con el TS, es concebido como el empresario infractor y no el de empleador.
145  BUSTO LAGO, J. M., “Responsabilidad civil del empresario en el caso de infracción de las normas 
de prevención de riesgos laborales y su seguro (1)” Práctica de Derecho de Daños, nº 43, Sección Estudios, 
Noviembre, 2006, LA LEY, pág. 6.
146  DELGADO RUIZ, J., “Accidente de trabajo y nexo causal”, Revista de Información Laboral nº 6/2016, 
Aranzadi, S.A.U., Cizur Menor, 2016. pág. 78.
147 SEMPERE NAVARRO, A.V. y CAVAS MARTÍNEZ, F., “Accidentes de trabajo y enfermedades 
profesionales”, op. cit., pág. 95.
148  LÓPEZ Y GARCÍA DE LA SERRANA, J. M., “La responsabilidad civil en los accidentes laborales. 
Última doctrina jurisprudencial”, Doctrina que forma parte de VV AA “Cuestiones actuales sobre 
responsabilidad civil”, Aranzadi, 2013. pág. 4.
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Llegados a este punto, tenemos que traer a colación la STS, Sala de lo Social, 
Sección 1ª, de 30 de junio de 2010, Recurso de Casación para la unificación de doctrina 
núm. 4123/2008 RJ 2010/6775, en la cual establece que: “La deuda de seguridad que 
al empresario corresponde determinar para enervar su posible responsabilidad, ha de 
acreditar haber agotado toda diligencia exigible, más allá incluso de las exigencias 
reglamentarias. Esta sentencia viene a reconocer la responsabilidad cuasi-objetiva del 
empresario ante la existencia de un daño derivado de accidente de trabajo149”. 
Continúa diciendo el FJ 3º, que “ha de recalcarse la aplicación analógica del art. 
1183 CC, del que deriva la conclusión de que el incumplimiento de la obligación ha de 
atribuirse al deudor y no al caso fortuito, salvo prueba en contrario; y la del art. 217 LEC, 
tanto en lo relativo a la prueba de los hechos constitutivos (secuelas derivadas de AT) y 
de los impeditivos, extintivos u obstativos (diligencia exigible), cuanto a la disponibilidad 
y facilidad probatoria, es más difícil para el trabajador acreditar la falta de diligencia que 
para el empresario demostrar la concurrencia de esta”. Lo cual, entiende la sentencia, 
supone además una auténtica inversión de la carga de la prueba en estos procedimientos.
Solo cabe excluir la responsabilidad del empleador en situaciones tasadas: “Pero 
el empresario no incurre en responsabilidad alguna cuando el resultado lesivo se hubiese 
producido por fuerza mayor o caso fortuito, por negligencia exclusiva no previsible del 
propio trabajador o por culpa exclusiva de terceros no evitable por el empresario, pero en 
todo estos casos es al empresario a quien le corresponde acreditar la concurrencia de esa 
posible causa de exoneración, en tanto que él es el titular de la deuda de seguridad y habida 
cuenta de los términos cuasi-objetivos en que la misma está concebida legalmente”.
2.2. La responsabilidad solidaria
Tenemos que analizar también los casos de responsabilidad solidaria, ya que, 
en aquellos casos en los que se llegue a dar un accidente de trabajo o una enfermedad 
profesional a causa del incumplimiento de la normativa de prevención de riesgos 
empresariales sobre dos o más empresarios, la responsabilidad por los daños causados 
recaerá de forma solidaria sobre tales empresarios150, asimismo, esta responsabilidad se 
puede llegar a generar también  por culpa extracontractual o aquiliana. 
149  Esta Sentencia ha sido analizada por diversos autores entre los que encontramos: SÁNCHEZ PÉREZ, 
C., “¿Un nuevo modelo de indemnización por accidente de trabajo?”, Revista Española de Derecho del 
Trabajo nº. 178/2015, parte Estudio, págs. 267-277; RODRÍGUEZ CARDO, I. A., “El resarcimiento de 
los daños morales sufridos por el trabajador: concepto, valoración y cuantificación (II)”, Revista Española 
de Derecho del Trabajo nº 169/2014, págs. 83-112 y ALMENDROS GONZÁLEZ, M. A., “Enfermedad 
profesional e indemnización por daños y perjuicios al trabajador”, Revista Doctrinal Aranzadi, Social, nº. 
5/2012, parraf. 34/2012, págs. 69-76.
150  GINÈS I FABRELLAS, A., “Instrumentos de Compensación del daño derivado de accidente de trabajo 
y enfermedad profesional”, Tesis doctoral, Universidad Pompeu Fabra, Barcelona. 2011, págs. 278 y ss.
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Por medio de la modificación efectuada por la Ley 13/2012, de 26 de diciembre, 
de lucha contra el empleo irregular y el fraude a la Seguridad Social, que modificó el 
anterior art. 42.2 del ET y cuya redacción recoge el vigente RDL 2/2015, de 23 de octubre, 
por el que se aprueba el Texto Refundido de la Ley del Estatuto de los Trabajadores, 
en adelante (TRLET), se produce un cambio en la duración de la responsabilidad del 
empresario respecto a las obligaciones referidas a la Seguridad Social, pasado de uno 
a tres años y excluyéndose los salarios para los que el plazo sigue siendo de un año. 
Además, hay que hacer referencia a la Ley 32/2006, de 18 de octubre, dedicada a la 
Regulación de la Subcontratación en el Sector de la Construcción, en cuyo art. 7.2 se 
introduce una responsabilidad solidaria sobre obligaciones laborales que alcanza a las 
responsabilidades derivadas de accidente laboral, si bien, esa responsabilidad solidaria 
solo se produce en relación con el incumplimiento de las obligaciones de acreditación 
de los recursos humanos, a nivel directivo y productivo, y de la formación necesaria en 
prevención de riesgos laborales y registro del art. 4.2 o de subcontratación del art. 5, y 
no cuando el incumplimiento es de otras obligaciones; junto a ello, estas previsiones 
de agravación se producen con independencia de que la subcontrata concierna o no a la 
propia actividad del empresario principal, así como también que la solidaridad solo está 
pensada en relación con el subcontratista y con el contratista principal y no con respecto 
a ningún otro subcontratista de la cadena de subcontratación. 
La responsabilidad solidaria del art. 7.2 no es excluyente, sino que actúa sin 
perjuicio de cualquier otro tipo de responsabilidad establecida en la legislación social, de 
este modo, a aquella responsabilidad habrá que adicionar la prevenida en el art. 42.2 del 
TRLET para el supuesto de hecho contemplado por la norma. La responsabilidad diseñada 
por el precepto es una responsabilidad de carácter amplio por cuanto esta se extiende, no 
solo a las cuantías retributivas e indemnizatorias, sino a cualquier otra obligación laboral 
o de Seguridad Social, incluyéndose así, además de los salarios e indemnizaciones, 
cualesquiera otras obligaciones en materia de derechos laborales comprendidas también 
las concernientes a la salud y seguridad en el trabajo y de Seguridad Social, es decir, 
las prestaciones por incumplimiento de las obligaciones de afiliación, altas y bajas de 
cotización.
3. RESPONSABILIDAD CIVIL: OTROS AGENTES
           3.1 Responsabilidad Civil por daños de terceros y de los trabajadores de la       
                 empresa
Se trata de las opciones para requerir responsabilidades civiles a otros sujetos en 
función del accidente sufrido por un trabajador que ofrecen tanto los arts. 1101 y ss., como 
el art. 1902, aparte de la responsabilidad del empresario de carácter reparador. Mediando 
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relación contractual entre empresario y trabajador (lo cual resulta extensible a la Mutua 
de Accidentes de Trabajo, en cuanto asume el riesgo contractual del empresario), no será 
necesario acudir a la exigencia de responsabilidad extracontractual ex art. 1902 CC, pues 
la misma resulta exigible por la vía del art. 1101 CC, es decir, como responsabilidad 
contractual. La responsabilidad extracontractual, basada en los arts. 1902 a 1904 CC, 
es la vía adecuada para exigir las eventuales indemnizaciones económicas, por parte del 
trabajador o sus causahabientes, cuando el responsable del daño no sea directamente el 
empresario, sino otras personas vinculadas (o no) al mismo, sean éstas pertenecientes 
a su esfera organizativa; la fuente legal se halla en el art. 1902 CC, (STS, Sala Civil, 
núm. 740/2011, de 20 de octubre RJ 2012/424). Cabe mencionar el art. 1903 en relación 
al art. 1904 que permite al empresario que hubiera indemnizado al tercero los daños 
causados por uno de sus trabajadores, pueda repetir de este la cantidad satisfecha. Esta 
responsabilidad de repetición es extensa, ya que la  responsabilidad empresarial es directa 
y, por tanto, no subsidiaria de la del trabajador151, sino solidaria152, y además, aun cuando 
la responsabilidad del trabajador frente al tercero se basa en la concurrencia de culpa 
o dolo, la del empresario es cuasi-objetiva, pues, salvo que acredite que empleó toda 
la diligencia del “buen padre de familia”, que en su aplicación práctica se extrema al 
máximo, siempre responderá por los actos del trabajador, lo que se justifica en atención a 
los conceptos de culpa in eligendo o in vigilando, último fundamento del art. 1903.4, al 
efecto de objetivar la responsabilidad sin romper totalmente con la idea de culpa. 
En este sentido, hay que recordar cómo el art. 6 de los Principios de Derecho Europeo 
de Responsabilidad Civil153 denomina “el estándar de conducta que era reivindicatorio en 
la supervisión”, o lo que es lo mismo, no se tenía en cuenta deber de vigilancia. El art. 1903 
CC, según la STS, Sala de lo Contencioso-Administrativo, sección 4ª, de 29 de octubre 
de 2012, Recurso de Casación núm. 1540/2010, RJ 2012/11317, no está subordinado en 
su aplicación a la previa determinación e individualización del responsable dependiente 
que, como autor culposo o negligente, sea deudor con el empleador o empresario de una 
indemnización solidaria. Por otra parte, la responsabilidad ex art. 1903 CC no presupone 
la del agente material del daño con base en el art. 1902 CC ni, por tanto, que hubiera 
poseído culpa de su parte, y es que el propio TS ha admitido que la inimputabilidad 
del agente directo no exime a los superiores de confesar ex art. 1903, siendo así que un 
inimputable nunca se reconocerá con base en el art. 1902 CC, por ausencia de culpa154.
151  ALFONSO MELLADO, C. L., “Indemnizaciones entre empresarios y trabajadores antes y durante el 
desarrollo de la relación laboral”, Tirant lo Blanch (Colección laboral: 3), Valencia, 1994, pág. 80.
152  ALFONSO MELLADO, C. L., “Indemnizaciones entre empresarios y trabajadores antes y...”, op. 
cit., pág. 80; también GÁSQUEZ SERRANO, L., “La responsabilidad civil por hecho ajeno: las nuevas 
tendencias jurisprudenciales ante la responsabilidad civil del empresario...”, op. cit., págs. 117 y ss.
153  Se pueden consultar en: http//civil.udg.edu/php/biblioteca/items/298/ PETL Spanish; MARTINS 
CASALS, M., “Líneas generales de los Principios de Derecho Europeo de la Responsabilidad Civil”, 
www.asociacionabogadosrcs.org/congreos/5congreso/ponencias.
154  CAMAS RODA, F., “La responsabilidad civil por daños en el Derecho del Trabajo”, la responsabilidad 
civil por daños en las relaciones laborales, XXIII Congreso Nacional del Derecho del Trabajo y de la 
Seguriad Social, Cinca, Madrid, 2013, pág. 66.
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Por lo que se refiere a la exigencia, por la víctima de un daño laboral, de una 
indemnización por daños y perjuicios derivados de un accidente de trabajo a otro 
trabajador de la misma empresa, podría mantenerse el uso del art. 1902 CC, e indicar que 
la responsabilidad es extracontractual por la vulneración por el trabajador al que se le 
exige la indemnización correspondiente del principio neminem non laedere. En todo caso, 
tratándose de un siniestro derivado de una conducta culposa, en el marco de una relación 
de trabajo entre la víctima, el culpable y el empresario, podría imputarse responsabilidad 
a la parte empresarial ex art. 1903 CC, que establece que la obligación de reparar el daño 
causado es exigible, “no solo por los actos u omisiones propios, sino por los de aquellas 
personas de quienes se debe responder”. Concretando en este sentido son responsables 
por los perjuicios causados “los dueños o directores de un establecimiento y empresa 
respecto de los perjuicios causados por sus dependientes en  el servicio de los ramos en 
que los tuvieran empleados, o con ocasión de sus funciones155”; responsabilidad de la que 
solo se pueden eximir, cuando dichas personas “prueben que emplearon toda la diligencia 
de un buen padre de familia para prevenir el daño”.
En materia de siniestralidad laboral, el espacio lógico de actuación del art. 1902 
CC es el accidente sufrido por un tercero en la empresa debido a la conducta culposa de 
un trabajador de esta, o, de forma excepcional, si la víctima es un trabajador de la propia 
empresa, solo convendría utilizar esta vía para dirigirse contra el trabajador culpable en 
el supuesto de que su conducta no guarde relación con el cometido de sus funciones 
laborales. En otro caso, es decir, en el supuesto de que tanto la víctima como el causante 
del daño fuesen trabajadores de la misma empresa, y el sujeto activo del daño hubiera 
actuado de forma negligente en el cumplimiento de sus deberes laborales en materia 
de seguridad y salud laboral, cabría exigir responsabilidad contractual al empleador por 
cuanto hay que recordar que los deberes del trabajador tienen, en materia de seguridad 
y salud laboral, carácter estrictamente accesorio y secundario respecto de los deberes 
empresariales, sin perjuicio de que, por la vía del art. 14.4 LPRL, la parte empresarial 
pudiese ejercitar una acción de regreso contra el trabajador negligente.
155  Por su parte CREMADES GARCÍA, P., define la responsabilidad del dependiente como:
“Socialmente se encuentra reconocido que el empresario es el que debe responder por los daños causados 
por sus dependientes en el ámbito de su propia empresa. Jurídicamente hablamos de una acción directa, 
que posee el perjudicado contra el empresario por un hecho ajeno al mismo, y por tanto que el referido 
empresario no ha cometido. Ahora bien, resulta complicado perfilar la referida responsabilidad que oscila 
entre su sentido legal culpabilístico hasta la total objetivización de la misma, con una clara salvaguarda del 
perjudicado. Podríamos decir que existe una responsabilidad directa del empresario, referida no solo a la 
acción que tiene el perjudicado con respecto al empresario, sino porque tal y como se viene configurando 
en los últimos tiempos la mencionada responsabilidad, parece que el empresario deba responder siempre 
precisamente por su condición de tal.” En CREMADES GARCÍA, P., “La defensa del empresario ante la 
exigencia de responsabilidad civil por la acción de sus dependientes”, Revista Doctrinal Aranzadi Social nº. 
2/2011, parte Estudio, Aranzadi, S.A.U., Cizur Menor. 2011, pág. 157.
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No obstante, en el caso de utilizar la vía del art. 1902 CC, con relación a la 
reclamación de responsabilidad a trabajadores de la empresa, junto a la de carácter 
contractual del empresario, habría instrumentos para defender la competencia del orden 
social para conocerlo por la atracción que ejerce la segunda vía. Además, en estos casos 
en los que varios sujetos intervienen ocasionando los daños, la regla general será la 
responsabilidad solidaria, salvo que se pueda individualizar la participación que cada uno 
haya poseído en los daños causados, en cuyo caso se procede a fijar de forma individualizada 
la responsabilidad, estableciéndose, bien los daños que cada uno indemniza, o bien el 
porcentaje que cada uno ha de asumir sobre la indemnización global que se reconoce.
           3.2. Responsabilidad Civil de los Servicios de Prevención
El cumplimiento de los deberes de prevención corresponde a la parte empresarial 
en el marco de la normativa, sin que en ningún momento la LPRL identifique a los 
servicios de prevención, en cualquiera de sus modalidades, como sujetos obligados por 
el deber general de garantizar la seguridad y salud de los trabajadores, o de cualesquiera 
de las obligaciones específicas que dispone la ley, sino que les atribuye unas “funciones” 
de carácter necesario para realizar las actividades preventivas, “asesorando y asistiendo 
para ello al empresario, a los trabajadores y a sus representantes...” (art. 31.2 LPRL)156. 
De hecho, si se fija la vista en la normativa administrativa sancionadora, 
compendiada en la TRLISOS, las infracciones que se refieren se basan en presupuestos 
diferentes a los que fundamentan la imposición de sanciones al empresario. En estos 
casos, la naturaleza de la responsabilidad podría resultar atraída por la naturaleza 
contractual que tiene del obligado principal, el empleador; además de que, en muchos 
casos, el incumplimiento del que deriva la posible responsabilidad de estos sujetos sería 
una contravención de obligaciones establecidas en normas laborales, un “ilícito laboral”, 
en la medida en que no pocas ocasiones las conductas exigibles de estos terceros aparecen 
recogidas en aquellas normas. Lo realmente relevante es ese concepto del ilícito laboral 
que es, ciertamente, el que debe solucionar los problemas competenciales: la jurisdicción 
social conocería cuando se reclame responsabilidad al empresario por actos de sus 
empleados, al amparo del art. 1903 CC, pero también a su vez, al propio empleado 
causante de la conducta dañosa; como pudiera ser el caso de  reclamaciones contra los 
actos del personal auxiliar, como por ejemplo los servicios de prevención externos. 
 La responsabilidad de todos estos sujetos no excluye la del empresario (art. 14.4 
156  GARRIGUÉS GIMÉNEZ, A., “Accidente de trabajo y responsabilidad civil del empresario y del 
servicio de prevención externo”, op. cit. Revista Doctrinal Aranzadi, Social, nº5, Aranzadi, S.A.U., Cizur 
Menor, 2004, págs. 467-471.
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LPRL), pero tampoco el hecho de que subsista la responsabilidad de este implica que 
desaparezca la que aquellos puedan tener frente al dañado, en su caso, al amparo del art. 
1902 CC; de hecho, no es infrecuente encontrar condenas en la materia a sujetos distintos 
del empresario157.
En el supuesto de reclamar la responsabilidad civil de carácter contractual de la 
parte empresarial, resarciendo el daño originado al trabajador, aun cuando dicho daño 
hubiera sido inducido por la actuación de los servicios de prevención concertados, cabe 
destacar que la parte empresarial deberá de soportar definitivamente la  indemnización 
satisfecha por la responsabilidad del servicio de prevención frente al empresario, en virtud 
de la relación contractual que hayan determinado de forma previa a la realización de la 
actividad preventiva. 
 De la misma manera que el art. 12.22 del TRLISOS tipifica como infracción de 
los servicios de prevención ajenos, no la vulneración de los deberes de prevención que 
corresponden al empresario, sino el incumplimiento de las obligaciones derivadas de las 
actividades de prevención “respecto de sus empresarios concertados, de acuerdo con la 
normativa aplicable”. En el mismo sentido puede decirse con respecto a la responsabilidad 
civil: los Servicios responderán por los daños causados al empresario a consecuencia del 
incumplimiento de las obligaciones derivadas del contrato celebrado.
           3.3.  Responsabilidad Civil del fabricante
La responsabilidad civil exigible al fabricante, importador o suministrador de 
equipos de trabajo, de su conducta en materia de siniestralidad laboral, no se corresponde 
con la poca, o inexistente, conflictividad judicial que suscita el cumplimiento del art. 41 
de la LPRL, a no ser que sea en el marco de las alegaciones de la parte empresarial ante 
la reclamación que se le dirige por un accidente laboral158. En este sentido se pronuncia 
la STSJ de Andalucía, sede de Sevilla (Sala de lo Social, Sección 1ª), de 27 de enero de 
2005, Recurso de Suplicación núm. 660/2004, AS 2005/344, la cual reflexiona sobre las 
alegaciones de la parte empresarial, en un procedimiento cuyo objeto se centra en un 
accidente de trabajo derivado del incumplimiento contractual de medidas de seguridad, 
157  A modo de ejemplo encontramos los siguientes pronunciamientos: la STSJ de Castilla y León, sede 
de Valladolid, Sala de lo Social, nº 1302/2009, de 18 de noviembre de 2009. Rec. 1302/2009. LA LEY 
273137/2009 en el que se condena a la empresa y además a la aseguradora; la STSJ de Navarra, Sala de lo 
Social, de 30 de noviembre; Recurso 456/1999, Ponente Concepción Santos Martín, LA LEY 174135/1999, 
en la que se condena a la empresa y a la TGSS y la STSJ de Extremadura, Sala de lo Social, nº 654/2006, de 
7 de noviembre. Recurso 524/2006, en la que se condena además de a la empresa, a la mutua de accidentes 
y enfermedades profesionales, al INSS y a la TGSS.
158  ALFONSO MELLADO, C. L., “De nuevo sobre la competencia del orden social para conocer de las 
indemnizaciones derivadas de accidente de trabajo y otras cuestiones en la materia”, Revista Doctrinal 
Aranzadi, Social nº. 2/2011, pág. 107.
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consistentes en recordar que la maquina en la que trabajaba el empleado reunía según el 
fabricante las medidas de seguridad precisas, así como la declaración de conformidad con 
la Comunidad  Europea. 
El TSJ objeta que dicha alegación pueda exonerar al empresario de sus 
responsabilidades al afirmar que “basta con leer los arts. 7 y ss. del RD 1435/1992 para 
comprobar: que los certificados del fabricante, sobre observancia de las normas de 
seguridad, no acreditan el cumplimiento de las mismas, ni liberan de responsabilidad al 
fabricante, ni a quien le compra, porque, el deber de proporcionar a sus empleados seguridad 
en el trabajo, obliga al patrono a usar un proceso productivo seguro y a comprobar que 
las máquinas que compra desempeñan las normas de seguridad reglamentarias ya que, en 
otro caso incurre en culpa “in vigilando”, como aquí acaeció, pues era evidente el peligro 
que unas ruedas girando a velocidad y arrancando matas suponían, para quien se acercara, 
porque el artículo carecía de pantalla protectora”.
El art. 41.1 de la LPRL, ya sea de forma exclusiva, ya sea en relación con el art. 
24.4 de la LPRL, establece el deber de relación mutuo entre el fabricante y el empresario en 
materia de información para la utilización segura de las maquinas adquiridas o utilizadas. 
Ante ese deber de coordinación, ha imputado a los fabricantes que están obligados a que 
sus equipos “no constituyan una fuente de peligro para el trabajador”, cosa que, por lo que 
se deduce del supuesto de hecho examinado en la sentencia, podía no concurrir. En este 
caso, y dejando al margen la posible repercusión de la responsabilidad empresarial en el 
fabricante, podría defenderse la responsabilidad contractual del fabricante, en el caso de 
concurrir en el marco de un proceso de coordinación con el empresario como contratista, 
o de carácter extracontractual, con el carácter de solidaria junto a la de la empleadora del 
trabajador.
           3.4. Responsabilidad Civil del Inspector de Trabajo y Seguridad Social 
Finalmente, cabe comentar la posibilidad de exigir responsabilidad civil por los daños 
y perjuicios derivados de siniestralidad laboral a la ITSS, o incluso a los técnicos de 
prevención de riesgos laborales habilitados para la colaboración con la Inspección en 
determinados supuestos. Siguiendo a CAMAS RODA159: en el marco de las funciones de 
vigilancia y control de la normativa laboral que realizan los Inspectores de Trabajo, así 
como las de asesoramiento y comprobatorias de las condiciones de seguridad y salud en 
las empresas y centros de trabajo de los técnicos, pueden derivarse conductas negligentes 
que sean causa de un accidente de trabajo, por las cuales unos u otros deban responder 
penal y civilmente. 
159 CAMAS RODA, F., “La responsabilidad civil por daños en el derecho del Trabajo”, op. cit.,  La 
responsabilidad civil por daños en las relaciones laborales, XXIII Congreso Nacional de Derecho del 
Trabajo y de la Seguridad Social, Cinca, Madrid, 2013, pág. 80.
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Sin embargo, discrepa de ello la STS 537/2005, de 7 de abril de 2005, Recurso 
núm. 888/2004, JUR 2005/120977, en la que se condena a un Inspector de Trabajo por 
una falta de simple imprudencia prevista en el art. 586 bis CP, en relación con los arts. 
407, 420 y 421 del mismo Código, que ha acreditado del recurso que se interpuso frente a 
la Sentencia núm. 262/03, de 30 de junio de 2003, de la Audiencia Provincial de Alicante 
JUR 2003/195912 (más conocida como Sentencia Ardystil)160. La motivación de la 
sentencia del TS en el objeto de estudio que nos ocupa tiene dos fundamentos básicos: 
por una parte, la posición de garante del Inspector de Trabajo y Seguridad Social en 
cuanto realiza una inspección en una empresa en la que se produjeron posteriormente 
muertes y graves lesiones de algunos trabajadores por no adoptarse las debidas medidas 
de seguridad en el trabajo, “ámbito al que se extendía su competencia acorde con la 
normativa...”; de esta forma, y siguiendo lo que había razonado la Sentencia Ardystil161, 
viene a argumentar que el deber de cuidado incumbe tanto al empresario como a quien 
asume legalmente la tarea de velar por el cumplimiento de la normativa vigente.
Por otra parte, según el TS, aunque el control de las condiciones de seguridad y 
salud laboral no era objeto específico de la denuncia que había dado lugar a la visita, ello 
no ha de servir de excusa por cuanto “existen supuestos en los que pueden resultar patentes 
y a simple vista las deficiencias en materia de seguridad en casos, como el presente, en 
el que se trata de una empresa que funcionaba clandestinamente y sin ningún control, 
lo que puede presuponer unas condiciones laborales precarias en todos los aspectos, 
incluida la seguridad, y ello unido a que la actividad que se desarrollaba en la empresa 
podría entrañar riesgo para la salud y seguridad de los trabajadores, dada la naturaleza 
de los productos que se empleaban y manipulaban, por lo que resultaba aconsejable que 
se hubieran ejercido, al mismo tiempo, las competencias que en seguridad e higiene 
corresponden a los Inspectores de Trabajo...”
Los efectos que puede conllevar esta sentencia en el marco de las responsabilidades 
civiles y penales, tanto de la Inspección de Trabajo como de otros agentes en el marco 
de las relaciones laborales con funciones y competencias en materia de seguridad y salud 
en el trabajo, serán efectos muy importantes. Con relación a la argumentación expresada 
por el TS, relativa a la necesidad de que el Inspector de Trabajo hubiera tenido que vigilar 
las condiciones de seguridad y salud en el trabajo en la empresa, aunque la denuncia 
de la que trae su origen la actuación del Inspector no versara sobre ello, puede surgir la 
pregunta de si, ante la visita de la Inspección a un centro de trabajo por un determinado 
motivo debe servir -y ser obligado- para que el Inspector analice todos los problemas 
160  Sobre este caso se pronunció el TS en la STS, de la Sala de lo Penal, 537/2005, de 25 abril, RJ 
2005\6547
161  Vid.  MARTÍN LORENZO, M., “Caso Ardystil. Relaciones concursales entre los llamados delitos 
contra la seguridad de los trabajadores y los tipos de resultado (homicidio y lesiones)”, Diario Jurisprudencia 
El Derecho, nº 2365, El Derecho, 30 de enero de 2007. Versión On-line, pág. 3.
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socio-laborales que puede haber en la empresa, y por tanto, suponga mezclar ámbitos 
competenciales diversos. 
Para una conveniente aproximación a la solución jurídica más ajustada a derecho, 
debe traerse a colación la aprobación del RD 689/2005, de 10 de junio162, cuya Disposición 
Final Primera modifica el RD 138/2000, de 4 de febrero, por el que se aprueba el 
Reglamento de organización y funcionamiento de la ITSS, en el sentido de añadir un 
párrafo 4° a su art. 23 (relativo a la actuación de los Inspectores a partir de las órdenes 
de servicio), cuyo objetivo parece dirigido a evitar justamente la interpretación que ha 
expresado el TS al regular que “dado el carácter singular de las órdenes de servicio, no 
serán exigibles otras actuaciones al margen del servicio encomendado”. 
No obstante, si el Inspector apreciara, en el curso de la visita, la certeza de un 
riesgo grave e inminente para la seguridad y salud de los trabajadores, podrá ordenar la 
paralización inmediata de tales trabajos o tareas, conforme a lo establecido (apartado 4). En 
lo referente al deber de cuidado el cual incumbe tanto al empresario como a quien asume 
legalmente la tarea de velar por el cumplimiento de la normativa vigente, lo que a fin de 
cuentas sirve de base para imputar las responsabilidades correspondientes al Inspector, de 
acuerdo con CARRILLO LÓPEZ163 se trata de una tesis que ancla con base a la doctrina 
tradicional que, conforme a la normativa preconstitucional básicamente conocida en la 
Ordenanza General de Seguridad e Higiene de 1971, defendía la atribución de un deber 
público de seguridad que incumbía tanto a los poderes públicos como a empresarios y 
trabajadores, en la tutela de la vida y la integridad física del trabajador. Con la aprobación 
de la LPRL, considera que ha quedado por la regulación, en su art. 14, de una obligación 
de carácter estrictamente contractual, tanto en su origen como en su dinámica, a cargo 
exclusivamente del empleador. Por esa misma razón, no cabe repartir dicha obligación 
entre otros agentes en materia de seguridad y salud en el trabajo, ya sean externos a la 
empresa, como puede ser en los términos ya vistos los servicios de prevención ajenos o la 
autoridad pública, sino tampoco internos, como por ejemplo los delegados de prevención 
de riesgos laborales: lo que asumen estos sujetos son propiamente competencias y 
facultades y, en ningún caso deberes jurídicos de seguridad, con el objetivo principal de 
colaborar con eficacia en la mejora de la seguridad y salud en el trabajo.
162  RD 689/2005, de 10 de junio, por el que se modifica el Reglamento de organización y funcionamiento 
de la ITSS, aprobado por el RD 138/2000, de 4 de febrero, y el Reglamento general sobre procedimientos 
para la imposición de sanciones por infracciones de orden social y para los expedientes liquidatorios de 
cuotas a la Seguridad Social, aprobado por el RD 928/1998, de 14 de mayo, para regular la actuación de los 
técnicos habilitados en materia de prevención de riesgos laborales.
163 CARRILLO LÓPEZ, A., coordinada por MONEREO PÉREZ, J. L. y LÓPEZ Y GARCÍA DE LA 
SERRENA, J. (2014), “La responsabilidad civil del empresario por daños derivados del accidente de 
trabajo”, Universidad de Granada, pág. 107.
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4. PRINCIPIOS DE DERECHO EUROPEO DE LA RESPONSABILIDAD CIVIL
En este apartado, se deben traer a colación los trabajos presentados por el European 
Group on Tort on Law, que comenzaron en el año 1992 para que en el año 2005 llegaran a 
publicar unos Principios de Derecho Europeo sobre Responsabilidad Civil, con la finalidad 
de que sirvieran para dar una extensa explicación sobre los mismos, procediendo a una 
unificación del derecho patrimonial entre los diversos Estados de la UE.  
El European Group on Tort on Law, se encuentra compuesto por diversos profesores 
universitarios que de igual manera se dedican al ejercicio práctico del Derecho en sus 
correspondientes campos. Asimismo, este grupo comenzó sus investigaciones desde la 
ciudad de Viena y con investigadores de Europa. No obstante, con el grupo colaboran una 
gran cantidad de profesionales procedentes de diversos Estados no europeos, como es el 
caso de Estados Unidos, la  República de Sudáfrica o Israel. Asimismo, hay que destacar 
que estos Principios no son normas jurídicas como tales, sin embargo, se encuentran 
construidos a partir de la normativa vigente de los diversos países. 
Dicho grupo ha llegado a tener tal importancia que la Sala Primera de nuestro Tribunal 
Supremo ha llegado a tenerlos en consideración y referenciarlos en sus sentencias con la 
finalidad de fundamentar la doctrina nacional por medio de la analogía en casos determinados. 
En este sentido, los principios expuestos por el European Group on Tort on Law 
se estructuran en seis títulos principales que se encargan de desarrollar los elementos de 
la responsabilidad extracontractual, es decir, de la responsabilidad aquiliana. Asimismo, 
estos títulos principales se pueden llegar a subclasificar en diversos Capítulos que llegan 
a ocupar un total de 36 artículos con sus respectivos comentarios. Sin embargo, entre 
la totalidad de su articulado, debemos hacer especial hincapié en el art. 101.1, el cual 
establece una finalidad preventiva, al disponer que “la persona a quien se pueda imputar 
jurídicamente el daño sufrido por otra está obligada a repararlo”, lo que resulta en una 
consecuencia de compensación del daño causado. 
Dicho artículo preventivo establece una indemnización resarcitoria, que ha 
sido  acogida de forma amplia por el ámbito laboral respecto a la responsabilidad civil, 
principalmente en los supuestos de la producción de un daño derivado de la prevención 
de los riesgos laborales y en los supuestos de vulneración de derechos fundamentales. 
Asimismo, se podría plantear si la reparación ex lege que permite el art. 50 ET, podría 
llegar a generar un efecto compensador en los casos en los que se produzca una extinción 
del contrato por un incumplimiento por parte del empresario, cuando se produzca unos 
daños a la salud del trabajador. En este sentido, se ha señalado por algún autor164 que la 
indemnización que debe percibir el trabajador debe de llegar a compensar todo el perjuicio 
generado y sufrido por este, llegando a asumir una finalidad de carácter disuasorio, lo 
164  CAMAS RODA, F., “La responsabilidad civil por daños en el Derecho del Trabajo”, op. cit., Ponencia 
para el XXIII Congreso de la Asociaciòn Española de Derecho del Trabajo y de la Seguridad Social sobre 
“La responsabilidad civil por daños en las relaciones laborales”, 2013, págs. 12-13.
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que no llegaría a producirse, en los supuestos de extinción del contrato por voluntad del 
trabajador que se fundamente en una vulneración del derecho a la seguridad y salud del 
empleado, por la vía del art. 50 ET. 
5. LA ACTUACIÓN ILÍCITA MEDIANDO CULPA DEL SUJETO CAUSANTE 
COMO ELEMENTO CONFIGURADOR DE LA RESPONSABILIDAD 
CONTRACTUAL
La exigencia de la concurrencia de culpa del sujeto causante como elemento de 
la responsabilidad contractual en el ámbito laboral ha sido tratada principalmente en 
el ámbito de los accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, si bien con una 
diferente visión en función de la Jurisdicción que conociese los conflictos surgidos en 
estos ámbitos.
Por esa razón, la doctrina judicial emanada de la jurisdicción social ha venido 
requiriendo la necesidad de que concurra culpa en el imputado, sin que el mero riesgo 
causado pueda ser fundamento de la responsabilidad civil. Como dice la STS, Sala de 
lo Social, de 30 de septiembre de 1997, Recurso de Casación para la unificación de 
doctrina núm. 22/1997 (RJ 1997/6853), cuya doctrina fue seguida por otras165, duplicar la 
responsabilidad objetiva en materia de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales, 
por la vía de la responsabilidad por culpa contractual (art. 1101 CC) o aquiliana (art. 1902 
CC), que nunca podrá ser universal como la prevenida en la legislación de Seguridad Social, 
ni tampoco equitativa entre los diversos damnificados, ya que, “más que una mejora social 
se trasforma en un elemento de inestabilidad y desigualdad”. Por ello, en los supuestos 
de incumplimientos empresariales de sus obligaciones de protección de la seguridad y 
salud de los trabajadores, “la responsabilidad por culpa ha de ceñirse a su sentido clásico 
y tradicional, sin ampliaciones que están ya previstas e instauradas, con más seguridad y 
equidad” (aunque como posteriormente se verá, esta envoltura de la culpa en su sentido 
“clásico y tradicional” ha sido nuevamente matizada por la jurisdicción social).
En todo caso, algunas voces doctrinales habían apostado por un acercamiento de 
la doctrina judicial social a la construcción llevada a cabo por la jurisdicción civil sobre la 
cuasiobjetivación166 de la responsabilidad civil del empresario en materia de siniestralidad 
165  STS (RCUD), de 17 de febrero de 1999 (A.S. 2598); STSJ, Aragón, de 13 de octubre de 1999 (A.S. 
1379); STSJ, País Vasco, de 23 de febrero de 1999 (A.S. 2055); STSJ, Andalucía/Málaga, de 7 de abril 
de 2000 (A.S. 1051); STSJ, Cataluña, de 12 de noviembre de 1997 (A.S. 3923); SJS nº. 1 del País Vasco, 
Vitoria-Gasteiz, de 9 de julio de 1999 (A.S. 4371), para la cual, la responsabilidad contractual de la empresa 
por incumplimiento de la deuda de seguridad precisa que se acredite una actuación empresarial negligente 
o la omisión de las necesarias medidas de seguridad que sean causa eficiente y determinante del accidente, 
sin que quepan más ampliaciones como la responsabilidad objetiva derivada de la LGSS.
166  En este sentido véase: GUERRERO ZAPLANA, J., “La responsabilidad civil extracontractual”. Guía 
práctica de las Reclamaciones Sanitarias, Lex Nova, 2013, en el que dice: “Independientemente de la 
exigencia de una mínima base culpabilística, la jurisprudencia de la Sala 1ª del Tribunal Supremo en esta 
cuestión ha ido sufriendo una progresiva evolución que, sin llegar a la objetivación de la responsabilidad, 
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laboral a través de la adopción de varios criterios: exigencia de una conducta que agotase 
al máximo la diligencia en la aplicación de las medidas preventivas; inversión de la 
carga de la prueba, de forma que la culpabilidad del empresario se debía presumir iuris 
tantum; y finalmente, entender que el concurso de culpas no exoneraba al empresario de 
su responsabilidad, aunque podía minorar la indemnización167.
No obstante, también puede afirmarse que se produjo un acercamiento de la 
jurisdicción civil hacia los postulados derivados del orden social sobre el reconocimiento 
de un principio de culpa en la conducta del agente tal y como puso de manifiesto la STS 
(Sala 1ª), de 31 de diciembre de 2004 (RJ 2004/367), en la que se recoge la necesidad 
de observar la concurrencia de culpa en los sujetos causantes del daño, excepto en 
determinados casos en los que sería posible una inversión de la carga de la prueba en contra 
del empresario, así cuando sea este quien tenga las fuentes de prueba, o también en los que 
se deba acoger exclusivamente al riesgo laboral y no a la culpa como factor de imputación 
de la responsabilidad, particularmente en aquellos accidentes de trabajo que por sus causas 
coloquen al trabajador en una posición semejante a las de las personas ajenas a la empresa 
(por ejemplo, una explosión). En este sentido, también la STS (Sala 1ª), de 11 de marzo de 
2004 (RJ 2004/901), acogió esta tendencia al expresar que “la doctrina de esta Sala, ante 
los progresos de la técnica, aumento intensivo de la inseguridad en las actividades laborales 
e instauración constante de riesgos para la vida humana, ha ido evolucionando hacia 
posiciones cuasiobjetivas para adaptar a los tiempos históricos actuales el culpabilismo que 
se integra en el art. 1902, despojando de una concepción jurídica cerrada, sin dejar de tener 
en cuenta por completo el juicio de valor sobre la conducta del agente”.
trata de aliviar al perjudicado de la carga de la prueba de la culpa imputable al causante del daño. Esta 
evolución se aprecia en la jurisprudencia a partir de la Sentencia de fecha 10 de julio de 1943 (reiteradamente 
citada por todos los autores) y camina hacia un sistema que, sin hacer plena abstracción del factor moral 
o psicológico y del juicio de valor sobre la conducta del agente, acepta soluciones cuasiobjetivas, que se 
exigen tanto por el incremento de actividades peligrosas, consiguientes al desarrollo de la técnica, como 
por el principio de poner a cargo de quien obtiene el provecho, la indemnización del quebranto sufrido por 
tercero, a modo de contrapartida del lucro obtenido por la actividad peligrosa.(…)”.
Y también USERO FÉRNANDEZ, J.: 
“La frontera entre culpa y riesgo a la hora de determinar el tipo de responsabilidad civil a la que se enfrenta 
el empresario por la producción de un accidente laboral deja un área grisácea que permite algunas corrientes 
tejidas al anterior modelo (…) No olvidemos que la culpa, con respecto al nivel de diligencia exigible, 
impone determinados estímulos al empresario para atenuar o eliminar aquellas situaciones de riesgo 
existente, en tanto el gravamen económico que supone el deber de indemnizar el daño, provoca en el 
empresario la intención de evitar riesgos en el trabajo. A partir de aquí, surge el modelo de responsabilidad 
por riesgo o cuasiobjetiva, en el cual mediante una asimetría de las posiciones procesales de trabajador 
(demandante) y empresario (demandado) se pretende un reequilibrio de fuerzas en la relación de trabajo 
entre uno y otro, bajo la asunción de mayores cargas procesales para el empresario. Con ello, la línea que 
separa el riesgo ilícito o condenable de la exoneración de responsabilidad se torna más difusa, en tanto el 
nivel de responsabilidad para el empresario es mucho mayor, mientras la objetivación de la responsabilidad 
se confirma como una tendencia al alza. (…)” En USERO FÉRNANDEZ, J., “Aspectos procesales del 
accidente de trabajo en la Ley 36/2011, de 10 de octubre, Reguladora de la Jurisdicción Social”, Revista 
Información Laboral nº. 5/2014, parte art. Doctrinal, Aranzadi, S.A.U., Cizur Menor, 2014, pág. 100.
167  USERO FÉRNANDEZ, J.,  op. cit. pág. 102.
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De este modo se producía una convergencia jurisprudencial en la comprensión 
de la responsabilidad exigible por incumplimientos en materia de prevención de 
riesgos laborales, no en cuanto a su configuración de carácter objetivo, sino como una 
responsabilidad derivada de culpa o negligencia en el cumplimiento empresarial de tales 
obligaciones, tesis cuya consolidación devino tanto desde el orden social como civil, en 
el primer caso, con las sentencias del TS de 17 de julio de 2007 (RCUD: 4367/2005 y 
513/2006) y de 30 de junio de 2010 (RCUD: 4123/08), y en el segundo, por ejemplo, con 
la STS (1ª) de 23 de abril de 2009 (REC 497/03), en la que ante un supuesto de accidente 
de trabajo, limita  la doctrina del riesgo como criterio de imputación al amparo de los 
arts. 1902 y 1903 CC., valiendo únicamente como factor de responsabilidad en el marco 
de “riesgos extraordinarios, daño desproporcionado o falta de colaboración del causante 
del daño cuando está especialmente obligado a facilitar la explicación del daño por sus 
circunstancias profesionales o de otra índole”. 
En conclusión, el común denominador a la doctrina judicial sobre responsabilidad 
civil en materia laboral exige la existencia de un daño imputable a una determinada 
persona en razón del incumplimiento de sus obligaciones en el marco de un claro principio 
de responsabilidad subjetiva, aunque dejando en un plano excepcional áreas basadas en 
imputaciones subjetivas por la constatación de actividades con riesgos extraordinarios o 
anormalmente peligrosos.
En el ámbito de la jurisdicción social, particularmente en las resoluciones 
judiciales que tienen por objeto el análisis sobre la salud del trabajador por el trabajo con 
amianto aplica este criterio de la causalidad jurídica o imputación objetiva a través de la 
búsqueda del nexo causal entre falta de medidas de seguridad en un trabajo desempeñado 
en contacto con el amianto y aparición y desarrollo de la enfermedad profesional, 
mesotelioma maligno168. Estando el incumplimiento de la empresa en no haber adoptado 
ninguna medida de seguridad, o en la falta de instauración de procedimiento alguno 
para evitar las consecuencias de la exposición de los trabajadores al amianto, ni en la 
introducción de controles eficaces de vigilancia de la salud y, por tanto, sin actuar con la 
diligencia debida (STS 17 de julio de 2012, RCUD 2142/2011). 
5.1. Causas de exoneración: El caso fortuito y la fuerza mayor
El art. 1105 CC, establece las causas de exoneración de la responsabilidad ante 
el advenimiento de hechos imprevistos y/o inevitables que la totalidad de la doctrina y la 
jurisprudencia identifican con el caso fortuito y la fuerza mayor169. A prima facie, puede 
168  ITURRI GARATE, J. C., “Responsabilidad empresarial derivada de amianto”, Revista doctrinal 
Aranzadi, Social nº 21/2011 parte estudio, Aranzadi, Cizur Menor, 2011, págs. 113-144.
169 Los autores que se han pronunciado al respecto a modo de ejemplo encontramos a: MARÍN CORREA, 
J. M., “Accidente de trabajo y responsabilidades de la empresa ante la negligencia del trabajador (1)”, 
Actualidad Laboral, nº 17, sección sentencias ejemplares, 2011, LA LEY, págs. 2026; MERCADER 
113
Las responsabilidades en materia de Prevención de Riesgos Laborales
resultar sorprendente que el citado precepto no utilice en su redacción estos términos o 
conceptos, cuyo conocimiento se remonta a los tiempos del Derecho Romano. Este tema 
plantea la cuestión de determinar la igualdad o analogía entre los supuestos de caso fortuito 
y fuerza mayor, de una parte y, de otra, desentrañar el sentido de tales eventos, donde la 
jurisprudencia juega un papel esencial mediante su labor de interpretación de las normas.
Ahora bien, antes de continuar desarrollando esta cuestión, conviene precisar que 
tales términos, el caso fortuito y la fuerza mayor, no son ajenos al CC. Esta norma utiliza 
estas expresiones a lo largo de su articulado, bien aislada o conjuntamente. Por ejemplo, 
se refiere al término caso fortuito en los arts. 1136, 1183, 1744, 1745 y 1836 y a la 
fuerza mayor en los arts. 457, 1777, 1784, 1905 y 1908.3. En otros casos, utiliza ambas 
expresiones, refiriéndose a ellas de forma conjunta, arts. 1602 y 1625. Finalmente, en el art. 
1575, contrapone a los “casos fortuitos ordinarios”, los “casos fortuitos extraordinarios” 
que, habría que identificar, seguramente, con aquellos casos de fuerza mayor. 
El deslinde entre ambas causas ha sido siempre un proceso complejo. La 
doctrina ha establecido como criterios distintivos el origen del evento y la previsibilidad 
o evitabilidad del mismo170. Según el primer criterio identificándolo con los hechos 
naturales, los sucesos provenientes de la naturaleza debían de ser calificados como 
casos fortuitos (terremotos, maremotos, huracanes…) y los que tuvieran su origen en la 
actuación humana, hechos humanos, como las guerras o los robos o incendios, debían 
ser calificados como supuestos de fuerza mayor. En cuanto al segundo de los criterios 
atendiendo al dato de la imprevisibilidad o inevitabilidad, los sucesos imprevisibles 
deberían considerarse casos fortuitos, mientras que los hechos inevitables deberían ser 
calificados como supuestos de fuerza mayor. 
UGUINA, J. R., “La guerra en Siria como causa de extinción del contrato de trabajo”, Trabajo y Derecho, 
nº 15, 2016, Wolters Kluwer; PÉREZ ALBALATE, S. y CUATRECASAS GONÇALVES PEREIRA, “La 
transmisión de responsabilidades que se producen al amparo del artículo 44 del Estatuto de los Trabajadores, 
debe limitarse a las legales y objetivas inherentes a la contingencia profesional declarada judicialmente, 
lo que no sucede con el recargo de prestaciones. (STSJ de la Comunidad Valencia, nº 3432/2011 de 15 
de diciembre del 2011 (1))”, doctrina que forma parte del Libro “2013 Práctica Laboral para Abogados”, 
Edición nº 1, LA LEY, Las Rozas de Madrid; BUSTO LAGO, M., “Responsabilidad civil del empresario 
en el caso de infracción de las normas de prevención de riesgos laborales y su seguro (1)”, op. cit., Práctica 
de Derecho de Daños, nº 43, Sección Estudios, 2006, pág. 6 y CARRANCHO HERRERA, M. T., “Origen 
de la responsabilidad civil del empresario”, esta doctrina forma parte del libro “Responsabilidad civil del 
empresario en el ámbito de los riesgos laborales”, Edición nº 1, LA LEY, Madrid, 2010.
Entre la jurisprudencia encontramos los recientes pronunciamientos del TS en las STS de la Sala de lo Civil, 
Sección 1ª, STS nº 189/2016, de 18 de marzo. En su FJ 6º. RJ 2016/853 y la STS de la Sala de lo Civil, 
Sección 1ª, nº 266/2015, de 9 de mayo, en su FJ 6º. RJ 2015/3118.
170  Véase en este sentido: GUIJARRO HERNÁNDEZ, J. J., “El seguro de responsabilidad civil de 
suscripción obligatoria (SOA)”, esta doctrina forma parte del libro “La responsabilidad civil en el ámbito 
del seguro del automóvil: el Consorcio de Compensación de Seguros y Ofesauto”, edición nº 1, LA LEY, 
Madrid, Enero 2010; ÁLVAREZ OLALLA, P., “Imputación objetiva y causalidad jurídica versus criterios 
de imputación subjetiva”, Revista Doctrinal Aranzadi, Civil-Mercantil num. 8/2012, parte Comentario, 
Aranzadi, SA, Cizur Menor, 2012, y BOTANA GARCÍA, G. A., “Daños en las turbinas de una empresa 
por deficiencias en el suministro de gas”, Práctica de Derecho de Daños, nº 52, Septiembre 2007, LA LEY, 
págs. 5-22.
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En consecuencia, parece acertado concluir que ambas causas pueden considerarse 
coincidentes, pero diferentes, y describen aquellos hechos o circunstancias que, siendo 
absolutamente ajenas a la voluntad del deudor, permiten exonerar de responsabilidad 
al mismo, pese haber incumplido la obligación. Este es el sentido que inspira la tesis 
propuesta por la doctrina jurisprudencial plasmada, entre otras, en la STS de 6 de marzo 
de 2003, Sala de lo Contencioso-Administrativo, siendo Ponente D. José Manuel Sieira 
Míguez: “como ha establecido esta Sala, por todas sentencia de 31 de mayo de 1999, 
(…) y en esto se muestran hoy coincidentes la doctrina científica y la jurisprudencia, que 
fuerza mayor y caso fortuito son unidades jurídicas diferentes: a) En el caso fortuito hay 
indeterminación e interioridad; indeterminación porque la causa productora del daño es 
desconocida; interioridad, además, del evento en relación con la organización en cuyo seno 
se produjo el daño, y ello porque está directamente conectado al funcionamiento mismo 
de la organización. En este sentido, entre otras, la STS, de la Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sección 6ª, de 31 de mayo de 1999, RJ 1999/6154 en su FJ 5º: “evento 
interno intrínseco, inscrito en el funcionamiento de los servicios públicos, producido por 
la misma naturaleza, por la misma consistencia de sus elementos, con causa desconocida”.
 En la fuerza mayor, en cambio, hay determinación irresistible y exterioridad; 
indeterminación absolutamente irresistible. Primero aun en el supuesto de que hubiera 
podido ser prevista; exterioridad, en segundo lugar, lo que es tanto como decir que la 
causa productora de la lesión ha de ser ajena al servicio y al riesgo que le es propio. En 
este sentido, por ejemplo, la STS, Sala de lo Contencioso-Administrativo, de 23 de mayo 
de 1986, RJ 1986/4455, en su FJ 4º: “Aquellos hechos que, aun siendo previsibles, sean, 
sin embargo, inevitables, insuperables e irresistibles, siempre que la causa que los motive 
sea extraña e independiente del sujeto obligado”. En análogo sentido: STS, Sala de lo 
Contencioso-Administrativo, Sección 6ª, de 19 de abril de 1997 (Recurso de Apelación 
1075/1992, LA LEY 7654/1997). Acogiéndose a esta doctrina, la jurisprudencia menor, 
entre otras muchas171, plasmada por la Sentencia de la Sección 3ª de la AP de Tarragona, 
de 14 de enero de 2005, invoca la misma para sentar el presupuesto objetivo de causalidad 
de estas causas: la falta de culpa del deudor. 
Respecto al tratamiento del caso fortuito, la STS de la Sala Primera de lo Civil, de 
16 de febrero de 1988, LA LEY 53496-JF/0000, declaró en su FJ 1º que: “En torno al caso 
fortuito, tiene declarado esta Sala que el requisito de la previsibilidad es esencial para 
generar culpa extracontractual, porque la exigencia de prever hay que considerarla en la 
actividad normal del hombre medio con relación a las circunstancias, desde el momento 
en que no puede estimarse previsible lo que no se manifiesta con constancia de poderlo ser 
171  Esta doctrina ha sido seguida recientemente por la SAP de Madrid, Sección 11ª, Sala de lo Civil, 
nº 203/2013 de 15 abril. Recurso de Apelación núm. 829/2011JUR 2013/191340. PTE.: Ilma. Sra. Dña. 
Beatriz Patiño Alves.
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y sin que a ello obste la teoría de la inversión de la carga de la prueba por causa del riesgo 
en cuanto viene proyectada al daño normalmente previsible por el actuar con algún medio 
peligroso que también normalmente pueda producirlo y que, en los supuestos en que se 
produzca esta imprevisibilidad del daño, habrá de entenderse que cesará la obligación de 
responder, por aplicación del mandato del art. 1105 CC, entrando en juego el mecanismo 
del caso fortuito, entendiéndose por tal todo suceso imposible de prever, o que, previsto, 
sea inevitable y, por tanto, realizado sin culpa alguna del agente, por lo que el vínculo 
de causalidad se produce entre el acontecimiento y el daño, sin que él intervenga como 
factor apreciable la actividad dolosa o culposa del agente, por lo que, para que tal suceso 
origine exención de responsabilidad es necesario que sea imprevisible e inevitable, y 
que, cuando el acaecimiento dañoso fue debido al incumplimiento del deber relevante de 
previsibilidad, no puede darse la situación de caso fortuito, debido a que con ese actuar, 
falta la adecuada diligencia por omisión de atención y cuidado requerido con arreglo a las 
circunstancias del caso, denotando una conducta interferente frente al deber de prudencia 
y cautela exigibles, que como de tal índole es excluyente de la situación de excepción 
que el indicado art. 1105 establece, al implicar la no situación de imprevisibilidad o 
irresistibilidad requeridas al respecto (STS, 22 de diciembre de 1981, 11 de noviembre de 
1982, 11 de mayo de 1983 y 8 de mayo de 1986)”. 
Por otra parte, en idéntico sentido, la STS, de la Sala Primera de lo Civil, de 8 de 
julio de 1988, LA LEY 76-1/1988, que en su FJ 4º precisó: “El último motivo achaca a la 
sentencia de instancia, con igual amparo procesal que los dos anteriores, infracción por 
inaplicación del art. 1105 CC, en relación con el art. 306 del Código de Comercio y la 
doctrina jurisprudencial que acota, debiendo decaer porque el caso fortuito, identificado 
con la fuerza mayor en el artículo primeramente citado, es todo suceso no culposo 
imposible de prever, o que previsto sea inevitable, y por tanto realizado sin culpa alguna 
del agente, por lo que el vínculo de causalidad se produce entre el acontecimiento y el 
daño, sin que en él intervenga como factor apreciable la actividad dolosa o culposa del 
agente, de forma que para que tal suceso origine exención de responsabilidad es necesario 
que sea imprevisible e inevitable”. En el caso enjuiciado, es obvio que la tormenta fue 
muy intensa, por lo que el hecho debe encuadrarse como de fuerza mayor, subsumible en 
el art. 1105 CC en el caso fortuito, ya que no consta acreditado que la bajante estuviera 
en mal estado, sino que el hecho se causó de forma exclusiva por la tormenta acaecida 
en dicho día, ni tampoco puede imputarse responsabilidad en el siniestro por el hecho de 
que la Comunidad no avisara a los propietarios de dicho piso, ya que es sobradamente 
conocido que en los edificios que se habitan solo en determinadas estaciones del año, 
la comunicación con los vecinos o propietarios de dichos edificios se suele producir en 
dichos períodos, pero, aun así, tampoco dicha omisión es causa determinante del hecho 
productor de los daños”.
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En cuanto a la prueba del caso fortuito y la fuerza mayor, la regla general es que 
corresponde al deudor que, alegando la existencia de estas causas, pretenda exonerarse 
del cumplimiento de la obligación. Es decir, que deberá ser el propio deudor quien haya 
de probar el efectivo acaecimiento de las circunstancias objetivamente insuperables a su 
capacidad de actuar. Esta carga de la prueba viene implícitamente prevista en el art. 1214 
con la expresión: “incumbe la prueba de la extinción de las obligaciones al que la opone” 
y permite realizar una interpretación extensiva del art. 1183 del CC: “Siempre que la cosa 
se hubiese perdido en poder del deudor, se presumirá que la pérdida ocurrió por su culpa 
y no por caso fortuito, salvo prueba en contrario”. 
Ahora bien, la exoneración de responsabilidad del deudor en los supuestos de 
concurrencia de caso fortuito o fuerza mayor, es una regla general que admite prueba 
en contrario. El referido art. 1105 CC explicita que no será de aplicación en los casos 
expresamente mencionados en la ley y cuando expresamente lo declare la obligación. 
De esta forma, el legislador permite que las partes puedan pactar la pervivencia de la 
responsabilidad del deudor en caso de incumplimiento, aunque este se deba a algún 
supuesto de caso fortuito o fuerza mayor y, por otra parte, establece determinados 
supuestos legales en los que el deudor no queda exonerado del incumplimiento.
Por otra parte, las partes de una obligación se encuentran legitimadas para pactar 
o estipular expresamente que el deudor responderá incluso cuando el incumplimiento sea 
inevitable, por existir un caso fortuito o fuerza mayor. La ausencia de imperatividad del art. 
1105 CC responde al principio de autonomía privada que rige en nuestro ordenamiento172.
También en la existencia de un modelo contractual típico, el contrato de seguro, 
cuya celebración orbita alrededor de la producción de un riesgo equivalente, en la inmensa 
mayoría de casos, al caso fortuito o fuerza mayor como origen del daño asegurado. 
No obstante, para que estas causas de exoneración de la responsabilidad resulten 
operativas, por aplicación extensiva del art. 1104.1 CC, el incumplimiento del deudor debe 
haberse producido incorporando a su conducta la diligencia debida, es decir, la ausencia 
de culpa, “la omisión de aquella diligencia que exija la naturaleza de la obligación y 
corresponda a las circunstancias de las personas, del tiempo y del lugar” señala la norma. 
Este aspecto es importante porque nuestro sistema legal sienta la presunción de culpa en 
el caso del incumplimiento de una obligación. 
Por tanto, y sin profundizar en esta materia, cabe señalar que el grado de diligencia 
exigible es múltiple y requiere una determinación ad hoc en cuanto a su aplicación a 
cualquier supuesto real, sin perjuicio de aplicar supletoriamente la diligencia del bonus 
172  GARCÍA GIL, F. J., “El contrato de seguro”, En  “Las pólizas de seguro”, Edición nº 1, LA LEY, 
Madrid., pág. 105.
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paterfamilias proclamada en el párrafo segundo del referido precepto. 
Retomando la citada Sentencia de la Sección 3ª de la AP de Tarragona, de 14 de enero de 
2005, en relación a la exigencia de la diligencia debida señala que: “A no ser que el agente demuestre 
haber procedido con la diligencia debida según las circunstancias de lugar y tiempo, demostración 
que no se logrará  con el mero cumplimiento de las disposiciones reglamentarias, ora exigiendo 
una diligencia específica más alta que la administrativamente reglamentada, entendiendo que 
la simple observancia de tales disposiciones no basta para exonerar de responsabilidad cuando 
las garantías para prever y evitar los daños previsibles y evitables no han ofrecido resultado 
positivo”, criterio jurisprudencial173 asentado en el que se advirtió con insistencia que el art. 1902 
CC descansa en un principio culpabilista, no es permitido desconocer que la diligencia requerida 
comprende, no solo las prevenciones y cuidados reglamentarios, sino además todas las que la 
prudencia imponga para prevenir el evento dañoso (STS de 6 de Mayo de 1983, 13 de Diciembre 
de 1983, 13 de Diciembre de 1984, 19 de Febrero de 1985 y 21 de Junio de 1985) con inversión 
de la carga probatoria operante en este ámbito y, por lo tanto, sentando la presunción de que ha 
concurrido conducta culposa en el agente, en tanto no se demuestre lo contrario y la aplicación, 
dentro de prudentes pautas, de la responsabilidad basada en el riesgo aunque sin erigirla en 
fundamento único de la obligación a resarcir, dado que jamás debe olvidarse el principio de 
responsabilidad por culpa conforme el art. 1104 CC, según declararon las Sentencias del TS174.
En conclusión, el caso fortuito y la fuerza mayor son las únicas excusas que el 
obligado a dar o a hacer algo en virtud de un contrato puede dar a la otra parte para justificar 
su incumplimiento o su cumplimiento defectuoso. No se le podrá exigir responsabilidad 
por los daños y perjuicios que su incumplimiento o cumplimiento defectuoso haya 
causado pues el derecho las considera excusas razonables. En concreto se trata de sucesos 
imprevisibles, o que aun siendo previsibles son inevitables. Para valorar si el suceso que 
ha afectado al cumplimiento de las obligaciones era imprevisible o inevitable, hay que 
tener en cuenta la diligencia exigible al obligado por razón de su profesión, conocimientos, 
experiencia… En la mayoría de los contratos se pacta expresamente mediante la inclusión 
de una cláusula, la responsabilidad del deudor en caso de incumplimiento de la obligación, 
incluyendo, en un sentido u otro, el caso fortuito o la fuerza mayor. 
173  Sentencias TS, de 20 de diciembre de 1982, 29 de marzo de 1983, 25 de abril de 1983, 27 de mayo de 
1983, 13 de diciembre de 1983, 9 de marzo de 1984, 21 de junio de 1985, 1 de octubre de 1985, 24 de enero 
de 1986, 31 de enero de 1986, 2 de abril de 1986, 19 de febrero de 1987  y 16 de octubre de 1989.
174  Sentencias TS, de 9 de marzo de 1984, 15 de febrero de 1985, 2 de abril de 1986, 24 de octubre de 
1987, 30 de mayo de 1988, 21 de julio de 1989, 16 de octubre de 1989, 12 de noviembre de 1989, 21 de 
noviembre de 1989, 13 de diciembre de 1990, 5 de febrero de 1991, 19 de junio de 1995, 4 de febrero de 
1997, 13 de febrero de 1997, 28 de abril de 1997 y 9 de junio de 1997, entre otras muchas.
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6. LOS DAÑOS PRODUCIDOS EN EL MARCO CONTRACTUAL LABORAL Y 
SU VALORACIÓN A EFECTOS INDEMNIZATORIOS
6.1. Los daños materiales y los daños morales
La distinción de los daños se realiza en función de dos grandes tipologías, la de los 
daños materiales y los daños morales. Mientras los primeros constituirían aquellos que 
se pueden calificar de patrimoniales, o que recaen sobre bienes materiales de cualquier 
tipo, sobre los segundos la doctrina científica mantienen posturas más cambiantes.  Los 
daños morales son aquellos que afectan a la persona en cualquiera de sus esferas que 
no sea la patrimonial, o como se ha venido estableciendo en general, todas aquellas 
manifestaciones psicológicas que padece o sufre el perjudicado o persona allegada al 
mismo por vínculos afectivos o parentales, por el acaecimiento de una conducta ilícita, 
y que por su naturaleza u ontología, no son traducibles en la esfera económica. En 
todo caso, a partir de esta definición general, la STS de la Sala 1ª, de 22 de febrero 
de 2001, núm. 139/2001, interpretó lo que se entiende por daño moral en dimensión 
negativa y en su vertiente positiva: respecto de la primera faceta, el TS entiende como 
daño moral toda aquella detracción que sufre el perjudicado damnificada y que supone 
una inmisión perturbadora de su personalidad que, por naturaleza, no cabe incluir “en los 
daños materiales porque estos son aprehensibles por su propia caracterización y, por lo 
tanto, traducibles en su “quantum económico”; tampoco pueden entenderse dentro de la 
categoría de los daños corporales, “porque estos por su propio carácter, son perfectamente 
sensibles, y también, por una técnica de acoplamiento sociocultural, traducibles en lo 
económico”; y finalmente, no puede ser objeto, dentro de la categoría de los perjuicios, 
el llamado daño emergente, o la privación al damnificado de posibilidades o ventajas que 
hubiera podido obtener en el caso de que no se hubiese producido el ilícito del que es 
autor el responsable.
Respecto de la perspectiva positiva del alcance del daño moral, el TS afirma que 
“por daños morales habrá de entenderse categorías anidadas en la esfera del intimismo 
de la persona, y que, por ontología, no es posible emerjan al exterior, aunque sea factible 
que, habida cuenta la ocurrencia de los hechos (en definitiva, la conducta ilícita del autor 
responsable) se puede captar la esencia de dicho daño moral, incluso, por el seguimiento 
empírico de las reacciones, voliciones, sentimientos o instintos que cualquier persona puede 
padecer al haber sido víctima de una conducta transgresora, fundamento posterior de su 
reclamación por daños morales175”. Dentro de esta idea, la STS, de 22 de febrero de 2001, 
entiende “toda la gama de sufrimientos y dolores físicos o psíquicos” que haya padecido 
la víctima a consecuencia del hecho ilícito, incluyendo la generación de componentes de 
desquiciamiento mental en aquella; también integra el daño moral “cualquier frustración, 
175  ÁLVAREZ ALONSO, D., “La indemnización por lesiones de derechos fundamentales en el ámbito laboral 
y la problemática de los “daños morales”, Relaciones Laborales, Nº 9, Sección Doctrina, 2014, pág. 89.
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quebranto o ruptura en los sentimientos, lazos o afectos, por naturaleza o sangre que 
se dan entre personas allegadas fundamentalmente por vínculos parentales”, cuando a 
consecuencia del hecho ilícito, se ve uno de ellos privado temporal o definitivamente de 
la presencia o convivencia con la persona directamente dañada por dicho ilícito, o por la 
situación deficitaria o de auténtica orfandad en que pueden quedar ciertas personas por 
las lesiones o por la muerte de sus parientes más cercanos, entendiendo que lo que se 
pretende conceptuar como “daño moral”, es el dolor inferido o el sufrimiento, tristeza, 
angustia o soledad padecida por las personas que ante ese hecho ilícito, se ven privadas 
de la vida de esos seres tan allegados y con lazos tan intensos176”.
La amplitud de estas consideraciones ha sido recogida por la jurisprudencia 
posterior, por cuanto ha llegado a considerar como daños morales, tanto los producidos en 
vulneración de derechos de la personalidad, como también los derivados de situaciones 
en las que hay un sufrimiento (o alteración anímica)177 pero no lesión de un derecho de la 
personalidad, si bien para discriminar los daños morales susceptibles de compensación de 
los que no lo son parece atender a los intereses vulnerados, a la causa de estos.
 6.2. Daños a efecto de indemnización
En relación a los daños a efectos de su indemnización, se ha de partir del tenor 
del art. 1106 CC conforme al cual, dicha indemnización comprende por una parte, “el 
valor de la pérdida que hayan sufrido”, (damnum emergens), incluyendo dentro de estos 
daños emergentes, tanto los valores patrimoniales que el perjudicado tenía en su haber, 
la previsión de efectos futuros de un daño presente, como los daños morales, dicho de 
otra forma, sin identificar a los daños emergentes como morales, se debe confirmar que 
en cuanto clase de daños a indemnizar, los emergentes abarcan los menoscabos de tipo 
material o patrimonial, como también de carácter moral; y por otra parte es indemnizable 
también la ganancia que haya dejado de obtener el acreedor como consecuencia del daño 
(lucrum cessans), lo que llevado al ámbito laboral supone calcular la diferencia entre 
las cantidades líquidas relativas a las rentas de trabajo que hubiera debido percibir si no 
hubiera habido el daño y los ingresos percibidos o debidos percibir por razón de este, a 
través del estudio de un método actuario.
En todo caso, la LRJS señala expresamente la producción de dichos daños en 
relación a varias situaciones que pueden afectar a los trabajadores: así, debe destacarse, la 
176  SEMPERE NAVARRO, A. V. y CAVAS MARTINEZ, F., op. cit., págs. 68 y 98 y ss.
177  Diversos autores han hablado acerca de daño moral como alteración anímica. En este sentido véase: 
MARTÍN CASAL, M. y SOLÉ FELIU, J., “Responsabilidad civil por anticoncepción fallida (wrongfal 
conception)”, Diario La Ley, 2001. Versión online. pág. 4.; SÁNCHEZ-CALERO ARRIBAS, B., “El 
consentimiento informado en el acto médico”, Revista Práctica de Derecho de Daños, nº 49, 2007, pág. 43 
y  BOTANA GARCÍA, G. A., “Condenado colegio por no impedir el acoso escolar a uno de sus alumnos”, 
Revista Práctica de Derecho de Daños, nº 69, 2009. pág. 16.
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decisión empresarial injustificada, resuelta así por sentencia, en supuestos de movilidad 
geográfica, modificaciones sustanciales de condiciones de trabajo, suspensión del 
contrato y reducción de jornada por causas económicas, técnicas, organizativas o de 
producción derivadas de fuerza mayor, en cuyo caso se repondrá al trabajador en sus 
condiciones anteriores de trabajo “así como al abono de los daños y perjuicios que la 
decisión empresarial hubiera podido ocasionar durante el tiempo en que ha producido 
efectos” (art.138); también en relación al ejercicio de los derechos de conciliación de 
la vida personal, familiar y laboral, reconocidos legal o convencionalmente. La LRJS 
dispone que en la demanda del derecho a la medida de conciliación podrá acumularse 
la acción de daños y perjuicios causados al trabajador (art. 139), exclusivamente por los 
derivados de la negativa del derecho o de la demora en la efectividad de la medida, de los 
que el empresario podrá exonerarse si hubiere dado cumplimiento, al menos provisional, 
a la medida propuesta por el trabajador; este procedimiento también resulta aplicable al 
ejercicio de los derechos de la trabajadora víctima de violencia de género establecidos en 
la ley a la reducción de la jornada de trabajo con disminución proporcional del salario y 
a la reordenación del tiempo de trabajo (art. 139.2), a través de la adaptación del horario, 
de la aplicación del horario flexible o de otras formas de ordenación del tiempo de trabajo 
que se utilicen en la empresa. Podrá acumularse a la referida demanda la acción de daños 
y perjuicios directamente causados a la trabajadora por la negativa o demora del derecho.
De acuerdo con el art. 1106 CC, el lucro cesante es la ganancia que ha dejado de 
obtener el acreedor como consecuencia del hecho del que se es responsable. El concepto 
de lucro cesante se refiere a una lesión patrimonial consistente en la pérdida de un 
incremento patrimonial neto que se haya dejado de obtener como consecuencia de un 
incumplimiento, ilícito o perjuicio ocasionado o imputado a un tercero. La jurisprudencia 
normalmente exige un rigor o criterio restrictivo en la valoración de la prueba de la 
existencia del lucro cesante y sobre todo en el quantum, pero debe acreditarse el nexo 
causal entre el acto ilícito y el beneficio dejado de percibir, lucro cesante, y la realidad de 
este. Será obligación del perjudicado normalmente el demandante, la carga de la prueba 
y si el caso se refiere a las ganancias dejadas de percibir por una empresa, será necesario 
acudir a los medios usuales de prueba como la contabilidad, declaraciones fiscales, etc., 
mediante un auditor/perito en la materia, que emitirá un informe que podrá acreditar por 
diversos medios técnicos el más que probable beneficio dejado de recibir, es decir, el 
quantum del lucro cesante.
La jurisprudencia, cuando se trata de la prueba del lucro cesante, viene haciendo 
invocaciones constantes al rigor o criterio restrictivo con el que se debe valorar la 
existencia del mismo178. No obstante, no faltan pronunciamientos en los que se afirma 
178  GARNICA MARTÍN, J. F., “La prueba del lucro cesante”, op. cit., Práctica de los Tribunales, nº 37, 
2007, LA LEY, págs. 5-24.
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que “lo verdaderamente cierto, más que rigor o criterio restrictivo, es que se ha de probar, 
como en todo caso debe probarse, el hecho con cuya base se reclama una indemnización, 
se ha de probar el nexo causal entre el acto ilícito y el beneficio dejado de percibir y 
la realidad de este, no con mayor rigor o criterio restrictivo que cualquier hecho que 
constituye la base de una pretensión”.
 La única diferencia que realmente existe entre la prueba del lucro cesante y la 
prueba de cualquier otro hecho constitutivo de una pretensión es que el lucro cesante no 
está referido a un hecho acontecido sino a un hecho que podría haber acontecido y que 
no se produjo. De ello se derivará una consecuencia esencial: el objeto de la prueba no 
podrá ser nunca de forma directa la propia ganancia frustrada, sino otros hechos que sean 
indicativos de que la misma se habría realmente producido.
Esa forma de probar está expresamente prevista por el legislador al regular las 
presunciones. En el art. 386.1 de la LEC, se dice que a partir de un hecho admitido o 
probado, el tribunal podrá presumir la certeza, a los efectos del proceso, de otro hecho, si 
entre el admitido o demostrado y el presunto existe un enlace preciso y directo según las 
reglas del criterio humano.
Por otra parte, también debe distinguirse entre los problemas que plantea la prueba 
de la existencia de la ganancia frustrada y los que plantea la prueba de su cuantía, que son 
muy diversos. En cuanto a la prueba de la ganancia en sí misma, el problema consiste en 
convencer al juez de su existencia, lo que puede ser sencillo cuando la propia naturaleza de 
las cosas la conlleve, o más complicado, cuando escape a los parámetros de normalidad. 
Así, en la propia naturaleza de las cosas está que el propietario y conductor de un auto-
taxi se va a ver privado de ganancias durante el tiempo en que resulte imposibilitado para 
conducirlo, particularmente en el caso de que el propio vehículo haya quedado dañado 
y deba permanecer en el taller para ser reparado, pero también cuando él personalmente 
resulte imposibilitado para su conducción. Por consiguiente, la prueba de la existencia de 
ganancias frustradas en estos casos es una prueba fácil: basta con acreditar que el dañado 
es el titular de un auto-taxi y que va a resultar impedido para ejercer su oficio o bien para 
utilizar el vehículo para tal fin. En cambio, para cuantificar el lucro los problemas son 
mucho mayores, porque su importe dependerá de muchas circunstancias distintas, como 
el número de horas que trabaje el taxista afectado o la posibilidad que haya tenido de ser 
sustituido en la conducción.
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6.3. La indemnización por daños
En cuanto a la indemnización, el art. 75.3 LRJS, establece que el perjudicado 
por daños en el ámbito laboral puede reclamar la oportuna indemnización “ante el 
juzgado o tribunal que estuviere conociendo o hubiere conocido el asunto principal”, 
debiendo seguirse a estos efectos, y de forma general, a través del proceso ordinario. En 
consecuencia, se consolida en el ámbito legal la doctrina ya fijada en el ámbito social de 
que la cantidad económica que compense el daño sufrido por la víctima del accidente ha 
de ser fijada por el Juez de lo Social, así por ejemplo lo expresó inicialmente la STS (Sala 
de lo Social), de 6 de octubre de 2003 (AS. 2004/1891), para la cual la determinación 
de la cuantía indemnizatoria es una competencia del Juez de Instancia, y únicamente 
es impugnable por vía de recurso extraordinario cuando exista error en las bases de 
determinación, ya que como dice la resolución “la apreciación del magistrado se revela 
insustituible, si no aparece una desproporción manifiesta y contraria a la dinámica actual 
de la sociedad, revelada por otros parámetros más o menos próximos o significativos”.
De hecho, esta doctrina judicial de atribuir la competencia para cuantificar los 
daños al Juzgador de Instancia, debiendo ser revisada si dicha cuantificación aparece 
como irrazonable o arbitraria, se ha visto consolidada por las STS de la Sala de lo Social, 
Sección 1ª, de 25 de enero de 2010, Recurso de Casación núm. 40/2009, RJ 2010/3125 
y STS, de 5 de febrero de 2013, RC. 89/2012, RJ 2013/3368, en materia de fijación 
de indemnizaciones en supuestos de derechos fundamentales, para las que “el órgano 
jurisdiccional, atendidas las circunstancias del caso, fijará el importe de la indemnización 
a su prudente arbitrio, sin que su decisión pueda ser revisada por el Tribunal que conozca 
del recurso, salvo que sea desproporcionado o irrazonable”.
Por último, hay que traer a colación la regulación del art. 191 LRJS, dedicado 
al Recurso de Suplicación, en el que la petición de indemnización de daños y perjuicios 
derivados de incumplimientos a los derechos de conciliación de la vida personal, 
familiar y laboral es un factor condicionante para la presentación del recurso, ya que 
dicho precepto prevé que no procede Recurso de Suplicación en los procesos relativos 
a los derechos de conciliación de la vida personal, familiar y laboral previstos en el art. 
139, salvo cuando se haya acumulado pretensión de resarcimiento de daños y perjuicios 
que por su cuantía pudiera dar lugar a Recurso de Suplicación179. Deberá entenderse 
que en suplicación también podrá revisarse si bien con los parámetros aportados por la 
jurisprudencia anteriormente.
179  LOUSADA AROCHENA, J. F., “Tres cuestiones prácticas sobre la suplicación: acumulaciones, 
cuantía litigiosa e impugnación”, op. cit., Revista Doctrinal Aranzadi, Social nº 1/2012, parte Cuestiones 
prácticas en Informes, Aranzadi, S.A.U., Cizur Menor, 2012, pág. 274.
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Establecidos los daños a efectos de su indemnización, el siguiente paso a realizar 
es su valoración a efectos económicos, que debe fijarse como al efecto destacaron 
inicialmente las STS, Sala de lo Social, de 17 de julio de 2007 (Recursos 4367/2005 y 
513/2006), “en atención a la fecha en que se cuantifica el daño, esto es al momento de 
dictarse la sentencia de instancia que lo reconoce, cuantifica y determina el deber de 
indemnizar, ya que, cualquier otra solución sería contraria a los intereses del perjudicado”. 
En todo caso, la anterior doctrina ha sido matizada: la Sentencia de la misma Sala 4ª, de 
fecha 30 de enero de 2008, (Recurso de Casación para la unificación de doctrina núm. 
414/2007) modifica el criterio de que el importe de la indemnización de daños y perjuicios 
debe fijarse atendiendo a la fecha en la que se cuantifica el daño que es el momento de 
dictarse la sentencia de instancia, y toma como referencia para concretar los importes el 
año en que las secuelas se consolidaron, de tal forma que el dies a quo (que se fija para la 
determinación de la mora) no es el de producción del siniestro, que no siempre coincide 
con el accidente, sino el día en que se concretó el resultado dañoso. Por tanto, si bien en 
el caso de muerte por accidente, el día suele ser la fecha del propio accidente, en el caso 
de secuelas, la fecha será el día en que se consolidaron por “alta por curación”. 
Para esta sentencia, la aplicación de valor de consolidación de las secuelas resulta 
más adecuado, la finalidad de la restitutio in integrum y al régimen jurídico de los intereses 
en el ordenamiento jurídico. En cuanto que con el abono de los intereses legales del art. 
1105 CC se está consiguiendo en igual o mejor medida la satisfacción de aquel interés y se 
cumplen mejor las exigencias del art. 1101 CC (de hecho, con la doctrina emanada de las 
STS, Sala de lo Civil, sección 1ª, núm. 835/2007, de 17 de julio de 2007, RJ 2007/5436, 
no se aplicaba a la indemnización acordada los intereses moratorios del art. 1105 CC, por 
cuanto que la indemnización se calculaba a la fecha de la sentencia).
En este sentido, cabe defender que la indemnización conducente a la reparación 
de daños y perjuicios, en cuanto tiene un carácter de deuda de valor, se determina con 
referencia no a la fecha en que se produzca la causa determinante del perjuicio, sino 
a la fecha en que recaiga en definitiva la condena a la reparación, o en su caso a la 
que se liquide su importe en el período de ejecución de sentencia; en este sentido, dejar 
limitados los módulos indemnizatorios a la fecha en que la causa generadora del perjuicio 
se desarrolle, o lo que es lo mismo, a cuando tuvo lugar el accidente, significaría causar 
un evidente perjuicio al accidentado, pues vería minorizado su patrimonio en incorrecta 
proporción.
Pese a la vigencia del principio de reparación íntegra del daño, la búsqueda de su 
valor objetivo tanto por la jurisdicción social como la civil, que asumía competencias en 
este ámbito, ha llevado a la utilización para la cuantificación de los daños alegados, si bien 
de modo orientativo, el sistema de baremación que rige los accidentes de circulación de 
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vehículos a motor180. Cabe recordar que la STS, Sala Cuarta de lo Social, de 2 de febrero 
de 1998, Rec. 124/1997, LA LEY 5853/1998, aplicó el baremo de accidentes de tráfico a 
efectos del cálculo de indemnizaciones derivadas de accidente de trabajo, y manifestó en 
este sentido en el momento de establecer el importe de la indemnización que “dentro de 
las evidentes dificultades de fijar una cuantía en concepto de indemnización por muerte, 
ha de hacerse teniendo en cuenta la naturaleza de los hechos, el grado de culpabilidad, 
la dependencia económica, las sumas ya percibidas (conceptos de pensión, recargo, 
mejoras voluntarias pactadas) y criterios que pueden servir de referencia (así, el anexo 
de la disposición adicional octava de la Ley 30/1995, de 9 noviembre, de Ordenación y 
Supervisión de los Seguros Privados)181”.
Del mismo modo, la STS, Sala de lo Social, de 17 de febrero de 1999, Recurso 
de Casación para la unificación de doctrina núm. 2085/1998, RJ 1999/2598, declaró en 
relación con la aplicación de los baremos legales de los accidentes de tráfico a los accidentes 
de trabajo que “a falta de norma legal expresa en materia laboral, la indemnización, 
en principio, alcanzará sin limitación los daños y perjuicios que como derivados del 
accidente de trabajo se acrediten, aunque para facilitar la prueba o para formar el criterio 
judicial valorativo los órganos judiciales puedan acudir analógicamente, como posibilita 
el art. 4.1 CC, a otras normas del ordenamiento jurídico que ante determinadas secuelas 
o daños establezcan unos módulos indemnizatorios”. En conclusión, a efectos del cálculo 
de indemnizaciones derivadas de accidente de trabajo es posible trasladar, como criterio 
orientador, el baremo aplicable a la siniestralidad derivada de la circulación de vehículos 
a motor, puesto que aunque dicho instrumento no sea de aplicación obligada en el ámbito 
laboral, tampoco puede considerarse prohibido por el ordenamiento jurídico que se acuda 
a él para valorar daños personales fuera de su objeto propio de aplicación. 
Por lo que hace referencia a las “indemnizaciones por muerte”, para la 
determinación de la cuantía se parte de la edad del fallecido y se concede la indemnización 
a los beneficiarios/perjudicados que la propia tabla normativa establece, en virtud 
de la relación de estos con la víctima. En este campo, se ha de comentar que la STC 
190/2005, de 7 de julio, número de recurso 4904/98, FJ 3º, ha conocido de una cuestión 
de inconstitucionalidad contra el art. 1.2 del RDL 8/2004, de 29 de octubre, por el que 
se aprueba el Texto Refundido de la Ley sobre Responsabilidad Civil y Seguro en la 
Circulación de Vehículos a Motor en relación con los puntos 1 y 4 del apartado primero 
del anexo y su tabla I, por excluir de la cualificación de “perjudicados” a los “hermanos 
180  GINÈS FABRELLAS, A., “Baremo de valoración del daño derivado de accidente de trabajo y enfermedad 
profesional. Ley de Jurisdicción Social y fin a la aplicación orientativa del baremo de circulación”, Revista 
Doctrinal Aranzadi, Social nº. 2/2012, parte Observatorio de Riesgos Laborales, Aranzadi, S.A.U., Cizur 
Menor, 2012, págs. 231-254.
181  Disposición derogada por el RDL 6/2004, de 29 de octubre, por el que se aprueba el Texto Refundido 
de la Ley de Ordenación y Supervisión de los Seguros Privados.
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mayores” de una víctima de accidente de trabajo que convive con sus ascendientes. El TC 
no estima que dicha exclusión vulnere el art. 9.3, 17, 24.1 o 117.3 de la CE, basándose, 
entre otras consideraciones, en que el legislador no los excluye directamente de la 
calificación de perjudicados, sino cuando la víctima convive con sus ascendientes y carece 
de cónyuge e hijos, razón atendible ya que “la concurrencia con unas u otras personas 
puede dar lugar a supuestos indemnizatorios diferenciados, dado que la limitación de 
las cantidades resarcitorias por víctima mortal en accidente de circulación constituye 
manifiestamente uno de los pilares del sistema regulado por la Ley sobre Responsabilidad 
Civil de Vehículos a Motor...”
Con respecto a las indemnizaciones básicas por lesiones permanentes y derivadas 
de incapacidad temporal, se ha de comentar que estas últimas, en la forma que aparecían 
recogidas tras la promulgación de la Ley 30/1995, fueron objeto de cuestionamiento 
ante el TC, quien en la ya comentada STC 181/2000, de 26 de junio, pese a validar de 
forma general el carácter tasado y vinculante de las indemnizaciones en el ámbito de los 
accidentes de tráfico, declaró no obstante, la inconstitucionalidad por vulneración de los 
arts. 9.3 y 24.1 CE de varios apartados de las tablas sobre lesiones temporales en relación 
a la forma limitada en la que se establecían los factores de corrección a tener en cuenta 
para la indemnización, en concreto, los perjuicios económicos sufridos por la víctima 
en función de sus ingresos, en cuanto que la toma en consideración de estos impedían 
que la pretensión resarcitoria de las víctimas o perjudicados pudiese ser efectivamente 
satisfecha en el oportuno proceso, cuando se acreditase que las pérdidas patrimoniales 
producidas como consecuencia de la lesión de los daños corporales padecidos fueran, en 
el caso concreto, superiores a las fijadas por el legislador182.
No obstante, la declaración de inconstitucionalidad de los factores de corrección 
recogidos en las tablas sobre indemnización por lesiones temporales no tenía un alcance 
general, en el sentido de que en ningún supuesto de accidente debían tomarse en 
consideración sino que el TC, FJ 1º, 2º y 3º,  restringe la ilicitud de los factores tomados 
en cuenta por la norma impugnada únicamente a aquellos supuestos en que el daño a las 
personas, dimanante de la incapacidad temporal, “tenga su causa exclusiva en una culpa 
relevante y, en su caso, judicialmente declarada, imputable al agente causante del daño”: 
como manifiesta el máximo intérprete constitucional, cuando se trata de resarcir daños 
ocasionados sin culpa, es decir, con base en responsabilidad civil objetiva o por riesgo, la 
indemnización por “perjuicios económicos”, operará como un auténtico y propio factor de 
corrección de la denominada “indemnización básica (incluidos daños morales), pero por 
el contrario, “cuando la culpa relevante y, en su caso, judicialmente declarada, sea la causa 
182  MAGRO SERVET, V., “Cuestiones prácticas sobre el baremo de circulación”. Esta doctrina forma 
parte del libro “Manual práctico sobre Derecho de la circulación y del seguro en la siniestralidad vial”, 
edición nº 1, LA LEY, Madrid, 2011, pág. 251.
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determinante del daño a reparar, los “perjuicios económicos” del mencionado apartado B) 
de la tabla V del Anexo, se hallan afectados por la inconstitucionalidad apreciada y, por 
lo tanto, la cuantificación de tales perjuicios económicos o ganancias dejadas de obtener 
(art. 1.2 de la Ley 30/1995) podrá ser establecida de manera independiente, y fijada con 
arreglo a lo que oportunamente se acredite en el correspondiente proceso”.
Así, el TC vino a reconocer un hueco (en el marco de los daños por Incapacidad 
Temporal, en adelante IT) en el que no era suficiente con que el órgano judicial con aplicar 
de forma mimética las indemnizaciones fijadas por el legislador, haciendo abstracción de 
la culpa del agente causante, sino que por el contrario, declaraba incompatibles con la 
Constitución la aplicación de baremos, útiles solo en relación con responsabilidades de 
tipo objetivo, pero insuficientes cuando se trata de indemnizar accidentes en los que haya 
intervenido culpa del sujeto responsable.
Conforme al art. 164.2 LGSS del RDL 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba 
el Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social (en adelante, TRLGSS), se 
establece que la responsabilidad en el pago del recargo no es asegurable, siendo nulo 
cualquier pacto o contrato que se realice para cubrirla, compensarla o transmitirla. Sin 
embargo, la redacción confusa del art. 15.5 LPRL ha planteado algunas dudas sobre 
si la cobertura del recargo es asegurable, al establecer que la empresa respecto de sus 
trabajadores podrá concertar operaciones de seguro que tengan como fin garantizar como 
ámbito de cobertura la previsión de riesgos derivados del trabajo. La prohibición legal 
de aseguramiento del recargo es coherente con la función preventiva, no exclusivamente 
reparadora, conferida por el Sistema Jurídico a esta institución. Es coherente, sin duda, 
con su naturaleza especialmente sancionadora, siendo así que la responsabilidad del pago 
se imputa directamente al empresario infractor y no podrá ser objeto de aseguramiento de 
ningún tipo, siendo nulo de pleno derecho cualquier pacto o contrato que se realice para 
cubrirla, compensarla o transmitirla. 
7.  DAÑOS PUNITIVOS
 Por daños punitivos se concibe el mecanismo por el cual se condena a pagar una 
indemnización, que busca reparar la violación a los derechos constitucionales de los 
ciudadanos. Son las sumas de dinero que los tribunales requieren pagar con el fin no de 
indemnización compensatoria, sino como una sanción con fines ejemplarizantes. Se ha 
entendido como una forma de pena privada, donde el beneficiario de esas sumas de dinero 
es la víctima del daño causado, lo cual hace de este un sistema tan particular y criticado. 
Su naturaleza jurídica es complicada de entender con las categorías propias de 
nuestro sistema, pues son un híbrido de responsabilidad civil y derecho sancionador: 
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se dan supuestos de responsabilidad civil en los que se concede una cantidad muy por 
encima de la indemnización que cobra la víctima, como si esta se pudiera quedar con una 
multa sancionadora que se impone al agresor. En nuestro sistema la indemnización tiene 
como objeto dejar indemne a la víctima, no que se lucre del daño obteniendo más de lo 
que ha sufrido. 
El propósito general de las acciones indemnizatorias sobre los daños punitivos 
está encaminado a reparar el perjuicio causado al demandante, pero además, el daño 
punitivo tiene como propósito castigar a quien produce un mal y disuadir tanto al causante 
del perjuicio como a otros posibles infractores de repetir la misma acción dañina, es 
decir, el daño punitivo se toma más como una sanción que como una indemnización al 
considerarse que no le es necesario a la víctima demostrar un daño causado para poder 
obtener una indemnización por daño punitivo183. Como finalidades del daño punitivo se 
pueden enumerar las siguientes: 
•	 Se busca sancionar al trasgresor. Con la pena se quiere mostrar un reproche 
social a lo ilícito. Es un mecanismo indirecto de salvaguardar la paz social.
•	 Prevención. Se busca disuadir a otros posibles transgresores, con la generación 
de un temor a la sanción, pues de esa forma se mantiene el orden.
•	 Restablecer el equilibrio emocional de la víctima.
Los daños punitivos no son un derecho de obligatorio reconocimiento por parte 
del juez, sin importar que tan reprochable sea la conducta, por lo tanto, la víctima debe 
incluirlo de forma expresa en sus pretensiones, para que la entidad encargada de determinar 
los hechos y el jurado analicen la posibilidad de aceptar esa pretensión.
En nuestro sistema han sido expresamente rechazados por ejemplo en las STS 
de 19, de diciembre de 2005, la Sentencia Audiencia Provincial (SAP) de Barcelona, 
de 21 de mayo de 2001, SAP de Cádiz, de 14 de junio 2003. La indemnización solo 
pretende dejar indemne a la víctima y no tiene carácter ejemplarizante. En el caso de 
responsabilidad civil derivada de delito podría dar lugar a bis in ídem, como ha señalado 
la SAP de Madrid de 27 de octubre.
Por su parte la SAP de Madrid de 17, de febrero de 2000, [ARP 2000, 1471] FJ 4º: 
“hay que partir del ideal del resarcimiento íntegro del daño causado injustificadamente. Se 
compensan o reparan los daños y perjuicios efectivamente producidos. El Derecho Español 
de Daños no incluye, por regla general, la idea de agravación para convertir el sistema 
resarcitorio en sistema punitivo (punitive damages). No es conforme con la ley sobrevalorar 
las consecuencias perjudiciales del hecho dañoso para que la indemnización que se fije, que 
183 SALAS CLAVER, J., “Daños punitivos: la pregunta es para cuándo”, Práctica derecho daños: Revista 
de Responsabilidad Civil y Seguros, nº 55, 2007, pág. 6.
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entrañará no solo el restablecimiento de equilibrio anterior roto y la reparación del daño 
causado, sino un enriquecimiento adicional, y, en esa medida, objetivamente injustificado 
de la víctima, funcione como una suerte de pena privada. Un exceso en la cuantificación 
del resarcimiento solo podrá fundamentarse racionalmente cuando las circunstancias de la 
producción del daño impliquen una humillación especial de la persona lesionada, a compensar 
como un epígrafe independiente de daño moral, pero, en este caso, no se encuentran motivos 
para llegar a esa conclusión justificante de un complemento indemnizatorio”.
Por su parte el art. 164.1 del RDL 8/2015, de 30 de octubre, señala que: “Todas 
las prestaciones económicas que tengan su causa en accidente de trabajo o enfermedad 
profesional se aumentarán, según la gravedad de la falta, de un 30 a un 50 por ciento, cuando 
la lesión se produzca por equipos de trabajo o en instalaciones, centros o lugares de trabajo 
que carezcan de los medios de protección reglamentarios, los tengan inutilizados o en 
malas condiciones, o cuando no se hayan observado las medidas generales o particulares 
de seguridad y salud en el trabajo, o las de adecuación personal a cada trabajo, habida 
cuenta de sus características y de la edad, sexo y demás condiciones del trabajador. (…)”
Como puede apreciarse, se trata de un recargo de prestaciones que recibe la 
víctima cuando se transgreden además precauciones reglamentarias y no en función del 
efectivo daño causado. Por eso es algo muy parecido a los daños punitivos, aunque sí está 
“tipificado” cuándo se concederá el recargo y este está “tarificado”, pues se aumentara 
únicamente de un 30% al 50%.
Otra consecuencia de esta diferente naturaleza es que estos recargos son totalmente 
independientes a las cantidades indemnizatorias que tienen relación entre sí: si algo ya 
ha sido reparado por la Seguridad Social, la víctima no puede pedirlo en vía civil. Sin 
embargo, lo que estamos viendo, como no indemniza nada, no puede “compensar” una 
indemnización civil menor.
El art. 10.101 de los Principios de Derecho Europeo de la Responsabilidad Civil184 
señala: “Naturaleza y objeto de la indemnización. La indemnización es un pago en dinero 
para compensar a la víctima, es decir, para restablecerla, en la medida en que el dinero 
pueda hacerlo, en la posición que hubiera tenido si el ilícito por el que reclama no se 
hubiera producido. La indemnización también contribuye a la finalidad de prevenir el 
daño”. Observando el inciso final y la finalidad preventiva, parece estar muy próximo al 
fundamento de los punitive damages. 
La responsabilidad por daños que tiende a relativizar la diferencia entre 
responsabilidad contractual y extracontractual y se avanza a nivel judicial en la unidad 
184  En inglés se denominan Principles of Eurpean Tort Law, de forma abreviada PETL.
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de la culpa civil y en la objetivación de la responsabilidad está presidida por dos criterios 
fundamentales, el de reparación integral y el de prohibición de enriquecimiento y se dirige 
a la satisfacción de los daños y perjuicios realmente sufridos (y probados) por la víctima. 
La tradicional separación entre las funciones asignadas al Derecho Civil (reparación, 
compensación) y al Penal (prevención), empieza a difuminarse en los últimos tiempos al 
discutirse, desde la óptica civilista, si el Derecho privado y, especialmente, el Derecho de 
daños, no posee también una función preventiva185. 
El derecho de daños puede cumplir sus funciones compensatoria y preventiva, de tal 
forma que el principio de prevención se integraría en el de compensación. Así, habría de 
distinguirse entre la función preventiva del derecho de daños y la adopción, en un procedimiento 
civil, de medidas sancionadoras, pues la primera no es incompatible con la compensación de 
daños sino que, muy al contrario, coadyuva con ella. Se plantean dudas puesto que una cosa es 
que, en la práctica, la indemnización o compensación económica tenga un efecto preventivo y, 
otra bien distinta es que esta sea una función normativa del Derecho Civil. 
No se ha producido un radical viraje de las funciones de la  responsabilidad civil 
hacia otras que son propias de Derecho Penal y del Derecho Administrativo. No obstante, 
al margen de opiniones doctrinales, en el Proyecto de Codificación Europea en materia de 
responsabilidad civil186 se indica que la indemnización también contribuye a la finalidad 
de prevenir el daño. En el ámbito específico del contrato de trabajo, nos situamos ante 
un contrato de tracto sucesivo que, con carácter general, las partes están interesadas en 
mantener, especialmente el trabajador. Con lo que aquí, las eventuales indemnizaciones por 
vulneraciones de derechos fundamentales cumplen una función clave en la reintegración 
de un derecho en un contexto de dependencia y sometimiento al poder de dirección en el 
que aquellos son objeto de modulación.
La continuidad en la prestación de servicios hace que sea importante tener en cuenta 
la función preventiva o disuasoria de la indemnización para evitar nuevas vulneraciones 
de derechos de ese trabajador o de otros de la plantilla. En los supuestos de acoso ya se 
planteó la exigibilidad de una función adicional de la indemnización por daños derivados 
del acoso, al objeto no solo de realizar más efectivamente el principio constitucional del 
resarcimiento íntegrum de la víctima, sino de conseguir un efecto preventivo, tanto en 
atención a la ejemplaridad de la retribución económica por el comportamiento ilícito, 
185  En esta línea, PANTALEÓN PRIETO, F., “Artículo 1902”, en AA VV, Comentario al Código Civil, 
Secretaría General Técnica, Centro de Publicaciones, Madrid, 1991, págs. 1971 y ss.
186  INFANTINO, M., “¿Hacia un derecho europeo de la responsabilidad civil? Los proyectos, los 
métodos, las perspectivas”, artículo inicialmente publicado en la Rivista critica di diritto privato, 4, 2010, 
págs. 273-312. Título original: “Verso un diritto europeo della responsabilité civile? I progetti, i metodi, le 
prospettive”, Revista de Derecho Privado, nº 26, 2014, Documento en formato electrónico recuperado de: 
http://revistas.uexternado.edu.co/index.php/derpri/article/view/3807/4045
Última vez consultado, el 10 de octubre de 2016.
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cuanto a su mayor eficacia desincentivadora de comportamientos de esta naturaleza.
Se trata ahora de reflexionar sobre la posibilidad de aplicación de los daños punitivos 
en nuestro derecho de daños. Los punitive damages cumplen una finalidad ejemplarizante 
y disuasoria a través de una medida de carácter sancionatorio o punitivo consistente en 
elevar cuantiosamente las indemnizaciones que ha de pagar el causante del daño, como 
consecuencia del carácter especialmente reprobable de la conducta realizada y de haberse 
lucrado de ella. Se valora, de ordinario, la gravedad de la conducta y las circunstancias del 
caso. También se califican como indemnizaciones punitivas o indemnizaciones ejemplares 
y son de naturaleza penal o podríamos decir que desempeñan una función penal. 
Estamos ante un fenómeno de naturaleza inequívocamente sancionadora, cuyos 
fines son ampliamente coincidentes con los característicos tanto del Derecho Penal como 
del Derecho Administrativo Sancionador. No obstante, la falta de claridad en cuanto a 
su naturaleza puede haber influido en la exigencia de un nivel de garantías en múltiples 
aspectos inferior al característico del Derecho Penal. 
Sin embargo, si aceptamos esa naturaleza punitiva, ningún sentido tiene que mediante 
su atribución competencial a los tribunales de otro orden, como el civil, se sorteasen las 
garantías que deben acompañar todo acto sancionador del Estado. No cabe mantener que 
constituyen una excepción al monopolio punitivo del Estado, en la medida en que son 
impuestos por este, a favor de un tercero. El nivel de garantías habría de ser, en definitiva, 
próximo al del Derecho Penal. Nos debemos plantear la cuestión de si el hecho de que los 
daños punitivos los imponga un tribunal civil, deja sin efecto la necesidad de garantías 
típicas del Derecho Sancionador. La respuesta es que no necesariamente, de la misma forma 
que nadie cuestiona que la indemnización civil fijada por un juez penal (derivada de delito) 
pierda su naturaleza civil, o que las indemnizaciones civiles derivadas de la violación de 
derechos fundamentales determinadas por jueces laborales pierdan aquel carácter.
Centrándonos ahora en el contrato de trabajo, a la vista de lo dispuesto en el art. 
183.2 LRJS (contribución de la indemnización “a la finalidad de prevenir el daño”) y el 
art. 10 de la Ley Orgánica 3/2007, de 22 de marzo, para la Igualdad Efectiva de Mujeres 
y Hombres, en adelante LOIMH, (“reparaciones o indemnizaciones, reales, efectivas y 
proporcionadas al perjuicio sufrido, así como, en su caso, a través de un sistema eficaz 
de sanciones que prevenga la realización de conductas discriminatorias”), podríamos 
plantearnos si se estaría dando entrada a los daños punitivos en nuestro sistema. 
Entendemos que no pues, tales referencias legales, no son de la entidad suficiente como 
para salvar las exigencias de legalidad de cualquier manifestación sancionadora. Ahora 
bien, de la literalidad del art. 183.2 LRJS, la propia ley procesal laboral evidencia que la 
indemnización civil tiene también ese matiz preventivo que disuade el incumplimiento, 
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de tal forma que resulte menos rentable vulnerar un derecho fundamental que cumplir la 
ley por las consecuencias económicas que ello puede generar187. 
Por otro lado, el marco normativo procesal absorbe la triple dimensión material, 
moral y punitiva de la reparación del daño por vulneración de derechos fundamentales 
pero, siguiendo a ALFONSO MELLADO188: “es preciso mantener una posición más 
coherente con los principios y estructura del derecho de daños y con las garantías 
que requiere cualquier manifestación de derecho sancionador: la indemnización por 
vulneración de derechos fundamentales inespecíficos en el contrato de trabajo ha de 
ser efectiva y proporcionada e integrar compensación por daños patrimoniales (daño 
emergente y lucro cesante) y por daños extrapatrimoniales (daños morales), ámbito en 
el que el juez se movería con límites menos rígidos. La indemnización, en todo caso, 
cumpliría una finalidad resarcitoria-compensadora y atendería a tres objetivos: procurar 
la satisfacción del perjudicado, actuar como medida disuasoria y preventiva de ulteriores 
comportamientos dañosos por parte del infractor y ejemplarizar para la sociedad que es 
testigo de las consecuencias de un actuar ilícito”.
Ello se acompañaría, en el ámbito laboral (a diferencia de lo que ocurre en el ámbito 
civil) y en supuestos especialmente graves y reprobables, de sanciones que cumplirían el 
fin punitivo con todas las garantías del derecho sancionador. Así, en esta materia, la sanción 
ya está prevista en el TRLISOS, otra cosa será la oportunidad de intensificar la actuación 
inspectora en este campo y de incrementar la cuantía de las sanciones impuestas, dentro de la 
legalidad. En definitiva, una cosa es que lo punitivo sea preventivo-disuasorio (que siempre 
lo será) y, otra, que todo lo disuasorio-preventivo sea punitivo, que puede serlo o no. 
En la indemnización por daños y perjuicios, derivados de la vulneración de derechos 
fundamentales, hay un claro componente de reproche social ante este tipo de conductas 
especialmente reprobables pero ante él reacciona el ordenamiento por la vía del Derecho 
Administrativo sancionador que es punitivo, preventivo y disuasorio. La reacción social 
ante aquellos comportamientos beneficia, también, a toda la sociedad como destinataria 
del importe pecuniario de sanción impuesta. Pero, en la estricta dimensión contractual, 
nos movemos en los márgenes del Derecho de daños por mucho que defendamos criterios 
específicos o nuevos parámetros de aplicación de la responsabilidad civil en el ámbito 
laboral. También, el actual art. 9.2.d) de la LO 1/1982 (y, previamente el derogado art. 
9.3 del mismo cuerpo legal) que, en el contexto de la protección civil del derecho al 
honor, a la intimidad personal y familiar y a la propia imagen, dispone: “La tutela judicial 
comprenderá la apropiación por el perjudicado del lucro obtenido con la intromisión 
ilegítima en sus derechos”.
187  ALFONSO MELLADO, C, L., “La responsabilidad civil por daños en las relaciones colectivas de 
trabajo”, op. cit., Estudios de la Fundación 1 de Mayo, nº 63, 2013, págs. 24 y ss.
188   ALFONSO MELLADO, C, L. op. cit., pág.25.
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8. PROCEDIMIENTO CIVIL, JURISDICCIÓN Y ACCIONES DERIVADAS DEL 
ACCIDENTE DE TRABAJO
 Si las reglas de la responsabilidad civil obligan a reparar íntegramente el daño 
causado, el mundo de los accidentes de trabajo y de las enfermedades profesionales 
cuenta con una normativa que asigna a cada tipo de daño una suma de dinero uniforme 
y de cuantía idéntica para todas las víctimas. Es este, un ámbito en el que la Seguridad 
Social atribuye una cantidad fija a cada tipo de lesión.
Lo mismo da que para una víctima concreta la lesión suponga mayor quebranto 
que para otra: aunque la pérdida del brazo implique mayor daño para un tenista profesional 
que para el gerente de una piscifactoría, o aunque la situación de la muerte del trabajador 
que deja viuda e hijos no sea la misma que la del que muere soltero y sin descendencia, 
el sistema de la Seguridad Social no discrimina las peculiaridades de cada caso concreto 
y sus prestaciones actúan de manera automática.
Pero la percepción de estas prestaciones legales no impide que se puedan obtener 
otras indemnizaciones. Así, si un trabajador es atropellado camino del trabajo por un 
vehículo de motor, la Seguridad Social considera el hecho como accidente de trabajo 
(actualmente el art. 156.2.a) Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social 
(TRLGSS), y tendrá derecho a la suma correspondiente. Pero, además, la víctima podrá 
obtener la indemnización del causante del daño o de la compañía aseguradora de este. 
Y lo mismo diremos si el accidente de trabajo se sufre como consecuencia de la falta 
de medidas de seguridad del propio empresario. Una cosa es, pues, la responsabilidad 
laboral, que obliga al empresario a través de la Seguridad Social, y cuya suma se obtiene 
por el mero hecho de ser quien la solicita un trabajador accidentado (por causa propia, 
del empresario o de un tercero) y otra, bien distinta, la responsabilidad civil, que obliga 
al causante del daño (ya sea, repito, el empresario o un tercero) a repararlo, y para cuya 
exigencia hay que demostrar la concurrencia de los elementos de la responsabilidad. 
Pero el problema consiste en determinar hasta dónde llega esa compatibilidad, 
pues de entrada adelanto que el que exista una concurrencia de indemnizaciones 
complementarias basada en la inicial diversidad de la causa de pedir no puede determinar 
que se obtenga una duplicidad indemnizatoria, pero tampoco que se compense 
directamente una indemnización con otra, pues debemos estar al concepto en que se 
abona cada indemnización, para compensar conceptos homogéneos, es decir, que no se 
puede compensar una indemnización por daño moral con otra indemnización recibida en 
concepto de daño patrimonial.
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Como dice YZQUIERDO TOLSADA189, a la viciosa forma que tiene nuestro 
sistema de configurar el auxilio al trabajador accidentado con los moldes propios de las 
necesidades o coberturas abstractas, hay que añadir el conflicto de jurisdicciones. Ello 
determina que constantemente estemos leyendo sentencias sobre responsabilidad civil del 
empresario por accidentes de trabajo, que lo mismo proceden de la Sala de lo Civil que 
de la de lo Social. Pero si en la jurisdicción civil lo normal es que se hable, sin precisar, 
de esa plena compatibilidad de indemnizaciones, ya se advierte un criterio distinto y más 
correcto en la jurisdicción social. Así, la STS (Sala 4ª), de 10 diciembre de 1998 (RJ 
10501), establece que si el Derecho ha de ser interpretado como un todo armónico, en el 
que los distintos órdenes jurisdiccionales no pueden ser concebidos como compartimentos 
estancos independientes entre sí, el quantum indemnizatorio ha de ser único: “(...) 
no puede decirse que estemos en presencia de dos vías de reclamación compatibles y 
complementarias y al mismo tiempo independientes, en el sentido de ser autónomas para 
fijar el importe de la indemnización, sin tener en cuenta lo que ya se hubiera recibido con 
esa misma finalidad de resarcir el perjuicio, pues estamos ante formas de resolver la única 
pretensión indemnizatoria, aunque tenga lugar ante vías jurisdiccionales o procedimientos 
diversos que han de ser estimadas formando parte de un total indemnizatorio”.
  La STS, excepcional en la Sala 1ª, de 31 mayo de 1985 (EDE 7393), entendió que 
debía deducirse el 75% de los salarios que el accidentado había dejado de percibir durante 
sus dos años de convalecencia, y que constituía una cantidad debidamente cubierta por 
la Seguridad Social. La sentencia distingue muy bien entre las cantidades perfectamente 
cuantificables y las correspondientes a perjuicios de imposible valoración en términos de 
equivalencia: la doctrina de la compatibilidad se circunscribe a los “perjuicios genéricos, que 
no tienen un módulo cuantitativo prefijado, como son los daños morales, valoración derivada 
de pérdida de la vida o incapacidad, secuencias indemnizatorias compatibles en lo laboral 
y lo civil, y que no devengan del mero accidente laboral surgido en el normal desarrollo 
del trabajo, pero no tiene adecuada aplicación al supuesto, ahora producido, de perjuicios 
específicos, como es la falta de percepción de salario, pues que el mismo queda reparado por 
el hecho de percepción, cualquiera que sea su origen, de la cantidad correspondiente por ese 
específico perjuicio, toda vez que (...) no puede entenderse perjudicado el que ha percibido 
lo que le correspondía percibir en la actividad laboral durante el período de tiempo que no 
ha podido desempeñarlo, y el hacerlo significaría un enriquecimiento injusto por parte del 
perceptor, que vería indebidamente incrementado su patrimonio por duplicidad en su causa 
perceptora”. Con posterioridad, la STS (Sala 4ª), de 17 febrero de 1999 (RJ 2598), para 
un caso en el que el trabajador había perdido la visión de un ojo por saltarle una esquirla 
metálica, también entendió que “deben detraerse o computarse las prestaciones reconocidas 
en base a la normativa protectora de la Seguridad Social.” 
189  YZQUIERDO TOLSADA, M., “La responsabilidad civil de los empresarios en los accidentes laborales”, VI 
Congreso de Derecho de Seguro y Responsabilidad Civil celebrado en Cádiz en Junio de 2002. pág. 64.
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8.1. Jurisdicción competente
 Será competente para enjuiciar las controversias entre empresario y trabajador 
con motivo de la relación laboral la jurisdicción social. Se concentra en el orden social, 
por su mayor especialización, el conocimiento de todas aquellas materias que, de 
forma directa o por esencial conexión, puedan calificarse como sociales. Los órganos 
jurisdiccionales del orden social conocerán de las cuestiones litigiosas que se promuevan:
a) Entre empresarios y trabajadores como consecuencia del contrato de trabajo y 
del contrato de puesta a disposición, y en el ejercicio de los demás derechos y 
obligaciones en el ámbito de la relación de trabajo.
b) En relación con las acciones que puedan ejercitar los trabajadores o sus causahabientes 
contra el empresario o contra aquellos a quienes se les atribuya legal, convencional 
o contractualmente responsabilidad, por los daños originados en el ámbito de la 
prestación de servicios o que tengan su causa en accidentes de trabajo o enfermedades 
profesionales, incluida la acción directa contra la aseguradora y sin perjuicio de la 
acción de repetición que pudiera corresponder ante el orden competente.
c) Para garantizar el cumplimiento de las obligaciones legales y convencionales en 
materia de prevención de riesgos laborales, tanto frente al empresario como frente 
a otros sujetos obligados legal o convencionalmente, así como para conocer de la 
impugnación de las actuaciones de las Administraciones Públicas en dicha materia 
respecto de todos sus empleados, bien sean estos funcionarios, personal estatutario 
de los servicios de salud o personal laboral, que podrán ejercer sus acciones, a estos 
fines, en igualdad de condiciones con los trabajadores por cuenta ajena, incluida la 
reclamación de responsabilidad derivada de los daños sufridos como consecuencia 
del incumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales que forma 
parte de la relación funcionarial, estatutaria o laboral.
 La jurisdicción civil se ampara en una responsabilidad extracontractual190, 
preceptuada en el art. 1903 CC, al establecer que los dueños o directores de un 
establecimiento o empresa son responsables respecto de los perjuicios causados por sus 
dependientes en el servicio de los ramos en que los tuvieran empleados, o con ocasión de 
sus funciones. Como puede observarse se trata de una responsabilidad extracontractual, 
en la cual impera la solidaridad y no la subsidiariedad; en este caso no se está ante un 
criterio de responsabilidad objetiva pura, en vista que siempre sería de aplicación la 
culpa exclusiva de la víctima o concurrencia de culpas que en todo caso aminorarían 
190  RIVAS VALLEJO, P., “Responsabilidad penal, civil y en materia de seguridad social”, en AA VV, 
Manual de prevención de riesgos laborales, seguridad, higiene y salud en el trabajo, Atelier, Barcelona, 
2012, pág. 358. 
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el quantum indemnizatorio en función de la culpa y en proporción a la misma. Hay que 
recordar que la jurisprudencia tiende a objetivar la culpa, pero existen sentencias que 
entienden que es posible que se produzca  una yuxtaposición de culpas y que se den 
ambas responsabilidades, contractual y extracontractual, e incluso que la víctima opte por 
una u otra o por las dos a la vez.
 La Sala Primera de lo Civil del TS es del criterio que tiene la competencia 
en los accidentes de trabajo por el carácter residual y extensivo de la responsabilidad 
extracontractual, dado que el art. 9.2 de la LOPJ191, dispone que “los Tribunales y Juzgados 
del orden civil conocerán, además de las materias que les son propias, de todas aquellas 
que no estén atribuidas a otro orden jurisdiccional”. Por tanto, esta jurisdicción es la 
competente para conocer las acciones en que se ejercite la responsabilidad aquiliana, 
independientemente de que el daño se haya producido durante el tiempo de la prestación 
laboral, siempre que los hechos no se originen dentro de lo pactado en el contrato de 
trabajo.
La determinación de la jurisdicción para conocer este tipo de procedimientos 
suele ser controvertida, ya  que  en ocasiones se rige a través de la jurisdicción social 
y otros por la civil.  Respecto al plazo para ejercitar la acción, se debe atender al plazo 
general, el cual se determina en un año transcurrido desde que se pudo ejercitar la acción, 
esto es generalmente desde que en cuanto al régimen de compatibilidad entre las distintas 
responsabilidades192.
Cuando los hechos son imputables a un empleado del empresario, este será 
responsable en virtud de lo dispuesto en el art. 1903, párrafo 4° (lo son igualmente 
[responsables] los dueños o directores de un establecimiento o empresa respecto de los 
perjuicios causados por sus dependientes en el servicio de los ramos en que los tuvieran 
empleados, o con ocasión de sus funciones). Este supuesto constituye uno de los casos 
de la denominada responsabilidad indirecta o por hechos ajenos, frente a la directa o por 
hechos propios, a la que hemos hecho referencia en el párrafo anterior. Finalmente, el art. 
1904 regula en su párrafo 1° la acción de repetición del empresario contra el dependiente 
responsable del accidente (el que paga el daño causado por sus dependientes puede repetir 
de estos lo que hubiese satisfecho).
191  SSTS de 21 de marzo de 1997, 13 de julio de 1999, 4 de marzo de 2002 y 18 de abril de 2006.
192 Dentro de la ejecución de la acción, debemos recordar que podemos encontrarnos ante una serie de 
compatibilidades e incompatibilidades. En este caso, debemos recordar que la responsabilidad civil es 
compatible con el resto de responsabilidades, tales como la penal y/o administrativo, con el recargo de las 
prestaciones y la responsabilidad de la entidad gestora o del empresario en materia de Seguridad Social; 
Encontramos una incompatibilidad entre las responsabilidades administrativas y penales en atención al 
principio non bis in ídem; Respecto al recargo de prestaciones por falta de medidas de seguridad del artículo 
164 TRLGSS, son compatibles la responsabilidad penal y/o administrativa; finalmente, respecto a la 
responsabilidad exigida al empresario de conformidad con las normas de Seguridad Social, son compatibles 
la responsabilidad penal y/o administrativa. 
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Por lo que se refiere a la Sala Primera del Tribunal Supremo, desde 1998 hasta 
la Sentencia de 15 de enero de 2008193, la mayoría de sus resoluciones establecían la 
competencia de la Jurisdicción Civil cuando la reclamación resarcitoria por accidente de 
trabajo se fundamentaba en la responsabilidad extracontractual, criterio que se aplicaba tanto 
a las demandas frente al empresario como a aquellas en que había otros codemandados194.
Pese al nexo contractual laboral presente entre empresario y trabajador, entendían 
estas resoluciones que la responsabilidad civil derivada de siniestros laborales podía 
encuadrarse en la de carácter extracontractual, por tratarse de hechos acaecidos fuera de la 
órbita del contrato de trabajo, siempre que no se denunciase el incumplimiento de normas 
laborales. Al contrario, se declaraba incompetente el orden civil cuando se accionaba frente 
al empresario con base en la responsabilidad de tipo contractual. La Ley predetermina el 
contenido obligacional del contrato de trabajo, y la obligación de seguridad pertenece al 
ámbito estricto del contrato de trabajo, cuando lo establece el art. 14 LPRL: se trata de una 
obligación general de diligencia incorporada por ley al contrato de trabajo, en consecuencia 
“las reclamaciones por responsabilidad del empresario que sean consecuencia del 
incumplimiento del contrato de trabajo deben ser competencia de la jurisdicción social”. 
La sentencia parece optar por el criterio de la preferencia de la responsabilidad contractual 
y el carácter residual de la jurisdicción civil para entender de estos asuntos. 
Con posterioridad a tales pronunciamientos, hubo un cambio en la doctrina de la 
Sala Civil del TS, en la cual manifiesta que se sigue amparando en la culpa extracontractual 
para entender de supuestos propiamente laborales. Así, la STS, de 15 de enero de 2008 
y la STS de 3 de julio de 2008,  por accidente de trabajo derivado de falta de adopción 
de medidas adecuadas en supuesto de trabajador cedido por una ETT, consideraban que, 
cuando se demande, junto con el empresario a otros sujetos como posibles agentes del 
daño, con los que el  trabajador no se encontraba vinculado contractualmente, el orden 
competente para conocer de todas las responsabilidades, incluida la del empresario, será la 
civil (vis atractiva o competencia residual de la jurisdicción civil). Teniendo en cuenta el 
importante grado de externalización de las actividades productivas (incluso las preventivas) 
la sentencia lo que permite es un amplio margen de jurisdicciones, para ir a la vía civil 
simplemente debe demandarse junto al empresario a un tercero ajeno a la relación laboral. 
Como ya hemos dicho anteriormente, a principios de 2008 tiene lugar un giro 
jurisprudencial que supone un gran avance hacia la superación de las discrepancias entre 
las Salas de lo Civil y de lo Social, en cuanto la primera admite la adscripción al orden 
social de las demandas de indemnización civil por siniestro laboral, interpuestas frente 
193   Aunque no todas; en contra SSTS (1ª) de 24 diciembre de 1997 [RJ 1997, 8905], 20 de marzo de 1998 
[RJ 1998, 1708] y 4 de mayo de 2006 [RJ 2006, 4060].
194   Entre otras muchas: SSTS (1ª) de 18 de noviembre de 2005 [RJ 2005, 7640], de 31 de marzo, 3 y 18 
de abril de 2006 [RJ 2006, 5306, 1916 y 2200].
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al empleador. Razona este pronunciamiento que si existe culpa del empresario en la 
producción del accidente, esta siempre será de naturaleza contractual laboral, ya que la 
obligación de seguridad se inserta en los deberes propios del contrato de trabajo porque 
así se desprende del ET, arts. 5 d) y 19195 y de la LPRL, arts. 14 y 42. Consecuentemente, 
aunque el demandante apoye su pretensión erróneamente en la responsabilidad 
extracontractual regulada en el art. 1902 CC, la pretensión debe reconducirse hacia la 
responsabilidad contractual e incluirse en la esfera de actuación del orden social196.
En primer lugar se deduce del art. 12.2 de la Ley 1/2000, de 7 de enero de 
Enjuiciamiento Civil (LEC), cuando alude a los procesos en que la tutela jurisdiccional 
solicitada puede hacerse efectiva frente a varios sujetos, se debe constituir un litisconsorcio. 
También se infiere del art. 25.3 LRJS, que prevé la acumulación de las acciones contra 
varios demandados que tengan un nexo “por razón del título o causa de pedir”, añadiendo: 
“Se entenderá que el título o causa de pedir es idéntico o conexo cuando las acciones 
se funden en los mismos hechos”, lo que evidentemente ocurre en las pretensiones 
indemnizatorias derivadas de un mismo accidente laboral.
Pero sobre todo es la propia naturaleza de la responsabilidad solidaria la que hace 
impensable disgregar la petición en distintos procedimientos, teniendo en cuenta que “el 
acreedor puede dirigirse contra cualquiera de los deudores solidarios o contra todos ellos 
simultáneamente”, o que “el pago hecho por uno de los deudores solidarios extingue 
la obligación” (arts. 1144 y 1145 CC). Al margen de estas normas, cabe señalar que la 
opción consistente en adscribir al orden social la reclamación contra la empresa y al civil 
la interpuesta frente a terceros, no solo obligaría a una duplicidad procedimental contraria 
a un elemental principio de economía procesal, sino que podría ocasionar dificultades 
insalvables: señaladamente duplicidades indemnizatorias o lo inverso, es decir falta de 
reparación del daño, o en general contradicciones entre las sentencias de los dos órdenes.
La Sala de Conflictos del TS está conformada en el art. 42 LOPJ, para resolver 
los que puedan surgir en materia de competencia entre juzgados o tribunales de diferente 
orden jurisdiccional, y formada por el Presidente del TS y por dos Magistrados, uno por 
cada orden jurisdiccional en conflicto, designados anualmente por la Sala de Gobierno. 
A pesar de que son conocidos los enormes problemas que provoca la ausencia de una 
regla que otorgue obligatoriedad a sus pronunciamientos, más allá del caso concreto a 
que se refieran, la Sala de Conflictos del TS ha tenido ocasión de pronunciarse en varias 
ocasiones sobre este asunto.
195  Actualmente se corresponde con los arts. 5.d) y 19 TRLET.
196  Continuando la línea marcada por esta sentencia el orden civil se declara incompetente, entre otras, en 
las SSTS (1ª), 19 de febrero, 2008 [RJ 2008, 5497]; 4 de junio, 2008 [RJ 2008, 4237]; 17 de noviembre, 
2008 [RJ 2008, 6930 ]; 15 de diciembre, 2008 [ RJ 2009, 673]; 30 de junio, 2009 [RJ 2009, 4767] y 27 de 
febrero, 2012 [RJ 2012, 4052].
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En ellos se argumenta que la mera presencia de un accidente laboral podría 
implicar la existencia de un conflicto individual derivado de las relaciones propias del 
contrato de trabajo, y que las normas sobre seguridad e higiene configuran auténticos 
derechos laborales para el trabajador. No obstante, debido a la vis atractiva que caracteriza 
al orden jurisdiccional civil y las concomitancias que ofrece con los supuestos de culpa 
extracontractual prevenidos en los arts. 1902 y 1903 CC, hace que el órgano habitual 
competente para conocer en este tipo de procedimientos recaiga sobre el orden social.
 Además, se subraya en ellos que el daño causado en un accidente de trabajo, 
cuando concurre omisión por parte del empresario de las medidas de seguridad legalmente 
establecidas, se deriva de un incumplimiento de las obligaciones que constituyen 
contenido esencial del contrato de trabajo, pues los deberes y derechos que lo constituyen 
no solo nacen del concierto de voluntades producido entre las partes sino también de las 
normas. En concreto, las prescripciones de las normas sobre seguridad e higiene forman 
parte esencial del contenido del contrato de trabajo y su observancia viene impuesta por 
los preceptos antes mencionados, en relación con lo dispuesto en el art. 1090 CC, sobre 
las obligaciones derivadas de la ley, al mismo tiempo que por su incorporación al contrato 
de trabajo, de tal manera que su incumplimiento se encuadra en los arts. 1101 ss. CC, lo 
que impone entender que esta reclamación está comprendida dentro de la rama social del 
Derecho.
Una de las particularidades de la responsabilidad civil del empresario, cuando esta 
nace de actos u omisiones de empleados del mismo, es que el titular de la empresa puede 
repetir lo que hubiese satisfecho del dependiente que causó el daño, pues así lo autoriza 
el párrafo primero del art. 1904 CC. Esta posibilidad de repetición en nada afecta a la 
acción directa que, al amparo del art. 1903, tiene el perjudicado contra el empresario, 
acción cuyo fundamento se encuentra, como ya hemos señalado, en la culpa in vigilando 
o in eligendo. 
8.2. La acumulación de acciones
En cuanto a la acumulación debemos decir que en la jurisdicción social existe 
una gran pluralidad de órganos de instancia y un sistema de recursos limitado, lo que 
puede conducir en una materia como esta, en la que pueden coexistir numerosas acciones, 
que sean resueltas en forma relativamente contradictoria y con escasas posibilidades de 
recurso y, por tanto, de uniformar el criterio de solución. Para evitar esta situación la LRJS 
intenta establecer reglas de acumulación y de reparto, que conduzcan a que las diversas 
acciones que puedan derivar de un mismo accidente de trabajo o enfermedad profesional 
se acumulen en un único proceso o, al menos, se vean en un mismo órgano judicial.
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La primera regla importante se contiene en el art. 25.4 LRJS en materia de 
acumulación de acciones, por la que se permite la acumulación de todas las pretensiones 
de resarcimiento de daños y perjuicios derivadas de un mismo accidente de trabajo 
incluso sobre mejoras voluntarias, con independencia de contra quienes se dirijan: 
empresario, terceros, incluso entidades aseguradoras. Lo que ocurre es que esa previsión, 
que permitiría acumular en una sola demanda todas las cuestiones, tiene una relevante 
excepción puesto que indica que la posibilidad de acumular decaerá cuando esas acciones 
hayan debido tramitarse en procedimientos administrativos separados, debiendo entonces 
tramitarse conforme lo establecido en el art. 30 LRJS. 
Por tanto se podrán acumular en un único pleito, todos los procesos que deriven 
del mismo accidente laboral, incluso aunque no coincidan todas las partes o la posición 
procesal que asuman, pero no procederá la acumulación de procesos cuando deriven de 
distintos procedimientos administrativos previos, en cuyo caso solo podrán acumularse las 
que afecten a un único procedimiento, concretamente las impugnaciones de las resoluciones 
administrativas recaídas en el mismo procedimiento. En definitiva, la pluralidad de 
procesos derivados de un mismo accidente no se ha evitado y esta puede ser muy amplia197, 
pues es muy posible que de un accidente de trabajo deriven diferentes acciones: 
a) Una acción de Seguridad Social sobre determinación de contingencia, sobre el 
grado de capacidad y la cuantía de la prestación; 
b) Otra distinta de Seguridad Social sobre existencia y cuantía de recargo de 
prestaciones establecido en el art. 164 TRLGSS. 
c) Otra acción de impugnación de actuaciones administrativas, en el supuesto de que 
la Inspección de Trabajo haya constatado una infracción de normas de prevención 
de riesgos laborales y se haya adoptado contra el empresario responsable una 
resolución sancionadora al amparo del TRLISOS; y también es posible que se 
ejercite.
d) La acción de reclamación por daños derivados de accidente de trabajo. Por 
lo tanto, por la vía de la acumulación de acciones y de procesos no se resuelve 
el problema de la dispersión, ahora, no en diferentes jurisdicciones, pero sí en la 
misma jurisdicción social entre diferentes órganos.
197  MOLINS GARCÍA-ATANCE, J., “La elección de orden jurisdiccional en las acciones indemnizatorias 
derivadas de accidentes laborales”, op. cit., Revista Práctica de Derecho de Daños, nº 86, Sección Estudios, 
2010, págs. 17-21.
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8.3 Las medidas cautelares
En cuanto a las medidas cautelares debemos decir que el legislador ha sido 
consciente de que los litigios derivados del accidente de trabajo y enfermedad profesional 
suelen tener una dimensión económica importante (recargo de prestaciones, indemnización 
de daños). No es algo que sea propio de todos los litigios derivados de la prevención de 
riesgos laborales, pues algunos no tienen esa dimensión económica directa en relación con 
el solicitante o dañado (adopción de medidas preventivas, aunque pueden implicar costes 
para el empleador), pero sí a aquellos en los que se reclaman cantidades al empleador o 
sujeto infractor. 
En esos casos, especialmente cuando el empleador sea un sujeto privado puede 
existir un riesgo de insolvencia elevada o, cuando menos, de dificultad para hacer frente 
a sus responsabilidades. En la mayor parte de los casos existe un riesgo cierto de que el 
empleador privado acabe no haciéndose cargo de las responsabilidades económicas que 
sobre él recaigan, riesgo mayor cuanto más se alargue el proceso y en consecuencia la 
exigencia de hacer frente a dichas responsabilidades.
Para resolver este problema la LRJS se ha preocupado por establecer una amplia 
posibilidad de medidas cautelares198, ampliando las reglas que al respecto establecía la 
LPL. En primer lugar, se ha de señalar que el art. 79.1 LRJS, distingue entre:
a) Las medidas cautelares que resulten necesarias para asegurar la efectividad 
de la tutela judicial que pudiera acordarse en sentencia. Estas se rigen por 
lo dispuesto en los arts. 721 a 747 LEC, con la necesaria adaptación a las 
particularidades del proceso social y oídas las partes. Podrá anticiparse en 
forma motivada la efectividad de las medidas cuando el solicitante así lo pida, 
y acredite que concurren razones de urgencia o que la audiencia previa puede 
comprometer el buen fin de la medida cautelar. 
b) Las medidas cautelares en los procesos sobre la impugnación de actos de 
Administraciones Públicas en materia laboral y de Seguridad Social. Estas 
se rigen, con carácter supletorio, por lo dispuesto en los arts. 129 a 136 de 
la Ley 29/1998, de 13 de julio, reguladora de la Jurisdicción Contencioso 
Administrativa. No podemos obviar que los trabajadores y beneficiarios 
de prestaciones de Seguridad Social y los sindicatos, en cuanto ostentan 
la representación colectiva de sus intereses, así como las asociaciones 
representativas de los trabajadores autónomos económicamente dependientes, 
198  GUILLÉN OLCINA, J. J., “Actos preparatorios. Anticipación de la prueba y su aseguramiento. Medidas 
cautelares”, Revista Doctrinal Aranzadi, Social nº 10/2012, parte Ley Reguladora de la Jurisdicción Social, 
Aranzadi, S.A.U., Cizur Menor, 2012, págs. 167-189.
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estarán exentos de la prestación de cauciones, garantías e indemnizaciones 
relacionadas con las medidas cautelares que pudieran acordarse (art. 79.1 
LRJS). 
Conforme a lo dispuesto en el art. 79.5 de la LRJS, en las reclamaciones derivadas 
de accidente de trabajo y enfermedad profesional, y sin perjuicio de las medidas que el 
propio precepto señala y que ya han sido expuestas, podrán acordarse las medidas que 
se contienen en el art. 142.1 de la Ley en relación con el aseguramiento empresarial 
al respecto, así como el embargo preventivo y demás medidas cautelares previstas en 
este artículo respecto de cualquier clase de responsabilidades empresariales y de terceros 
derivadas de dichas contingencias199.
La LRJS contiene una regulación específica sobre la medida cautelar del embargo 
preventivo para los procesos que versen sobre accidente de trabajo o enfermedad 
profesional. Así, indica el art. 142.1 LRJS, que si en las demandas por accidente de trabajo 
o enfermedad profesional no se consignara el nombre de la Entidad gestora o, en su caso, 
de la Mutua de Accidentes de Trabajo y Enfermedades Profesionales de la Seguridad 
Social, el Secretario Judicial, antes del señalamiento del juicio, requerirá al empresario 
demandado para que en plazo de cuatro días presente el documento acreditativo de la 
cobertura de riesgo.
Si transcurrido este plazo no lo presentara, vistas las circunstancias que concurran 
y oyendo a la Tesorería General de la Seguridad Social, en adelante TGSS, el juez acordará 
el embargo de bienes del empresario en cantidad suficiente para asegurar el resultado del 
juicio y cuantas medidas cautelares se consideren necesarias. La especialidad que presenta 
el embargo preventivo en este tipo de procesos es que con él no se protege directamente 
al trabajador demandante de un posible impago por parte del empresario, sino a la entidad 
gestora o colaboradora que, en cumplimiento del principio de automaticidad de las 
prestaciones de Seguridad Social, tenga que anticipar su pago al trabajador y, después, 
reclamar al empresario incumplidor; en última instancia, el embargo preventivo tiene 
por finalidad proteger al Instituto Nacional de la Seguridad Social, en adelante INSS, 
en cuanto responsable subsidiario del pago de las prestaciones derivadas de riesgos 
profesionales en caso de insolvencia de la empresa, por cuanto asume el fondo de garantía 
de accidentes de trabajo. 
Por tal motivo, en estos procesos el embargo no lo solicita el actor, sino que se 
decreta de oficio, previa audiencia a la TGSS, y valorando las circunstancias que concurran 
en el asunto enjuiciado entre otras, la apariencia de buen derecho en la reclamación 
199  BARRIOS BAUDOL, G., “Proceso de impugnación de actos administrativos en materia laboral y 
de la Seguridad Social no prestacionales”, XXIV Jornades Catalanes de Dret Social, Barcelona, febrero, 
2013, págs. 3 y ss.  
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formulada200. También se podrá acordar el embargo preventivo, y cuantas otras medidas 
cautelares se consideren necesarias en el proceso correspondiente, cuando el empresario 
o un tercero no presenten, pese a haber sido requeridos para ello, el documento de 
aseguramiento y los datos de la entidad aseguradora que cubra los riesgos profesionales, 
el documento de cobertura de las mejoras voluntarias o complementarias de Seguridad 
Social y de otras posibles responsabilidades. 
Por último, en los procesos referidos a las resoluciones de la autoridad laboral 
sobre paralización de aquellos trabajos que, por desarrollarse incumpliendo las normas 
sobre prevención de riesgos laborales, impliquen un grave riesgo para la seguridad y 
salud de los trabajadores (art. 44 LPRL), así como en caso de responsabilidad empresarial 
sobre enfermedades profesionales por falta de reconocimientos médicos, también podrá 
acordarse el embargo preventivo de los bienes del empresario, con la finalidad de garantizar 
su responsabilidad (art. 79.6 LRJS). En el primero de los supuestos, el incumplimiento de 
la resolución de la autoridad laboral facilitará a la falta de formalización de la protección 
de los accidentes de trabajo, convirtiéndose el empresario en responsable directo del 
pago de las prestaciones que puedan derivarse de los mismos (art. 242 TRLGSS). Esta 
misma consecuencia causa la infracción del empresario de su obligación de practicar 
reconocimientos médicos (previos y periódicos) a aquellos trabajadores que presten sus 
servicios laborales en un puesto de trabajo, expuesto al riesgo de contraer una enfermedad 
profesional (art. 244 TRLGSS). Esta responsabilidad empresarial directa demuestra la 
necesidad de decretar el embargo preventivo, para garantizar, en su caso, el derecho del 
trabajador a percibir las prestaciones de la Seguridad Social que puedan derivarse de 
dichos riesgos.
Por otro lado, cuando el proceso de tutela verse sobre la protección frente al acoso, 
así como en los procesos seguidos a instancia de la trabajadora, víctima de la violencia de 
género para el ejercicio de los derechos que le sean reconocidos en tal situación (derechos 
de conciliación, art. 139.2 LRJS), podrán solicitarse, además, la suspensión de la relación 
laboral o la exoneración de prestación de servicios, el traslado de puesto o de centro 
de trabajo, la reordenación o reducción del tiempo de trabajo y cuantas otras tiendan a 
preservar la efectividad de la sentencia que pudiera dictarse, incluidas, en su caso, aquellas 
que pudieran afectar al presunto acosador o vulnerador de los derechos o libertades objeto 
de la tutela pretendida, en cuyo supuesto deberá ser oído este (art. 180.4 LRJS).
200  ALEGRE NUENO, M., “Los tribunales laborales garantizan el cumplimiento de las normas”, Revista 
Gestión Practica de Riesgos Laborales, nº 91, 2012, págs. 48 y ss.
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8.4. La carga de la prueba
En la actualidad, la LRJS en su art. 96.2 opta por una autentica inversión de la 
carga de la prueba, exigiendo en todos los procesos por responsabilidades derivadas 
de accidente de trabajo y enfermedades profesionales, que los deudores de seguridad 
(empresario y otros sujetos obligados) y quienes hayan concurrido en la producción del 
resultado lesivo, prueben que adoptaron todas las medidas necesarias para prevenir o 
evitar el riesgo, así como cualquier factor excluyente o minorador de su responsabilidad. 
Además, se establece que la imprudencia no temeraria del trabajador o la que responda 
al ejercicio habitual del trabajo o a la confianza que el mismo inspira no serán causa de 
exoneración de las responsabilidades de los anteriores201. 
La inversión de la carga de la prueba es una consecuencia de las presunciones, 
aunque también es concebida de manera autónoma. La técnica de la inversión de la 
carga de la prueba puede estar justificada simplemente en la finalidad de hacer recaer 
esta en aquella parte que tenga mayor facilidad o menos dificultad para aportar medios 
probatorios. 
La técnica de la presunción va más allá. Se apoya en la demostración de un dato 
indicio del que se va hacer derivar, en virtud de un principio de probabilidad, la existencia 
del hecho presumido. O bien las establece expresamente la ley, o, como dice el art. 1253 
CC, para que las presunciones no establecidas por la ley sean apreciables como medio de 
prueba, es indispensable que entre el hecho demostrado y aquel que se trate de deducir 
haya un enlace preciso y directo según las reglas del criterio humano. La inversión de 
la carga de la prueba no limita su campo de aplicación a los sectores de “riesgo” o de 
“objetivación de la responsabilidad”, sino que opera con carácter más general como 
presunción (rebatible por prueba contraria) de culpa del causante del daño y como 
consecuencia, en principio de cualquier tipo de actividad”. 
No obstante, si hay que reconocerle al menos, la finalidad de favorecer a la víctima 
del accidente. Es por esto por lo que también ha sido una técnica de objetivación. Por 
tanto, no podemos afirmar con rotundidad que el legislador haya dado apoyo legal claro 
a la responsabilidad civil por riesgo en materia de accidentes de trabajo, sí que al menos 
permite reafirmar las construcciones jurídicas a favor de la misma. Esta afirmación se 
justifica en los términos amplios en los que se ha introducido esta inversión, al referirse 
tanto a la causalidad como a la imputación subjetiva, lo que parece demostrar que no se 
limita a ser una traducción del principio de facilidad probatoria, que pone la carga de la 
201  SÁNCHEZ PÉREZ, J., “Una propuesta normativa en torno al nuevo sistema de indemnizaciones sobre 
accidentes de trabajo”, Revista de Información Laboral nº. 12/2013, págs. 6-19 y DOCTOR SÁNCHEZ-
MIGALLÓN, R., “Cuatro cuestiones críticas: actos preparatorios, pruebas, temeridad y suplicación”, 
Revista Doctrinal Aranzadi Social nº. 10/2012, págs. 219-226.
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prueba en manos de aquel que tiene mayor facilidad para aportar medios probatorios. 
También se fundamenta en que una interpretación teleológica de la norma permite 
defender que se persigue aumentar la garantía de resarcimiento de los daños de la víctima. 
Por tanto, la imprudencia se configura en relación con las circunstancias de 
hecho que se dan en cada concreto supuesto litigioso, y no podemos olvidar que esas 
circunstancias concurrentes son de apreciación inicial del Juzgador en cada caso concreto, 
y, por eso, no son posibles las declaraciones con vocación de generalidad.
8.5. Acciones en el  marco de la responsabilidad civil
Pasaremos a continuación a mencionar algunas de las acciones para reclamar 
la responsabilidad civil. En primer lugar corresponde hablar de la acción de repetición. 
Con la modificación introducida en la competencia por el art. 2. b) de la LRJS, se hace 
referencia expresa a la acción de repetición que pudiera corresponder ante el orden 
competente202. El problema se plantea ante la indeterminación del legislador al referirse 
al orden competente para conocer de la misma, sin especificar si es competencia del orden 
civil o del orden laboral. La acción de repetición es una acción tipificada por la ley sobre 
la base del principio de que no cabe enriquecerse a costa de otro. De la responsabilidad de 
la empresa por los actos de sus empleados surge la acción de repetición del art. 1904 CC, 
en cuanto establece que: “el que paga el daño causado por sus dependientes, puede repetir 
de estos lo que hubiera satisfecho”, que en definitiva es una aplicación de la sentencia 
correspondiente a derecho romano solve et repete, esto es, cumple y luego reclama. 
Lo que puede suceder, por ejemplo, en el supuesto de que un empleado sea 
condenado por un delito de imprudencia a indemnizar a los perjudicados y a la empresa 
se la declarare responsable civil subsidiaria condenándola en este concepto. Si la empresa 
se ve obligada a hacer efectiva dicha suma, puede reclamar la misma al empleado en 
vía de regreso. En este sentido: “la responsabilidad del empresario por hechos de sus 
dependientes prescinde de la culpa en la que aquel hubiera podido incurrir, pues si se 
exigiera una conducta culposa o negligente del empresario la acción de regreso no tendría 
sentido”, ya que nada podría repetir. Por lo tanto, se exige que el trabajador haya incurrido 
en una conducta culposa o negligente y sea el único responsable, para que pueda ser 
viable la acción de repetición del empresario contra el dependiente culpable. 
La acción de repetición, la remite el art. 2. b) LRJS al orden competente o a la 
jurisdicción competente. Ante dicha indeterminación, la acción es competencia laboral 
202  GONZÁLEZ GONZALES, C., “Novedades principales introducidas en el proceso laboral por la ley 
de la jurisdicción social (I)”, Revista Aranzadi Doctrinal nº 9/2012, parte Comentario, Aranzadi, S.A.U., 
Cizur Menor, 2012, pág. 59.
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cuando en la acción de repetición contra terceros intervenga el trabajador, y competencia 
de la jurisdicción civil cuando la acción de repetición fuera entre empresario principal, 
contratistas y subcontratistas, sin participación en dicha acción del trabajador. Por 
último, hay que destacar que para que se pueda hacer efectiva la acción de repetición, 
previamente el empresario debe haber realizado de forma correcta el pago efectivo 
de la indemnización, por aplicación de los arts. 1145 y 1904 CC. El plazo para poder 
ejercitar la acción de repetición es de 15 años, previsto para las acciones que no tengan 
señalado término especial de prescripción, en virtud de lo establecido en el art. 1964 CC 
y el momento en que comienza el cómputo es desde el día en que el empresario hiciese 
efectiva la indemnización. Sin embargo, si existe una relación laboral, el plazo que se 
debe aplicar es el de un año de prescripción que señala el art. 59.2 TRLET para exigir 
percepciones económicas.
En el caso de las acciones de repetición ejercidas por las aseguradoras para que 
prosperen las acciones judiciales de repetición, corresponden los requisitos que instaura el 
art. 43 de la Ley 50/1980, de 8 de octubre, de Contrato de Seguro, en adelante LCS203. Es 
por ello que el asegurador, una vez pagada la indemnización, podrá ejercitar los derechos y 
las acciones que por razón del siniestro correspondieran al asegurado frente a las personas 
responsables del mismo, hasta el límite de la indemnización. Este derecho ejercitado por 
la aseguradora como demandante, tiene que reunir dos requisitos de carácter imperativo 
para que nazca tal subrogación y con ello la legitimación activa en el proceso judicial. 
El primero es acreditar el pago a su asegurado de la indemnización de los daños 
producidos como consecuencia del siniestro en liza. El segundo es acreditar suficientemente 
el nacimiento a favor del perjudicado de una acción de responsabilidad contra el tercero. 
8.6. La prescripción de la responsabilidad civil
La responsabilidad civil prescribe al año (art. 59 ET). Su cómputo comienza desde 
el momento en que pudieron ser ejercitadas (art. 1968 CC). Ese conocimiento vendrá 
dado por las fecha de notificación, que debe acreditarse, de la resolución del INSS, o 
resolución judicial correspondiente, por la que se declaró la invalidez total del actor. Para 
conseguir la compensación civil, conforme al art. 1100 CC, es requisito que el acreedor 
203  BATALLAR GRAU, J., “La subrogación de los riesgos reasegurados: seguir la senda marcada por el 
legislador evita perderse en el bosque”, Revista de Derecho Mercantil nº 281/2011 parte Varia, Civitas, SA, 
Pamplona, 2011, págs. 125-144; pág. 134.; BATALLAR GRAU, J., “La reforma de la Ley de contrato de 
seguro”, Revista de Derecho Mercantil nº 279/2011 parte Varia, Civitas, SA, Pamplona, 2011, págs. 203-
232;  pág. 210.; SÁNCHEZ CALERO, F., “Subrogación del asegurador”, doctrina que forma parte de VV 
AA “Ley de Contrato de Seguro”, Aranzadi, 2005, pág 7 y REGLERO CAMPOS, L. F., “El Derecho de 
repetición del asegurador”, doctrina que forma parte de VV AA “Accidentes de circulación. Responsabilidad 
Civil y seguro”, Aranzadi, S.A.U., Diciembre de 2007. pág. 107.
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se dirija al deudor, y que lo haga conforme al art. 1969 CC, conforme al cual el tiempo 
inicial del cómputo del plazo prescriptivo para la petición de la indemnización por daños o 
perjuicios es el día en que pudo ejercitarse la acción. La indemnización correspondiente al 
perjuicio causado por el desconocimiento de un derecho está vinculada al reconocimiento 
del mismo, por lo que hasta que este no queda establecido no se inicia el cómputo de la 
prescripción de la acción por daños condicionada a su reconocimiento.
En el marco de la siniestralidad laboral se ha interpretado que este día, a partir del 
cual empieza a correr el plazo prescriptivo, no puede ser otro que aquel en que quedan 
claras las secuelas del accidente o enfermedad profesional204. Así, la Sala 4ª del TS en 
sentencias de 22 de marzo de 2001, 20 de abril de 2004 y 4 de julio de 2006, ha resuelto 
que la acción para reclamar daños y perjuicios derivados de accidentes de trabajo, debe 
computarse desde la fecha de conocimiento de la resolución firme que fija las dolencias 
o secuelas, y no aquella en la que se establezca un recargo de prestaciones por falta de 
medidas de seguridad. El dies a quo para reclamar responsabilidad empresarial derivada 
de accidente de trabajo se sitúa cuando la acción puede ejercitarse, sin que necesariamente 
equivalga al momento en que acaece el accidente o al del archivo de las actuaciones 
penales, aunque si estas existieron ahí procede situarlo. 
La Sentencia del TS de 21 de junio de 2011 parte de la doctrina judicial sentada en 
resoluciones anteriores consistente en que, según el art. 1969 CC, la fecha inicial para el 
cómputo de los plazos de prescripción de todas las acciones se inicia desde el momento 
en que pudieron ser ejercitadas, no pudiendo iniciarse en el supuesto de existencia 
de actuaciones penales hasta el fin de la causa penal. En todo caso, en el supuesto de 
accidentes de trabajo, la acción de responsabilidad por daños no puede iniciarse hasta 
que el beneficiario tenga un cabal conocimiento de las secuelas del accidente y de las 
mermas que se le derivan, momento que no es el de la alta médica sino cuando se dicta la 
resolución firme en proceso de invalidez. 
Como regla general, el plazo de prescripción en materia de responsabilidad civil 
en el ámbito de las relaciones de trabajo, todo lo referente al ejercicio de las oportunas 
pretensiones conocidas por la jurisdicción laboral, se regirá por la legislación laboral, 
que marca en el art. 59 ET, la regulación de que las acciones derivadas del trabajo que 
no tengan señalado plazo especial prescriben al año de su terminación. Esta regla general 
llega a ceder en el caso de que la responsabilidad sea extracontractual, ya que se aboga 
por la aplicación del art. 1968.2º CC que establece la prescripción de un año. 
Contrariamente, según la STSJ de Galicia, de 14 de abril del 2000, en casos de 
incumplimientos de tratos preliminares y precontratos se debe aplicar el plazo de 15 
204 HURTADO YELO, J. J., “El dies a quo en la prescripción de la acción civil derivada de un accidente 
de circulación”, Tráfico y Seguridad Vial, nº 155, Sección Temas de actualidad, Noviembre, 2011, pág. 19.
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años del art. 1964 CC (previsto para acciones “personales que no tengan distinguido 
plazo especial de prescripción205”), a toda reclamación de daños y perjuicios por ruptura 
injustificada de un precontrato, por no existir vínculo jurídico. Concluyendo, el plazo 
prescriptivo va a ser siempre el de un año, conforme al art. 59 ET, si estimamos que la 
responsabilidad civil es contractual. Si es extracontractual por daños a terceros, también 
se aplicaría el plazo prescriptivo de un año del art. 1968.2 CC. 
El dies a quo para el cómputo de la prescripción será aquel en el que se reconozcan 
de modo definitivo los efectos del quebranto producido, pues solo entonces se hallará el 
interesado en valorar el alcance total del daño y el importe adecuado de la indemnización 
(TS, Sala de lo Civil, sentencias de 17 de mayo de 1989 y 27 de febrero de 1996) o cuando se 
notifique la conclusión del proceso penal (Sentencia de la misma Sala, de 15 de mayo de 1997) 
o desde que existe resolución firme reconociendo determinado grado de invalidez permanente 
al interesado (Sentencias de 27 de febrero de 1996 y 12 de mayo de 1997 de la Sala 1ª).
Con la STS (Sala 1ª), de 3 de diciembre de 2007 parece inclinarse por fecha 
informe propuesta Equipo Valoración de Incapacidades (EVI). Se argumenta que, como 
dies a quo de la prescripción de la acción, debe fijarse la fecha de la Resolución de 
la Dirección Provincial del INSS, pues la existencia de una declaración de accidente 
laboral o enfermedad profesional es requisito previo e imprescindible para que concurra 
la responsabilidad civil de empresario, de tal modo que la existencia de una enfermedad 
profesional debe ser reconocida como tal para poder ejercitar la acción derivada de la 
culpa extracontractual del empleador, sin que se pueda atribuir a la Resolución simples 
efectos administrativos, en relación con la situación laboral y las prestaciones en ese 
orden, recordando, por último, el tratamiento restrictivo del instituto de la prescripción.
Es reiterada la doctrina jurisprudencial, la que establece que no puede entenderse 
como fecha inicial del cómputo, dies a quo, la del alta en la enfermedad cuando quedan 
secuelas, sino el momento en que queda determinada la incapacidad o los defectos 
permanentes originados, pues hasta que no se sabe su alcance no puede reclamarse en base 
a ellas, ya que es en ese momento cuando el perjudicado tiene un conocimiento cierto, 
seguro y exacto de la entidad de los perjuicios206. La doctrina relativa a que en caso de 
reclamaciones por lesiones, se computa el plazo prescriptivo a partir de la determinación 
del quebranto padecido, constituye una constante en las declaraciones de esta Sala, y se 
encuentra recogida en numerosas sentencias.
205  Actualmente se trata de un plazo de 5 años. En este sentido véase: ROCA DE AGAPITO, L., “La 
prescripción de la responsabilidad civil derivada de la comisión de un delito. Valoración crítica de la Ley 
42/2015, de 5 de octubre”, Diario La Ley, nº 8675, Sección Doctrina, 5 de Enero de 2016, Ref. D-6, LA LEY.
206  STS Sala de lo Civil, Sección 1ª,  nº 51/2009 de 15 de octubre, RJ 2009\5576 en su FJ 3º.
148
Reyes A. Martín Coleto
CONCLUSIONES
La responsabilidad empresarial como consecuencia de un accidente laboral 
constituye uno de los temas recurrentes en la doctrina, las normas y los tribunales. Los 
problemas que nuestro ordenamiento jurídico plantea, cumplen demasiados años sin que 
hasta la fecha se hayan adoptado medidas eficaces para solucionarlos. Esta investigación 
ha querido hacer evidente la importancia que el instituto de la responsabilidad civil ha 
pasado a tener en el Derecho del Trabajo.
El estudio sobre la responsabilidad civil por daños, en el marco de las relaciones 
laborales, experimenta una continua evolución por la doctrina judicial y científica sobre 
la perspectiva reparadora frente a los siniestros laborales, y también ante el horizonte que 
puede abrirse camino en función del modelo de relaciones laborales, que puede emerger 
ante las reformas de la legislación de trabajo que se han emprendido estos últimos años. 
Entre esas reformas, el legislador ha adoptado una que resulta de crucial importancia para 
enmarcar la responsabilidad civil en el ámbito laboral: la LRJS de 2011 ha atribuido el 
conocimiento de la responsabilidad civil por siniestralidad laboral, de forma global, al 
orden social de la jurisdicción y, más en general, ha asumido de forma íntegra la tutela 
de la reparación por daños producidos en el ámbito de las prestaciones de trabajo. A 
este respecto, la regulación que lleva a cabo la LRJS de la competencia jurisdiccional 
en el enjuiciamiento de la responsabilidad por daños, conjugada con la doctrina judicial 
acaecida hasta la fecha, permiten concluir que la responsabilidad civil por daños en el 
ámbito laboral, asume de forma cada vez más relevante una finalidad preventiva, lo que 
sobresale principalmente en relación al derecho de daños en el marco de la prevención de 
riesgos laborales y también en materia de vulneración de derechos fundamentales.
El problema principal de la responsabilidad civil, aparte de su lucha con la 
jurisdicción social, es la falta de un baremo cuando existe indemnización. Sería ideal y 
evitaría conflictos de origen jurisprudencial la existencia de esa ley. El juez tendría que 
tener capacidad para analizar las circunstancias concurrentes en la producción del daño 
y calificarlas. No parece razonable pensar que el juzgador deba atender de forma rígida 
a una valoración tasada en relación a daños sufridos sin atender a conceptos tan básicos, 
como la edad, sexo, tipo de trabajo que presta, o las posibilidades de reincorporación al 
mercado de trabajo en la zona geográfica donde tenga su residencia habitual. Por otra 
parte, ningún órgano judicial debería de permanecer insensible ante la distinta capacidad 
material que cada empleador incumplidor tiene para adoptar las medidas.
Sería conveniente también delimitar claramente la competencia de los órdenes, 
por lo que sería importante una ley de siniestralidad laboral, lo cual aclararía todos los 
debates jurisprudenciales que existen.
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CAPÍTULO IV: RESPONSABILIDAD PENAL
1. PRELIMINAR
Por llamativo que nos resulte a día de hoy, hasta la Ley Orgánica 8/1983 no existía 
en nuestro ordenamiento penal ninguna disposición específica en relación con los delitos 
contra la seguridad de los trabajadores; fue en 1983 cuando se introdujo en el CP de 1973 
la primera disposición sobre la materia (el art. 348 bis-a) evolucionando desde entonces 
hasta la regulación actual, que se contiene en los art. 348 y ss. del vigente CP de 1995 (con 
posteriores modificaciones)207. 
La Constitución concibe el trabajo como un deber y un derecho, poniendo de 
manifiesto la necesidad de la actividad laboral para garantizar el libre desarrollo del 
individuo en la vida social. Esta dependencia hace que los legisladores, como garantes de 
un estado social y democrático de derecho, tengan que entrar a fondo en la regulación del 
ámbito laboral, debido al daño social que genera y a la magnitud del bien jurídico afectado, 
la vida, la integridad física y la seguridad de los trabajadores208. Esta circunstancia, de 
hecho, junto con el principio rector de la política económica y social, señalado en el 
art. 40.2 CE, en el que se indica que “los poderes públicos: velarán por la seguridad e 
higiene en el trabajo ofreciendo la protección que requiere la actividad laboral”, originó 
la necesidad de una protección adelantada del trabajador además de la protección por los 
daños ocasionados que ya existía.
La actividad laboral es un ámbito imprescindible para la vida en sociedad, eso hace 
que afecte de manera directa, en el día a día, y que requiera una amplia regulación209. Uno 
de los principios fundamentales en los que se basa la relación laboral entre el trabajador y 
el empresario parte del principio de desigualdad de las partes (el trabajador actúa bajo las 
ordenes y la organización del empresario). En la multidisciplinar regulación laboral cada 
ámbito tendrá sus peculiaridades y buscará distintos objetivos.
La responsabilidad, regulada en el CP y exigible siempre ante la jurisdicción penal, 
aparece caracterizada por los siguientes rasgos esenciales: está previsto para conductas 
de especial gravedad o de singular reprobación social, pues tiene como finalidad genérica 
la protección de bienes de interés colectivo o social, en este caso la vida e integridad; 
conjuga fines retributivos y de prevención general, su naturaleza es sancionadora, motivo 
por el cual no admite aseguramiento alguno.  Ahora bien, a toda persona responsable 
207  PÉREZ FERRER, F., “Cuestiones controvertidas sobre la protección penal de la seguridad e higiene 
en el trabajo”, Cuadernos de Político Criminal. Segunda Época, nº 120. 2016. Págs. 137-174.
208  TERRADILLOS BASOCO, J.M.: “Delitos contra la vida y la salud de los trabajadores”, Tirant lo 
Blanch, Valencia, 2002, pág. 47.
209  APARICIO TOVAR, J., “Sobre las responsabilidades del empresario según la LPRL 31/1995”, 195, nº 
1, Relaciones Laborales. Revista Crítica de Teoría y Práctica, año 1996. págs. 318-339.
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penalmente le es imputable responsabilidad civil si del hecho se derivasen daños o 
perjuicios (art. 116 CP), pudiendo depurarse ante el propio orden penal o reservar la 
acción para un juicio civil posterior; en cualquier caso, dada la naturaleza indemnizatoria 
de tal consecuencia, sí cabe concertar operaciones de seguro respecto a ella.
La responsabilidad penal se regula dentro del Libro II CP, su Título XV (“De los 
delitos contra los derechos de los trabajadores”) contempla (arts. 316-318) los delitos 
contra la seguridad y salud en el trabajo. Según el art. 316 CP, “los que con infracción 
de las normas de prevención de riesgos laborales y estando legalmente obligados, no 
faciliten los medios necesarios para que los trabajadores desempeñen su actividad con las 
medidas de seguridad e higiene adecuados, de forma que pongan así en peligro grave su 
vida, salud o integridad física, serán castigados con las penas de prisión de seis meses a 
tres años y multa de seis a doce meses”210. El art. 317 CP señala que “cuando el delito a 
que se refiere el artículo anterior se cometa por imprudencia grave, será castigado con la 
pena inferior en grado”.
La conducta sancionada es omisiva (consiste en no cumplir los deberes 
establecidos en la normativa preventiva) y configura un delito de peligro, no de resultado, 
pues basta con poner en riesgo la vida, salud o integridad física, sin que sea necesaria la 
producción de lesión alguna, aunque, de acaecer, procedería pensar en una concurrencia 
de delitos (delito contra la seguridad de los trabajadores en concurso con otro de lesiones, 
homicidio…) En este caso el sujeto pasivo es el trabajador y el sujeto activo (autor) es 
el legalmente obligado a facilitar elementos preventivos para que la actividad laboral 
se desarrolle sin riesgos innecesarios; en principio, será el empleador, pero el art. 318 
CP permite imponer la pena a otros sujetos cuando el empresario sea persona jurídica, 
concretamente, recaerá sobre “los administradores o encargados del servicio que hayan 
sido responsables” de los hechos y sobre “quienes, conociéndolos y pudiendo remediarlo, 
no hubieran adoptado medidas para ello” (art. 318 CP). 
Ahora bien, aunque la pena corresponda a estos sujetos, la empresa a la que 
representa sufrirá también consecuencias negativas: 
1) La autoridad judicial podrá decretar alguna o algunas de las medidas previstas en el 
art. 129 CP, entre las cuales se cita, por ejemplo, la clausura de la empresa, sus locales o 
establecimientos, con carácter temporal o definitivo.
2) Respecto a la responsabilidad civil derivada del delito, la empresa es responsable 
subsidiario (art. 120 CP).
210  HERNÁNDEZ OLIVEROS, J, C., “La respuesta penal a la siniestralidad laboral” Diario de 
Jurisprudencia El Derecho, nº 2420, 2007, pág. 1.
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 En realidad, los tribunales interpretan que cabe exigir responsabilidad penal a 
cuantas personas asuman funciones preventivas en la empresa, sean altos cargos, mandos 
intermedios, encargados, etc.211, tanto si su empresario es persona física como si lo es 
jurídica, pero cuando no se dan las condiciones del art. 318 CP no podrá sancionárseles 
por delitos contra la seguridad de los trabajadores (art. 316-317 CP), sino que deberán ser 
condenados como autores de delitos genéricos: por ejemplo, homicidio o lesiones. 
2. EL ACCIDENTE DE TRABAJO DESDE LA ÓPTICA PENAL
2.1 Modalidades delictivas
A efectos penales, se considera accidente de trabajo toda lesión corporal (incluso 
el fallecimiento o determinadas enfermedades profesionales) sufrida por el trabajador con 
211  Al respecto HERNÁNDEZ OLIVEROS realiza un analisis jurisprudencial de los sujetos que son 
responsales penalmente desde los inicios de esta modalidad delictiva. Siendo estos:
1. El gerente y jefe de taller (STS 12 de noviembre de 1988).
2. El gerente de la empresa (SAP Zaragoza, Sección 3ª, núm. 263/2006, de 11 mayo EDJ 2006/287048 , al 
que se condena pues a él le concernía "directamente facilitar unas condiciones laborales sin riesgo para sus 
trabajadores, como ya se le había advertido anteriormente a los hechos enjuiciados, y al hacer caso omiso 
de ello y no atender debidamente a lo exigido existe como mínimo un dolo eventual que es suficiente para 
integrar el tipo penal, máxime cuando hacía poco tiempo que ya había existido otro accidente laboral en la 
misma empresa").
3. El arquitecto técnico (STS de 26 de septiembre de 2001 EDJ 2001/36694, porque entre sus funciones 
está, precisamente, la de controlar y verificar que se cumplan los requisitos de seguridad y protección de 
riesgos generados por la obra y ello aunque no ostente la condición de empresario).
4. El encargado de obra (sentencia de la Audiencia Provincial de Zaragoza de 21 de marzo de 2006 EDJ 
2006/97782).
5. El "encargado de un servicio de prevención" ya es un "obligado legalmente", por lo que ya estaría 
incluido en el artículo 316 EDL 1995/16398 y, especialmente, en el 318 EDL 1995/16398 (sentencia de la 
Audiencia Provincial de Zamora, de 21 de noviembre de 2005 EDJ 2005/263279, según la cual la acusada 
era sujeto activo de la infracción, por tener la condición de ingeniero en materia de prevención de riesgos 
laborales y las funciones de coordinadora de la seguridad de la obra y, por ende, encargada de la seguridad 
de la misma).
6. El empresario y sus encargados, si bien será preciso, al objeto de concretar el círculo de sujetos activos 
responsables en cada caso concreto, examinar la conducta de cada acusado, y su intervención en el hecho 
enjuiciado, en aplicación del principio de culpabilidad (STS 10 de abril de 2001 EDJ 2001/16202 -ya 
citada).
7. Director de la fábrica, jefe de seguridad y responsable de prevención de accidentes (STS de 26 de julio 
de 2000 EDJ 2000/27669).
8. En general, todas las personas que ostenten mando o dirección, técnicos o de ejecución y tanto se trate 
de mandos superiores como de inmediatos o subalternos (STS 14 de julio de 1999 EDJ 1999/16747 y 10 de 
mayo de 1980 EDJ 1980/1812 y SAP de Cuenca, de 21 de febrero de 2001 EDJ 2001/4063, que recuerda 
cómo el Tribunal Supremo ha señalado que "en el mundo laboral todos los que ostentan mando o dirección 
técnicos o de ejecución y tanto se trate de mandos superiores como subalternos, están inexcusablemente 
obligados a cumplir cuantas prevenciones establece la legislación de trabajo para evitar accidentes 
laborales y preservar y tutelar la vida, la seguridad y la integridad de los trabajadores, tanto si ejercen estas 
funciones reglamentariamente como si las actúan de hecho, incurriendo en responsabilidad criminal si en el 
cumplimiento de tales deberes se muestran remisos o indolentes y con dicha conducta causan o contribuyen 
a la causación de un resultado dañoso o a una situación de grave peligro... si bien parece evidente que no 
todos estos posibles sujetos activos tienen las mismas funciones en lo relativo a la normativa laboral").” En 
HERNÁNDEZ OLIVEROS, J, C., “La respuesta penal a la siniestralidad laboral” Diario de Jurisprudencia 
El Derecho, nº 2420, 2007, pág. 3.
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ocasión o como consecuencia de las tareas que desarrolla por cuenta ajena212. Nuestro CP 
no contiene un delito específico relativo al accidente de trabajo, permitiendo insertarlo en 
varias opciones distintas y genéricas según el resultado y la gravedad del incumplimiento 
empresarial. 
Si se produce el fallecimiento del trabajador, como delito de homicidio imprudente:
  art. 142.1: “El que por imprudencia grave causare la muerte de otro, será castigado, 
como reo de homicidio imprudente, con la pena de prisión de uno a cuatro años.”
art. 142.2: “El que por imprudencia menos grave causare la muerte de otro, será 
castigado con la pena de multa de tres meses a dieciocho meses.”
Para los delitos de lesiones, art. 147 CP establece: “El que, por cualquier medio o 
procedimiento, causare a otro una lesión que menoscabe su integridad corporal o su salud 
física o mental, será castigado, como reo del delito de lesiones con la pena de prisión 
de tres meses a tres años o multa de seis a doce meses, siempre que la lesión requiera 
objetivamente para su sanidad, además de una primera asistencia facultativa, tratamiento 
médico o quirúrgico”. La simple vigilancia o seguimiento facultativo del curso de la lesión 
no se considerará tratamiento médico213. Dispone el art. 152: “1. El que por imprudencia 
grave causare alguna de las lesiones previstas en los artículos anteriores será castigado, 
en atención al riesgo creado y el resultado producido: 1.º Con la pena de prisión de tres a 
seis meses o multa de seis a dieciocho meses, si se tratare de las lesiones del apartado 1 
del artículo 147.2.º Con la pena de prisión de uno a tres años, si se tratare de las lesiones 
del artículo 149. 3.º Con la pena de prisión de seis meses a dos años, si se tratare de las 
lesiones del artículo 150. Si los hechos se hubieran cometido utilizando un vehículo a 
motor o un ciclomotor, se impondrá asimismo la pena de privación del derecho a conducir 
vehículos a motor y ciclomotores de uno a cuatro años. Si las lesiones se hubieran causado 
utilizando un arma de fuego, se impondrá también la pena de privación del derecho al 
porte o tenencia de armas por tiempo de uno a cuatro años. Si las lesiones hubieran sido 
cometidas por imprudencia profesional, se impondrá además la pena de inhabilitación 
especial para el ejercicio de la profesión, oficio o cargo por un período de seis meses a 
cuatro años.2. El que por imprudencia menos grave causare alguna de las lesiones a que se 
refieren los artículos 149 y 150 será castigado con una pena de multa de tres meses a doce 
meses.Si los hechos se hubieran cometido utilizando un vehículo a motor o un ciclomotor, 
se podrá imponer también la pena de privación del derecho a conducir vehículos a motor 
y ciclomotores de tres meses a un año. Si las lesiones se hubieran causado utilizando un 
212  Vid: MARTÍNEZ ATIENZA, G., “Código Penal” En Derecho Civil, Penal Sustantivo y Procesal. 
Jurisprudencia del Tribunal Supremo. Editorial vLex, 2015, págs. 91-232. MÉNDEZ LOPEZ, L, A., 
“Calificación como accidente de trabajo del fallecimiento de un operario fuera del horario laboral” Diario 
de Jurisprudencia El Derecho, nº 2335. 2006, passim; 
213  AMADEO GADEA, S., “Comentario al Artículo 147 del Código Penal”, en Código Penal. Parte 
Especial. Tomo II. Volumen I. Editorial Factum Libri Ediciones. 2015. Págs. 80-99.
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arma de fuego, se podrá imponer también la pena de privación del derecho al porte o 
tenencia de armas por tiempo de tres meses a un año.” Además, el art. 150 CP nos dice 
que “El que causare a otro la pérdida o la inutilidad de un órgano o miembro no principal 
o deformidad, será castigado con la pena de prisión de tres a seis años.”
Además de la importancia de la concienciación empresarial, es de destacar 
la magnitud del daño social que estos delitos conllevan ya que atentan contra bienes 
jurídicos fundamentales como es la vida, salud e integridad física de los trabajadores. 
De ahí la importancia de prevenirlos, intentando que las protecciones que ofrece el CP 
sean efectivas. Si se produce cualquier menoscabo personal del trabajador (incluyendo 
lesiones o enfermedades profesionales en algunos supuestos), como delito de lesiones 
imprudentes (art. 152 CP y concordantes, castigado con penas privativas de libertad que, 
según el resultado y las circunstancias concurrentes, varían desde el arresto de tres fines 
de semana a tres años de prisión)214:
El razonamiento en este sentido arranca de la STS, de 12 de noviembre de 1998, 
Sala Tercera, RJ 1998, confirmándose y consolidándose desde entonces a través de 
muchos pronunciamientos posteriores: se dice que entre el delito de resultado y el de 
riesgo se dará una relación de concurso ideal (y por tanto, procederá la condena por ambos) 
cuando el resultado dañoso lo hayan sufrido efectivamente uno o varios trabajadores (que 
serán sujetos pasivos del delito de resultado), pero, al mismo tiempo, otros trabajadores 
adicionales hayan estado correlativamente expuestos a la posibilidad de haber sufrido 
idéntico evento dañoso por el incumplimiento o la emisión de la medida preventiva 
eludida por el empresario (siendo estos trabajadores, consecuentemente, sujetos pasivos 
del delito de riesgo).
Un ejemplo práctico puede clarificar esta teoría jurisprudencial: si un empresario 
de la construcción deja de facilitar el casco de protección a todos los miembros de la 
cuadrilla, falleciendo uno de los operarios por el impacto de una teja en su cabeza, nos 
encontraremos ante la presunta comisión de sendos delitos de homicidio imprudente 
(sujeto pasivo, el empleado fallecido ) y contra la seguridad de los trabajadores (sujetos 
pasivos, los restantes miembros de la cuadrilla)215; por el contrario, si solo deja de facilitar 
el casco de protección al operario efectivamente fallecido, riesgo y resultado se conjugan 
en un único sujeto pasivo y, por tanto, únicamente corresponde la imputación y eventual 
condena por el delito de resultado (el homicidio imprudente), que observa y agota al de 
riesgo (el delito contra la seguridad de los trabajadores), consumido según lo dispuesto 
en el art. 8.3 del vigente CP.
214  MARTÍNEZ ATIENZA, G., “Código Penal”, en “Derecho Civil, Penal Sustantivo…”, op. cit. págs. 
121 y ss. 
215  MARTÍNEZ ATIENZA, G., “Código Penal”, en “Derecho Civil, Penal Sustantivo…”, op. cit., págs. 
1121 y ss. 
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Debe advertirse que no es nada extraño que en la ocurrencia de un accidente de 
trabajo coexista la responsabilidad empresarial con la imprudencia del propio trabajador 
afectado, dando lugar al problema doctrinal de la “auto puesta en peligro” o la concurrencia 
de culpas. La postura jurisprudencial más extrema y antigua descartaba por completo la 
relevancia o influencia de cualquier conducta imprudente del operario en los sucesos, al 
afirmar, como se hacía en la lejana STS, de 21 de Febrero de 1979, Sala Tercera, RJ 56/1979, 
que “el trabajador debe ser protegido [hasta] de su propia imprudencia profesional”. 
Aunque este punto de vista (que supone la inversión de la carga de la prueba, 
otorgando presunción de culpabilidad al empresario) no ha quedado superado del todo. 
Lo cierto es que últimamente abundan las sentencias216 que mantienen una teoría más 
conciliadora, valorando la interferencia culpable o negligente del empleado de tres formas 
distintas: en casos extremos y muy aislados, descargando por completo de responsabilidad 
al empleador para atribuir en exclusiva toda la culpa al trabajador; frecuentemente, 
moderando el quantum indemnizatorio; y singularmente, degradando la índole de la 
responsabilidad del empresario para rebajar la tipificación de delito, consideración que 
tiene una importancia capital. 
2.2. Modalidades dolosa e imprudente: artículos 316 y 317 del Código Penal
Se va a analizar de forma más profunda el contenido de los arts. 316 y 317 CP217. 
En primer lugar para que se incurra en un delito doloso del art. 316 CP, la conducta tiene 
que ser comisiva, es decir, que se lleve a cabo una actividad por parte del empresario pero 
ejecutada por los trabajadores, sin haber facilitado los medios a los que le obliga la ley. El 
obligado no facilita los medios, al no entregar material, haciendo ineficiente su uso, al no 
formar a los trabajadores respecto a esos medios de protección y no vigilar que se adopten 
adecuadamente. Como es un delito específico, el autor ha de ser exclusivamente el que 
la norma determina como el legalmente obligado. En segundo lugar, la no facilitación de 
medios se ha producido por la infracción de una norma de prevención de riesgos laborales y 
en tercer lugar, con ello se crea un peligro grave para la vida, la salud o la integridad física 
de los trabajadores. Se entiende por riesgo grave, aquel riesgo concreto que puede afectar de 
manera relevante a la vida, salud e integridad física de los operarios y cuyas probabilidades 
de producir un resultado lesivo son altas, al no estar asegurada la evitación del mismo.
Una vez que la conducta del autor cumple todos los elementos del tipo, habrá que 
analizar si es conocedor de que tiene la obligación legal de facilitar los medios que le 
216  Línea jurisprudencial que comienza con la STS, Sala Segunda, nº 1355/2000 de 26 de julio de 2000, 
RJ 2000\7920 y continúa entre otras con: las SAP de Cádiz, Sec. 8ª, nº 195/2011, de 20 de mayo (JUR 
2011\364303); SAP de Guadalajara, Secc. 1ª, nº 102/2011, de 2 de diciembre (ARP 2011/1466), SAP de 
Barcelona, Sec. 6ª, nº 816/2011, de 1 de diciembre (JUR 2012/20810).
217  Vid: PÉREZ FERRER, F., “Cuestiones controvertidas sobre la protección penal de la seguridad e 
higiene en el trabajo”, Cuadernos de Político Criminal. Segunda Época, nº 120. 2016. Págs. 137-174. 
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requiere la ley y no lo ha hecho218. Que está infringiendo una norma que debía conocer 
y que con ello pone en riesgo grave el bien jurídico que se intenta proteger, es decir, que 
asume las consecuencias de su conducta. En este supuesto, hablaremos de un delito doloso 
porque hay conocimiento de los elementos del tipo y del resultado concreto, aunque en 
situaciones se desconozca la norma, se imputa igualmente esta conducta puesto que por su 
condición debía de conocerla. También se hablará de imputación del art. 316 CP aunque 
no se asuma el resultado, porque se tenga creencia objetiva de que no se va a materializar, 
a esto se le llama dolo eventual. En este caso se asume, por parte del sujeto actor, una 
situación de peligro materialmente probable y la existencia de una norma de seguridad 
infringida. Se acepta la aparición del riesgo o su aumento pero lo que le diferencia del 
dolo simple es que en el eventual no se asume el resultado lesivo concreto, el sujeto activo 
cree o confía en que no se va a materializar. 
Por el contrario, para cometer delito por imprudencia del art. 317 CP, el autor 
actúa cumpliendo los tres elementos del tipo del anterior artículo pero, a diferencia del 
dolo eventual, sin ser consciente del peligro concreto al que expone al trabajador o sin 
saber que la conducta que realiza es peligrosa. No valora como debiera las consecuencias 
de esa conducta o incluso ignora el peligro existente, desconoce el alcance concreto de 
su conducta. En ambos artículos el elemento objetivo o conducta típica y el bien jurídico 
protegido es el mismo, la diferencia está en el elemento subjetivo, si el autor actúa con 
dolo o imprudencia con o sin conocimiento y voluntad de no facilitar los medios y del 
riesgo al que pone al trabajador219.
Lo que en la práctica sucede es que, como consecuencia de la comisión de un delito 
de peligro, se puede incurrir también en un delito de lesiones u homicidio imprudente 
por el resultado lesivo producido. En los delitos de resultado (lesiones y homicidio) se 
entiende como conducta imprudente aquella que se lleva a cabo infringiendo las normas 
objetivas de cuidado, cuya finalidad es mantener el riesgo previsible bajo control. El sujeto 
imprudente conoce, en general, el riesgo que está creando, pero el error en el que incurre 
no le permite valorar en toda su extensión el alcance concreto del mismo. En esta conducta 
la omisión de los deberes elementales de cuidado es la exigible a un buen padre de familia, 
al hombre que la doctrina describe como el hombre medio ideal, que actúa con la cautela 
debida. La conducta que cumple con el cuidado debido no puede ser reprochada como 
imprudente220. Dentro de la conducta imprudente existen varios tipos de imprudencia:
218   V. gr. SAP de la Rioja. Sec. Única, Penal, nº 5/2003 de 21 de enero. Recurso de Apelación núm. 
202/2002. Ponente: IIlmo. Sr. D Alfonso Santisteban Ruiz. (ARP 2003/214).
219  Vid: MORALES GARCÍA, O., “Responsabilidad Penal asociada a la siniestralidad laboral”, XVI Jornadas 
Catalanas de Derecho Social: La Responsabilidad Laboral del Empresario: Siniestralidad Laboral, 2005, pág. 
4; PÉREZ FERRER, F., “Cuestiones controvertidas sobre la protección penal…”, op. cit., pág. 162. 
220   HORTAL IBARRA, J. C., “La protección penal de la seguridad en el trabajo”, op. cit., Atelier Libros 
Jurídicos. 2005, págs. 205-232.
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CONSCIENTE: el sujeto tiene conciencia del riesgo y la posibilidad de que se produzca 
pero confía en que no se va a materializar.
INCONSCIENTE: el sujeto no aprecia el peligro.
PROFESIONAL: el profesional actúa bajo la inobservancia de las reglas de actuación 
que vienen marcadas por los conocimientos específicos que solo tiene el sujeto por su 
especial formación profesional.
No se va a profundizar en el análisis de la consciencia o inconsciencia de la imprudencia 
por parte del sujeto actor ya que jurisprudencialmente va a estar castigada en sus dos 
extremos. Por otro lado la comisión de un delito por imprudencia profesional vendrá 
regulada por separado y se castigará de forma distinta.
La imprudencia puede ser de tres grados:
LEVE: en los casos en los que se infringe un deber de cuidado de pequeño alcance, 
esto es, cuando se produce la omisión de la atención debida, no por la persona menos 
cuidadosa (como ocurre con la imprudencia grave), sino por la persona de tipo medio, la 
persona que el CC denomina “buen padre de familia”.
GRAVE: en los casos en los que la previsibilidad del hecho dañoso sea notoria y esté 
acompañada de una omisión de las más elementales precauciones, de los cuidados más 
básicos exigidos por la vida en sociedad.
TEMERARIA: Es aquella que excede a la mera imprudencia grave o infracción de 
normativa, comportando tal entidad que revela, de modo notorio, la ausencia de la más 
elemental precaución sometiéndose de forma consciente a un peligro cierto. Para graduar 
la imprudencia, la doctrina indica varios criterios a los que hay que hacer referencia.
Algunos de los criterios que nos van a servir para graduar la conducta imprudente 
son221: La proximidad e intensidad del riesgo, en cuanto a que el riesgo se pueda dar en 
una esfera próxima a en la que se encuentre el bien jurídico protegido, además de que 
sea de tal importancia que se produzca un situación de crisis. Otro de los criterios222 es 
los antecedentes del investigado, en cuanto a cómo ha actuado en situaciones similares 
anteriores, si ha incurrido en delitos de la misma tipología, cómo era su conducta en 
relación a ese riesgo u otros, etc. En tercer lugar, es interesante analizar los criterios de 
control que se han utilizado, ya que no es lo mismo asumir un riesgo por no adoptar las 
medidas estandarizadas, pero hacerlo adoptando otro tipo de medidas complementarias 
221  HORTAL IBARRA, J. C., “Protección penal de la seguridad en el trabajo”, Tribuna Social. Revista 
de Seguridad Social y Laboral, nº 175, 2005. pág. 145.
222  FERNÁNDEZ MARTÍNEZ, J. M., “Diccionario Jurídico Aranzadi”, Thomson Reuters. Aranzadi, 
2002, pág. 56.
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que pudieran atenuarlo o evitarlo. Diferente es conocer el riesgo pero no utilizar ningún 
mecanismo de control sobre el mismo. Y por último, las posibilidades de autoprotección 
que tiene la víctima, valorandose en estos los mecanismos de defensa que tiene la víctima 
para evitar el riesgo, como pudiera ser su cualificación, formación, medios físicos, etc.
Sin embargo, hay autores223, como a los que hace referencia la profesora 
OLAIZOLA, que utilizan criterios como la tipología de las normas de cuidado 
infringidas, si son normas de cuidado básicas y de gran importancia o normas secundarias 
o complementarias224. El grado de peligro, puesto en relación con la importancia del bien 
jurídico afectado y el grado de control del peligro o probabilidad de lesión es otro de los 
criterios. Si el bien jurídico afectado es menos importante, hará falta que la probabilidad 
de que se pueda dañar sea más alta y, con esto, elevar el grado de imprudencia. Por el 
contrario, si el bien jurídico afectado es de mayor entidad, el grado de peligro será alto 
aunque las probabilidades de dañarlo sean bajas. El ámbito en el que ocurre el riesgo 
también será relevante para determinar la gravedad ya que en actividades concretas se 
asumen riesgos que en otras situaciones no se admitirían.
Es habitual que de la comisión del delito de peligro se derive la consumación 
de uno de los delitos de lesiones u homicidio. En este caso se habla de concurso que 
puede ser de delitos (ideal) o de normas225. Para saber de qué clase se habla, hay que 
determinar qué bienes jurídicos se ven afectados por la conducta delictiva, la salud del 
colectivo de los trabajadores o la salud, vida e integridad física de un trabajador concreto. 
La jurisprudencia entiende que los delitos contra la seguridad de los trabajadores y los 
delitos de lesiones u homicidio se encuentran en una relación de complementariedad, la 
concurrencia del primero no exige la existencia del segundo, pero en muchas ocasiones la 
consumación del delito de peligro comportará la imputación de la muerte o las lesiones226. 
Esta relación existe porque protegiendo la seguridad en el trabajo se protege también la 
vida y la salud de los trabajadores, aunque son bienes jurídicos independientes.
Tomando como base la diferenciación entre el bien jurídico colectivo y el individual, 
si el bien jurídico afectado es el mismo en los dos delitos, el concurso es de normas, en 
cambio, si se afecta a más de un bien jurídico distinto (se producen varias infracciones) 
el concurso es de delitos. Como acercamiento a la materia se puede considerar que el 
concurso de delitos se produce cuando el bien jurídico dañado ha podido afectar a una 
223  LUZÓN PEÑA, M. y MIR PUIG, S., “Derecho penal, parte general”, PG, 2ª ed. Tirant lo Blanch. 
Valencia, 2004, passim.
224  OLAIZOLA NOGALES, I., “Delitos contra los derechos de los trabajadores (arts. 316 y 317 CP) y 
su relación con los resultados lesivos” Indret: Revista para el Análisis del Derecho, ISSN-e 1698-739X, 
Nº. 2, 2010, passim.
225  PÉREZ FERRER, F., “Cuestiones controvertidas sobre la protección penal…”, op. cit., pág. 162. 
226  Vid: SAP de Burgos Sec. 1ª nº 4/2008, rec. 195/2007.  Pte: Marín Ibáñez, Francisco Manuel. (EDJ 
2008/179328).
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pluralidad de personas (protección del bien colectivo de la seguridad de los trabajadores), 
pero los lesionados han sido uno o varios trabajadores dentro de esa pluralidad, el 
resultado ha sido parcial (protección del bien jurídico individual de un trabajador, salud, 
vida e integridad física). Se aplicará entonces el delito del art. 316 CP y ss y tantos delitos 
de lesiones u homicidio como trabajadores hayan sido lesionados227. En cambio, se aplica 
el concurso de normas cuando el resultado dañoso es objeto de una conducta que solo 
ha afectado a un trabajador o a un grupo de trabajadores, es decir, a la totalidad de los 
sujetos expuestos, entonces, el delito de lesión u homicidio absorbe al delito de resultado, 
castigándose únicamente por los delitos de homicidio o lesión imprudente. Se imputarán 
tantos delitos de lesiones como víctimas haya habido, ya que la protección de la salud 
laboral colectiva y la vida e integridad del trabajador recae sobre idénticas personas, 
entonces solo se aplicará el delito más grave aunque hayan sido afectados los dos bienes 
jurídicos: el colectivo y el individual228.
Es mucho más complejo que lo expuesto pero la idea principal es que cuando el 
delito de peligro afecta a varios trabajadores, como se entiende que en cierto modo se 
protege la salud del colectivo de trabajadores, se entiende que hay un único delito de 
peligro. Pero después, con cada una de las muertes o las lesiones, habrá un concurso ideal 
de delitos229.
En este momento es importante analizar cuál puede ser la conducta del trabajador en 
el aspecto penal de la responsabilidad de prevención de riesgos. En los delitos estudiados 
de peligro, lesiones y homicidio la conducta de la víctima-trabajador, puede llegar a tener 
un papel fundamental a la hora de determinar la responsabilidad penal del empresario. Lo 
que significa que puede degradar la pena del autor o reducir la indemnización civil cuando 
la conducta del trabajador haya sido necesaria para producir el resultado. La doctrina230 
se ha basado en tres factores clave para concretar las consecuencias que tiene la conducta 
del trabajador al determinar la responsabilidad del investigado por uno de estos delitos. A 
continuación se definirán estos factores o criterios fundamentales.
En estos delitos, lo que los teóricos argumentan con este concepto, llamado 
antiguamente nexo causal y en la actualidad teoría de la imputación objetiva, es la 
existencia de una vinculación directa entre la conducta llevada a cabo por el sujeto: tanto 
la conducta del trabajador como la del empresario, y el riesgo creado o el resultado lesivo 
227  PÉREZ FERRER, F., “Cuestiones controvertidas sobre la protección penal…”, op. cit. pág. 165. 
228  AGUADO LÓPEZ, S., “El delito contra la seguridad en el trabajo: arts. 316 y 317 del CP”, 2002, pág. 
497 y ss.
229  DE ALFONSO  LASO, D., “¿Siniestralidad Laboral Punible? Análisis de los artículos 316, 317 y 318 
del CP”, Revista La Ley Penal nº19, 2005, págs. 16-25.
230  MORALES GARCÍA, O., “Responsabilidad Penal asociada a la siniestralidad laboral”, XVI Jornadas 
Catalanas de Derecho Social: La Responsabilidad Laboral del Empresario: Siniestralidad Laboral. 
Barcelona: Universidad Oberta de Cataluña (Asociación Catalana de Iuslaboralistes), 2005, pág. 4.
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producido. La conducta tiene que producir directamente la consecuencia. Es decir, sin la 
conducta imputable al resultado no se hubiera provocado el riesgo o generado el daño. 
En este sentido no tiene porqué ser siempre y, de manera singular, la única conducta que 
cause el riesgo o resultado la imputable al empresario, sino que puede ser de manera 
exclusiva la conducta del trabajador la que lo genere o incluso el concurso de las dos o, 
en determinadas ocasiones, puede que no sea ninguna como es el caso del hecho fortuito.
Se producen supuestos diferenciados: si la conducta responsable del accidente es 
exclusivamente la del empresario no surgen dudas de a quién se le imputa la responsabilidad. 
Si en la producción del riesgo o resultado ha intervenido el trabajador habrá que estudiar 
si ha sido significativa la intervención o no. El ser relevante quiere decir que el riesgo o 
resultado ha sido producido a causa de las dos conductas, las dos han sido causa directa, 
sin una de las dos no se hubiera producido el resultado. En este caso, la responsabilidad 
del empresario será degradada de imprudencia grave a leve. Si la conducta del trabajador 
ha sido la única causante del daño, entonces el acusado será absuelto de ese delito. En 
los casos en los que se concluya que ninguno de las dos conductas están relacionadas 
con el suceso, las partes quedarán absueltas y será un supuesto de caso fortuito, de una 
casualidad.
Otro concepto fundamental a la hora de determinar los efectos de la conducta 
del trabajador es lo que se ha definido como riesgo permitido231. En la sociedad hay 
determinadas actividades que están expuestas a riesgos como pueden ser los deportes 
de riesgo, la conducción de vehículos, la actividad laboral. Para poder desarrollarnos en 
sociedad tenemos que asumir esos riesgos que estarán bajo control con el establecimiento 
de unas limitaciones. Los límites pueden definirse en normas concretas, como las normas 
y límites de circulación, la normativa de prevención de riesgos laborales, de manipulación 
de alimentos o incluso por las costumbres o reglas comúnmente conocidas del ámbito en 
el que actuemos. 
231  V.gr. FJ 2º de la SAP de Madrid, Penal, Sec.17, nº 598/2012 de abril. Recurso de Apelación núm. 
341/2011, Ponente: IIlma. Sra. Mª Jesús Coronado Buitrago.  (ARP 2012/1044):
“(…)Argumenta en este sentido la sentencia impugnada que la teoría de la imputación objetiva exige que 
para que un resultado sea jurídicamente imputable, la acción causante del mismo debe poder caracterizarse 
como creación de un riesgo jurídicamente desaprobado que se concreta en el resultado típico. Y que en 
este caso las infracciones de las normas de prevención en que hubieran podido incurrir los acusados, 
y en particular Andrés, como responsable de seguridad, no presentaban conexión sustancial o material 
con el hecho del fallecimiento del trabajador, de tal manera que exigiendo para tener efectos penales la 
vulneración de las normas de prevención de riesgos y de seguridad, la prueba de la existencia del peligro 
concreto, ello no se había acreditado.
Concluye la sentencia de la instancia que el acto que había realizado el trabajador de situarse frente a las 
piedras en vez de al costado de las mismas, era un acto generador del riesgo hasta el extremo de que la 
omisión de la observancia de otras normas laborales y preventivas del sector no podía ser definida como 
generadora del peligro que se había materializado en el resultado típico, sino que procedía con claridad 
de la fuente que había sido la conducta del propio trabajador (...)”.
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También se ha venido utilizando, para establecer los límites de una conducta 
que no supere el riesgo permitido, la argumentación lógica de cómo hubiera actuado un 
diligente padre de familia (aquel que actúa prudentemente, atendiendo a las normas y 
los límites, un empresario responsable). La asunción por parte de la sociedad de estos 
riesgos hace que en determinadas ocasiones se exima de responsabilidad a los titulares 
de esas actividades, ya que es aceptado por todo el mundo que existe un riesgo y que se 
puede producir. El hecho de causar un determinado riesgo no quiere decir que implique 
necesariamente responsabilidades pero una vez superado el riesgo permitido no cabe 
excusar o eximir de ellas.
Otro aspecto es lo que se entiende como autopuesta en peligro, y es la conducta que 
lleva a cabo el trabajador de manera independiente, consciente y asumiendo los riesgos 
que se puedan derivar. En estas situaciones, el trabajador consiente poner en peligro su 
integridad física o su vida por iniciativa propia e incumpliendo las normas o costumbres 
de trabajo o incluso desobedeciendo las órdenes de sus superiores232.
Ejemplos sencillos pudieran ser el trabajador al que se le prohíbe acceder al lugar 
de trabajo por una zona concreta porque es peligrosa, pero él accede y se lesiona, o el que 
utiliza una carretilla, o cualquier vehículo, de la obra con una conducción imprudente y 
sin respetar normas u órdenes para unas finalidades que no son las propias o incluso los 
supuestos de suicidio. Son acciones que no están previstas y en las que exclusivamente 
es causa del resultado la conducta de la víctima. Cuando concurre un delito de peligro 
con uno de resultado a veces es difícil establecer si, con la aplicación de la medida, el 
resultado hubiera sido el mismo o no. Esto es lo que se denominaría en la doctrina actual, 
autopuesta relevante del trabajador.
Lo que no cabe es justificar e imputar la responsabilidad al trabajador por los 
daños sufridos, cuando la asunción (o consentimiento) del riesgo se realiza sobre bienes 
indisponibles, como es el caso de la integridad física, la vida o la prevención de riesgos 
laborales. Un ejemplo sería cuando un trabajador acepta una tarea en la que no hay 
mecanismos de seguridad o cuando tiene que violar esos mecanismos porque si no, no 
consigue los objetivos que se le han marcado o cuando actúa bajo órdenes. En estos 
casos la responsabilidad recaerá sobre el empresario ya que la precariedad laboral hace 
que el trabajador asuma riesgos por la situación de desigualdad entre las partes, al ser el 
trabajo una necesidad básica que el obrero tiene que cubrir. En estos casos, la autopuesta 
232  V.gr. SAP de Madrid, Penal, nº 309/2015, de 5 de mayo Recurso de Apelación 508/2015. Ponente: 
IIlmo. Sr. D. Celso Rodríguez Padrón (ARP 2015/517) en su FJ QUINTO expresa:
“(…) El origen del peligro no es por tanto una acción del empresario, sino una fuente de peligro legalmente 
tolerada cuyo control se le ha encomendado, y el peligro más grave o incluso las lesiones le son imputables 
aplicando una causalidad hipotética, en el sentido de que pudo y debió realizar una acción destinada a 
impedir tal resultado , siendo así que en el cumplimiento de sus deberes se mostraron remisos o indolentes 
y con dicha conducta causan o contribuyen a la causación de un resultado dañoso o una situación de grave 
peligro  (…)”.
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en peligro será irrelevante. Si la conducta del trabajador ha influido o ha sido causa 
exclusiva del resultado lesivo se producirá una degradación o incluso una absolución de 
la responsabilidad del empresario, la imputación del delito por imprudencia leve pasará a 
la absolución del mismo y la grave pasará a ser la leve.
La determinación del sujeto activo en estos tipos delictivos pasa por una correcta 
y ajustada interpretación de la expresión “estando legalmente obligados” que utiliza el 
art. 316 CP, cuya referencia a la obligación legal nos remite a la LPRL y la normativa de 
desarrollo de la misma. Así las cosas, la mencionada legislación, frente al derecho de los 
trabajadores a la seguridad y salud en el trabajo (art. 14.1 LPRL) establece el correlativo 
deber del empresario “de protección de los trabajadores frente a los riesgos laborales” (art. 
14.2 LPRL), así como el deber de “cumplir las obligaciones establecidas en la normativa 
de protección de riesgos”. Si a ello se añade que cuando el art. 42.1 LPRL se refiere a la 
responsabilidad lo hace señalando a los empresarios como aquellos sobre los que recae la 
obligación en materia de prevención riesgos laborales, resulta incontestable que el primer 
y principal obligado en materia de prevención de riesgos laborales es el empresario, luego 
esa referencia del art. 316 CP debe entenderse primordialmente dirigida al empresario, 
aunque no solo a él, sino que también deberán incluirse en la misma a las personas que 
compartan con él, por su voluntad, niveles jerárquicos que le atribuyan poder de decisión 
y de mando en la materia.
La jurisprudencia se refiere a la necesaria relación de causalidad e imputación 
objetiva,  a la concreción entre el riesgo inherente a la acción descuidada o dolosa y el 
resultado de peligro en muy diversos términos. En ocasiones, simplemente se niega la 
posibilidad de recurrir al proceso penal una vez afirmada la infracción de normas de 
prevención de riesgos laborales, cuando dicha infracción es de escasa relevancia233; otras 
veces, se menciona específicamente la necesaria relación de causalidad e imputación 
objetiva que debe mediar entre la acción u omisión generadora del riesgo y el resultado234.
Si tenemos en cuenta que es habitual que la actividad empresarial se lleve a cabo 
por empresas constituidas por personas jurídicas, para la determinación de los “legalmente 
obligados” cobra especial importancia el art. 318 CP, que señala que “cuando los hechos 
previstos en los artículos de este título se atribuyeran a personas jurídicas, se impondrá la 
pena señalada a los administradores o encargados del servicio que hayan sido responsables 
de los mismos y a quienes, conociéndolos y pudiendo remediarlo, no hubieran adoptado 
medidas para ello235”. Aunque la obligación de prevenir los riesgos laborales, la norma 
referida permite hacer recaer la responsabilidad en los “administradores o encargados del 
servicio”, aunque ello no quiere decir que la mera condición de administrador o encargado 
233  SAP de Barcelona (sección 3ª), de 13 de julio de 1999.
234  SAP de Barcelona (sección 2ª), de 18 de junio de 2002. 
235  PÉREZ FERRER, F., “Cuestiones controvertidas sobre la protección penal…”, op. cit. pág. 170.
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del servicio determine la responsabilidad penal de los mismos, antes bien, como señala la 
jurisprudencia236 “es preciso delimitar la concreta actuación del mismo (un administrador, 
en este caso) en el hecho enjuiciado”.
 Es preciso concretar que el hecho o hechos, de que deriva la imputación ha de caer 
en el ámbito de competencia del administrador o encargado del servicio, lo que incumbe a 
las acusaciones en sus respectivos escritos de calificación provisional237, “no basta con ser 
administrador o representante de una persona jurídica para ser automáticamente responsable 
de los hechos delictivos previstos en la norma penal. Los problemas más frecuentes que 
plantea la individualización de responsabilidad suelen concretarse en la delegación de 
poder por parte del empresario, en los supuestos de concurrencia de empresas (contratistas, 
subcontratistas, etc.) y en la actuación de los técnicos en el ámbito de la construcción.
La SAP de Girona, de 30 de noviembre, Penal Sección 3ª, nº 590/2011, habla del 
caso de Victorino, el cual se encontraba trabajando en la obra de una masía, perteneciente 
al empresario Jerónimo, quien había contratado a Clemente como arquitecto técnico, 
cuando se acercó por iniciativa propia a una abertura lateral sin proteger, cayendo y 
ocasionándole esta diversas lesiones. En este supuesto el legalmente obligado a facilitar 
los medios para trabajar en condiciones de seguridad, el empresario Jerónimo, no 
proporciona medios materiales ni inmateriales que requiere una obra de construcción 
y que se concretan en el plan de seguridad y salud y en la normativa específica. Omite 
la instalación de medidas de protección colectiva como son las que protegen huecos y 
aberturas con riesgo de caídas a distinto nivel (barandillas, redes etc.). Tampoco forma a 
los trabajadores en las nociones básicas de prevención de riesgos laborales y, por último, 
no vigila correctamente que estas medidas se lleven a cabo de una manera eficaz. Incumple 
los tres elementos de la interpretación extensiva del concepto medios, medios materiales, 
inmateriales y vigilancia del cumplimiento.
En la sentencia se habla de una imprudencia grave del delito de lesiones por parte 
del empresario, Jerónimo. Por parte del arquitecto técnico y coordinador de seguridad, 
Clemente, se rebaja el delito de lesiones por imprudencia de grave a leve. Esto se justifica 
porque la previsibilidad de que alguien accediera a esa zona era menor, puesto que no se 
estaba realizando ningún tipo de actividad en esa planta. Además, la entidad del deber de 
cuidado infringido es menor puesto que su función era solo vigilar, no facilitar los medios 
de protección y porque no tenía autoridad para vetar la entrada del trabajador. En cambio, 
la imprudencia del empresario es grave ya que su deber de cuidado es mayor al ser el 
236 STS, Sala 2ª, S 10-4- 2001, nº 642/2001, Rec. 3635/1999. PTE: Puerta Luis, Luis Román; EDJ 
2001/16202.
237  SAP de Madrid, sec. 15ª, S 30-5-2008, nº 212/2008, Rec. 112/2008. PTE: Jorge Barreiro, Alberto G.; 
EDJ 2008/225493.
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máximo responsable en cuanto a la obligación de facilitar los medios adecuados238. Otro 
factor para determinar la gravedad es la importancia del bien jurídico que se pretende 
proteger con las medidas omitidas, siendo este la vida, integridad y la seguridad de los 
trabajadores. Además, las medidas de control utilizadas para evitar el riesgo son de escasa 
entidad ya que lo único que se hizo fue dar indicaciones al trabajador lesionado, en el 
momento del accidente, de que no entrara en el interior de la obra.
 Por ello, queda de manifiesto la infracción de las normas más básicas de cuidado 
al no facilitar los medios de protección colectivas. La previsibilidad del accidente es 
evidente, ya que en una obra de construcción cualquier persona que trabaje en la misma 
puede acceder a la zona por diferentes motivos y sufrir este tipo de accidentes por un 
descuido, tropiezo o por una acción imprudente.
La previsibilidad de la que hemos hablado puede verse mermada debido a que 
la labor del trabajador era exclusivamente facilitar material a otro trabajador desde 
fuera del edificio, no teniendo que acceder a las plantas superiores del mismo. Por el 
contrario, el nexo causal entre la omisión de las protecciones y el resultado lesivo no 
se rompe porque el trabajador haya tenido una conducta que no debiera, ya que aun 
actuando este inadecuadamente, si las protecciones hubieran estado en las aberturas, no 
habrían caído. La falta de diligencia es mucho mayor en la persona del empresario que 
en la del trabajador, hay que tener en cuenta también que cualquier otro empleado podría 
haber sufrido el accidente y que estas carencias eran conocidas por el empresario, ya que 
visitaba la obra regularmente. La conducta del trabajador también puede verse favorecida 
por la falta de formación relativa a la prevención de riesgos laborales que, por su parte, 
no exigió el empresario a sus trabajadores.
En el arquitecto técnico como acusado, sí que la conducta de la víctima tiene 
cierta relevancia al no ser él quien tenía la autoridad de mando o dirección para vetar la 
entrada del trabajador al edificio, ni la obligación de facilitar los medios, aunque sí la 
de vigilar y comunicar la carencias al empresario. Se degrada la responsabilidad de este 
a una impudencia leve. Como hemos adelantado se imputa al empresario un delito de 
lesiones por imprudencia grave debido a las justificaciones expuestas en concurso ideal 
con el delito contra los derechos de los trabajadores del art. 316 CP, ya que, bien por su 
condición de empresario y garante, bien porque conocía las condiciones de trabajo de la 
obra y los riesgos existentes al haber estado en ella o al haberlos identificado en el Plan de 
Seguridad y Salud, comete todos los elementos del tipo conscientemente asumiéndolos.
238  PÉREZ FERRER, F., “Cuestiones controvertidas sobre la protección penal…”, op. cit. pág. 165.
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Hay muchos más ejemplos de conductas de los empresarios que repercuten al 
trabajador239 reflejadas en la doctrina, por ejemplo, la SAP de Alicante nº 343/2011, de 
7 de Junio240, en la que empresa Vives Dalmau SL, propiedad de los hermanos Isaac y 
Gregorio, había sido contratada por los hermanos Luís Alberto y José Pablo para realizar 
unas obras de urbanización consistentes en la instalación del alcantarillado. Luís María y 
Eusebio, trabajadores de Vives Dalmau, se encontraban metidos en una zanja que se había 
hecho con la máquina retroexcavadora para la conducción de las aguas residuales. En un 
momento dado, hubo un desprendimiento por derrumbamiento del frontal de la zanja que 
sepultó bajo la tierra a Luís María, este murió posteriormente en el hospital, Eusebio salió 
ileso. En el momento de los hechos la máquina retroexcavadora se encontraba junto a la 
zanja y las tierras con las que se estaba trabajando eran tierras blandas ya que estaban 
compuestas de escombros y residuos.
Se condena a los empresarios y al director técnico por un delito contra los derechos 
de los trabajadores del art. 316 CP, al no facilitar los medios necesarios y haber incumplido 
la normativa laboral ya que según esta, cuando existen trabajos en zanjas con tierras 
blandas han de estar entibadas para evitar derrumbamientos. Por otro lado, se incumple la 
normativa que establece que la maquinaria ha de estar alejada de la excavación. También 
se exige, aunque no con relevancia penal, la existencia de un estudio del terreno para 
adecuar las medidas preventivas al mismo. Se imputa a ambos un delito de homicidio 
imprudente, art. 124.1 CP, porque conociendo los riesgos existentes por parte el director 
técnico que había visitado la obra, no se tomaron las medidas de cuidado mínimas para 
evitar el riesgo, pues ya en primera instancia carecían de evaluación de riesgos y del Plan 
de Seguridad al que la norma les obliga. 
El riesgo no se ha controlado por lo que la probabilidad de accidente es alta. Los 
bienes jurídicos en peligro son de manifiesta importancia, como es la integridad y la 
vida de las personas por un lado y la seguridad laboral de los trabajadores por otro. La 
diferenciación de los dos bienes jurídicos afectados en cada uno de los delitos cometidos 
refleja que es un supuesto de concurso ideal de delitos, justificado fundamentalmente 
porque además de la víctima lesionada se pone en riesgo la seguridad de otro trabajador 
que por suerte sale ileso. En este caso el delito de resultado no puede absorber al delito de 
peligro. La conducta del trabajador no rompe el nexo causal existente entre la infracción 
por los autores de la normativa y el resultado dañoso, ya que la consecuencia directa del 
incumplimiento por no entibar las zanjas y por tener la máquina haciendo presión sobre 
las tierras blandas hacen que se produzca el resultado.
239   Vid: SAP, Murcia, sección nº. 5 nº. 273/2011 de 25 de octubre, SAP de Valladolid, Penal Sección 4ª, nº 
382/2011 de 5 de Octubre, y SAP de Valencia, Penal Sección 3ª, nº 523/2011 de 11 de Julio.
240   SAP, Alicante, Penal, Sección 3ª, nº 343/2011 de 7 de Junio. PTE. Francisca Bru Azuar.
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Las sentencias nos permiten ver de forma más ejemplificativa las conductas 
penales que se pueden dar en los casos de siniestralidad laboral241. Es importante que la 
conducta esté determinada, si es del empresario o del trabajador, porque sus consecuencias 
son distintas. Además, en cuanto a la interpretación del concepto facilitación de medios 
adecuados del art. 316 CP, ha quedado constancia que la jurisprudencia actual tiende a una 
aplicación paternalista de la ley en la que se objetiviza la responsabilidad en el empresario 
por el hecho de serlo. Todas las obligaciones recaen sobre este, ya que debe vigilar la 
aplicación efectiva de los medios facilitados y prever hasta las conductas imprudentes del 
trabajador. En alguna ocasión, ante una situación muy concreta o una negligencia muy 
grave por parte del trabajador, se ha aplicado la interpretación defendida por HORTAL242 
en la que excluye del concepto medios, la exigencia y vigilancia de la adopción efectiva 
de las medidas preventivas facilitadas por el empresario a los trabajadores. Con esta 
interpretación se ha intentado ser más justo a la hora de depurar responsabilidades, ya 
que la conducta del trabajador es muy relevante y la ley también le obliga a una actuación 
diligente, en la que adopte las medidas facilitadas.
La tónica general en las sentencias estudiadas es que el hecho se castigue por un 
concurso entre un delito de peligro doloso del art. 316 CP y un delito de lesiones u homicidio 
por imprudencia grave. Por un lado, de esto se deduce que los tribunales consideran que 
hay dolo en la conducta tipo de este artículo, cuando existe un conocimiento o un deber 
de conocimiento por la condición de empresario de los medios que debe facilitar, de la 
infracción que comete y en mayor o menor medida (dolo eventual) del peligro que con esto 
se genera. Lo que está claro es que, en los supuestos, el dolo no es una voluntad de que 
aparezcan unos resultados concretos, sino una asunción o confianza, más o menos racional, 
de que se pueda materializar el riesgo. Por eso, en consecuencia, las lesiones u homicidios 
que se producen son siempre por imprudencia y en casi todos los casos graves243.
Como se ha podido observar, el criterio de la previsibilidad para graduar la 
gravedad de la imprudencia es muy recurrente en la jurisprudencia. Este criterio está 
íntimamente relacionado con la probabilidad, cuánto hay de posible en que la conducta 
genere el resultado lesivo. Habrá muchos factores que determinen la previsibilidad, como 
la proximidad del riesgo, las circunstancias de la víctima, la magnitud de la infracción 
del deber de cuidado etc. Este no es un criterio de garantía segura, nunca se da en una 
probabilidad del cien por cien, es como una predisposición al resultado. El actor, con sus 
conocimientos y en su situación, tendría que haberse imaginado las consecuencias y haber 
actuado de manera diligente para evitarlas como hubiera actuado el hombre medio ideal 
al que en ocasiones se dirige la doctrina. Este criterio ayuda a depurar responsabilidades 
241  Esta línea jurisprudencial continúa a través de la jurisprudencia menor como puede acreditar la 
reciente SAP de Murcia, nº 524/2017, de 14 junio. (JUR 2017/196983)
242  HORTAL IBARRA J. C., “Protección penal de la seguridad…”, op. cit. pág. 145.
243  PÉREZ FERRER, F., “Cuestiones controvertidas sobre la protección penal…”, op. cit. págs. 137-174.
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y concretar la condena, agravando o degradando la imprudencia.
En relación a la conducta del trabajador estudiada, podemos apreciar que se tiene 
en cuenta en muy pocas ocasiones para absolver al empresario del delito del art. 316 
CP, porque la imputación objetiva de la relación causal entre la conducta y el resultado 
recae sobre el trabajador. En otras, la mayoría, la actuación de este se tiene en cuenta 
solo para reducir la indemnización civil derivada de los delitos de lesiones. El resto de 
conductas del trabajador están amparadas por la concepción proteccionista de la ley ante 
las conductas de este, al entender que se presenta en la relación laboral en una posición 
de inferioridad. El trabajador actúa bajo órdenes, no es el obligado legal a facilitar los 
medios, así que no tiene disposición ni control sobre el riesgo, además de ser la salud y 
seguridad en el trabajo un derecho indisponible. La falta de percepción real del riesgo por 
la costumbre a este o la aceptación de la precariedad laboral por parte del trabajador, no 
son causas que puedan mitigar la responsabilidad del empresario.
Debemos matizar qué es lo que ocurre con la posibilidad de imputar responsabilidad 
a una persona jurídica y cuáles son los problemas que pueden surgir. En los delitos de 
protección de la seguridad y salud en el trabajo se producen los problemas de imputación de 
responsabilidad penal y que han llevado a la rediscusión del tema de la responsabilidad penal 
de las personas jurídicas. La existencia de diversas estructuras organizativas en el interior 
de una empresa, su estructura descentralizada y jerárquica, dan lugar a la “irresponsabilidad 
organizada”, pues finalmente resulta difícil imputar responsabilidad a un sujeto, ya que el 
resultado suele ser el producto de una serie de actuaciones activas y omisivas, dolosas y 
culposas de diferentes agentes244. En el ámbito de las personas jurídicas se produce una 
escisión entre el sujeto que actúa y el sujeto de imputación de responsabilidad, lo que 
dificulta la imputación penal que ha de ser personal. Los comportamientos desencadenantes 
de la producción del resultado lesivo (en este caso, incumplimiento de la normativa de 
prevención de riesgos laborales que pone en peligro la vida y la salud de los trabajadores) 
suelen ser el resultado de conductas de diversas personas físicas que, muchas veces, no 
tienen responsabilidad directa en las decisiones y actuaciones correspondientes.
A partir de esta constatación, resulta conveniente delinear los problemas de 
imputación que  puedan  resultar de una serie de conductas desencadenantes de un 
accidente laboral, que sea expresión del incumplimiento normativo de la legislación de 
riesgos laborales y que ponga en peligro grave la vida y salud de los trabajadores.
En primer lugar, debe aclararse que el empresario, persona jurídica, no será 
244 Vid: SERRANO ZARAGOZA, O., “Compliance y prueba de la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas; cómo conseguir la exención de la responsabilidad penal en el curso de un concreto procedimiento 
penal”, Revista Aranzadi Doctrinal nº 6/2016 parte Estudio, págs.191-214; ARROYO DÍEZ, A., “La 
exclusión de la responsabilidad penal de las fundaciones del sector público en la Circular 1/2016 de la 
Fiscalía General del Estado.” Revista Aranzadi Doctrinal 6/2016, págs. 143-154.
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sujeto de imputación penal directa por la imposibilidad dogmática de reconocer la 
responsabilidad penal de las personas jurídicas. Es decir, aunque el Derecho en general 
haya dispuesto que el empresario posea unos deberes jurídicos en materia de prevención 
de riesgos laborales, el Derecho penal no lo puede sancionar directamente como sujeto de 
imputación penal. Puede aplicarle consecuencias accesorias del art. 129 CP, pero no puede 
declarar la responsabilidad penal del mismo. Habrá que individualizar la responsabilidad 
penal, determinando qué personas concretamente actuaron con la concurrencia del tipo 
objetivo y subjetivo de la norma penal245.
El art. 318 CP contiene una regla especial para dilucidar la responsabilidad 
penal de los delitos laborales cuando los hechos se realizan en el ámbito de las personas 
jurídicas, establece que en los delitos laborales serán responsables los administradores y 
los encargados del servicio.
En segundo lugar, la responsabilidad es de los administradores o directivos 
que son los responsables de la organización empresarial y también de garantizar el 
cumplimiento de la normativa de prevención de riesgos laborales. En él recae, en primer 
lugar, la posición de garante de dicho cumplimiento. Aquí habría que tener en cuenta los 
problemas de determinación de la responsabilidad en órganos colegiados cuando se trate 
de decisiones tomadas en ellos (por ejemplo, una política de ahorro en esta materia); 
normalmente responden todos los intervinientes, incluso aquellos que no asisten o votan 
en blanco. Más discutible es la cuestión de los que votan en contra, aunque la elevada 
obligación legal les conminan a un actuar contrario en este caso.
Es preciso concretar que el hecho o hechos de que deriva la imputación ha de caer 
en el ámbito de competencia del administrador o encargado del servicio, lo que incumbe 
a las acusaciones en sus respectivos escritos de calificación provisional, como dice la 
jurisprudencia246, “no basta con ser administrador o representante de una persona jurídica 
para ser automáticamente responsable de los hechos delictivos previstos en la norma 
penal. A estos efectos, estimamos que han de ser delimitados en los escritos de acusación 
las funciones que desempeñaban en la empresa los acusados, su relación competencial 
con el foco de riesgo ilícito y las acciones u omisiones en que han podido incurrir”. 
Los problemas más frecuentes que plantea la individualización de responsabilidad 
suelen concretarse en la delegación de poder por parte del empresario, en los supuestos 
de concurrencia de empresas (contratistas, subcontratistas, etc.) y en la actuación de los 
técnicos en el ámbito de la construcción. 
245  SILVA SÁNCHEZ, J., “La aplicación judicial de las consecuencias accesorias para las empresas”, en 
InDret, Nº 342, Abril de 2006, en www.indret.com
246 SAP de Madrid, sec. 15ª, S 30-5-2008, nº 212/2008, Rec. 112/2008. PTE: Jorge Barreiro, Alberto G.; EDJ 2008/225493.
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La delegación de facultades por el empresario es frecuente, el empresario puede 
depositar en un tercero todas o parte de las facultades que le competen en ese ámbito. 
Sin embargo, las facultades o competencias delegadas le siguen perteneciendo, hasta el 
punto de que podría en cualquier momento revertir la delegación, sustituir al delegado, o 
actuar por sí durante la vigencia de la delegación. No puede el delegante desentenderse 
de obligaciones que son originariamente suyas, por lo que le incumbe, al menos, un deber 
de comprobación o de vigilancia cerciorándose de que las obligaciones en materia de 
seguridad son debidamente desarrolladas o cumplidas por el delegado. En este sentido, 
se ha dicho que la delegación genera (o añade) una nueva posición de garantía en el 
delegado y que la misma “no libera al delegante de su deber de seguridad, sino que 
transforma su contenido, que pasa a ser de vigilancia, y, en su caso de corrección o de 
sustitución”. La delegación no exige formalidad alguna, antes bien resulta decisivo que 
la misma se produzca realmente, es decir, que exista acuerdo entre delegante y delegado, 
que recaiga sobre persona capaz para ejercer las funciones que se delegan y que junto 
con las facultades delegadas se dote al delegado de poder de decisión y de medios para el 
ejercicio de la delegación
La actitud de los jueces, a la hora de atribuir valor exonerador de la responsabilidad 
a la delegación, ha exigido tres requisitos perfectamente recogidos en la jurisprudencia247 
que señala como tales “deber de elección, exigiendo que la delegación se realice en persona 
con capacidad suficiente para controlar la fuente de peligro; deber de instrumentalización, 
facilitando al delegado los medios adecuados para controlar la fuente de peligro; y el 
deber de control, implementando las medidas de cautela específicas para verificar que 
la delegación se desenvuelve dentro de las premisas de la delegación. Cumplidas las 
anteriores cautelas nada obsta a que pueda existir responsabilidad penal exclusiva de 
persona distinta al empresario cuando este ha cumplido sus obligaciones, ya que de lo que 
se trata en realidad, es de determinar material y no solo formalmente quién realmente tiene 
la competencia y pueda ejercerla en relación a la seguridad e higiene248”. La mayoría de las 
sentencias que son condenatorias deniegan aquel efecto exonerante por incumplimiento 
de alguno o de todos los requisitos.  
El art. 35 LPRL señala “los Delegados de Prevención son los representantes de los 
trabajadores con funciones específicas en materia de prevención de riesgos en el trabajo”. 
Cuando se habla de la “representación de los trabajadores” se podría decir que estamos 
hablando del contrapunto de los “representantes de la empresa”, que son quienes cuentan 
con la organización de los medios productivos, con el poder de decisión y de mando. Si 
analizamos las competencias y facultades que se regulan en el art. 36 LPRL, ninguna de 
247 Entre otras, SAP de la Coruña, sec. 2ª, 31-3-2008, nº 134/2008, Rec. 499/2007. PTE: TABOADA 
CASEIRO, M. C., EDJ 2008/179603.
248  PÉREZ FERRER, F., “Cuestiones controvertidas sobre la protección penal…”, op. cit., pág. 143.
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ellas alcanza más allá de la de consulta o información. Existe un paralelismo entre el art. 
64 ET y el art. 36 LPRL. 
El art. 64.7, cuando relata las competencias de los comités de empresa, establece 
en el apartado a) 2º, la “de vigilancia y control de las condiciones de seguridad y salud 
en el desarrollo del trabajo en la empresa, con las particularidades previstas en este orden 
por el artículo 19 de esta Ley”; pues bien, en el ámbito más específico de la prevención 
de la seguridad y salud, tales competencias se desarrollan en los arts. 36 y 39 LPRL para 
los delegados de prevención y para los comités de Seguridad y Salud respectivamente. 
La posibilidad que concede el art. 21.3 a los representanrtes de los trabajadores de 
paralizar la actividad de los trabajadores expuestos a un riesgo inminente y grave, es una 
posibilidad subsidiaria del deber de la empresa y paralela de la posibilidad que se concede 
en el mismo precepto al trabajador de dejar de realizar su actividad y de abandonar el 
puesto de trabajo en esos mismos casos. Esta facultad no es ni suficiente, ni autónoma. La 
evidencia sobre el carácter de los delegados de prevención se pone de manifiesto cuando 
no son objeto de regulación en el RSP (RD 39/1997). Como trabajadores pueden ser 
responsables, por su actuación personal, del delito de resultado lesivo y, por su condición 
de delegados de personal pueden, como “encargados del servicio” de acuerdo con lo 
previsto en el art. 318 CP, ser responsable de los delitos de riesgo de los arts. 316 y 317 
CP.
Es imprescindible que se aclare durante la instrucción de la causa la condición de 
delegado de prevención del trabajador, de manera que se eviten acusaciones indebidas de 
representantes de los trabajadores. Para evitar equívocos, deberían siempre puntualizar 
que son Delegados de Prevención. Por todo ello, en la reunión de Fiscales Especialistas 
celebrada en Ávila en junio de 2006, se aprobó la siguiente conclusión que ha sido 
ratificada en las posteriores de León, Ávila y Salamanca: “Los Delegados de Prevención 
y los miembros de los Comités de Seguridad y Salud en el Trabajo, como representantes 
de los trabajadores, tienen funciones de consulta e información y carecen de poder de 
decisión y mando respecto de la adopción de medidas de prevención de riesgos para la 
vida y salud de los trabajadores, lo que les hace inhábiles para ser responsables de los 
delitos de riesgo de los arts. 316 y 317 CP”. 
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3. EL PROCEDIMIENTO CRIMINAL POR ACCIDENTE DE TRABAJO
3.1. Principio de intervención mínima
La invocación del principio de intervención mínima, para no aplicar en esta materia 
de seguridad laboral las normas penales por estimar prioritarias y de aplicación preferente 
esas otras medidas como las infracciones y sanciones administrativas propuestas por la 
Inspección de Trabajo. El principio de mínima intervención está dirigido esencialmente 
al legislador, que en la selección que hace de bienes jurídicos necesitados o merecedores 
de protección penal, debe encontrar en este principio (y en los caracteres subsidiario y 
fragmentario del Derecho Penal que de él derivan) su principal norte y guía de referencia. 
Pero hecha aquella opción legal y, seleccionada la seguridad de los trabajadores como 
bien jurídico protegido y aunque el principio puede tener cierto valor orientativo en la 
interpretación de la norma penal, el juzgador debe aplicarla cuando concurran los requisitos 
que ha determinado el legislador, y no ampararse de forma abusiva en aquel para no aplicar 
el tipo penal a un hecho subsumible en él, por lo que la utilización interesada del principio 
de intervención mínima, es más bien consecuencia de una adormecida sensibilidad social 
y una pasividad generalizada, en ocasiones, frente a la investigación penal249.
Como exponía el TS250, al rechazar la aplicación del principio de intervención 
mínima respecto a un delito contra el medio ambiente, “hay que decir, ante todo, que 
el llamado por la doctrina principio de intervención mínima no está comprendido en 
el de legalidad ni se deduce de él. Reducir la intervención del derecho penal, como 
última «ratio», al mínimo indispensable para el control social, es un postulado razonable 
de política criminal que debe ser tenido en cuenta primordialmente por el legislador, 
pero que en la praxis judicial, aun pudiendo servir de orientación, tropieza sin remedio 
precisamente con las exigencias del principio de legalidad por cuanto no es al juez sino 
al legislador a quien incumbe decidir, mediante la fijación de los tipos y las penas, cuáles 
deben ser los límites de la intervención del derecho penal. Por otra parte, el principio de 
intervención mínima, solo se entiende cabalmente si se le sitúa en un contexto de cambio 
social en el que se produce una tendencia a la descriminalización de ciertos actos los 
llamados «delitos bagatelas» o las conductas que han dejado de recibir un significativo 
reproche social, pero también una tendencia de sentido contrario que criminaliza atentados 
contra bienes jurídicos que la mutación acaecida en el plano axiológico convierte en 
especialmente valiosos251”.
249  TRILLO NAVARRO, J, P., “Criminalidad de bagatela: descriminalización garantista”. La Ley penal: 
revista de derecho penal, procesal y penitenciario, nº 51, 2008, págs. 5-16.
250  STS nº. 7/2002 (Sala de lo Penal) de 19 enero, RJ 2002\1315 (Ponente: Excmo. Sr. D. JOSÉ JIMÉNEZ 
VILLAREJO).
251  Ibídem. 
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 No hay duda de que esta doctrina es aplicable a los delitos contra la seguridad 
de los trabajadores. La SAP de Barcelona252 afirma que “en estrecha concomitancia con 
lo anterior, se ha de pregonar también el frontal rechazo al alegato de aplicación del 
principio de intervención mínima, pues si bien ese principio es de indudable arraigo 
en nuestro derecho penal patrio, ha de tenerse en cuenta, empero, que su hermenéutica 
encuentra su natural límite en el principio de legalidad, de suerte que aquel principio no 
puede llevarse hasta el extremo de negar significación penal a conductas que revistan 
claros ribetes criminales.
3.2. Inicio del procedimiento 
Como cualquier otro procedimiento penal, este se rige por las normas contenidas 
en el RD de 14 de septiembre de 1882, aprobatorio de la Ley de Enjuiciamiento Criminal 
(LECrim)253.
La iniciación del procedimiento penal por accidente de trabajo puede producirse 
de oficio (a impulsos del Juzgado de Guardia correspondiente, que recibe la noticia del 
accidente por vía policial), o bien por la interposición de denuncia o querella a instancias 
del MF (tras recibir la documentación pertinente de la IT), del trabajador accidentado o sus 
herederos (como acusación particular), o de los correspondientes representantes unitarios 
y sindicales (que pueden coadyuvar al procedimiento como acusación popular)254. El plazo 
para interponer la demanda será hasta transcurridos 6 meses del accidente de trabajo.
En la práctica, la tramitación laboral o administrativa de los accidentes de 
trabajo (las actas de infracción, aunque no los procesos de recargo de prestaciones) 
queda suspendida y paralizada tan pronto como se inicia la investigación criminal, sin 
reanudarse hasta que no se produzca un pronunciamiento firme en esta jurisdicción. Sea 
cual sea el pronunciamiento firme en sede penal (condenatorio, absolutorio o de archivo), 
queda expedita la posibilidad de que recaiga adicional o alternativamente una sanción 
administrativa; y en el caso de que aquel pronunciamiento sea absolutorio o de archivo, 
también queda a salvo la posibilidad de que el trabajador o sus herederos obtengan una 
indemnización pecuniaria de la empresa por vía laboral o civil.
3.3. Fase de Instrucción
La fase inicial del procedimineto penal, es decir la fase de instrucción (que puede 
252  SAP de Barcelona nº. 531/2004 (Sección8ª), de 1 junio, JUR 2004\209256.
253  Vid: VÁZQUEZ IRUZUBIETA, C., “Del recurso de apelación contra las sentencias y determinados autos 
e integrado por los siguientes artículos”, en Comentario a la Ley de Enjuiciamiento Criminal (actualizada 
por las Leyes 13/2015, y 41/2015, de 5 de octubre). Editorial vLex, 2015, passim; MARTÍNEZ ATIENZA, 
G., “Código Penal”, en “Derecho Civil, Penal Sustantivo…”, op. cit. págs. 245-311.
254  MARTÍNEZ ATIENZA, G., “Código Penal”, en Derecho Civil, Penal Sustantivo…” op. cit. págs. 
245-311.
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extenderse, por término medio, durante dos o tres años), se desarrolla en un Juzgado 
de Instrucción acomodándose a las reglas del Procedimiento Abreviado (arts. 757 y ss 
LECrim). Esta fase tiene un triple orden de objetivos: identificar a los sujetos responsables, 
perfilar la circunstancias del accidente y concretar, en su caso, la imputación delictiva que 
ha de ventilarse en el posterior Juicio Oral. La identificación de los investigados se realiza 
en ocasiones de manera prospectiva y exageradamente amplia.
Como responsables directos, a profesionales técnicos (v. gr., Arquitectos y 
Aparejadores en accidentes del sector de la construcción), el inmediato superior del 
trabajador accidentado, al Director o Responsable del Área correspondiente, al Director 
de Recursos Humanos, al Jefe de Personal o Encargado de Seguridad e Higiene (si 
lo hay), al Director General y, en casos extremos de enorme gravedad, a los propios 
Administradores de la empresa afectada, lo que sucede siempre en empresas pequeñas sin 
mandos intermedios. Muy frecuentemente, la responsabilidad directa alcanza también a los 
directivos o representantes legales de compañías con participación indirecta o periférica 
(fabricantes de equipos o maquinaria, receptores finales del servicio, empresas de trabajo 
temporal, contratistas-subcontratistas, etc.); y, como responsables civiles (que no penales), 
a las propias empresas afectadas y sus respectivas compañías de seguros, en caso de existir.
 El delito del art. 316 CP es un delito especial del que solo pueden ser sujetos 
activos quienes estén “legalmente obligados” a facilitar “los medios necesarios para 
que los trabajadores desempeñen su actividad con las medidas de seguridad e higiene 
adecuadas.” En ello, se diferencia de los delitos de homicidio y lesiones imprudentes que, 
como delitos comunes, pueden ser cometidos por cualquier persona y que frecuentemente 
concurren en concurso con los delitos de riesgo de los arts. 316 y 317. Por este motivo, 
no es infrecuente encontrar sentencias que condenan a unos autores por el delito de riesgo 
y el delito imprudente de resultado en concurso ideal y a otros solo por el delito de 
resultado, al no tener la obligación legal de facilitar las medidas de seguridad, pero que 
contribuyeron con su actuación negligente a la producción del accidente255. 
 Para determinar quiénes pueden ser sujetos activos, es decir, quiénes son los 
“legalmente obligados” -que ocupan una posición semejante a la de garante- será necesario 
acudir a la normativa específica sobre prevención de riesgos laborales y especialmente a 
la LPRL. Ahora bien, que alguien pueda ser sujeto activo del delito no significa que en 
todos los casos deba considerársele autor del mismo. Lógicamente, rige el principio de 
culpabilidad, nadie puede ser considerado responsable criminalmente sin dolo o culpa, 
por lo que será preciso analizar y delimitar en cada caso la actuación de cada sujeto 
“legalmente obligado”. Por otro lado, la responsabilidad penal de un sujeto activo no 
excluye la responsabilidad de otro.
255 PÉREZ FERRER, F., “Cuestiones controvertidas sobre la protección penal…”, op. cit. pág. 162.
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 Como veremos más extensamente, la jurisprudencia ha consagrado la doctrina 
de la responsabilidad en cascada, de suerte que la responsabilidad de un obligado no 
excluye otras. El TS256 afirmaba que “en estos delitos de imprudencia por omisión surge 
una responsabilidad en cascada por virtud de la cual, conjuntamente, sin exclusiones 
incompatibles, distintos técnicos en mayor o menor competencia profesional coadyuvan al 
resultado.” En el mismo sentido de la STS anteriormente citada257 vuelve a hacer referencia 
a la responsabilidad en cascada cuando señalaba “la responsabilidad se distribuye en 
cascada a quienes tienen el poder de dirección y de organización del trabajo258” .
 La no integración, la externalización y la formalización de la prevención, 
conforman la base de la ineficacia preventiva cuando no responde a una voluntad real de 
asimilar la misma en la estructura jerárquica259. Mediante la no integración, el empresario 
puede buscar transferir la responsabilidad de la prevención al Servicio de Prevención 
(a los especialistas). Mediante la externalización, busca estos servicios fuera de la 
empresa; mediante la formalización de la prevención puede pedirles una documentación 
para “demostrar que cumplen” y así evitar ser sancionado, lo que por otra parte, acaba 
haciendo que se degrade la calidad de los servicios que recibe. 
 La prevención de los riesgos se trasforma (o pretende transformarse) en la 
prevención de sanciones y es vista por el empresario, que adopta esta equivocada óptica, 
como un impuesto que paga anualmente obteniendo el correspondiente justificante. La 
no integración, es decir, la no efectiva asunción por el empresario y toda la estructura 
empresarial de sus responsabilidades en materia de prevención, es una condición necesaria 
para que se produzca la externalización y la formalización y puede considerarse, por 
tanto, como causa de las mismas. El RSP aprobado por RD 39/1997, de 17 de enero, 
y las modificaciones posteriores, siendo la última el RD  337 / 2010, de 19 de marzo, 
constituyen su material regulador.
 El empresario tiene obligación de constituir el servicio de prevención propio o 
contratar el ajeno cuando la designación de uno o varios trabajadores fuera insuficiente 
para la realización de las actividades de prevención, en función del tamaño de la empresa, 
de los riesgos a que están expuestos los trabajadores o de la peligrosidad de las actividades 
desarrolladas (art. 31.1 LPRL). La imputación de los Servicios de Prevención, tanto 
externos como internos, solo será posible cuando haya habido una auténtica delegación de 
poder con las siguientes exigencias de capacitación, formación e información y dotarles 
de los medios necesarios y adecuados, pero lo que es esencial es que se dote al servicio de 
256 STS Sala Penal de 3 febrero, 1992, RJ 1992\882.
257  STS Sala Penal nº. 2445/2001, de 22 diciembre, RJ 2002\4433.
258 Y en el mismo sentido: SAP Cádiz (Sección 8ª) 22/07, de 15 de Enero, 2007 y SAP Cádiz (Sección 
4ª), de 24 de Septiembre, 2007.
259  PÉREZ FERRER, F., “Cuestiones controvertidas sobre la protección penal…”, op. cit. pág. 152.
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prevención ajeno contratado de poder y capacidad efectiva de acción y decisión, cedidos 
por el empresario.
 A tal efecto, en caso de posible responsabilidad de estas empresas, se deberá 
comprobar, solicitando su incorporación a la causa penal, el contrato celebrado entre 
empresario y servicio de prevención. Excepcionalmente, la responsabilidad de los Servicios 
de Prevención también puede traer causa del estudio de la Evaluación de Riesgos, cuando 
su carácter incompleto o la imprevisión del riesgo pueda serle imputable. En definitiva, 
el Servicio de Prevención Ajeno será únicamente responsable si de los términos de la 
delegación contractual que hizo el empresario le puede ser imputable objetivamente que, 
por tener asumido contractualmente con poder de decisión y actuación el riesgo o el 
resultado, se ha producido por su incumplimiento. En este sentido, la SAP de Madrid 
(Sección 16) 12/07, de 10 de Enero 2007, afirma que la designación de servicio preventivo 
no exime sin más de responsabilidad al empresario.
 La concreción del accidente de trabajo se lleva a cabo tomando declaraciones 
sucesivas a los imputados, los testigos presenciales y los testigos referenciales, así como 
realizando cualesquiera otras diligencias probatorias que se consideren pertinentes por el 
correspondiente Juzgado de Instrucción (inspección ocular de lugar del accidente, careos, 
práctica de periciales, etc.260). El informe de la Inspección de Trabajo suele tener una 
importancia decisiva en esta fase de procedimiento, contando de facto con presunción de 
veracidad, pero se encuentra sometido a la lógica contradicción.
 Frente a ello, se abrirán Diligencias Previas penales en el Juzgado de Instrucción 
que corresponda y se iniciará la fase de averiguación de los hechos para esclarecer si 
existen elementos constitutivos de delito o falta.
 En este proceso, el Juez de Instrucción citará a todas las personas que puedan 
aportar información sobre el suceso, ya sea en calidad de testigo o de investigado en caso 
de atribuírsele la posible participación en la comisión del delito:
a) La declaración de testigo se producirá sin asistencia letrada y con obligación de 
decir verdad, bajo amenaza de imputación de un delito de falso testimonio. El 
testigo podrá ser preguntado por el Juez, por el Fiscal (si se personara) y por 
los abogados de los investigados y de las compañías aseguradoras en caso de 
concurrir reclamación de daños y perjuicios.
b) La declaración del investigado requerirá asistencia letrada (si no se dispone, se 
nombrará un abogado de oficio) y no estará sometida a la obligación de veracidad, 
sino que primará el derecho a hilvanar una defensa conforme mejor convenga 
a sus intereses. El procesado podrá ser preguntado por el Juez, por el Fiscal (si 
260  VÁZQUEZ IRUZUBIETA, C., “Comentarios a…”, op. cit., págs. 339-343.
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se personara), por su propio abogado y por los abogados del resto de imputados 
y de las compañías aseguradoras en caso de concurrir reclamación de daños y 
perjuicios.
 Existe la posibilidad de que un testigo pase a ser citado como investigado en 
función de su declaración o de lo que hayan declarado otros testigos o imputados. Por 
ello, la declaración como testigo debe prepararse concienzudamente, por cuanto en caso 
de ulterior imputación, lo dicho en la testifical tendrá el barniz de veracidad y condicionará 
la posterior defensa.
 Esta fase de instrucción concluye con un auto judicial (art. 622 LECrim) en el 
sentido excepcional de archivar las actuaciones y poner fin al procedimiento penal (si 
se aprecia que no existe responsabilidad delictiva) o, en el más previsible, de constatar 
la existencia de indicios racionales de criminalidad en relación con algún delito; en este 
sentido, el CP permite insertar la persecución de los accidentes de trabajo en varias 
acciones distintas ya comentadas con anterioridad261.
3.4. Fase Intermedia
La siguiente fase es la fase intermedia del procedimiento, en la cual se llevan a 
cabo las acusaciones, pudiendo ser estas realizadas a través del MF, los representantes 
del trabajador afectado o los representantes sindicales262.  Así, a través de esta fase, se 
determina contra quién se ejercita la acción penal y se concreta el delito (o delitos) que 
presuntamente han llegado a cometer, con la finalidad de posteriormente dictar el Auto 
de apertura del Juicio Oral, por medio del cual, se determinarán por medio de prueba de 
indicios los siguientes supuestos:
a) Los hechos controvertidos del procedimiento.
b) El investigado o investigados que se transforman en acusado o acusados.
c) Los hechos delictivos que se acusan.
d) Las penas correspondientes por la realización de tales hechos delictivos.
e) Las circunstancias modificativas de responsabilidad penal. 
 Una vez finalizada esta fase, el juez competente podrá tomar dos resoluciones, por 
un lado,  determinar si procede el sobreseimiento de la causa pudiendo ser este total al 
estimar que los hechos no fueron constitutivos de delito, o parcial, en el que se  archiva 
la causa a determinados investigados al considerarse que estos no tuvieron una conducta 
261  PÉREZ FERRER, F., “Cuestiones controvertidas sobre la protección penal…”, op. cit., págs. 133-
140.
262  VÁZQUEZ IRUZUBIETA, C., “Comentarios a…”, op. cit., págs. 619-628.
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típica; o por otro lado, continuar con el proceso a través de la celebración del juicio oral 
para los investigados en atención a los delitos y penas que se les acusa.
 En el caso de continuación, se procederá a la apertura de la fase del juicio oral 
para aquellos sujetos que se encuentren investigados, por lo que se deberá atender a la 
acusación por parte de la fiscalía, en la que se determinan los delitos y penas que se van a 
solicitar para cada uno de los sujetos investigados. 
Finalmente, y tras la formalidad de que los acusados se opongan a las peticiones 
de las acusaciones en sus escritos de defensa, las actuaciones se trasladan físicamente al 
órgano encargado de su enjuiciamiento que señala fecha para Juicio Oral, desarrollándolo 
en una o varias sesiones concentradas para emitir, acto seguido, la correspondiente 
sentencia, revisable en Apelación (ante la AP, si el enjuiciamiento correspondió a 
un Juzgado de Instrucción o de lo Penal) o Casación (ante el TS, si el enjuiciamiento 
correspondió a la AP). Tras ello, solo persiste la posibilidad extraordinaria de Recursos 
de Amparo ante el TC, siempre con mal pronóstico por la particular idiosincrasia de tal 
instancia263.
 3.5 Fase oral y resolución del procedimiento
El Juicio Oral se celebrará con la dinámica habitual de acusación (particular 
y/o del Fiscal) y defensa. Se practicarán las pruebas que el Juez admita u ordene, ya 
sean documentales, periciales, declaración del Inspector de Trabajo y Seguridad Social, 
testifical de compañeros, etc.
 La sentencia condenará o absolverá a los acusados. Frente a la misma, cabrá 
Recurso de Apelación ante la AP y frente a esta, tan solo cabría el excepcional Recurso de 
Amparo ante el TC o de Casación por motivos tasados ante el TS264. 
Queda expuesto el patrón procesal característico de los procedimientos penales 
seguidos en relación con la ocurrencia de un accidente de trabajo con resultado de muerte 
o lesiones, pero existen infinitas variables prácticas que dependen, en buena medida, 
del Juez Instructor, de la combatividad de las acusaciones, de la repercusión social del 
accidente, de la relevancia corporativa de las acusaciones y de la relevancia corporativa de 
la empleadora. Singularmente, debe advertirse que los Juzgados y Tribunales españoles 
mantienen criterios muy distintos y variables por lo que se refiere a la diferenciación entre 
delitos de homicidio o lesiones imprudentes, con una casuística muy variopinta.
263 VÁZQUEZ IRUZUBIETA, C., “Comentarios a…” op. cit., pág. 695.
264  Vid: VÁZQUEZ IRUZUBIETA, C., “Del recurso de apelación contra las sentencias y determinados autos 
e integrado por los siguientes artículos”, en Comentario a la Ley de Enjuiciamiento Criminal (actualizada 
por las Leyes 13/2015, y 41/2015, de 5 de octubre). Editorial vLex, 2015, págs. 695 y ss.
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Finalmente, resultan importantes dos aspectos de interés: Las condenas penales 
por la ocurrencia de un accidente de trabajo, cuando se producen, suelen quedar siempre 
o casi siempre por debajo del umbral de los dos años de prisión; la consecuencia 
fundamental de ello es que, a tenor de lo previsto en el art. 81 CP, la ejecución de la pena 
queda en suspenso (siempre que el condenado sea delincuente primario, sin antecedentes 
penales y se hayan satisfecho las responsabilidades civiles originadas, salvo imposibilidad 
material de hacer frente a las mismas), de manera que no hay ingreso efectivo en prisión. 
Sin embargo, también debe hacerse notar que cualquier condena privativa de libertad 
conlleva como pena accesoria la inhabilitación especial durante el mismo tiempo para 
ejercer el cargo u oficio en el que hubiera cometido la imprudencia, y esta pena aneja no 
es susceptible de suspensión.
La pena de multa consiste en la imposición de una sanción pecuniaria, por el 
sistema de días-multa, con una cuota diaria mínima de 2 y máxima de 400 euros para 
personas físicas, y de 30 a 5.000 euros para personas jurídicas (art. 50 CP).
La inhabilitación especial para la profesión ha de concretarse expresa y 
motivadamente en la sentencia, y priva al penado de la facultad de ejercerla durante 
el tiempo de la condena. (art. 45 CP). Puede ser importante delimitar con el Juez el 
alcance de la inhabilitación, ciñéndola a la función preventiva -en especial, el técnico 
de prevención de nivel superior, o el Coordinador de Seguridad y Salud- e intentar 
salvaguardar la formación académica de base, es decir, el ejercicio de la profesión de 
ingeniero, arquitecto, químico, etc.
Respecto de la pena de prisión, destacar que si la condena no es superior a 2 
años de prisión y el sujeto carece de antecedentes penales, los jueces suelen suspender 
su ejecución y, por lo tanto, el condenado no ingresa en prisión (art. 80 CP)265. Los 
antecedentes penales requieren sentencia firme de condena y se cancelan a los 6 meses 
para penas de multa de 10 días a 2 meses, a los 2 años para las penas que no excedan de 
12 meses y las impuestas por delitos imprudentes, y a los 3 años para penas de prisión de 
hasta 5 años; a contar desde el día siguiente al cumplimiento de la pena o al que hubiera 
correspondido en caso de suspensión (art. 136 CP).
Al margen de la posibilidad de suspensión, los jueces pueden acordar la sustitución 
de las penas de prisión que no excedan de un año por multa o por trabajos en beneficio de 
la comunidad y, en los casos de penas de prisión que no excedan de seis meses, también 
por localización permanente. Todo ello, cuando las circunstancias personales del reo, la 
naturaleza del hecho, su conducta y, en particular, el esfuerzo para reparar el daño causado 
265  BARQUÍN SANZ, J., “El nuevo sistema de alternativas a la ejecución de la prisión en el Derecho 
Penal Español: una cierta unificación.” Cuadernos de Política Criminal. Segunda Época. nº 117, 2015, 
págs. 51-89.
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así lo aconsejen, siempre que no se trate de reos habituales, sustituyéndose cada día de 
prisión por dos cuotas de multa o por una jornada de trabajo o por un día de localización 
permanente (art. 88 CP).
En lo referente a la persona jurídica, al margen de la multa, pueden señalarse otras 
penas, como la disolución con pérdida definitiva de su personalidad jurídica, suspensión 
de actividades, clausura de locales y establecimientos, prohibición de realizar actividades, 
inhabilitación para obtener subvenciones, ayudas, beneficios o incentivos y para contratar 
con el sector público, e intervención judicial.
Un pronunciamiento condenatorio en cualquier extensión conlleva la imposición 
de la correspondiente responsabilidad civil delictual, que suele conformarse con arreglo 
a las directrices marcadas por la Ley 30/1995, de 8 de noviembre, de Ordenación y 
Supervisión de los Seguros Privados, conocida vulgarmente como “el baremo”. Esta Ley 
ofrece una tabla indemnizatoria tasada, pero sujeta a múltiples variables y factores de 
corrección (edad y estado civil de la víctima, ingresos anuales, existencia de ascendientes 
y descendientes, etc). Al hilo de esta consideración, no puede desdeñarse, por ninguna de 
las partes, la opción evidente de llegar a un acuerdo extrajudicial anterior a la celebración de 
juicio oral entre la representación procesal del trabajador accidentado y la representación 
procesal de los investigados. La posibilidad puede llegar a ser muy sugerente tanto para la 
víctima (que obtiene con relativa rapidez una satisfacción pecuniaria sin exponerse a los 
riesgos de todo proceso judicial) como para el presunto responsable criminal, que obtiene 
ventajas prácticas desde dos puntos de vista:
Aunque el acuerdo extrajudicial no evité per se la celebración de juicio oral 
(la justicia penal no es disponible, y el MF tiene la obligación de perseguir los delitos 
analizados aunque el afectado no desee hacerlo), la reparación del daño causado opera en 
todo caso como atenuante de la pena correspondiente, que se aplica en su mitad inferior o 
se rebaja en un grado según lo previsto en el art. 21.5 CP (“Son circunstancias atenuantes 
(…) la de haber procedido el culpable a reparar el daño ocasionado a la víctima, o 
disminuir sus efectos, en cualquier momento del procedimiento y con anterioridad a la 
celebración del juicio oral”); no obstante, si la reparación del daño se efectúa por la 
aseguradora involucrada (lo que sucede en la mayoría de las ocasiones), el acusado no 
obtiene la rebaja punitiva apuntada266. 
Así se señala de forma, por ejemplo, en la STS, Sala de lo Penal, de 20 de Noviembre 
de 2000, que expresamente advierte que “la reparación que se produce como consecuencia 
del cumplimiento de sus deberes contractuales por parte de las compañías aseguradoras 
266  AL-FAWAL PORTAL, M., “Circunstancias atenuantes de la responsabilidad criminal (ex.art. 21 
CP)” En Circunstancias modificativas de la responsabilidad criminal y enfermedad mental (2013). 
Editorial J.M Bosch Editor, 2013, págs. 149-167.
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(…) no puede configurar la atenuante 5ª del art. 21, por más que efectivamente se haya 
producido en definitiva una reparación a las víctimas, porque no es el culpable el que 
repara sino un tercero, la empresa de seguros, aunque esta lo haga como contraprestación 
a las primas que pagó el acusado”.
En la práctica, la culminación de un acuerdo extrajudicial siempre suele ligarse 
a la retirada de la acusación particular (y en su caso, la popular), lo cual siempre es 
positivo para los intereses empresariales, no solo porque supone evitar los escollos y 
dificultades que puedan plantear en el Juicio Oral, sino también por el mensaje implícito 
que se envía al Tribunal, que ya no queda compelido a facilitar una resolución reparadora 
para la víctima en aras de una justicia material basada en la protección del desfavorecido. 
Más aún: en el supuesto de que la acusación haya quedado concretada en una falta de 
homicidio o lesiones imprudentes (y no en los correspondientes ilícitos y/o el delito 
contra la seguridad de los trabajadores), la eventual retirada del trabajador afectado y los 
representantes sindicales conlleva el archivo de las actuaciones, puesto que el MF carece 
de legitimación para proseguir la tramitación por sí mismo.
Cuando el delito sea cometido por persona jurídica, además de las penas ya 
dichas, se podrán imponer medidas tales como la clausura de la empresa, la disolución 
de la sociedad, la suspensión de la actividad de la empresa. La reforma operada en el CP 
por Ley Orgánica 5/2010 de 22 de junio, que entra en vigor el 23 de diciembre de 2010, 
transforma estas medidas en penas propiamente dichas de forma que, junto con la pena de 
multa, se pueden imponer también estas otras penas a la persona jurídica, y ello de forma 
simultánea a la imposición de las penas correspondientes a la persona física que actúe por 
cuenta o nombre de la jurídica o que hubiera podido evitar que la prestación laboral se 
desarrolle sin las debidas medidas de seguridad.
De otro lado, cuando la puesta en peligro de la vida y salud de los trabajadores que 
entraña el delito se materialice en su fallecimiento o lesión, a estas penas habrá que añadir 
las correspondientes a un delito de homicidio o lesiones, en ambos casos imprudentes, las 
cuales se sumarían a las anteriores para su cumplimiento267. Estas penas son de prisión 
de uno a cuatro años para el delito de homicidio (art. 142 CP) y de entre tres meses y dos 
años de prisión para el delito de lesiones (art. 152 del CP).
Las penas susceptibles de quedar en suspenso, siempre y cuando se den los 
requisitos necesarios a tal fin, son únicamente las penas privativas de libertad de duración 
igual o inferior a dos años268. Los requisitos legalmente establecidos para que opere la 
figura de la suspensión de la pena son los siguientes:
267  PÉREZ FERRER, F., “Cuestiones controvertidas sobre la protección penal…” op. cit. págs. 133-140.
268  GARCÍA SAN MARTÍN, J., “La suspensión ordinaria de la ejecución de las penas”, En La 
suspensión de la ejecución y sustitución de las penas. Editorial Dykinson. S. L, 2012, págs. 23-40.
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* Que  el condenado carezca de antecedentes penales (que sea su primera condena o que 
no siéndolo, el antecedente penal que por la anterior condena se generara, ya hubiere 
caducado y, en consecuencia, esté cancelado)269.
* Que  se haya abonado la responsabilidad civil generada por la comisión del delito.
Se trata de requisitos acumulativos, de manera que solo en el caso de que 
concurran los dos, estaremos ante una condena cuya ejecución es susceptible de ser 
suspendida, destacando el hecho de que acordarla es potestad del Juez de lo Penal para 
lo cual deberá valorar, además de la concurrencia de estos requisitos, la peligrosidad 
criminal del condenado así como la existencia de otros procedimientos penales en su 
contra. La suspensión se establece por un plazo determinado de tiempo y condicionada al 
hecho de que durante el mismo el condenado no vuelva a delinquir, pudiendo revocarse 
si ello ocurre. Igualmente, el juez podrá imponer determinadas condiciones tales como 
prohibición de ausentarse del lugar al que pertenezca el partido judicial donde radique del 
órgano sentenciador y otras de índole parecida.
269  Ídem. 
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4. REFORMA DE LA LEY PENAL DE 2015,  RESPONSABILIDAD PENAL 
DE LAS EMPRESAS Y PROGRAMAS DE CUMPLIMIENTO, REFERENCIA 
A LA NUEVA RESPONSABILIDAD DE LOS EMPRESARIOS
4.1 Marco legal. 
En el año 2015 se produce la entrada en vigor de la Ley Orgánica 1/2015 de 30 de 
marzo, ha habido una reforma del CP que modifica el art. 31 e introduce una responsabilidad 
penal a las personas jurídicas y los llamados programas de cumplimiento o compliance 
programs270. El nuevo régimen de responsabilidad penal de las personas jurídicas se 
contiene en los arts. 31, bis, ter, quater y quinquies del CP. Los nuevos cambios son 
susceptibles de interpretaciones varias, lo que dificulta contar con una referencia clara a la 
hora de confeccionar los Planes de Prevención Penal, y en este sentido, sin duda ayudará 
que en España ya se trabaje en una norma UNE, que aclare los requisitos concretos de las 
disposiciones generales del CP en cuanto a modelos de prevención penal, y que permita 
trabajar dichos protocolos sobre la base de un marco de referencia más seguro. El tema es 
de especial relevancia para lo que estamos analizando debido a la importancia que tiene la 
empresa como causante del daño si hay accidente laboral. Por ello analizar esta normativa 
es de vital necesidad.
El apartado 5º del art. 31 bis de la nueva reforma del CP, vigente desde el 1 
de Julio de 2015, recoge en seis apartados, el contenido necesario de los modelos de 
organización y gestión de prevención penal, para que su existencia y aplicación en el seno 
de la empresa pueda tener consecuencias eximentes o atenuantes de la responsabilidad 
penal de la persona jurídica. En cualquier caso, la mera existencia de un modelo de 
organización y gestión de vigilancia y control para la prevención de delitos, no exime 
automáticamente de la responsabilidad penal a la empresa, pues además de tener que 
acreditar la implantación del modelo de prevención con carácter previo a la comisión 
del delito, el CP también exige la acreditación del funcionamiento y el cumplimiento del 
modelo o plan de prevención penal supervisado por un órgano autónomo de la persona 
jurídica, que los autores individuales del delito han eludido fraudulentamente el modelo de 
organización y prevención, y que no se ha producido una omisión por parte de la empresa 
en la tarea de control y vigilancia. Si no se pudieran acreditar todos los requisitos exigidos 
por el CP, la prueba parcial del cumplimento de los mismos, atenuará las consecuencias 
penales de las que tenga que responder la empresa.   
270  Vid: SERRANO ZARAGOZA, O., “Compliance y prueba de la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas; cómo conseguir la exención de la responsabilidad penal en el curso de un concreto procedimiento 
penal”, op. cit., Revista Aranzadi Doctrinal nº 6/2016 parte Estudio, págs. 191-214; ARROYO DÍEZ, A., 
“La exclusión de la responsabilidad penal de las fundaciones del sector público en la Circular 1/2016 de la 
Fiscalía General del Estado.”, op. cit., Revista Aranzadi Doctrinal 6/2016, págs. 143-154
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La principal reforma que se ha dado en 2015 respecto del CP tiene que ver con el 
art. 31. Este artículo queda configurado finalmente de la siguiente manera:  
*  En el art. 31 bis apartado 1 a) y b) se modifican los criterios de trasferencia de 
responsabilidad entre la persona física y jurídica.
*  En el apartado 2, de nueva redacción, se establecen los criterios de exención en 
el caso del personal directivo, haciendo referencia a los requisitos del Complilance 
Programs. 
*  En el art. 31 bis 3, se especifica esta misma cuestión en relación con las 
empresas de pequeñas dimensiones, aquellas que según la legislación mercantil 
están autorizadas a presentar cuentas de pérdidas y ganancias de forma abreviada.
* En el art. 31 bis 4, de nueva redacción, se establecen los criterios de exención 
en el caso de empleados.
* En el art. 31 bis 5, de nueva redacción, se establecen los requisitos que han de 
cumplir los Compliance Programs para entender que son eficaces e idóneos.
* En el art. 31 ter, se reproduce el anterior art. 31 bis, apartados 2 y 3 sin 
modificaciones. En el art. 31 ter 1, se posibilita el castigo de la persona jurídica 
aunque la persona física no haya sido individualizada o no se haya podido seguir 
el procedimiento contra ella. También se regula la necesaria proporcionalidad 
en las multas, caso de condena conjunta. En el art. 31 ter 2, se establece la 
autonomía entre persona física y jurídica en orden a circunstancias que afecten a 
la culpabilidad del acusado o que agraven su responsabilidad, así como a que la 
persona física haya fallecido o se hubiere sustraído a la acción de la justicia, lo que 
no impedirá la persecución y castigo de la persona jurídica.
*En el art. 31 quarter, referido a las circunstancias atenuantes, se reproduce el 
antiguo art. 31 bis 4 sin modificaciones.
* El art. 31 quinquies, reproduce el art. 31 bis 5, pero añade un apartado 2, referido 
a las sociedades mercantiles públicas, a quienes se les limita las penas de posible 
imposición salvo que «el juez o tribunal aprecie que se trata de una forma jurídica 
creada por sus promotores, fundadores, administradores o empleados con el 
propósito de eludir una eventual responsabilidad penal» (levantamiento del velo).
Además, el art. 66 CP supone una limitación de índole temporal por un periodo 
de dos años sobre las penas tipificadas en las letras c) al g) del art. 33.7 CP271. Como se 
271  En este sentido, estas penas son las siguientes: “c) Suspensión de sus actividades por un plazo que 
no podrá exceder de cinco años. d) Clausura de sus locales y establecimientos por un plazo que no 
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puede observar, estas modificaciones suponen la configuración de un sistema donde la 
persona jurídica también es imputable por los delitos que cometa y eso conlleva que la 
responsabilidad no solo sea de origen civil sino penal y, por ello, estudiaremos más en 
profundidad a continuación, algunas de esas reformas.
4.2. Origen de la figura y derecho comparado
En cuanto a los compliance programs, podemos encontrar diversos antecedentes 
en la normativa interna y en el Derecho comparado, en los cuales, se determinan los 
requisitos y medidas que deben de tenerse en consideración para realizar un plan de 
prevención penal que sea efectivo.  Respecto al ámbito interno, se debe de atender 
al art. 48 LOIMH, por medio del cual se establecen una serie de medidas específicas 
para prevenir el acoso sexual y el acoso por razón de sexo en el trabajo; en esta misma 
línea, podemos comentar la Ley 10/2010 de 28 de abril, de Prevención del Blanqueo de 
Capitales y de la Financiación del Terrorismo, principalmente en determinadas medidas 
que se encuentran en el “Capítulo II: De la diligencia debida” (arts. 3 al 16), el “Capítulo 
III: De las obligaciones de información” (arts. 17 al 25) y el  “Capítulo IV: Del control 
interno” (arts. 26 al 33); y en relación con los deberes de transparencia y de  buen gobierno 
respecto a las sociedades cotizadas, se puede traer en relación el Código Unificado de 
buen gobierno de las sociedades cotizadas y la Ley 21/1988, de 28 de julio, del Mercado 
de Valores, donde por medio de su art. 116, se establece el imperativo de que todas las 
sociedades anónimas cotizadas deberán hacer público de forma anual un informe de 
gobierno corporativo. 
En el Derecho comparado, podemos atender principalmente al derecho anglosajón, 
el cual muestra precedentes respecto a la responsabilidad penal de la persona jurídica 
con los que trataban de fomentar el buen gobierno corporativo de la sociedad, ya que el 
Estado no llegaba a cumplir las precauciones legales que debía atender.  En este sentido, 
hay que destacar que se comienza a tratar estos sistemas de prevención durante los años 
1950 y 1960 en los Estados Unidos, debido a diversos procedimientos penales que se 
incoaron contra grandes sociedades estadounidenses por la actuación de los empleados 
que se encontraban sometidos a estas. 
En este  sentido, podemos destacar el caso de la compañía General Electric, que 
fue castigada con una elevada pena de multa por actuar de forma ilícita respecto a la 
podrá exceder de cinco años. e) Prohibición de realizar en el futuro las actividades en cuyo ejercicio se 
haya cometido, favorecido o encubierto el delito. Esta prohibición podrá ser temporal o definitiva. Si 
fuere temporal, el plazo no podrá exceder de quince años. f) Inhabilitación para obtener subvenciones y 
ayudas públicas, para contratar con el sector público y para gozar de beneficios e incentivos fiscales o 
de la Seguridad Social, por un plazo que no podrá exceder de quince años. g) Intervención judicial para 
salvaguardar los derechos de los trabajadores o de los acreedores por el tiempo que se estime necesario, 
que no podrá exceder de cinco años. La intervención podrá afectar a la totalidad de la organización o 
limitarse a alguna de sus instalaciones, secciones o unidades de negocio (…).”
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Ley Antitrust, la compañía alegó en su defensa que esta había adoptado con anterioridad 
una política contra las posibles actuaciones de sus empleados que pudieran repercutir 
en una responsabilidad penal sobre la empresa, la cual se encontraba incluso publicada 
en sus documentos internos y en la que se incidía a los empleados que tuvieran especial 
atención al tomar cualquier medida que pudiera ser contraria a la normativa vigente272.  Sin 
embargo, la prevención de General Electric con la aplicación de este inicial compliance, 
no pudo evitar que se le condenara punitivamente. No obstante, el impacto que supuso 
dicha condena fomentó que las empresas desarrollaran esta clase de programas.  
Por otro lado, cabe destacar la década de los años setenta en la normativa 
estadounidense, ya que en dicha época comenzaron a mostrarse diversos escándalos 
financieros derivados de las aportaciones ilegales a las campañas electorales de los partidos 
políticos, en las que se mostraba el pago de sobornos y comisiones. Estos hechos llegaron 
a fomentar, en 1977, la creación de la Ley Foreing Corrupt Practices Act, por medio de la 
cual, entre otras cosas, se le exigía a las empresas la implementación de prácticas contables 
y controles internos para evitar la posibilidad de realizar pagos ilícitos, fomentando de 
esta forma la creación de programas de compliance en las empresas multinacionales273.
En la década de los años ochenta, se  aprecia otro cambio normativo a través de 
la creación de la Ley Defense Industry Iniative, por medio de la cual, se fomentaba la 
adopción de códigos internos de conducta en el ámbito empresarial y el conocimiento 
de los empleados sobre tales códigos, así como el establecimiento de procedimientos 
internos para detectar posibles actuaciones que deriven en infracciones penales por 
parte de los empleados y su correspondiente denuncia a las autoridades competentes. 
Sin embargo, a pesar de la evolución en la mentalidad de las organizaciones, no llegó a 
modificar la regulación relativa a la responsabilidad penal de la persona jurídica, por lo 
que las empresas seguían encontrándose desprotegidas frente a los hechos delictivos que 
pudieran derivarse de los miembros de su organización.  
No obstante, en el año 1991, se aprueban las denominadas Sentencing Guidelines 
para las empresas, en las que se determina que la aplicación de un programa de compliance 
supone una atenuación de la responsabilidad penal de la sociedad, tratando de fomentar de 
esta forma el control de la empresa y su deber de vigilancia274. Las Sentencing Guidelines 
han tenido una gran importancia respecto a la regulación de la responsabilidad penal de 
272  VILLEGAS GARCÍA, M. A., “Los criterios de imputación de la responsabilidad criminal de las personas 
jurídicas y sus efectos en los Estados Unidos de América”. Tesis Doctoral. Universidad Complutense  de 
Madrid. 2015, pág. 109.
273  GARCIA VILLALOBOS, J.,  “Prácticas Anticorrupción Ley Foreing Corrupt Practice Act (FCPA). El 
riesgo de no verlo todo” Deloitte, 2012, pág. 2.
274  SIEBER, U. “Programas de Compliance en el Derecho penal de la empresa. Una nueva concepción 
para controlar la criminalidad económica”. En “El Derecho penal económico en la era del compliance”. 
Editorial Tirant lo Blanch,  2013, pág. 7.
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la persona jurídica en Estados Unidos, las cuales han sido reformadas en el año 2004 para 
determinar con mayor claridad los  requisitos que deben de cumplir los denominados 
planes de prevención penal, para hacerlos efectivos y poder actuar como atenuante275. 
Del mismo modo, se debe mencionar a UK Bribery Act, que entró en vigor el 1 de 
julio de 2011 y permite la persecución de aquellas sociedades internacionales que tengan 
presencia en el Reino Unido, en los casos en que estas o los socios de las mismas se encontraran 
vinculados a un caso de corrupción, con excepción de que puedan llegar a acreditar de forma 
fehaciente que han llevado a cabo procedimientos coherentes de prevención penal276.
Por otro lado, la aplicación de un sistema de compliance sobre una persona 
jurídica permite, en la mayoría de Estados de nuestro entorno comunitario, al órgano 
jurisdiccional encargado de resolver un procedimiento disponer de una referencia concreta 
y determinada de los elementos probatorios.
En este mismo sentido, cabe destacar en la normativa italiana el Decreto 
Legislativo 231/2001 de 8 de junio de 2001 denominado “Disciplina della responsabilitá 
amministrativa delle persone giuridiche, delle società e delle associazioni anche prive di 
personalitá giuridica”, que en su art. 6 establece la exención para aquellas sociedades que 
hayan adoptado planes de prevención penal dentro de su marco de actuación social. Del 
mismo modo, se establece como exigencia la individualización de las posibles actividades 
de riesgo a los que se enfrente la persona jurídica, la determinación de la modalidad de 
gestión de los recursos financieros, el perfeccionamiento de obligaciones de información 
y la determinación de un sistema de sanciones. 
De esta forma, se puede observar cómo se genera un nuevo escenario al que las 
personas jurídicas deben adaptarse, obligados a llevar a cabo sistemas de control de 
cumplimiento normativo y de prevención de los posibles hechos delictivos que se puedan 
producir en el marco de la organización empresarial. Todo ello, con la finalidad principal, 
de evitar que la sociedad o sus administradores incurran en la comisión de cualquier 
hecho delictivo, ya que, únicamente a través de la aplicación de un adecuado sistema de 
prevención penal, se podrá evitar la condena a la persona jurídica. 
4.3 El compliance office en España tras la reforma de 2015
En la actualidad y en el ámbito nacional, podemos observar que lentamente 
comienza a conocerse la figura y la cultura del compliance en el ámbito empresarial, debido 
275  VILLEGAS GARCÍA, M. A., “Los criterios de imputación de la responsabilidad criminal de las 
personas jurídicas  y sus efectos en los Estados Unidos de América”, op. cit. 2015, pág. 118.
276  Ibídem. 
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a la nueva regulación de nuestro CP, que establece la LO 1/2015, por medio de la cual se 
establece un eximente completo sobre la responsabilidad penal de la persona jurídica a 
aquellas empresas que, antes de la comisión del hecho delictivo, hubieran adoptado con 
eficacia un modelo de prevención penal277. No obstante, hay que destacar que la figura 
del compliance ya se encontraba en nuestro ordenamiento jurídico penal desde la entrada 
de la LO 5/2010, en la cual se trataba la figura del compliance como una atenuante. Sin 
embargo, esta no tuvo un gran impulso ya que, en la práctica, no se llegó a perseguir a las 
empresas y existía un gran desconocimiento e inseguridad por parte de las instituciones 
de la Administración de Justicia. Así, en nuestro ordenamiento podemos decir que la 
implantación en nuestro marco empresarial sobre la figura del compliance se ha dado a 
través de un imperativo legal y a consecuencia a la actual normativa comunitaria278. 
 Del mismo modo, cabe destacar que nuestro marco empresarial nacional se 
caracteriza por una predominación absoluta de PYMEs con un volumen de negocio que 
no suele ser muy elevado279, por lo que, en la práctica, puede llegar a dificultar que estos 
apliquen un programa de prevención penal. Así, es lógico imaginar que las empresas de 
grandes dimensiones tendrán un mayor riesgo y una mayor exposición para incurrir en 
esta clase de responsabilidad, por lo que requerirán una mayor prevención en materia de 
riesgos penales y la imposición de un eficaz programa de prevención penal que asegure 
el control y cumplimiento de dicho programa. En este sentido, las empresas nacionales 
de mayor tamaño han sido las primeras en implantar planes de prevención penal en sus 
organizaciones, donde un 78% de las empresas con más de 5.000 trabajadores cuentan 
con tales planes de prevención, porcentaje que se reduce hasta llegar a un 38% cuando 
nos referimos a empresas por debajo de dicha cifra de empleados. Así, la tendencia 
más frecuente de aplicación del compliance en estas grandes empresas se centra en la 
constitución de un órgano especializado y representado de un Compliance Officer280. 
Por todo ello, podemos observar que todavía no nos encontramos al mismo nivel 
que otros países en materia de aplicación de compliance, debido a la novedad legislativa 
de esta figura y la caracterización de nuestro tejido empresarial. No obstante, se aprecia 
un creciente esfuerzo y dedicación por parte de las empresas españolas para prevenir la 
comisión de cualquier hecho delictivo que pueda derivar de la organización. 
277  VEGAS AGUILAR, J. C., HERNÁNDEZ SÁNCHEZ F. E., IZQUIERDO GARCÍA, F. “La figura del 
“Compliance Officer” y los “Programas de prevención de riesgos penales”. Diario La Ley. Sección Tribuna, 
núm. 8689, 2016, pág. 3.
278  DE PRADA RODRÍGUEZ, M. y SANTOS ALONSO, J., (2014). El nuevo escenario de la reforma del 
Código Penal: Los programas de compliance. Diario La Ley. Sección Doctrina. Núm 8422, 2014, pág. 7.
279  Atendiendo al Directorio Central de Empresas (DIRCE), en el 2015 existen un total de 3.114.361 
empresas en España, de las cuales, 3.110.522 son PYMEs
280 ENSEÑAT DE CARLOS, S., “Estudio de Compliance. Conclusiones” Deloitte. Informe Febrero. 
2016, pág. 9.
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Así, entre los requisitos que debe atender un plan de prevención penal, encontramos 
los siguientes281:
•	 Determinación de estándar y procesos para identificar los riesgos delictivos 
en la persona jurídica.
•	 Establecimiento de los protocolos o procedimientos que concreten el 
proceso de formación de la voluntad de la persona jurídica, de adopción 
de decisiones y de ejecución de las mismas con relación a aquellos.
•	 Determinación de modelos de gestión de los recursos financieros adecuados 
para impedir la comisión de los delitos que deben ser prevenidos. 
•	 Imposición de la obligación de informar de posibles riesgos e 
incumplimientos al organismo encargado de vigilar el funcionamiento y 
observancia del modelo de prevención.
•	 Establecimiento de un sistema disciplinario que sancione adecuadamente 
el incumplimiento de las medidas que establezca el modelo. 
•	 Verificación periódica del modelo y de su eventual modificación cuando 
se pongan de manifiesto infracciones relevantes de sus disposiciones, 
o cuando se produzcan cambios en la organización, en la estructura de 
control o en la actividad desarrollada que los hagan necesarios.
 El primer punto a destacar de la reforma operada por la LO 1/2015 es que el 
legislador prácticamente ha copiado el sistema establecido en la legislación italiana, que 
es cuestionada en su país de origen y que el legislador español ha traducido. 
  Parece claro que, desde la reforma del 2015, la adopción de un programa de 
cumplimiento ex ante serio, eficaz y correctamente implementado, excluye la culpabilidad, 
entendida como defecto de organización y, con ello, la posibilidad de imponer una pena 
o sanción administrativa, en su caso, a la persona jurídica Por tanto, estaríamos ante 
una exención de la responsabilidad penal que puede ser apreciada en cualquier fase del 
procedimiento, aunque lo habitual es que se haga valer en la fase del juicio oral. 
 No tiene sentido que si un sujeto ha agotado todos los medios a su disposición 
para impedir la comisión de un delito se le sancione por ese delito. Esta es la razón por la 
que se critica el sistema de responsabilidad penal de las personas jurídicas del año 2010. 
Si vamos a la redacción del 2015, parece que el legislador español rectifica y otorga de 
forma inequívoca eficacia, no solo atenuante, sino que también eximente, a los programas 
281 DEL ROSAL BLASCO, B., “La responsabilidad criminal de las personas jurídicas: Una perspectiva 
comparada. Editorial Tirant lo Blanch. 2001, págs. 77 y ss.
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de cumplimiento en los arts. 31 bis 2 y 31 bis 4 CP. Con la redacción del 2015, la fuerza 
exonerante de estos programas de cumplimiento alcanza tanto a los supuestos de delitos 
cometidos por los representantes legales o por aquellos que actuando individualmente o 
integrantes de un órgano de la persona jurídica, están autorizados para tomar decisiones 
en nombre de la persona jurídica u ostentan facultades de organización y control dentro 
de la misma, como en aquellos en los que el hecho delictivo haya sido cometido por un 
subordinado indebidamente descontrolado282.
 Por lo que opinamos que la carga de la prueba de una organización defectuosa 
recae sobre la persona jurídica, de forma que dicho diseño nos traslada a pensar que la 
plena exención de responsabilidad será una situación excepcional. En la gran parte de las 
ocasiones, la verificación de un delito o una infracción administrativa es síntoma de que 
el programa de cumplimiento no estaba diseñado correctamente. Solo es posible, y de 
forma excepcional, que a pesar de que el programa estuviese diseñado e implementado 
correctamente, el delito o la infracción se cometa. Se trata de crear e implantar programas 
de cumplimiento eficaces y no de crear mecanismos de impunidad para las personas 
jurídicas. Si no, estaríamos renunciando que las empresas cubrieran sus delitos a través 
de los compliance programs y eso no se puede permitir por el CP de ningún modo283. 
Además, debe tenerse en cuenta que en los supuestos de hechos delictivos cometidos por 
los representantes legales o directivos, en nombre o por cuenta de la persona jurídica, será 
difícil que un programa de cumplimiento pueda tener en la práctica operatividad como 
atenuante o eximente, es decir, parece que despliega sus efectos en este sentido en el caso 
de conductas cometidas por los subordinados sin poder de dirección.
 Desde el art. 31 bis 2 CP, se enumeran las distintas actuaciones que deben haber 
verificado las personas jurídicas para poder quedar exentas de responsabilidad penal 
para los supuestos en los que uno de sus representantes legales o directivos cometan 
un determinado delito. Alguno de los requisitos que recoge se encuentra también 
enumerado en el apartado 5 del art. 31 bis CP, que regula el contenido de los programas 
de cumplimiento. Dispone el art. 31 bis 2 CP lo siguiente: 
“2. Si el delito fuere cometido por las personas indicadas en la letra a) del apartado 
anterior, la persona jurídica quedará exenta de responsabilidad si se cumplen las siguientes 
condiciones:
1.ª El órgano de administración ha adoptado y ejecutado con eficacia, antes de la comisión 
del delito, modelos de organización y gestión que incluyen las medidas de vigilancia y 
282  SÁNCHEZ MELGAR, J., “Los títulos de imputación de la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas tras la reforma de 2015”, práctica penal, cuaderno jurídico nº 79, 2015, pág. 6.
283  GÓMEZ TOMILLO, M., “Introducción a la responsabilidad penal de las personas jurídicas”, op. cit., 
pág. 148.
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control idóneas para prevenir delitos de la misma naturaleza o para reducir de forma 
significativa el riesgo de su comisión. 
2. ª La supervisión del funcionamiento y del cumplimiento del modelo de prevención 
implantado ha sido confiada a un órgano de la persona jurídica, con poderes autónomos 
de iniciativa y de control o que tenga encomendada legalmente la función de supervisar 
la eficacia de los controles internos de la persona jurídica. 
3. ª Los autores individuales han cometido el delito eludiendo fraudulentamente los 
modelos de organización y de prevención y
4. ª No se ha producido una omisión o un ejercicio insuficiente de sus funciones de 
supervisión, vigilancia y control por parte del órgano al que se refiere la condición 2ª. 
 En los casos en los que las anteriores circunstancias solamente puedan ser objeto 
de acreditación parcial, esta circunstancia será valorada a los efectos de atenuación de la 
pena.”
 En definitiva, tras la lectura de este precepto podemos concluir que no solo son 
requisitos para eximir de responsabilidad penal a la persona jurídica, sino que, además, 
su cumplimiento parcial daría lugar a una atenuación de la pena284. Por tanto, el primer 
requisito exigido es que el órgano de administración haya adoptado y ejecutado con 
eficacia, antes de la comisión del delito, un modelo de organización y gestión que incluya 
medidas idóneas para la prevención de delitos.
 Por lo que los programas de cumplimiento tienen que ser claros, precisos, 
realizados por escrito y preferiblemente revisados por un asesor o consultor externo. Es 
más, en el supuesto de llegar a un proceso penal, a la sociedad no le será suficiente con 
demostrar que tiene un programa, sino que tendría que demostrarse que ha sido seguido 
y observado de forma efectiva y esta comprobación se debe llevar a cabo conforme 
a dos exigencias. En este sentido, el precepto exige que se lleve a cabo un juicio de 
idoneidad entre el contenido del programa y el delito cometido que está siendo objeto 
de enjuiciamiento. Este juicio de idoneidad se realiza a través de dos operaciones: una 
formal y otra material285. En cuanto a la operación de contraste formal, hay que comprobar 
la naturaleza, tanto del programa de cumplimiento como del delito cometido. Parece que 
bastaría con comprobar que el programa incluye medidas eficaces para haber prevenido 
un delito de esa naturaleza o clase que el realmente cometido. 
284  Vid: ARROYO DÍEZ, A., “La exclusión de la responsabilidad penal…”op. cit. págs. 143-154; 
GONZÁLEZ CUSSAC, J. L. et al. “Comentarios a la reforma...”, op. cit., pág. 182. 
285  GONZÁLEZ CUSSAC, J. L., et al. “Comentarios a la reforma...”, op. cit., pág. 183.
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 En cuanto a la operación material, en este caso hay dos criterios a seguir: Por 
lo que respecta al primer criterio material, el juez tiene que verificar, en abstracto y con 
carácter previo, que el programa de cumplimiento contenía medidas idóneas para prevenir 
delitos de la misma naturaleza que el realmente cometido, es decir, que contenía todas 
las medidas para evitar la comisión de dicho hecho delictivo. Por otro lado, en cuanto 
al segundo criterio, el juez debe desarrollar un examen acerca de la probabilidad que 
tienen las medidas previstas en el programa para reducir significativamente el riesgo de la 
comisión de un delito286.
 En el caso de que los delitos sean cometidos por las personas indicadas en el art. 
31 bis 1.b) CP (subordinados), el nuevo apartado 4 del art. 31 bis CP dispone: “4. Si el 
delito fuera cometido por las personas indicadas en la letra b) del apartado 1, la persona 
jurídica quedará exenta de responsabilidad si, antes de la comisión del delito, ha adoptado 
y ejecutado eficazmente un modelo de organización y gestión que resulte adecuado para 
prevenir delitos de la naturaleza del que fue cometido o para reducir de forma significativa 
el riesgo de su comisión”. 
 En este caso, resultará igualmente aplicable la atenuación prevista en el párrafo 
segundo del apartado 2 de este artículo. Aunque se mantiene la misma condición temporal 
que en el art. 31 bis 2 CP, exigiendo que el programa haya sido adoptado y ejecutado con 
anterioridad a la comisión del hecho delictivo, y también la referencia a la identidad formal 
entre los delitos previstos en el modelo de control para ser evitados y el cometido (misma 
naturaleza), por el contrario altera los criterios materiales de referencia. Ya no se habla de 
idoneidad para prevenir o para reducir de forma significativa el riesgo de su comisión, sino 
que simplemente resulte adecuado para prevenir. Puede deducirse una rebaja de exigencia 
para la exención de la persona jurídica. Por tanto, bastará con que el modelo de organización 
y gestión sea adecuado, es decir, suficiente de forma más general y abstracta287.
 El art. 31 bis 5 CP enumera los requisitos que deben cumplirse por los “modelos 
de organización y gestión”, tanto para actuar como eximente por actuaciones delictivas de 
representantes y administradores, como también si se trata de delitos cometidos por sus 
subordinados. Dispone este precepto lo siguiente: 
“5. Los modelos de organización y gestión que se refieren la condición 1 ª del apartado 2 
y el apartado anterior deberán cumplir los siguientes requisitos: 
1. º Identificarán las actividades en cuyo ámbito puedan ser cometidos los delitos que 
deben ser prevenidos. 
286  Vid: GONZÁLEZ CUSSAC, J. L., et al. “Comentarios a la reforma...”, op. cit., pág. 186; y QUINTERO 
OLIVARES, G., “Comentario a la reforma...”, op. cit., pág. 85. 
287  SÁNCHEZ MELGAR, J., “Los títulos de imputación de la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas tras la reforma penal de 2015”, op. cit., Práctica penal: cuaderno jurídico, nº. 79, 2015, pág. 6. 
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2. º Establecerán los protocolos o procedimientos que concreten el proceso de formación 
de la voluntad de la persona jurídica, de adopción de decisiones y de ejecución de las 
mismas con relación a aquellos. 
3. º Dispondrán de modelos de gestión de los recursos financieros adecuados para impedir 
la comisión de los delitos que deben ser prevenidos. 
4. º Impondrán la obligación de informar de posibles riesgos e incumplimientos al organismo 
encargado de vigilar el funcionamiento y observancia del modelo de prevención. 
5. º Establecerán un sistema disciplinario que sancione adecuadamente el incumplimiento 
de las medidas que establezca el modelo. 
6. º Realizarán una verificación periódica del modelo y de su eventual modificación 
cuando se pongan de manifiesto infracciones relevantes de sus disposiciones, o cuando 
se produzcan cambios en la organización, en la estructura de control o en la actividad 
desarrollada que los hagan necesarios.”
 En definitiva, el precepto citado se limita a describir los requisitos necesarios 
para que el modelo o programa de cumplimiento pueda ser calificado como idóneo o 
adecuado para prevenir la comisión de delitos. Se trata, en definitiva, de una enumeración 
de los requisitos, pero no se debe confundir con los criterios para medir el grado de 
funcionamiento eficaz del mismo, ni tampoco para valorar la real implantación de órganos 
de supervisión ad hoc. Tampoco sirven para evaluar si los comportamientos delictivos 
pueden ser calificados como fraudulentos, ni para determinar si se ha producido una 
omisión o ejercicio insuficiente de las funciones de supervisión y vigilancia. En realidad, 
a lo que se refiere el apartado 5 del art. 31 bis CP es a la condición 1º del apartado 2 y 
al apartado 4 del art. 31 bis CP. Pero, de alguna manera, también actúa respecto a las 
condiciones 2º, 3º y 4º del apartado 2 del mismo precepto.
 En este sentido, a la hora de valorar la efectividad de un programa de cumplimiento 
se deben tener en cuenta los siguientes extremos: el grado de apoyo y fomento de una 
“cultura de cumplimiento” en la sociedad por parte de los altos directivos y el Consejo 
de Administración de la persona jurídica; el grado de compromiso con el programa de 
cumplimiento de todos los trabajadores de la empresa, desde los altos cargos hasta los 
empleados; el grado de productividad e implementación del programa de cumplimiento; 
y, por último, el grado de eficacia de los procedimientos internos adoptados para evitar la 
reincidencia delictiva de la sociedad288. De cualquier manera, no puede existir un único 
programa de cumplimiento modelo al que se deban ceñir todas las personas jurídicas ya 
que el grado de cumplimiento de las características que hagan eficaz un programa de 
288  GONZÁLEZ CUSSAC, J. L.,  et al. “Comentarios a la reforma...”, op. cit., págs. 196 y 197. 
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cumplimiento varía de una empresa a otra. No es lo mismo que estemos ante una gran 
empresa que exporte sus productos al extranjero y en diferentes continentes, que una empresa 
de pequeñas dimensiones que únicamente opera en el mercado interior. Evidentemente, el 
grado de cumplimiento de los requisitos que hacen eficaz un programa de cumplimiento no 
es el mismo. Esta es la razón por la que lo fundamental es valorar si existe una “cultura de 
cumplimiento” efectivamente implementada en todos los niveles de la compañía.
 En cuanto a la atenuación de la culpabilidad de las personas jurídicas, en el caso 
concreto, puede verse reducida pero no excluida (de forma análoga a lo que sucede en los casos 
de eximente incompleta de las personas físicas en el CP). En otras palabras, la culpabilidad es 
compatible con situaciones intermedias a su plena concurrencia y su ausencia. Esto sucede en 
el caso de que el defecto de organización sea en un grado menor, pero no inexistente289.
 En este sentido, la Circular 1/2011, de la Fiscalía General del Estado, relativa a la 
responsabilidad penal de las personas jurídicas procede, sin embargo, a destacar que los 
programas de autorregulación corporativa no constituyen ni el fundamento de la imputación 
de la persona jurídica ni el sustrato de una pretendida culpabilidad de empresa, atribuyéndoles 
relevancia en orden a servir de instrumento para evaluar el contenido real del mandato del 
que es titular el gestor o representante, y aquello que integra el control debido de la actividad, 
por lo que concluye que no bastará un mero maquillaje de la empresa para obtener el efecto 
atenuante previsto en el art. 31 bis 4, pero sin especificar las medidas requeridas.
 La eficacia del modelo requiere una adaptación del Código de conducta a las nuevas 
exigencias penales, incluyendo los elementos de los nuevos tipos delictivos introducidos 
por la reforma (corrupción de particulares, estafa de inversores). La actualización de dicho 
Código ostenta a su vez una función de determinación de conductas y transmisión de los 
valores de la empresa de carácter fundamental. En este sentido, no se trata únicamente de 
establecer sanciones en caso de incumplimiento, sino de incentivar a su vez el cumplimiento 
de la norma, en línea con lo dispuesto en su día por las Federal Sentencing Guidelinesvii. 
Como concreción de tal Código deben reseñarse también políticas, protocolos y manuales 
de buenas prácticas en los ámbitos sectoriales que den adecuada respuesta a los diversos 
riesgos penales (fiscales, medioambientales, seguridad de la información, lobbying, 
etc.…). A su vez, si bien la doctrina mayoritaria en Alemania niega la existencia de un 
deber penal de implantación de un sistema de Whistleblowing, la habilitación y gestión 
de un canal de denuncias se está revelando como una de las medidas más eficaces en la 
detección de delitos, permitiendo a cualquier trabajador reportar, de manera confidencial, 
las infracciones apreciadas, deviniendo entonces necesario establecer un protocolo de 
gestión de denuncias y comunicación a empleados.
289   SÁNCHEZ MELGAR. J., “Los títulos de imputación de la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas tras la reforma penal de 2015”, op. cit., Práctica penal: cuaderno jurídico, nº. 79, 2015, pág. 10. 
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  Finalmente, como parte integrante de un completo Programa de Compliance deberá 
incluirse la revisión y actualización de las medidas adoptadas, mediante su evaluación y 
mejora constante, de tal manera que pueda verificarse en el momento de su acreditación 
que realmente es eficaz en la prevención del riesgo. Se alude frecuentemente en este ámbito 
al posible efecto contraproducente que podrían revestir dichos programas, en cuanto la 
comisión del delito evidenciaría precisamente la ineficacia o inadecuación de este. Sin 
embargo, no se trata de sancionar la mera producción de resultados, sino que el Juez 
deberá valorar si desde una perspectiva ex ante era previsible la realización de un riesgo 
no debidamente cubierto por las medidas de Compliance implementadas en la empresa. 
La virtualidad del modelo de autorregulación empresarial no debe quedarse en la mera 
apreciación de la atenuante prevista en el art. 31 bis 4 CP, que en todo caso hace referencia 
a medidas adoptadas con posterioridad a la comisión del delito (antes del comienzo del 
juicio oral), ni tampoco en la mera negación de la culpabilidad empresarial, que podría dar 
a entender que solo en el juicio oral podría debatirse sobre la eficacia de tales medidas.
 Estas, por el contrario, se configuran como circunstancias que excluyen la 
apreciación de la parte subjetiva del tipo, al no concurrir ninguna infracción del deber 
de cuidado empresarial y, por consiguiente, cabe su alegación y prueba como motivo 
de sobreseimiento libre de las actuaciones al amparo del art. 637.2 de la LECrim, al 
no ser los hechos constitutivos de delito. Solo de este modo se permitirá eliminar la 
grave repercusión reputacional para las empresas y fomentar, al mismo tiempo, el buen 
gobierno corporativo, finalidad última de la reciente reforma penal.
 A nivel doctrinal surgen críticas al sistema de los compliance penal aunque creemos 
que la mayoría de la doctrina reconoce en el nuevo art. 31.bis CP (en especial en sus 
apartados 1 y 2), al menos prima facie, en una lectura más o menos literal del precepto, un 
sistema, sobre todo. Ahora bien, a pesar de reconocer lo anterior de forma más expresa o 
más ambigua, lo cierto es que prácticamente ningún autor considera positivo este modelo. 
Se prefiere ampliamente, aun de lege ferenda, el modelo de defecto de organización. 
Otros van más allá y defienden, sobre la base de argumentos constitucionales, que el texto 
de la reforma debe ser interpretado, aunque la literalidad del precepto no ayude, como 
un sistema de defecto de organización290, aunque una cuestión práctica de interés es si 
la existencia de un modelo de cumplimiento normativo lleva aparejada la obligación de 
denunciar los delitos que se detecten en el seno de la empresa. En principio, la reforma 
no entra en ese terreno, existiendo únicamente la obligación genérica de denunciar, 
contenida en la LECrim, cuyo incumplimiento no tiene consecuencias efectivas. Ahora 
bien, el hecho de no denunciar los delitos que se detecten parece poco coherente con la 
290 MORALES PRATS, F., “La responsabilidad penal de las personas jurídicas (arts. 31 bis., supresión, 33.7, 
66 bis., 12, 130.2 CP)”, en “La reforma penal de 2010: análisis y comentarios”, dirigido por QUINTERO 
OLIVARES, G., 2010.
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filosofía del propio programa de cumplimiento normativo y podría poner en tela de juicio 
su eficacia y grado de implementación efectiva.
 Otra cuestión procesal interesante es la forma y momento de hacer valer la 
existencia del modelo de cumplimiento normativo en el proceso penal para solicitar la 
exoneración de la persona jurídica291. En este ámbito cabe recordar que el proceso penal 
es sumamente flexible y, en general, las pruebas pueden aportarse hasta el mismo día 
del juicio. No obstante, la mejor defensa probablemente pasará por aportar las pruebas 
disponibles desde el momento en que se tenga noticia del proceso, preferiblemente durante 
la fase de instrucción, sin perjuicio de que en algunos foros se anticipa que será difícil 
que la persona jurídica pueda eludir la denominada “pena de banquillo” por cuanto los 
Tribunales podrían optar porque sea el órgano enjuiciador quien valore el cumplimiento 
de los requisitos necesarios para exonerar de responsabilidad a la persona jurídica.
Este apartado es importante porque en el tema de seguridad y salud puede exonerarse 
de responsabilidad a una persona jurídica y, por ello, el accidente no reconocerse.
CONCLUSIONES: 
 Parece que la responsabilidad penal va claramente unida, por parte del criterio 
jurisprudencial, a que haya conexión entre el accidente de trabajo y el autor del mismo, ya 
que si no existe esta conexión, el procedimiento puede quedar sobreseído mediante auto. 
Es valorable el análisis jurisprudencial que se hace cuando se comete imprudencia por el 
empresario, no siendo un criterio uniforme entre los distintos tribunales.
 En la práctica, y sean cuales sean sus circunstancias, cualquier accidente de 
trabajo con fallecidos o lesionados genera de modo casi automático la incoación de un 
procedimiento penal contra sus presuntos responsables, los administradores de hecho o 
siendo así, es fundamental una rápida personación formal en tal procedimiento para seguir 
activamente la investigación judicial en todos sus trámites. Aunque en estos procesos 
todo gravita sobre una cierta presunción de culpabilidad del empresario, se observa que 
las condenas efectivas por accidentes de trabajo rara vez superan el umbral de dos años 
de prisión y, por tanto, no implican el ingreso en prisión del efectivo, aunque el efecto 
colateral de la inhabilitación profesional del condenado se mantiene en todo caso.
291  SERRANO ZARAGOZA, O., “Compliance y prueba de la responsabilidad penal de las personas 
jurídicas; cómo conseguir la exención de la responsabilidad penal en el curso de un concreto procedimiento 
penal”,  op. cit., Revista Aranzadi Doctrinal nº 6/2016 parte Estudio, págs.191-214; ARROYO DÍEZ, A., 
“La exclusión de la responsabilidad penal de las fundaciones del sector público en la Circular 1/2016 de la 
Fiscalía General del Estado.” Revista Aranzadi Doctrinal 6/2016, págs. 143-154.
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 En relación a la conducta del trabajador estudiada, podemos apreciar que se tiene 
en cuenta en muy pocas ocasiones, para absolver al empresario del delito del art. 316 CP, 
porque la imputación objetiva de la relación causal entre la conducta y el resultado recae 
sobre el trabajador. 
 En otras, la mayoría, la actuación de este se tiene en cuenta solo para reducir 
la indemnización civil derivada de los delitos de lesiones. El resto de conductas del 
trabajador están amparadas por la concepción proteccionista de la ley ante las conductas 
de este, al entender que se presenta en la relación laboral en una posición de inferioridad. 
El trabajador actúa bajo órdenes, no es el obligado legal a facilitar los medios, así que 
no tiene disposición ni control sobre el riesgo, además de ser, la salud y seguridad en el 
trabajo, un derecho indisponible. La falta de percepción real del riesgo por la costumbre 
a este o la aceptación de la precariedad laboral por parte del trabajador, no son causas que 
puedan mitigar la responsabilidad del empresario. 
 La llegada de la nueva reforma ha facilitado a los empresarios la justificación del 
accidente de trabajo mediante los compliance programs. La entrada de los programas 
de cumplimiento facilita la posibilidad de que las empresas puedan usar este argumento 
como atenuante o causa de exención de la responsabilidad, lo que dificulta una condena 
justa para la victima del accidente laboral, pero sí que es un paso adelante para que estos 
accidentes se eviten a través de la prevención y no se pongan medios después de que 
ocurran los siniestros. Pero eso sí, el uso de estos programas se hace bajo los requisitos 
marcados por el CP ya que si no se cumplen estos, el responsable por el delito deberá ser 
conducido ante la justicia y condenado en el caso que corresponda.
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CAPÍTULO V: RESPONSABILIDAD DE LA SEGURIDAD SOCIAL: EN 
ESPECIAL EL RECARGO DE PRESTACIONES
 En el sistema jurídico español, en la exigencia de responsabilidades empresariales 
por los incumplimientos en materia de prevención de riesgos laborales, es clásica la figura 
del recargo de prestaciones. 
 El antecedente más remoto lo encontramos en el art. 5.5 de la Ley de Seguro 
de Accidentes de Trabajo, de 30 de enero de 1900, al prever expresamente que “las 
indemnizaciones determinadas por esta Ley se aumentarán en una mitad más de su 
cuantía cuando el accidente se produzca en un establecimiento u obras cuyas máquinas o 
artefactos carezcan de los aparatos de precaución292”.
 En términos similares se pronunciaron las sucesivas normas legales y reglamentarias 
sobre accidentes de trabajo si bien su contenido fue experimentando una evolución 
ampliatoria a lo largo del tiempo. En este sentido, el Decreto de 6 de diciembre de 1962 
incluyó en el precepto las normas protectoras, relativas al trabajo de mujeres y menores y la 
falta de medidas de prevención de la enfermedad profesional; la Ley de Seguridad Social de 
1966 introdujo, en su art. 147, nuevas matizaciones ampliatorias y recogió por primera vez 
la cuantificación del recargo de entre un 30 y un 50 por ciento, si bien es preciso destacar 
que no contemplaba el aumento para las prestaciones de Incapacidad Laboral Transitoria 
(hoy Incapacidad Temporal), solo hacía referencia a las indemnizaciones a tanto alzado, 
pensiones vitalicias y cantidades tasadas en el baremo de lesiones no invalidantes. Fue a 
partir de la Ley de Financiación y Perfeccionamiento de 1972 cuando el recargo se extiende 
a todas las prestaciones económicas derivadas de accidentes de trabajo y de enfermedades 
profesionales. De igual modo se mantuvo en el art. 93.1 LGSS de 1974 y en el art. 123.1 
TRLGSS, y en el RDL 8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el TRLGSS, texto 
vigente, en cuyo art. 164 se encuentra regulado el recargo.
 Seguridad Social y prevención de riesgos son materias independientes pero bien 
relacionadas y más, porque la materia de la Seguridad Social es mencionada en el art. 41 
CE, otorgándosele una función reparadora y para hacer frente a situaciones de necesidad 
dimanantes de accidente de trabajo o enfermedad profesional, como forma de restablecer 
la situación anterior y, no obstante, también cubrir el lucro cesante dejado de percibir.
 La finalidad del recargo es conseguir el cumplimiento de la normativa en materia 
de prevención mediante la amenaza de que si se produce un accidente por transgresión 
u omisión de tal normativa, el empresario deberá abonar al trabajador un importe sobre 
las prestaciones satisfechas por la Seguridad Social. Se trata, en definitiva, de evitar 
292  ESPUNY TOMÁS, M. J., “Los accidentes de trabajo: perspectiva histórica”,  IUSLabor, 3/2005, pág. 3.
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accidentes laborales por infracciones empresariales de la normativa de prevención de 
riesgos imputables al empresario infractor, que de haber adoptado las medidas oportunas 
hubiera podido evitarse el accidente. Para el accidentado, el recargo cumple una función 
resarcitoria o indemnizatoria mientras que para el empresario tiene función disuasoria. 
 Las funciones de la Seguridad Social en este ambito son diversas y tienen una 
función punitiva pero también pueden ser un incentivo al cumplimiento de la normativa 
de prevención de riesgos laborales, ya que la Seguridad Social puede bonificar al 
empresario que cumpla con los objetivos previstos en la misma. Un ejemplo de la función 
incentivadora del cumplimiento de las normas en materia preventiva, se da en el RDL 
8/2015, de 30 de octubre, por el que se aprueba el TRLGSS, art. 48, que establece que 
el empresario puede ver reducida su cuota hasta un 10% de las primas con sujeción a las 
cuales cotiza a la Seguridad Social por accidentes de trabajo y enfermedades profesionales
1. RESPONSABILIDADES DEL EMPRESARIO EN MATERIA DE LA 
SEGURIDAD SOCIAL
La responsabilidad en materia de Seguridad Social, que se concreta en el recargo 
de prestaciones, recaerá directamente sobre el empresario infractor y no podrá ser objeto 
de seguro alguno. La responsabilidad es independiente y compatible con las de todo 
orden, incluso la penal. El recargo de prestaciones se origina cuando el accidente laboral o 
enfermedad profesional es consecuencia del incumplimiento empresarial de la normativa 
de prevención de riesgos laborales.
 La importancia de este recargo es trascendental, alcanzando en la mayoría de 
los casos su importe, una cuantía que supera en mucho la posible sanción que pueda 
imponerse a la empresa, téngase en cuenta que este recargo opera sobre pensiones e 
indemnizaciones, obligándose a la empresa a la constitución de una cantidad a tanto 
alzado, es decir, a la capitalización del importe del recargo. Opera el recargo sobre el total 
de la prestación y, por tanto, sobre el 150% de la base reguladora en el supuesto de la 
prestación derivada de la gran invalidez293.
 Respecto a las obligaciones del empresario sobre esta materia, podemos destacar 
las siguientes: 
 En primer lugar, el empresario tiene una obligación respecto al pago de prestaciones 
en materia de afiliación, alta y cotización tanto en el caso de ausencia de cotización como 
de infracotización (art. 148 TRLGSS). En estos casos la exigencia de responsabilidad 
será ponderada atendiendo a los principios de voluntariedad y proporcionalidad. La 
293  STSJ de Galicia, de 5 de abril de 2001 (RJ, 2001, 3829).
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jurisprudencia294 habla de la proporcionalidad en la responsabilidad, y se exige una mínima 
adecuación entre la gravedad del incumplimiento y la aplicación de la responsabilidad 
íntegra por el pago de responsabilidades  al empresario, y se reclama que la voluntad del 
empresario de incumplir sea nítida y persistente y no un mero error judicial, lo que en 
derecho penal se llama culpa o dolo. 
 En segundo lugar, el empresario se encuentra en la obligación del pago de las 
prestaciones concernientes en materia de prevención de riesgos y accidente de trabajo 
como consecuencia del incumplimiento de la obligación de paralización de actividades, 
orden dada por las ITSS cuando advierte infracciones de tal gravedad que pueden producir 
un riesgo para la seguridad de los trabajadores. Esta materia, que se regula en el art. 44 
LPRL, posibilita al Inspector de Trabajo y Seguridad Social paralizar cualquier trabajo 
o tarea en la que compruebe que existe un riesgo inminente para la seguridad y salud 
de los trabajadores por la no observancia de la normativa aplicable en la materia. El 
incumplimiento, por parte del empresario, de la orden de paralización y materialización 
de un accidente de trabajo, como consecuencia de ello, pone en marcha el mecanismo 
del art. 167 LGSS, que regula que el empresario deberá abonar la prestación debido a la 
inobservancia de sus obligaciones en la materia y la Seguridad Social le podrá exigir el 
pago de la prestación si el empresario no la abonara por él mismo. De hecho, el empresario 
debe, en el caso del recargo, abonar la prestación, siendo la Seguridad Social la que cumpla 
el pago de forma supletoria pero no de forma directa al trabajador. En este supuesto hay 
una prolongación de la situación al Gobierno y CC AA en la posibilidad de la paralización 
de las actividades, esta situación se regula en el art. 53 LPRL, por un caso extremo, por 
un tiempo determinado o el cierre del centro de trabajo en el supuesto de que concurran 
varias circunstancias de gravedad. 
 En tercer lugar, se observa una responsabilidad directa del empresario respecto de 
todas las prestaciones que pudieran derivarse de enfermedad profesional en el supuesto 
de que hubiera incumplido la obligación de efectuar los reconocimientos médicos 
previstos por ley. Estos reconocimientos tienen límites en la ley, es decir, no pueden 
hacerse reconocimientos para buscar sustancias estupefacientes de forma continuada, 
por ejemplo, y a su vez tienen el límite del derecho a la intimidad del trabajador, no 
difundiendo si hay una enfermedad grave al resto de los trabajadores. 
 En cuarto lugar, responsabilidad del empresario en materia de abono de gastos 
sanitarios que tienen su origen en responsabilidad civil o criminal de dicho empresario, 
art. 167 LGSS, sin perjuicio de la responsabilidad, en materia de estos gastos, del Instituto 
294  STS, 29 de mayo de 1997, Sala de lo Social (RJ 1 696/1997), “la responsabilidad del empresario será 
nítida y persistente, no bastando el mero error para ser condenado ya que deberá haber en el comportamiento 
del mismo, culpa o dolo”.
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Nacional de Salud o el órgano que corresponda a las CC AA competente o por las 
Mutuas de accidentes de trabajo o enfermedades profesionales. Estos organismos tendrán 
derecho a reclamar a las empresas el coste de los gastos sanitarios si se originaron por una 
responsabilidad de tipo civil o penal. 
 La totalidad de estos supuestos antes mencionados van a suponer la exigencia al 
empresario en el pago de determinadas prestaciones. Puede ocurrir que el empresario se 
declare insolvente o desaparezca, por lo que el trabajador puede no recibir la prestación que 
le corresponde. Para evitar esto, el art. 281 LGSS establece el principio de automaticidad 
de prestaciones, por lo que las Entidades gestoras competentes o las Mutuas procederán 
al pago de dichas prestaciones, sin perjuicio de que puedan dirigirse al empresario 
responsable al quedar subrogados en los derechos que el trabajador ostentaba frente al 
empresario295.
2. SUJETOS RESPONSABLES
 En este caso, el sujeto responsable suele encontrarse sobre el denominado 
“empresario infractor296”, cuya expresión, tradicionalmente se ha interpretado como 
el empresario del trabajador.  El sujeto responsable, por lo tanto, es el empleador del 
trabajador afectado y se encuentra en la obligación de satisfacer el pago de todas las 
prestaciones e indemnizaciones al trabajador afectado. El concepto de empresario 
infractor se viene reiterando durante toda la exposición del tema, como incumplidor de 
la normativa también es responsable del pago de la prestación que correspondiese. Una 
condición necesaria es que el empresario no se podrá apoyar en ningún seguro ya que 
cualquier pacto o contrato que se realice para cubrirlo, compensarlo o transmitirlo (art. 
164.2 TRLGSS) será nulo de pleno derecho. 
 Corresponde poder matizar los supuestos en los que concurren más empresarios 
porque, en el caso de que haya uno, sabemos que la responsabilidad principal será del 
empresario. Por ello, en los siguientes apartados, vamos a analizar los supuestos especiales 
que puedan existir: 
295  La jurisprudencia relacionada es la STS, de 8 de marzo de 1995, art. 1751 y STS, de 18 de enero de 
1995, art. 1993, hablan del principio de automaticidad de las prestaciones de la Seguridad Social ante el 
incumplimiento del empresario de las obligaciones legalmente impuestas, la mutua no queda exonerada 
de responsabilidad, se halla obligada al anticipo sin perjuicio de su derecho a repetir contra el empresario. 
296  MONTOYA MELGAR, A. “Panorama de la responsabilidad del empresario en materia de seguridad 
y salud en el trabajo”. Revista de trabajo y asuntos sociales. nº. 53, pág. 314.
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2.1. Supuestos especiales de responsabilidad en materia de Seguridad Social
2.1.1. La responsabilidad en las contratas y subcontratas 
  El primer caso singular es el caso de las contratas y subcontratas, art. 24.3 LPRL, 
reconoce la obligación de la empresa principal de vigilar el cumplimiento por parte de los 
contratistas o subcontratistas de la prevención de riesgos laborales, siempre que contrate 
con estos su actividad principal y esta se desarrolle en su centro de trabajo, por lo que 
el empresario principal responderá solidariamente por las actividades del contratista y 
subcontratista si la infracción se produce en el centro de trabajo del empresario principal 
(art. 42.2 LRL).  Así, la STS, Sala de lo Social, de 22 de noviembre de 2003297, considera 
como lugar o centro de trabajo de la empresa titular aquel en el que el contratista realizaba 
la actividad contratada, dado que el lugar donde se colocaban los elementos materiales 
que la soportan, aunque sean en despoblado o en el campo, como en este caso, realmente 
constituye un centro de trabajo de la empresa principal que contrató las tareas. Es decir, 
la concurrencia de la propia actividad puede determinar igualmente la ampliación del 
concepto de lugar de trabajo. 
 Igualmente el propio TS, en la sentencia de su Sala de lo Social del 5 de mayo 
de 1999298, ha admitido la no necesidad de la concurrencia de la misma actividad para 
la aplicación de tal responsabilidad solidaria. Más esporádicamente existen sentencias 
que imputan a la empresa la responsabilidad directa y única del recargo en situaciones 
excepcionales.
 El debate está en si este art. 42 LPRL se puede extender al recargo de prestaciones. 
Para determinar la solución debemos de acudir a lo que dice la jurisprudencia al respecto 
que se muestra favorable a extender la responsabilidad al empresario principal en 
aplicación del art. 168 LGSS, que determina que la responsabilidad será del empresario 
infractor, no matizando que este sea el principal o el contratista. Estamos ante supuestos 
en los que el accidente puede ocurrir en el centro de trabajo del empresario principal, 
por lo que la responsabilidad sería del empresario, pero también puede suceder que el 
accidente sea en una instalación o centro de trabajo del empresario principal, que cumple 
todos los requisitos de prevención, y la culpa del mismo sea del contratista, por lo que 
la responsabilidad debe ser del causante del daño, que es el contratista, o suceder que 
la responsabilidad sea de ambos porque concurran hechos que sean imputables tanto al 
empresario principal como al contratista o subcontratista. La norma no impide que la 
responsabilidad de la cuantía se gradúe, por lo que el quantum puede ser dividido entre las 
partes responsables de la acción, no siendo un único infractor el que pague la prestación, 
297  STS, Sala 4 RJ, 2003, 510, caso relacionado con Telefónica España.
298  STS, 5 mayo, 1999 RJ, 1999, 4705.
201
Las responsabilidades en materia de Prevención de Riesgos Laborales
sino que lo hagan en función de su participación en el accidente. 
 El caso en el que corresponde responsabilidad por recargo de prestaciones no 
procede causa de exoneración prevista en el art. 42.1 ET, petición de la certificación 
negativa de descubierto, para la obligación en materia de Seguridad Social  ya que este 
precepto se refiere a obligaciones directamente atribuibles a la empresa contratista y esta 
obligación es directa al empresario principal. 
 El problema reside en esclarecer a qué empresa o empresas alcanza la 
responsabilidad del abono del recargo, cuando el trabajador siniestrado pertenecía a una 
empresa contratista o subcontratista de otra principal. La mayoría de los pronunciamientos 
jurisprudenciales venían excluyendo del ámbito de la responsabilidad solidaria el recargo 
de prestaciones en base a que la obligación en materia de seguridad e higiene correspondía 
en todo caso al empleador del trabajador, incluso cuando los servicios se presten en los 
locales de la empresa principal299.
No obstante, la STS de la Sala de lo Social, de 18 de abril de 1992, comenzó a 
permitir la denominada eventual responsabilidad solidaria de la empresa contratista y/o 
subcontratista, en base al concepto de “empresario infractor”, donde su concreción suele 
conllevar dificultades, ya que, según la citada sentencia, surge constantemente la cuestión 
de si llega a alcanzar solamente al empresario directo o propio, al principal, o ambos de 
forma conjunta. En este sentido, la sentencia indica que puede ocurrir que una actuación 
negligente o incorrecta por parte del empresario, pueda llegar a causar daños al trabajador 
de la contrata o subcontratar, pudiendo llegar a ser una causa determinante del accidente 
laboral que ha sufrido este, por lo que no es adecuado excluir la responsabilidad a la 
empresa principal300.
En estos casos, el art. 42.3 TRLISOS, permite la aplicación de la responsabilidad 
solidaria, ya que, en virtud de este se establece que “la empresa principal responderá 
solidariamente con los contratistas y subcontratistas, a que se refiere el apartado 3 del 
art. 24 LPRL, del cumplimiento, durante el período de la contrata, de las obligaciones 
impuestas por dicha Ley en relación con los trabajadores que aquellos ocupen en los 
299  Entre otras, SSTSJ de Cataluña, 14 marzo, 1991 (R.Ar. 2074); Aragón, 1 julio, 1992; Andalucía/
Málaga, 10 abril, 1992 (R.Ar. 2210); Andalucía/Sevilla, 14 octubre, 1992 (R.Ar. 6573).
300  En el mismo sentido, STS, 16 diciembre, 1997 (R.Ar. 9320). Doctrina seguida por las SSTSJ de 
Andalucía/Málaga, 26 junio, 1998 (cit.); Madrid, 27 julio, 1998 (R.Ar. 2896); Asturias, 23 julio, 1999 (R.Ar. 
2217); Cataluña, 3 diciembre, 1999 (cit.); Extremadura, 8 octubre, 1999 (cit.); País Vasco, 8 febrero, 2000 
(R.Ar. 245); 22 febrero, 2000 (R.Ar. 772); Cataluña, 1 junio, 2000 (R.Ar. 2951); Madrid, 20 noviembre, 
2001 (R.Ar. 661); Asturias, 14 diciembre, 2001 (R.Ar. 4267); Castilla y León/Burgos, 24 julio, 2002 (R.Ar. 
439); Extremadura, 30 octubre, 2002 (R.Ar. 579); Castilla-La Mancha, 28 noviembre, 2002 (cit.); Cataluña, 
27 noviembre, 2003 (cit.); Asturias, 19 diciembre, 2003 (cit.); Aragón, 8 marzo, 2004 (R.Ar. 2551); 27 
mayo, 2004 (cit.).
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centros de trabajo de la empresa principal, siempre que la infracción se haya producido en 
el centro de trabajo de dicho empresario principal”. Por lo cual, esta última está obligada 
a garantizar las condiciones necesarias para la prevención de los riesgos laborales como 
una obligación de carácter contractual. 
Del mismo modo, el empresario principal posee un deber de vigilancia respecto a 
la aplicación de las normas de prevención de los riesgos laborales respecto a las empresas 
que contrata, por lo que una omisión respecto a la vigilancia que conlleve una infracción 
en materia de prevención, puede llevar consigo una responsabilidad solidaria por parte 
de la empresa principal301. Así, en atención a esta obligación solidaria que poseen las 
empresas respecto a la vigilancia en la seguridad de los trabajadores, parte de nuestra 
doctrina y jurisprudencia sostienen que puede darse la responsabilidad solidaria entre 
empresas respecto al pago del recargo. Para incurrir en la responsabilidad solidaria se 
deben de dar una serie de requisitos, como son los siguientes:
- Las obras o los servicios que se contraten deben de corresponder con la acti-
vidad del empresario principal302.
- La infracción en materia de seguridad e higiene se debe de haber producido 
en el centro de trabajo de la empresa principal, o fuera de esta haciendo uso 
de la maquinaria, productos, materias o útiles que hayan sido facilitados por 
la empresa principal.
- La infracción debe de haberse producido durante la vigencia del contrato. 
  El requisito que más conflicto puede llegar a plantear se centra en que las obras 
o lo servicios se correpondan con la actividad del empresario principal, ya que hay cierta 
dificultad para determinar el concepto de “propia actividad”, llegando a ser un concepto 
confuso y de difícil precisión según la doctrina. Sin embargo, la STS, de 16 de diciembre 
de 1997303, determina este criterio priorizando el hecho de que el accidente laboral se 
haya llegado a producir «por una infracción imputable a la empresa principal y dentro 
de su esfera de responsabilidad»304.  En este sentido, autores como CRUZ VILLALÓN 
301  Sobre la exigencia de estos requisitos, PURGALLA BONILLA, M. A., “El recargo...”, op. cit., 
págs. 141-147; FERNÁNDEZ MARCOS, L., “Comentarios a la...”, op. cit., págs. 203-204; GONZÁLEZ 
ORTEGA, S. y APARICIO TOVAR, J., “Comentarios...”, op. cit., pág. 269; GONZÁLEZ DÍAZ, F. A., 
“Alcance de la deuda de seguridad y salud en el trabajo en los supuestos de contratas y subcontratas”, 
Aranzadi, Social, Tomo 2, 1999, págs. 2712-2725; GONZÁLEZ LABRADA, M., “Responsabilidad por 
daños y perjuicios por incumplimiento de obligaciones de seguridad e higiene en el ámbito de las contratas 
y subcontratas de obras y servicios”, Aranzadi, Social, Tomo 2, 1998, pág. 2577. SSTSJ del País Vasco, 14 
febrero, 1995 (cit.); Aragón, 11 febrero, 1998 (cit.); Cataluña, 3 diciembre, 1999 (cit.)
302  Asimismo, si las contratas no son de la misma actividad, la mayoría de los pronunciamientos judiciales 
se inclinan por negar la responsabilidad solidaria, entre otras, SSTSJ de Cataluña, 10 abril, 1996 (R.Ar. 
1425); 25 junio, 1996 (R.Ar. 1718); Comunidad Valenciana, 20 julio, 1999 (R.Ar. 4700).
303  STS, de 16 de diciembre de 1997 (Roj STS 770/1997). 
304  En el mismo sentido, STS, 5 mayo, 1999 (R.Ar. 4705). Criterio seguido por las SSTSJ de Cataluña, 
1 junio, 2000 (cit.); País Vasco, 9 abril, 2002 (R.Ar. 2012); Cataluña, 1 julio, 2002 (R.Ar. 2986); 16 julio, 
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y JOVER RAMÍREZ sostienen que es indiferente que la contratación o subcontratación 
se hayan realizado o no en atención a la propia actividad de la empresa, debido a que, lo 
fundamental es delimitar el sujeto infractor, por lo que la cuestión relativa a la causa que 
derivó en la celebración de dicho negocio no tiene importancia alguna305. 
 No obstante, otra parte de la doctrina ha criticado esta interpretación jurisprudencial, 
ya que entienden que supone una colisión con los art. 24.3 y 42.2 LPRL, ya que sostienen 
que es bastante explícita la determinación de los requisitos que hacen derivar en un 
responsabilidad solidaria de las empresas que intervienen en un accidente laboral306. Del 
mismo modo, argumentan que la infracción se debe de producir en el centro de trabajo o 
en la empresa principal, de lo contrario, no se podría llegar a imputar el recargo a dicha 
empresa de forma solidaria con la contratista307.
Asimismo, la STSJ de Andalucía, de 1 de febrero de 1194, o la STSJ de Cataluña, 
de 26 de marzo de 1993, consideran que la “propia actividad” equivale a “la misma 
actividad” por lo que debe de existir una coincidencia entre la actividad principal de la 
empresa contratista y la del contratante.
 La determinación de este requisito lleva consigo la cuestión sobre si no tienen 
que tenerse en consideración, respecto a la responsabilidad solidaria, aquellos supuestos 
concretos de descentralización productiva, en los cuales los trabajadores de la empresa 
contratistas o subcontratista no llegan a prestar sus servicios en los centros de trabajo o 
en la empresa principal, a pesar de que hacen uso y operan con los recursos que pone 
a disposición la empresa principal (art. 24.4 LPRL). En tales supuestos, la empresa 
principal proporciona a los contratistas o subcontratistas toda aquella información que sea 
necesaria para que estos pueden utilizar y manipular su maquinaria, así como los equipos 
y el utillaje, de forma que no se llegue a producir ningún riesgo para la seguridad y la 
salud de los empleados y que el empresario pueda llegar a cumplir con sus obligaciones 
relativas a la información sobre sus trabajadores. 
       Por todo ello, y en resumen, la determinación de la responsabilidad solidaria se 
fundamenta en el incumplimiento del deber de vigilancia que ostenta la empresa principal, 
por medio del cual, ha llegado a generar la producción de un daño. De esta forma, tal y 
como expone la doctrina, se pueden encontrar diversos casos concretos en los que no se 
llega a dar una responsabilidad solidaria a pesar de que existan dos o más empresas, como 
son los siguientes: 
2002 (cit.), 7 abril 2003 (cit.); Castilla y León/Burgos 8 julio 2003 (R.Ar. 2590); Cataluña 14 julio 2003 
(cit.); Andalucía/Granada, 24 febrero, 2004 (R.Ar. 897).
305  CRUZ VILLALÓN, J. y JOVER RAMÍREZ, C. «La responsabilidad de Seguridad Social en materia 
de Seguridad y Salud en el trabajo», en T.L. nº.50, 1999, págs. 261 y 262.
306  GONZÁLEZ DÍAZ, F. A., “Alcance de la deuda de seguridad...”, op. cit., pág. 2713.
307  Ibídem.
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· La empresa contratista o subcontratista no responde solidariamente con la principal 
de una infracción solo a esta imputable, cualquiera que sea la adscripción empresarial 
del trabajador. El responsable único del pago del recargo será el empresario principal 
si la infracción a él imputable ha sido la causa determinante de la lesión.
· No existirá responsabilidad solidaria de la empresa principal en aquellos casos en 
los que la lesión sea consecuencia exclusiva del incumplimiento de las medidas 
preventivas por parte de la contratista. El pago del recargo recaerá solo sobre el 
contratista, por ser el empresario infractor.
· La empresa principal responde solidariamente con la contratista cuando el 
incumplimiento conjunto de ambas empresas ha contribuido en la producción del 
resultado dañoso. Para que se proyecte la responsabilidad en la empresa principal 
es necesario que la falta de seguridad originadora del accidente le sea también 
imputable308. No sería, pues, suficiente con alegar sin más el art. 42.3 LISOS para 
imputar la responsabilidad solidaria a la empresa principal.
 De lo expuesto podemos concluir que el responsable del pago podrá ser 
indistintamente el empresario principal, el contratista o ambos, dependiendo de aquel 
a quien le sea imputable el incumplimiento de la normativa relativa a la prevención de 
riesgos laborales. Todo ello, en base a que el artículo central en esta materia es el art. 164.2 
TRLGSS, que debe prevalecer sobre el art. 42.3 LISOS, por lo que la responsabilidad del 
empresario principal ha de ser matizada, vinculándola a la idea de empresario infractor309.
 Una vez determinada, en su caso, la responsabilidad solidaria, el reparto del 
importe del recargo se debe realizar atendiendo al grado de participación o responsabilidad 
en la producción del resultado dañoso de cada una de las empresas implicadas. De forma 
que si, debido a la solidaridad, uno de los empresarios hubiera hecho frente al pago del 
recargo en su totalidad, podrá repetir contra el otro u otros por el importe que a cada uno 
correspondiera. 
 Finalmente, los pactos o cláusulas que se introduzcan en el contrato de ejecución 
de obra para hacer recaer la responsabilidad por recargo exclusivamente en la contratista 
o en la empresa principal, deben entenderse como pactos contra legem y, por tanto, sin 
efectos jurídicos. 
308  Así, declaran la responsabilidad solidaria por incumplimientos imputables a la empresa principal y 
a la contratista, las SSTSJ de Cataluña, 11 marzo, 1999 (cit.); Castilla y León/Valladolid, 7 junio, 1999 
(R.Ar. 2723).
309  En esta línea, CRUZ VILLALÓN, J. y JOVER RAMÍREZ, C., “La responsabilidad...”, op. cit., pág. 
258.
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2.1.2. La responsabilidad de las Empresas de Trabajo Temporal  
 Otro de los supuestos, es el caso de una empresa de trabajo temporal o ETT. De 
acuerdo con el art. 28 LPRL, los trabajadores contratados por ETT deberán de disfrutar del 
mismo nivel de protección en materia de seguridad y salud que los restantes trabajadores 
de la empresa en la que prestan sus servicios. La ETT debe adoptar las medidas necesarias 
para garantizar que, con carácter previo al inicio de la actividad, reciban información 
acerca de los riesgos a los que van a estar expuestos, en particular en lo relativo a la 
cualificación y aptitud profesional, controles médicos específicos, así como sobre 
las medidas de protección y prevención frente aquellos riesgos. La ETT es por tanto 
responsable del cumplimiento de las obligaciones en materia de formación y vigilancia 
de la salud. 
 En este caso, la ley hace directamente responsable a la empresa usuaria cuando el 
accidente de trabajo suceda en el centro o instalaciones de la misma durante la vigencia 
del contrato puesto a su disposición (art. 16.2 Ley 14/94, 1 de junio). En este supuesto, 
como en el anterior, hay matices porque la empresa principal incumpliría las normas de 
prevención si se dan en su centro principal y esas obligaciones son de información y 
condiciones de ejecución del trabajo, art. 28.5 LPRL) y sería responsable, pero la ETT, 
en otros casos, cuando incumpla las obligaciones de vigilancia de la salud y falta de 
información y formación y haya relación de causalidad con el accidente. Por último, 
puede haber casos en que concurra la responsabilidad por parte de los dos, aunque la Ley 
14/94 hace responsable a la ETT solo cuando no se pueda hacer responsable a la empresa 
principal.
 En el caso concreto de las ETT, la única responsable es la empresa usuaria y no 
la de trabajo temporal, y ello en base a que es la empresa usuaria la que interviene en las 
condiciones directas de ejecución de los trabajos. En este sentido, el art. 16.2 de la Ley 
14/1994, de 1 de junio, de Empresas de Trabajo Temporal (en adelante LETT), considera 
que la empresa usuaria es responsable del recargo de prestaciones de Seguridad Social, 
en caso de accidente de trabajo o enfermedad profesional que tenga lugar en su centro de 
trabajo durante la vigencia del contrato de puesta a disposición, y traigan su causa de falta 
de medidas de seguridad e higiene310.
 No obstante, condicionante legal para la imposición del recargo, es la comisión 
de una infracción en materia de seguridad, de modo que solo cabe la imposición del 
recargo cuando conste la condición de empresario infractor. Ello supone que a la empresa 
usuaria no se le puede imponer el recargo respecto de aquellos incumplimientos que 
310  Responsabilidad directa y exclusiva de la empresa usuaria que se mantiene en el art. 42.3 párrafo 
segundo del TRLISOS.
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sean imputables a la ETT. Por ello, la ETT debería ser la responsable directa del pago 
del recargo en aquellos casos en los que el incumplimiento de sus obligaciones, en 
materia de formación y vigilancia de la salud de sus trabajadores311, haya sido la causa 
determinante del daño, por tener la condición de sujeto infractor. Pues en caso contrario, 
en los incumplimientos imputables a la ETT no se puede hacer responsable del recargo a 
ninguna de las empresas implicadas en la relación triangular.
 Además, cabe la posibilidad de extender la responsabilidad del abono del recargo 
con carácter solidario a la empresa usuaria y a la ETT, cuando el incumplimiento conjunto 
de ambas empresas haya contribuido a la causacion del siniestro, en los mismos términos 
en los que nos hemos pronunciado en materia de contratas y subcontratas. No obstante, 
un sector de la doctrina mantiene que, dada la relación triangular y la existencia de 
obligaciones para ambas partes, cabría pensar en una responsabilidad subsidiaria de la 
ETT en relación a la empresa usuaria312.
3. RECARGO DE PRESTACIONES 
 Tras tratar la responsabilidad del empresario en materia de Seguridad Social, 
debemos proceder a tratar en qué consiste el recargo de prestaciones. La norma habla 
de un recargo de entre un 30% y un 50% de las prestaciones de la Seguridad Social 
que tengan causa en contingencia profesional debida a defectos o falta de medidas de 
311  Como apunta un sector de la doctrina, entre otros, CRUZ VILLALÓN, J. y JOVER RAMÍREZ, C. “La 
responsabilidad...”, op. cit., pág. 260; ALFONSO MELLADO, C. L., “Responsabilidad empresarial...”, op. 
cit., págs. 60-61; AA VV “Derecho de la seguridad...”, op. cit., págs. 356, para GONZÁLEZ ORTEGA, 
S. y APARICIO TOVAR, J., “Comentarios...”, op. cit., pág. 270, será responsable única la ETT por los 
incumplimientos del art. 28 de la LPRL. En este sentido, STSJ del País Vasco, 30 diciembre, 2002, R.Ar. 
931.
312  En este sentido, CRUZ VILLALÓN, J. y JOVER RAMÍREZ, C., “La responsabilidad...”, op. cit., pág. 
260, para PURGALLA BONILLA, M. A., “El recargo...”, op. cit., pág. 165, la responsabilidad en orden 
al recargo “debe proyectarse de forma solidaria sobre la ETT y sobre la usuaria, siempre que el siniestro 
haya acaecido en el lugar de trabajo de la usuaria y traiga su causa en la carencia formativa”. En esta línea, 
STSJ de Castilla y León/Burgos, 16 julio, 2002 (R.Ar. 247). BARBANCHO TOVILLAS, F. y GARCÍA 
VIÑAS, J., “Últimos criterios jurisprudenciales sobre el recargo de las prestaciones.  Responsabilidad 
directa y exclusiva de la empresa usuaria que se mantiene en el art. 42.3 párrafo segundo de la LISOS. 
Como apunta un sector de la doctrina, entre otros, CRUZ VILLALÓN, J. y JOVER RAMÍREZ, C., “La 
responsabilidad...», op. cit., pág. 260; ALFONSO MELLADO, C. L., “Responsabilidad empresarial...”, op. 
cit., págs. 60-61;  AA VV “Derecho de la seguridad...”, op. cit., pág. 356. Para GONZÁLEZ ORTEGA, 
S. y APARICIO TOVAR, J., “Comentarios..., op. cit., pág. 270, será responsable única la ETT por los 
incumplimientos del art. 28 de la LPRL. En este sentido, STSJ del País Vasco, 30 diciembre, 2002. En 
este sentido, CRUZ VILLALÓN, J. y JOVER RAMÍREZ, C., “La responsabilidad...”, op. cit., pág. 260. 
Para PURGALLA BONILLA, M. A., “El recargo...”, op. cit., pág. 165, la responsabilidad en orden al 
recargo “debe proyectarse de forma solidaria sobre la ETT y sobre la usuaria, siempre que el siniestro haya 
acaecido en el lugar de trabajo de la usuaria y traiga su causa en la carencia formativa”. En esta línea, STSJ 
de Castilla y León/Burgos, 16 julio, 2002 (R.Ar. 247). BARBANCHO TOVILLAS, F. y GARCÍA VIÑAS, 
J., “Últimos criterios jurisprudenciales sobre el recargo de las prestaciones por accidentes de trabajo”, en 
T.S. nº 60, 1995, pág. 52; GONZÁLEZ ORTEGA, S. y APARICIO TOVAR, J., “Comentarios...”, op. cit., 
págs. 270-271.
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seguridad en la empresa. Se incluye en este aspecto, no solo el accidente, sino también 
la enfermedad profesional. Hay poca normativa al respecto que trate de forma específica 
el recargo, pero sí podemos determinar su origen en el art. 5.3 de la Ley del Seguro de 
Accidentes de Trabajo, de 30 de enero de 1900, que autorizaba a incrementar en una 
mitad las indemnizaciones cuando el accidente se produjera en un establecimiento u obra, 
o cuyas maquinas o artefactos carecieran de los aparatos de prevención. 
 Hoy en día el marco básico de la regulación de esta materia está en la TRLGSS 
en concreto en el art. 164 que dice lo siguiente: “todas las prestaciones económicas que 
tengan causa en un accidente de trabajo o enfermedad profesional se aumentaran, según 
la gravedad de la falta, de un 30% a un 50% cuando la lesión se produzca por maquinas, 
artefactos o en instalaciones, centros o lugares de trabajo que carezcan de dispositivos de 
precaución reglamentarios, los tenga inutilizados o en malas condiciones, o cuando no se 
hayan observado las medidas generales o particulares de seguridad e higiene en el trabajo, 
o las elementales en salubridad o las de adecuación personal a cada trabajo, habida cuenta 
de sus características y de la edad, sexo y condiciones de trabajo.”
 Su naturaleza jurídica es objeto de discusión: el art. 164 TRLGSS parece configurado 
como indemnización al trabajador lesionado, pues es el que recibe la cantidad que se le 
reconoce como compensación por los daños, pero el art. 164 TRLGSS lo presenta como 
una sanción, pues atribuye el pago directamente al empresario infractor, prohibiendo 
además el aseguramiento. Por ello, cabe hablar de un carácter mixto o híbrido, actuando 
simultáneamente como indemnización y como sanción, es más, procede aludir a un perfil 
eminentemente preventivo, en tanto pretende servir de acicate para el cumplimiento 
empresarial de sus deberes al respecto. 
Pasaremos a continuación a analizar de qué trata este recargo. 
Los requisitos objetivos que se exigen son: 
· La existencia de un daño originado por un accidente de trabajo o enfermedad 
profesional. No se considera accidente de trabajo el producido por fuerza mayor o 
sea causa de dolo o imprudencia temeraria del trabajador accidentado (art. 156.2 
y 4 LGSS). 
· La existencia de una infracción en la normativa de seguridad y salud. De esta 
forma en el caso de que no existiera tal infracción, el recargo no sería posible. 
La exigencia va más allá de la mera facilitación del material, ya  que se deben 
impartir órdenes o instrucciones concretas, cuidar la formación, dar información, 
vigilar y controlar la puesta en práctica adecuada de las instrucciones, etc.
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 El requisito de incumplimiento de la normativa produce un dilema claro porque 
la falta de concreción de la norma consigue que en muchos supuestos sea una “labor” 
dificultosa saber cuándo estamos ante un incumplimiento o cuándo no lo es. Por tanto, 
debemos recurrir a la jurisprudencia para matizar este aspecto. La jurisprudencia313  atiende 
al requisito de que estén reguladas las medidas reglamentariamente o legalmente, en el 
caso de que no se recoja en la ley, no hay incumplimiento de la misma. Esto confronta 
con la idea del art. 15.1 LPRL, que habla de la evolución de la técnica y el empresario 
debería observar las mejoras en las máquinas y medios de seguridad más allá de que se 
recoja por ley o por reglamento. Vivimos en una sociedad que tecnológicamente avanza 
cada día más y eso nos lleva a que las maquinas evolucionen y sea el empresario el que 
tenga que informar y enseñar a los trabajadores su mejor uso. Por ello, nos encontramos 
ante un debate doctrinal y judicial que se resuelve según el caso concreto.
Asimismo, debe de darse una relación de causalidad entre el daño producido y el 
incumplimiento, una relación causa-efecto. Se exige una adecuada relación causal entre 
el comportamiento del empresario y el resultado lesivo sufrido por el trabajador, como 
se desprende de la propia redacción del art. 164 TRLGSS «cuando la lesión se produzca 
por». La relación de causalidad viene exigida por una abundantísima doctrina judicial314. 
Así, la STSJ del País Vasco, del 11 de marzo de 1997, (R.Ar. 1770), señala que si «hubiera 
sido igual aunque se hubiese adoptado la concreta medida de seguridad vulnerada» 
no procederá la imposición del recargo, porque deja de darse el «imprescindible nexo 
causal»315. Por lo que no se puede aplicar el recargo por meras probabilidades o sospechas, 
el siniestro ha de tener su origen en la infracción empresarial y tal circunstancia ha de 
quedar suficientemente probada. En consecuencia, no se puede determinar la relación de 
causalidad si se desconoce la causa que motivó el accidente, pues la mera acreditación de 
la infracción cometida no puede dar lugar a la imposición del recargo.
313  STSJ de Castilla y León, 7 de julio de 1998, art. 6194, “el recargo por infracción del art. 123 LGSS 
solo resulta procedente en los caso en los que el accidente se produzca por elementos que carezcan de los 
dispositivos de precaución reglamentariamente exigidos, los tengan inutilizados o en malas condiciones o 
cuando no se hayan observado las medidas generales o particulares de seguridad e higiene en el trabajo o 
las elementales de salubridad o las de adecuación personal a cada trabajo exigencias que no cabe equiparar 
por la ausencia de medidas que aun garantizando más la seguridad de los trabajadores no devienen 
reglamentariamente exigibles ni responden a elementales razones de seguridad. También se refiere a la 
STS, de 18 de diciembre de 2013 que relaciona los aspectos referidos anteriormente.
314  Entre otras muchas, SSTSJ de Castilla y León/Burgos, 26 enero, 1998 (cit.); Cataluña, 15 abril, 1998 
(cit.); 21 mayo, 1998 (cit.); Castilla y León/Burgos, 25 mayo, 1998 (cit.); Cataluña, 26 mayo, 1998 (cit.); 
Andalucía/Málaga, 26 junio, 1998 (cit.); La Rioja, 2 julio, 1998 (cit.); Castilla/La Mancha, 19 abril, 1999 
(cit.); Castilla y León/Burgos, 17 mayo, 1999 (R.Ar. 2600); Cataluña, 22 abril, 2004 (cit.); País Vasco, 13 
junio, 2004 (cit.); Castilla y León/Burgos, 13 julio, 2004 (cit.).
315  En este sentido, SSTSJ de Andalucía/Málaga, 21 febrero, 1995 (cit.); Cataluña, 6 julio, 1998 (cit.); 
Galicia, 15 septiembre, 1999 (cit.) No obstante, la STS, 30 junio, 2003 (R.Ar. 7694), presume la existencia 
del nexo causal cuando afirma que: los hechos probados “constituyen indicios razonables suficientes 
para estimar que este cúmulo de irregularidades fue el desencadenante de la explosión litigiosa”, siendo 
“presumible, como muy probable, que fue la situación de riesgo creada por la empresa la que contribuyó de 
modo decisivo a la explosión causante del accidente de trabajo”.
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 En este caso, la obligación del trabajador de vigilancia de la seguridad existe y, 
aunque tiene deberes de colaboración e información, esto no hace que la obligación de 
proporcionar medidas para evitar daño deje de ser del empresario. De hecho, la sentencia 
del TS, de 6 de mayo de 1998316, en Recurso de Casación para unificación de doctrina, ha 
señalado que la condición de vigilante de seguridad del trabajador accidentado gruista, 
que fallece al caer de un tejado desde donde operaba como tal sin que existiera ningún 
tipo de protección colectiva ni un punto de anclaje para cinturón de seguridad, no rompe 
el nexo causal entre el incumplimiento de la empresa y el accidente, siendo procedente 
el recargo. Nuestra jurisprudencia ha tratado diversos supuestos donde se rompe el nexo 
causal entre la acción empresarial y la producción del siniestro por una culpa única y 
exclusiva del trabajador317. Si bien, en algunos supuestos, la concurrencia de la culpa del 
trabajador, en el accidente, puede suponer la reducción del porcentaje del recargo, no su 
eliminación318.
 En el caso particular de enfermedad profesional la Sala Primera del TS, de 8 de 
febrero de 2007, en el supuesto de la muerte de un trabajador por intoxicación de amianto 
determinaba que, por cuestiones de prudencia, los servicios médicos debían haber 
aconsejado el traslado del trabajador a causa de enfermedad profesional y no lo hicieran 
al haber trascurrido dos años, aunque el trabajador fallecido asumiera que estaba en 
contacto con amianto y la empresa debe velar por las condiciones de vigilancia de riesgos 
laborales y de los servicios médicos de los mismos. La responsabilidad del empresario va 
más allá de la que tiene el trabajador.
 La principal cuestión que plantea es delimitar las medidas de seguridad e higiene 
cuyo incumplimiento genera la imposición del recargo; en concreto, si la infracción debe 
recaer en una medida de seguridad concreta y tipificada o se trata de una alusión general, 
teniendo en cuenta el deber general de prevención a que está obligado el empresario.
 Los amplios términos en los que está redactado en el art. 164 TRLGSS, permiten 
entender que la conducta empresarial que faculta la imposición del recargo consistirá en 
toda acción u omisión que suponga un incumplimiento de los dispositivos de precaución 
reglamentarios, de las medidas generales o particulares, o de las elementales de salubridad, 
etc. Como indica LUQUE PARRA319, son dos los tipos de obligaciones cuyo incumplimiento 
316  STS, de 6 de mayo de 1998, Sala cuarta RJ, 1998, 4096, la posición de vigilante de seguridad no 
exonera al empresario de responsabilidad porque la obligación del empresario es directa, más allá de la que 
le puedan proporcionar los órganos de participación de los trabajadores. 
317   STSJ de Cantabria, Sala de lo Social, de 23 de enero de 2001, AS, 2001, 829. 
318  STS de Cataluña, de 18 de marzo de 1999.
319   LUQUE PARRA, M., “Responsabilidades legales en materia de prevención de riesgos laborales, 
propuesta de reforma a la luz de la experiencia comparada”, ISSN 1137-4128, nº 2127, 2009 (Ejemplar 
dedicado a: Prevención de riesgos laborales), págs. 5-9.
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puede generar la imposición del recargo: uno directo, concreto y determinable, como es 
el incumplimiento de la normativa reglamentaria o particular aplicable y, otro indirecto, 
inconcreto y difícilmente determinable, referido al incumplimiento de la obligación 
general de protección eficaz de la seguridad y salud de los trabajadores.
 No obstante, a pesar de los amplios términos en los que está redactado el precepto, 
algunos pronunciamientos de los TSJ sostienen que la imposición del recargo no puede 
fundamentarse en vulneración de un precepto que imponga obligaciones genéricas, 
condicionando la imposición del recargo al incumplimiento de medidas de seguridad 
impuestas por normas reglamentarias320.
 La doctrina judicial mayoritaria adopta una postura amplia y flexible, y estima que 
la omisión puede afectar a las medidas generales o particulares de seguridad, exigibles en 
la actividad laboral, por ser las adecuadas para prevenir o evitar una situación de riesgo 
en la vida o salud de los trabajadores. Fundamentando su posición, principalmente, en 
la deuda de seguridad que el empresario tiene contraída con sus trabajadores por el solo 
hecho de que estos presten servicios bajo su ámbito de organización, derecho básico 
recogido en los arts. 4.2 y 19 ET y que, con carácter general, y como positivación del 
principio de derecho alterum non laedere, es elevado a rango constitucional por el art. 15 
del Texto Fundamental. En este sentido, la STS, de 26 de marzo de 1999, Sala de lo Social 
(R.Ar. 3521), señala que el incumplimiento del deber general o deuda de seguridad, que 
corresponde al empresario, es suficiente para imponer el recargo321.
 A la vista del tenor literal del art. 164 TRLGSS parece lógico defender una tesis 
amplia en cuanto a los supuestos en los que procede reconocer el recargo. Cabe extenderlo 
también a las omisiones de reconocimientos médicos u otras medidas preventivas, 
incluidas las de facilitar suficiente formación, medidas de adecuación personal a cada 
320  En este sentido, la STSJ de la Comunidad Valenciana de 1 octubre de 1996 (R.Ar. 2995), señala que “se 
exige una infracción de norma de seguridad, pero de norma concreta, no de la general de tomar las medidas 
necesarias o convenientes para evitar riesgos. Si esta regla valiese para imponer el recargo, se impondría en 
todo accidente”. En la misma línea, SSTSJ de Cataluña, 7 julio, 1992 (R.Ar. 4018); Comunidad Valenciana, 
9 mayo, 1996 (R.Ar. 1606); Andalucía/Sevilla, 18 diciembre, 1997 (R.Ar. 5000).
321  En esta misma línea se desarrollan diversas sentencias de los Tribunales Superiores de Justicia, como 
son entre otras, SSTSJ de Cataluña, 15 abril, 1998 (R.Ar. 2368); 21 mayo, 1998 (R.Ar. 2082); 26 mayo, 
1998 (R.Ar. 3066); Castilla y León/Valladolid, 26 mayo, 1998 (R.Ar. 3518); Andalucía/Málaga, 26 junio, 
1998 (R.Ar. 3556); Castilla y León/Valladolid, 30 junio, 1998 (R.Ar. 3423); La Rioja, 2 julio, 1998 (cit.); 
Canarias/Santa Cruz de Tenerife, 10 septiembre 1998 (R.Ar. 4058); Cataluña, 15 septiembre 1998 (R.Ar. 
3944); Asturias, 2 octubre, 1998 (R.Ar. 3579); País Vasco, 20 octubre, 1998 (R.Ar. 4920); Cataluña, 25 
febrero, 1999 (cit.); 11 marzo, 1999 (cit.); Asturias, 30 abril, 1999 (R.Ar. 1150); Cataluña, 3 mayo, 1999 
(R.Ar. 2222); 15 octubre, 1999 (R.Ar. 3348); 22 octubre, 1999 (R.Ar. 3487); País Vasco, 18 enero, 2000 
(R.Ar. 34); Cataluña, 24 marzo, 2000 (R.Ar. 755); Galicia, 11 julio, 2000 (cit.); Cataluña, 3 octubre, 2002 
(R.Ar. 3513); Navarra, 11 septiembre, 2002 (R.Ar. 3121); Cantabria, 24 abril, 2003 (cit.); Cataluña, 27 
noviembre, 2003 (R.Ar. 256); Asturias, 23 enero, 2004 (R.Ar. 925); País Vasco, 13 junio, 2004 (R.Ar. 
1805).
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trabajo, etc., siempre que dichas omisiones hayan influido en los daños sufridos por el 
trabajador. Así, cuando el accidente acontece por falta de formación e instrucción del 
trabajador, especialmente frente a riesgos específicos distintos de su ocupación habitual, 
la doctrina judicial ha venido considerando que procede la imposición del recargo.
 En todo caso, como sostiene un gran número de pronunciamientos judiciales, el 
alcance y eventual incumplimiento de la obligación patronal en orden a evitar los siniestros 
laborales se ha de apreciar a la vista de la diligencia exigible a un prudente empleador, 
atendiendo a criterios de normalidad y razonabilidad, ponderando las circunstancias 
concurrentes en cada caso.
 Por otro lado, conviene señalar que la doctrina judicial rechaza un planteamiento 
objetivista del recargo, exige que exista en la conducta empresarial un elemento de 
voluntariedad a título de dolo, culpa o al menos negligencia322. Sin embargo, la infracción 
se aprecia en términos prácticamente objetivos, pues, como apunta MONEREO PÉREZ323, 
probado que el siniestro aconteció por causa de la falta de adopción de la medida de 
prevención, se presume la existencia de culpa.
 Como el recargo requiere que exista culpa o negligencia por parte de la empresa, 
se plantea jurisprudencialmente324 el problema de la concurrencia de culpas y la incidencia 
que la negligencia del accidentado pueda tener en la culpabilidad atribuible al empresario y 
en la consiguiente imposición del recargo. La mayoría de los pronunciamientos se inclinan 
por entender que lo esencial para que entre en juego la responsabilidad empresarial, 
no radica en analizar si el trabajador o un tercero han contribuido a la producción del 
resultado dañoso con una actuación negligente, sino que consiste en determinar si el 
empresario ha infringido alguna norma de seguridad y si, de haberse cumplido esta, 
hubiera minorado o evitado aquel. Así, para esta doctrina jurisprudencial, si el accidente 
322  En este sentido, SSTSJ de La Rioja, 25 mayo, 1995 (cit.); Castilla y León/Burgos, 19 diciembre, 1995 
(R.Ar. 4690); Galicia, 11 octubre, 1996 (R.Ar. 3605); Andalucía/Málaga, 26 junio, 1998 (cit.); La Rioja, 2 
julio, 1998 (cit.); Asturias, 2 octubre, 1998 (R.Ar. 3579); Baleares, 13 octubre, 1998 (cit.)
323  MONEREO PÉREZ, J. M., “El derecho a la prevención un análisis del modelo organizativo preventivo 
español Estudios financieros”. Revista de trabajo y Seguridad Social: Comentarios, casos prácticos: 
recursos humanos, ISSN 1138-9532, nº 395, 2016, págs. 17-38.
324  La STS de 6 mayo de 1998 (R.Ar. 4096), alude específicamente a la culpa del trabajador y señala que, 
esta culpa debe ser de tal  magnitud que rompa la relación de causalidad entre la infracción imputable a la 
empresa y el daño producido, de tal manera que solo cuando la infracción es imputable al propio trabajador 
concurre la exoneración de responsabilidad. Según esta doctrina no puede trasladarse al trabajador la 
garantía de seguridad que corresponde al empresario; solo cuando es el trabajador el que omite las medidas 
de seguridad de manera voluntaria, e introduce con su actuar la causa directa del suceso, es entonces cuando 
puede liberarse de la carga al empleador y transmitirse al operario. Pero fuera de ello, ni tan siquiera, y tal 
es el supuesto que se aborda en la sentencia citada, cuando el trabajador es encargado de la seguridad en la 
empresa se le puede gravar con esa culpa. Doctrina seguida por la STS, 30 junio, 2003 (cit.) y por las SSTSJ 
de Andalucía/Sevilla, 5 junio, 2002 (R.Ar. 4047); 27 febrero, 2003 (R.Ar. 3242); País Vasco, 13 enero, 2004 
(cit.); 18 octubre, 2004 (cit.).
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se debió exclusivamente a imprudencia del trabajador, sin que concurriese infracción 
empresarial, o cuando la culpa atribuible a la empresa sea irrelevante, no procede imponer 
el recargo.
 No obstante, algunos pronunciamientos, como es el caso de la STSJ del País Vasco, 
de 17 de junio de 1997 (R.Ar. 1883), ante supuestos de concurrencia de culpas, atienden a 
la que sea más relevante, negando la existencia del recargo cuando sea de mayor relevancia, 
a los efectos causales, la conducta del accidentado. Incluso se ha llegado a sostener que no 
procede la aplicación del recargo porque en la existencia del nexo causal «ha contribuido, 
además de la conducta del empleador, la actuación negligente del propio trabajador». 
Posición que no compartimos, pues el presupuesto esencial del recargo es que no se 
hayan adoptado las medidas de seguridad o salud adecuadas y que ello haya sido la causa 
desencadenante de la consumación del riesgo, de ahí que un adicional comportamiento 
negligente del trabajador no puede subsanar la infracción en que incurre el empresario. 
 Otras resoluciones mantienen una postura intermedia; la concurrencia de culpas 
no excluye automáticamente la imposición del recargo, aunque debe tenerse en cuenta 
para fijar la cuantía del mismo, aminorando o reduciendo el porcentaje. Doctrina que 
compartimos, ya que tanto trabajadores como empresarios están obligados a observar las 
medidas de seguridad en el trabajo325.
  Finalmente, la doctrina jurisprudencial ha estimado que no concurre 
la relación de causalidad cuando el accidente acontece de manera fortuita, de forma 
imprevista o imprevisible y sin que conste incumplimiento por parte del empresario; 
cuando el accidente se debe a defectos de fabricación de la máquina con la que el operario 
trabaja, siempre que no se aprecie infracción alguna en materia de seguridad e higiene 
y se hayan verificado por el empresario todas las revisiones procedentes; y cuando el 
accidente acontece «posiblemente por un exceso de celo profesional, sin que la empresa 
haya infringido medida de seguridad alguna326.
 El recargo solo procede cuando hay derecho a prestación económica, es decir, que 
se reúnan los requisitos para el reconocimiento y concesión de la prestación económica. 
El art. 164 TRLGSS no específica qué tipo de prestación, por lo que se entiende que 
será la prestación en la que el trabajador sea sujeto causante y beneficiario o aquellas 
otras en la que haya solo beneficiario, como en el caso de muerte o supervivencia (STS 
325  Entre otras, SSTSJ del País Vasco, 1 diciembre, 1994 (R.Ar. 4984); Castilla y León/Valladolid, 26 
mayo, 1998 (cit.); País Vasco, 20 octubre, 1998 (cit.); Aragón, 11 noviembre, 1998 (R.Ar. 4041); Asturias, 
30 abril, 1999 (cit.); País Vasco, 15 septiembre, 1999 (cit.); Cataluña, 15 octubre, 1999 (cit.); 22 octubre, 
1999 (R.Ar. 3488); Castilla-La Mancha, 28 noviembre, 2002 (R.Ar. 1725); Cataluña, 7 abril, 2003 (R.Ar. 
1736); Cantabria, 24 abril, 2003 (cit.); Cataluña, 22 abril, 2004 (cit.)
326  En este sentido, SSTSJ de Cataluña, 15 abril, 1998 (cit.); 26 mayo, 1998 (cit.); 15 septiembre, 1998 
(cit.); Castilla y León/Valladolid, 4 enero, 1999 (cit.); Cataluña, 25 febrero, 1999 (cit.); 11 marzo, 1999 
(cit.); Asturias, 30 abril, 1999 (cit.)
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de 30 de abril de 1998, Sala Tercera, RJ 1308/98 y STS de 20 de marzo de 1997, RJ 
98/1997). El recargo existirá en casos de accidentes in itinere o en misión cuando para los 
desplazamientos facilite la empresa el medio de transporte y sea usado debidamente.
 La cuantía del recargo, como ya hemos dicho, es una horquilla que va del 30% al 
50% y la fija el art. 163 TRLGSS. La ley no determina cuándo se dará cada porcentaje, solo 
dictamina que dependerá de la gravedad del incumplimiento empresarial. Esta situación 
da un margen amplio a la entidad gestora en primera instancia y a la jurisdiccional si 
hay impugnación. Cabe Recurso de Súplica cuando el porcentaje no sea adecuado y 
proporcional a criterio del trabajador. 
 La jurisprudencia, en sentencias como la STS, Sala Cuarta, de 11 de marzo de 
1997 (RJ 108/1997), ha determinado sobre qué prestaciones se aplica a este recargo y 
será a cualquier prestación que sea originaria del sistema español de Seguridad Social 
con carácter público, imperativo y obligatorio. Por lo que quedan fuera aquellas mejoras 
establecidas por negociación colectiva sobre las prestaciones recogidas en la normativa 
tal y como indica la STS de 11 de julio de 1997, (RJ 115/1997. Una excepción es el caso 
de la gran invalidez, donde el recargo se aplica por encima del 50% que ya lleva consigo 
esta prestación y siempre que no se interne en un centro de asistencia, porque en ese caso 
el recargo no se producirá tal y como se determina en la STSJ de Galicia con fecha de 30 
de octubre de 1999 (RJ 3453/1999). 
 
 El recargo no se aplica sobre las mejoras voluntarias de la Seguridad Social. El 
recargo solo opera sobre las prestaciones causadas por accidente de trabajo o enfermedad 
profesional que, con carácter público, obligatorio e imperativo, están contempladas en el 
sistema de Seguridad Social. Ahora bien, es posible que a través de pactos individuales 
o colectivos o de las mismas reglas que regulan estas mejoras se disponga expresamente 
que el recargo se aplique también sobre estas, en cuyo caso habrá que estar a lo dispuesto 
en estos pactos o reglas. 
4. NATURALEZA DEL RECARGO
 La naturaleza jurídica del recargo ha planteado un largo debate en la doctrina 
que aún perdura en la actualidad. Su determinación resulta necesaria, ya que de ella 
derivan consecuencias significativas en torno a otros aspectos del recargo, como son 
aseguramiento, compatibilidad, etc. Sobre el carácter del recargo se han barajado distintas 
posturas, unas recalcan su naturaleza sancionadora, otras lo estiman como indemnización, 
existiendo argumentos tanto a favor como en contra de una u otra postura.
 Antes de entrar al procedimiento de recargo hay que entender la compatibilidad 
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del recargo con el resto de sanciones que impone la ley, porque es importante conocer este 
aspecto y como se ha tratado por parte de la doctrina y jurisprudencia. 
 El estudio de la compatibilidad hay que tratarlo en base a las diversas modalidades de 
sanciones que establece nuestro ordenamiento jurídico, el cual, permite la compatibilidad 
con la responsabilidad civil, con la administrativa, con la penal y con otras prestaciones de 
la Seguridad Social. Hay que determinar si el recargo es una sanción o una indemnización 
o compensación del daño. Se ha considerado también el recargo como prestación de la 
Seguridad Social. Si se considera el recargo como una sanción, el principio non bis in 
ídem no impediría la acumulación de sanciones penales y administrativas. Del mismo 
modo, hay que tener en consideración el principio del enriquecimiento injusto, el cual, si 
lo consideramos como una indemnización, puede llegar a obligar a compensar de manera 
económica, por responsabilidad contractual y extracontractual, pagando dos veces por el 
mismo fundamento y dejando sin cumplir las funciones del principio.  
 El problema principal está en la concurrencia con la responsabilidad contractual 
y extracontractual y su aplicación práctica, ya que el principio de non bis in ídem no 
concurriría si partimos del recargo como forma de indemnización, ya que si se aplica 
como sanción concurriría con la sanción penal y administrativa y dejaría en el aire la 
compatibilidad del recargo con estas disposiciones del CC. Para ello tenemos que analizar 
el art. 42.3 LRPL, que habla de que las “responsabilidades administrativas que se deriven 
del procedimiento sancionador serán compatibles con las indemnizaciones de daños y 
perjuicios causados y de recargo de prestaciones económicas del sistema de la Seguridad 
Social, que pueden ser fijadas por el órgano competente de conformidad con lo previsto 
en la normativa reguladora de dicho sistema”, por lo que habrá compatibilidad entre la 
sanción y el recargo conforme a esta norma. 
 El art. 164 TRLGSS dice que la responsabilidad que regula este artículo es 
independiente y compatible con las de todo orden, incluso penal, que puedan derivarse 
de la infracción. Por lo que hay compatibilidad con todos los órdenes; civil, penal y 
administrativo según esta norma. Por ello, se analizarán los tres de forma pormenorizada.
La doctrina y jurisprudencia han considerado las tres opciones en relación con 
la naturaleza del recargo: recargo como sanción, recargo como indemnización y recargo 
como prestación de la Seguridad Social
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4.1. Naturaleza sancionadora
 La postura tradicional es la que se inclina por el carácter eminentemente sancionador 
o punitivo del recargo327, en este sentido, la jurisprudencia marcada por la STS 16/11/93, Sala 
Primera, número de recurso 1698/1992, habla del carácter sancionador del recargo tratándolo 
como una sanción en potencia. Por otro lado, la doctrina no clarifica dónde se encuadra el 
origen del recargo, no obstante da argumentos a favor y en contra de las tres posiciones. 
 La naturaleza jurídica del recargo de prestaciones, como sanción, encuentra su 
apoyo básico en la finalidad que al mismo se le atribuye como la forma de penalizar al 
empresario incumplidor, por lo que choca en ese punto en la consideración de sanción 
penal y administrativa, ya que solo se procede al recargo cuando haya un incumplimiento 
de la normativa de prevención de riesgos por parte del empresario sobre el trabajador. 
Como ya determinamos anteriormente la imposición del recargo es imposible si no se 
imputa al empresario como responsable del accidente aunque este daño produzca un 
perjuicio al trabajador. La naturaleza sancionadora se manifiesta en la graduación del 
recargo en que haya una horquilla del 30% al 50% para su imposición, cuyo origen está en 
la gravedad de la falta, no en la intensidad del daño causado al trabajador. Otros puntos a 
favor son la prohibición de aseguramiento, la capitalización del recargo y la consideración 
de infractor del empresario principal.
 Como argumentos empleados para respaldar esta postura, se citan, entre otros: 
procede de una autoridad administrativa; requiere previamente un incumplimiento de 
la normativa sobre prevención de riesgos laborales por parte del empresario; tiene una 
finalidad represiva de los comportamientos ilícitos; no es susceptible de aseguramiento.
 
 En este criterio se mantienen algunos autores, como es el caso de CRUZ 
VILLALÓN y JOVER RAMÍREZ, los cuales mantienen que se debe dar primacía a la 
función preventiva del recargo. Para ello proponen que, cuando la actualización de la 
contingencia de Seguridad Social deriva de un incumplimiento de la legislación sobre 
prevención de riesgos laborales, el empresario infractor resulte responsable del abono de 
parte de la pensión o prestación de la Seguridad Social en base al daño ocasionado a la 
misma por su conducta incumplidora328.
327  Entre otros, ALONSO OLEA, M. y TORTUERO PLAZA, J. L., “Instituciones de Seguridad Social”, 18ª 
ed., Civitas, Madrid, 2002, pág. 147; FERNÁNDEZ MARCOS, L., “Comentarios a la Ley de Prevención de 
Riesgos Laborales (Salud Laboral)”, Dykinson, Madrid, 1996, pág. 85; “La agravación de la responsabilidad 
por accidente de trabajo y enfermedad profesional en la doctrina del Tribunal Constitucional”, en R.E.D.T. 
nº. 25, 1986, págs. 103 y 106; “Seguridad e Higiene en el Trabajo”, en “Comentarios a las Leyes Laborales. 
El Estatuto de los Trabajadores” (Dir. Borrajo), Edersa, Madrid, 1985, pág. 35; SALA FRANCO, T. y 
ARNAU NAVARRO, F., “Comentarios a la Ley de Prevención de Riesgos Laborales”, Tirant lo Blanch, 
Valencia, 1996, pág. 188.
328  CRUZ VILLALÓN, J. y JOVER RAMÍREZ, C., “La responsabilidad...”, op. cit., pág. 264.
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 Sin embargo, aparte de todas estas argumentaciones, esta postura no resulta del 
todo acertada, en base, entre otras, a las siguientes razones: el importe del recargo ingresa 
en el patrimonio del trabajador accidentado, cuando lo lógico sería, si se tratara de una 
sanción típica, que ingresara en el propio sistema de Seguridad Social, perjudicado 
también por el ilícito empresarial al ser en definitiva el responsable de la prestación 
generada por el accidente o la enfermedad329; por otro lado, su carácter sancionador podría 
plantear el problema de la aplicabilidad del principio non bis in ídem330, pues resulta 
difícilmente compatible con la posibilidad, declarada expresamente, como veremos, de 
mediar al mismo tiempo una sanción de orden penal o de orden administrativo; además, 
para que sea posible el reconocimiento del recargo es necesario que se haya producido un 
daño, y que ese daño se haya concretado en un accidente de trabajo o en una enfermedad 
profesional, por lo que si no existe lesión el ilícito quedaría sin sanción.
 La jurisprudencia mayoritaria considera al recargo como una medida 
eminentemente sancionadora, de carácter punitivo y que, como tal, debe ser objeto de 
interpretación restrictiva. En este sentido, la STS, de 8 de marzo de 1993 (R.Ar. 1714), 
señala que el recargo «es una pena o sanción que se une a una prestación previamente 
establecida». 
 También el TC, FJ 4º, en su S.158/1985, de 26 de noviembre, sostiene que el 
recargo «constituye una responsabilidad a cargo del empresario, extraordinaria y 
puramente sancionadora». 
4.2. Naturaleza indemnizatoria
 El carácter indemnizatorio del recargo se atribuye mediante la coincidencia 
subjetiva con el destinatario de la responsabilidad civil contractual del art. 1101 CC 
o extracontractual del art. 1902 CC, es decir, quien produjo el daño. Se produce otro 
elemento contenido en estos preceptos, que es que el trabajador que sufre el accidente 
o sus causahabientes pueden reclamar una indemnización por el daño causado, que se 
materializa en que pueden reclamar el recargo de prestaciones. Pero un punto en contra 
es que una indemnización nunca se basa en la graduación de la falta que es base de cómo 
consideramos una sanción y su aplicación objetiva y cuantitativa. 
329  En este sentido, SEMPERE NAVARRO, A. V.,  “La responsabilidad...”, op. cit., pág. 28; CRUZ 
VILLALÓN, J. y JOVER RAMÍREZ, C., “La responsabilidad de Seguridad...”, op. cit., pág. 262; 
APARICIO TOVAR, J., “Las obligaciones del empresario de garantizar la salud y la seguridad en el 
trabajo”, en R.E.D.T. nº 49, 1991, pág. 734. En esta línea, la STS, de 17 de mayo de 2004 (R. Ar. 4366), 
señala que la naturaleza jurídica del recargo es un tanto compleja, teniendo algunos matices propios de la 
sanción acaba teniendo una consideración sui géneris que la aparta de la sanción propiamente dicha al ser 
beneficiarios de su cuantía el trabajador o sus causahabientes.
330  Principio que como tiene declarado el TC, S. 2/1981, de 30 de enero, aparece recogido implícitamente 
en el art. 25 de la CE, y en base al cual se prohíbe o excluye la posibilidad de más de una sanción a una 
misma persona, por unos mismos hechos.
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 Esta postura indica que la finalidad es reparadora, que tiende a compensar a 
quienes no debieron sufrir un accidente o una enfermedad profesional, de haberse 
aplicado correctamente los medios previstos, y al destinatario del recargo, que es el propio 
trabajador accidentado o sus causahabientes.
 
 En esta línea podemos encontrar parte de la doctrina que considera que el recargo 
tiene una naturaleza indemnizatoria, como es el caso de OJEDA AVILÉS, el cual  se decanta 
por la naturaleza indemnizatoria del recargo y propone suprimir el apartado segundo del 
art. 164, que prohíbe el aseguramiento del mismo, así como los topes o al menos el 
tope máximo del recargo, omitiendo además la referencia al criterio de la gravedad de 
la falta, con lo cual el juez social quedaría libre para incrementar la indemnización a su 
libre arbitrio, conforme hoy día hacen los jueces civiles331. Asimismo, podemos atender a 
DURÁN LÓPEZ, el cual propone “suprimir el actual recargo de prestaciones y establecer 
un procedimiento ágil, ante los tribunales laborales, para la reclamación de la íntegra 
reparación del daño sufrido por el trabajador accidentado en caso de culpa del empresario, 
quien podría asegurar su responsabilidad332”. 
 
Bajo el mismo criterio se basa SEMPERE NAVARRO, el cual propone la supresión 
de la figura del recargo, principalmente porque la función represiva del recargo puede ser 
satisfactoriamente cumplida con las estrictas sanciones administrativas, incrementándose 
las mismas, si es que se consideran poco adecuadas. Por otro lado, su finalidad reparadora 
puede quedar subsumida en la responsabilidad de tipo civil, vía que tiene abierta el 
trabajador si estima que el daño sufrido merece una reparación adicional333. 
 La jurisprudencia venía proclamando el carácter indemnizatorio del recargo 
al declarar que, para la determinación de la cuantía de la indemnización por los daños 
y perjuicios derivados de unos accidentes de trabajo, debía detraerse o computarse lo 
ya percibido por otros conceptos, incluyendo el importe del recargo334. No obstante, la 
jurisprudencia más reciente confirma el carácter sancionador del recargo y establece que 
su importe no es deducible de la indemnización por daños335.
331  OJEDA AVILÉS, A. “Responsabilidad aquilina versus recargo de prestaciones: el argumento implícito 
de la paradoja asimétrica”. Relaciones Laborales: Revista Crítica de Teoría y Práctica, 2000, vol. 16 pág.26.
332  DURÁN LÓPEZ, F. “Informe sobre riesgos laborales y su prevención”, Ministerio de la Presidencia, 
Madrid, 2001,  pág. 84.
333  SEMPERE NAVARRO, A. V.,  “La responsabilidad...”, op. cit., pág. 36.
334  SSTS, 2 febrero, 1998 (R. Ar. 3250); 10 diciembre, 1998 (R. Ar. 10501); 17 febrero, 1999 (R. Ar. 2598) 
y SSTSJ de Cataluña, 22 diciembre, 1994 (R. Ar. 4838); País Vasco, 4 julio, 1995 (R. Ar. 3131); Murcia, 2 
noviembre, 1998 (R. Ar. 4429; Extremadura, 18 noviembre, 1999 (R. Ar. 4638).
335  STS, 2 octubre, 2000 (cit.), contiene un voto particular de siete Magistrados que consideran que el 
recargo tiene un carácter indemnizatorio. Doctrina recogida y confirmada, ya sin divergencias de opinión, 
en las SSTS, 14 febrero, 2001 (cit.) y 21 febrero, 2002 (cit.)
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 La LPRL, parece decantarse por el carácter indemnizatorio del recargo al emplear el 
término «indemnizaciones» para referirse a las que correspondan por daños y perjuicios y por 
recargo de prestaciones económicas por accidentes de trabajo o enfermedades profesionales336. 
En efecto, de la interpretación gramatical del precepto cabe concluir que la Ley reconoce 
naturaleza indemnizatoria al recargo, ya que se refiere en plural a las indemnizaciones y 
utiliza la conjunción copulativa «y» como nexo de unión con el recargo de prestaciones, para 
señalar las dos manifestaciones de la responsabilidad indemnizatoria por daños, cuando si lo 
que se hubiera querido establecer fuese la separación del recargo y de las indemnizaciones, 
debería haber utilizado la expresión «y con el recargo», en lugar de «y de recargo». 
 En cualquier caso, hay elementos en el recargo que lo apartan del carácter 
indemnizatorio, entre otros, su cuantía, que no depende de la intensidad del daño sino de 
la entidad de la infracción a la normativa de prevención de riesgos laborales.
4.3. Naturaleza híbrida
 En tercer lugar, su consideración como prestación de la Seguridad Social se apoya 
como parte de una prestación propia de la Seguridad Social o pensión considerándose un 
incremento a la prestación económica ya existente, por lo que el régimen se integra en la 
normativa propia de la Seguridad Social. La determinación del recargo no la realiza ni la 
autoridad laboral ni la judicial, sino que la impone la propia Seguridad Social, a través del 
INSS. Y el pago del recargo, aunque lo ingresa previamente el empresario, corre a cuenta 
de la propia Seguridad Social. 
 Todas las argumentaciones son posibles y válidas a la vez y el recargo participa de 
todas ellas ya que es sanción porque requiere que haya incumplimiento del empresario, 
es indemnización porque intenta reparar el daño causado y es prestación de la Seguridad 
Social porque es un incremento de una prestación antes concedida. Por lo que su naturaleza 
legal sería una fusión de los tres conceptos anteriores. Aunque esta dualidad da origen a 
problemas en su aplicación. 
 La concepción del recargo, como una figura híbrida, implican una naturaleza 
dual o compleja, al tiempo sancionatorio e indemnizatoria, opinión que compartimos. En 
este sentido, MONEREO PÉREZ califica el recargo como «sanción compleja unitaria de 
carácter indemnizatorio», de naturaleza eminentemente sancionadora, pero que a su vez 
está impregnado de un componente indemnizatorio en razón del perjuicio causado por el 
siniestro laboral337.
336  El art. 42.3 LPRL señala que “las responsabilidades administrativas que se deriven del procedimiento 
sancionador serán compatibles con las indemnizaciones por los daños y perjuicios causados y de recargo de 
prestaciones económicas del Sistema de la Seguridad Social...”
337 MONEREO PÉREZ, J. L., “El recargo...”, op. cit., pág. 89. En la misma línea, SEMPERE NAVARRO, 
A. V., “La responsabilidad...”, op. cit., pág. 33, señala que “no queda más remedio que admitir la presencia 
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 La doctrina judicial, ha hecho alusión a la naturaleza dual del recargo338. En alguna 
ocasión se ha calificado de «monstruo legal de tres cabezas», por ser al propio tiempo 
sanción, indemnización y prestación social. Además, no forma un bloque unitario con la 
prestación, cuya cuantía se ve incrementada con su aplicación; de hecho, el recargo no se 
tiene en cuenta a efectos del tope máximo de las pensiones, ni es objeto de revalorización.
 En definitiva, el recargo es un híbrido, dotado de un régimen jurídico especial, 
cuyo objetivo primordial e disminuir el número de siniestros laborales, con un contenido 
punitivo-represivo para el empresario y un componente reparador-indemnizatorio para el 
trabajador accidentado.
 El otro problema se suscita en el art. 25 CE y el principio non bis in ídem 
dinamante del principio de legalidad y tiene su base en la LPRL, que establece que no 
podrán sancionarse hechos que ya hayan sido sancionados penal o administrativamente 
en lo que se aprecie identidad de hecho, sujeto y fundamento (art. 42.4). Esto confronta 
con las afirmaciones de compatibilidad de las que hemos hablado anteriormente, pero es 
un aspecto doctrinal que todavía no ha encontrado solución y que depende de cada caso 
concreto para ver si es compatible o no. Una solución que se propone es que se considere 
como responsabilidad extracontractual en el ámbito civil y así sería compatible con el 
carácter sancionador del recargo y, por ello, se deslindaría de la indemnización y sería 
compatible y no se vería afectado por el principio del non bis in ídem. 
 Pero la coexistencia con el sistema hace que esta compatibilidad no quede tan 
clara como pudiera parecer en aplicación con las reglas generales del ordenamiento. 
La Sala de lo Civil del TS admite la independencia del recargo con la indemnización 
pudiendo fijar la cuantía de ambos (STS, de 30 de noviembre de 1998, RJ 1108/1998, 
Sala Primera). En sentido opuesto, la Sala de lo Social del TS, habla de que es necesaria la 
comunicación entre el recargo e indemnización civil, de modo que la cuantía del recargo 
incida sobre el quantum indemnizatorio de la responsabilidad civil, ya que el daño a 
de elementos propios de las indemnizaciones junto a otros caracterizadores de las sanciones”; MOLINA 
NAVARRETE, C., “Otra vez a vueltas...”, op. cit., pág. 825, concluye que el recargo “se configura como 
sanción retributiva de un ilícito privado laboral y, al mismo tiempo, como específica medida de defensa 
del crédito de seguridad y salud en el trabajo que resulta lesionado por aquel”; GARCÍA MURCIA, 
J., “Responsabilidades y Sanciones en materia de Seguridad y Salud en el trabajo”, 3ª Ed., Aranzadi, 
Pamplona, 2003, pág. 75; AA VV “Derecho de la seguridad y salud en el trabajo”, Civitas, Madrid, 1996, 
pág. 358; PURGALLA BONILLA, M. A., “Notas sobre la naturaleza jurídica del recargo de prestaciones 
por incumplimiento de medidas de seguridad e higiene en el trabajo”, en R.T.S.S. nº 18, 1995, pág. 81.
338 Así, la STSJ de Castilla-La Mancha, 24 febrero, 1992 (R.Ar. 1533), señala que «el recargo no es 
simplemente una sanción, sino una indemnización sancionatoria o punitiva». En igual sentido, SSTSJ 
de Murcia, 18 abril, 1994 (R.Ar. 1503); Andalucía/Málaga, 16 septiembre, 1994 (R.Ar. 3341); Murcia, 
21 abril, 1999 (R.Ar. 1421), para las dos primeras prima el carácter sancionador del recargo, y para la 
última sentencia citada, prima el componente resarcitorio de las lesiones sufridas por falta de medidas de 
seguridad; Cataluña, 16 julio, 2002 (R.Ar. 2972).
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reparar y la cuantía es único (STS, Sala de lo Social, de 10 de diciembre de 1998, RJ 
4372/1997). Este argumento se basa en la teoría del enriquecimiento injusto ya que el 
tribunal deberá exigir la proporcionalidad entre el daño causado y la reparación, de modo 
que la reparación no debe exceder el perjuicio causado. Por lo que, si recibe el trabajador 
una compensación excesiva al daño causado, se daría una situación de enriquecimiento 
injusto, aunque esto puede ocasionar una situación en la que la finalidad disuasoria no se 
aplique como es debido. 
5. LA DETERMINACIÓN DEL PORCENTAJE
 La determinación del porcentaje se realiza según la gravedad de la falta cometida. 
Por lo que se refiere a la cuantía del recargo, el art. 164 TRLGSS señala que oscilará entre 
un 30 y un 50 por ciento «según la gravedad de la falta».
 El importe del recargo lo fija el INSS, en vía administrativa, o los Juzgados de 
lo Social, en caso de existir demanda judicial. En cualquier caso, el importe fijado por 
el juez de instancia, puede ser reconsiderado en suplicación para comprobar si excede o 
no del margen de apreciación que le es consustancial; y lo mismo cabría decir, y por la 
misma razón, de las propias resoluciones en la materia de las Salas de lo Social de los 
TSJs revisables por el cauce del Recurso de Casación para la unificación de doctrina.
 El art. 164 TRLGSS no contiene unos criterios de graduación precisos para la 
determinación de la cuantía porcentual del recargo, limitándose a indicar una directriz 
general que es la «gravedad de la falta», lo que supone dejar un amplio margen de 
apreciación al órgano resolutorio para la concreción del mismo. No obstante, como 
vienen admitiendo nuestros Tribunales, la fijación del recargo se lleva a cabo tomando 
circunstancias adicionales a la mera gravedad de la falta o la infracción de medidas de 
seguridad, tales como peligrosidad de las actividades, número de trabajadores afectados, 
actitud o conducta general de la empresa en materia de prevención, instrucciones impartidas 
por el empresario en orden a la observación de estas medidas reglamentarias, etc. En este 
sentido, numerosa doctrina de suplicación modera el importe del recargo cuando el Juzgado 
de Instancia no había valorado la conducta negligente del trabajador accidentado339.
 En cualquier caso, del tenor literal de la norma, se desprende que la misma se 
dirige a adecuar el recargo con el mayor o menor grado de gravedad de la infracción 
339 SSTSJ de Galicia, 13 febrero, 1998 (R.Ar. 434); Castilla y León/Valladolid, 26 mayo, 1998 (cit.); 
Cataluña, 15 septiembre, 1998 (cit.); Asturias, 11 diciembre, 1998 (cit.); Cataluña, 18 marzo, 1999 (R.Ar. 
398); Asturias, 30 abril, 1999 (cit.); Cantabria, 12 diciembre, 2001 (R.Ar. 282); 15, octubre, 2002 (cit.); 
Castilla y León/Valladolid, 3 febrero, 2003 (R.Ar. 1315); 20 enero, 2004 (R.Ar. 645); Aragón, 27 mayo, 
2004 (R.Ar. 2592).
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cometida, por lo que parece que el órgano competente tendría que fijar el recargo en 
función de estos entornos legales. En este sentido, lo lógico sería que se aprovecharan los 
tres tipos de infracciones administrativas (leves, graves y muy graves) para adjudicarles, 
respectivamente, los tres porcentajes usuales (30, 40 y 50%) Además, a efectos de poder 
romper con la inercia de utilizar solo los porcentajes divisibles por diez, se deben valorar 
las circunstancias concurrentes, para determinar el tramo intermedio de porcentaje que 
corresponda dentro de cada nivel340.
6. INASEGURABILIDAD DEL RECARGO DE PRESTACIONES
 El pago del recargo de prestaciones recae directamente sobre el empresario 
infractor no pudiendo ser objeto de seguro alguno y siendo nulo cualquier pacto o contrato 
que se realice para cubrirla, compensarla o trasmitirla (art. 164 LGSS). 
 La normativa obliga directamente e inmediatamente al empresario al ingreso del 
coste de dicho recargo a la entidad de la Seguridad Social para evitar situaciones futuras 
de insolvencia o falta de reparación del daño al trabajador y, más aún, cuando es una 
prestación vitalicia para el trabajador. Se trata de que no entre en juego el principio de 
automaticidad del que hablamos anteriormente. Este precepto entra en choque para la 
doctrina con el 15.5 LPRL que permite la existencia de un seguro por parte de la empresa 
respecto de los trabajadores, y que la doctrina entiende cómo que la LPRL deroga la 
legislación contenida en la LGSS.
 Dispone el art. 164 TRLGSS que el recargo recaerá directamente sobre el 
empresario infractor y no podrá ser objeto de seguro alguno, siendo nulo de pleno 
derecho cualquier pacto o contrato que se realice para cubrir, compensar o transmitir 
esta responsabilidad. Partiendo de esta regla, la jurisprudencia, atendiendo al segundo 
parrafo del art. 167.3 TRLSS, ha matizado que no cabe exigir a las entidades gestoras 
de la Seguridad Social pago anticipado de recargo ni tampoco responsabilidad alguna, 
ni siquiera de carácter subsidiario. Sí cabe la responsabilidad conjunta y solidaria de 
las empresas implicadas, siempre que todas ellas fueran solidariamente responsables del 
cumplimiento de las normas de seguridad y salud en el trabajo.
 Sin embargo, la redacción confusa del art. 15.5 LPRL ha planteado algunas dudas 
sobre si la cobertura del recargo es asegurable, al establecer que la empresa respecto de 
sus trabajadores podrá concertar operaciones de seguro que tengan como fin garantizar 
como ámbito de cobertura la previsión de riesgos derivados del trabajo.
340  Aplicando los criterios de graduación de las sanciones administrativas en materia de prevención de 
riesgos laborales, recogidos en el art. 39.3 de la LISOS.
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 La mayoría de la doctrina considera341 que la prohibición de aseguramiento 
contenida en el art. 164 TRLGSS no ha sido derogada implícitamente por la LPRL, en 
base, entre otros, a los siguientes argumentos: La Disposición Adicional 1 ª de la LPRL 
mantiene la vigencia de lo establecido en la normativa de Seguridad Social en materia 
de accidente de trabajo y enfermedad profesional, al prescribir que el régimen de los 
accidentes de trabajo y enfermedades profesionales continuará siendo el previsto en la 
normativa de Seguridad Social, por lo que la referida remisión supone que sigue vigente 
la prohibición de aseguramiento del art. 164 TRLGSS. Además, la posibilidad de asegurar 
el recargo supondría privarlo del efecto disuasorio e incentivador del cumplimiento de las 
medidas de seguridad y salud laboral342.
 No obstante, un sector de la doctrina se decanta por la prohibición de aseguramiento, 
pero con matizaciones. Podemos considerar que el legislador debería levantar el veto, en 
cuanto a garantizar el cobro, por parte del trabajador accidentado o sus beneficiarios, en 
supuestos de insolvencia y concursos de acreedores, sin perjuicio del eventual derecho de 
repetición que la entidad aseguradora pudiera reservarse frente al empresario en cuestión; 
estimando que en aquellos supuestos en los que el empresario haya organizado la prevención, 
como se ordena en la LPRL y haya cumplido con todas las obligaciones específicas que 
recaen sobre su persona, debería permitirse la concertación de un seguro que responda ante 
la imposición de un recargo que tenga su causa en un incumplimiento de las obligaciones o 
por la actuación negligente de las entidades que actúan como servicio de prevención ajeno 
o como entidad auditora, lo que terminaría de solventar el grave problema de la insolvencia 
empresarial. A nuestro juicio, si bien ambas matizaciones son correctas en su formulación, 
supondrían desnaturalizar el recargo, al concebirlo como una simple indemnización, en 
cuyo caso no tendría razón de ser, pues para reparar el daño está la indemnización por daños 
y perjuicios. Además, la última matización parece ignorar los numerosos pronunciamientos 
que imponen el recargo en base a la culpa in vigilando del empresario.
 Por contra, para algún sector de la doctrina, la LPRL parece indicar que el 
recargo puede asegurarse y, por tanto, al permitir el aseguramiento de esta peculiar 
responsabilidad, estaría incorporando una novedad esencial que vendría a derogar el 
art. 164 TRLGSS. En esta línea, señalan que la Ley se estaría decantando por otorgarle 
naturaleza indemnizatoria, postergando su carácter sancionador343.
341  AA VV, “Derecho a la...”, op. cit., pág. 357; CRUZ VILLALÓN, J. y JOVER RAMÍREZ, C. “La 
responsabilidad...”, op. cit., pág. 257; FERNÁNDEZ MARCOS, L. “Comentarios a...”, op. cit., pág. 84; 
ALFONSO MELLADO, C. L., “Responsabilidad...”, op. cit., págs. 45-46; AA VV (Coord. CABEZA 
PEREIRO y LOUSADA AROCHENA), “Comentarios...”, op. cit., págs. 74-75.
342  En este sentido, la STSJ de Cantabria, 31 julio, 2003 (cit.) señala que la prohibición de su aseguramiento 
busca incitar al empleador a adoptar las medidas preventivas exigidas, al no poder transferir el coste de los 
incumplimientos a una compañía asegurador.
343  GONZÁLEZ ORTEGA, S. y APARICIO TOVAR, J., “Comentarios...”, op. cit., pág. 118; BLASCO 
PELLICER, A. y MORRO LÓPEZ, J. J., “Puntos críticos...”, op. cit., pág. 40; MORRO GARCÍA, J. I., “El 
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7. PROCEDIMIENTO DEL RECARGO DE PRESTACIONES 
 Determinado este aspecto, nos referiremos ahora al procedimiento de declaración 
del recargo. La declaración de recargo corresponde al INSS y su decisión es recurrible ante 
la jurisdicción social, teniendo en cuenta que el juez o tribunal encargado de resolver está 
vinculado por los hechos considerados probados en previa sentencia firme, dictada por el 
órgano judicial ante el que se haya impugnado la sanción administrativa por infracción 
a la normativa preventiva, de haber tenido lugar su imposición, en virtud del art. 141.2 
de la Ley 36/2011, de 11 de ocutbre, reguladora de la  jurisdicción social. La culpa o 
negligencia de la víctima o de un tercero puede reducir o exonerar de responsabilidad al 
empresario, siempre que este hubiera cumplido escrupulosamente sus obligaciones. 
 En primer lugar, el inspector se persona en el centro donde redactará el acta de 
infracción, un informe-propuesta en el que deberán constar los hechos y circunstancias 
concurrentes, las disposiciones infringidas, así como disponer cuáles son los hechos 
subsumibles del art. 164 TRLGSS que se producen y el recargo que se propone (art. 27 
RD 928/98, de 14 de mayo). La solicitud también puede ser efectuada por el interesado o 
su representante legal en la medida que es el directamente interesado y perjudicado por el 
accidente o enfermedad profesional, el directamente beneficiado del recargo y por ende el 
titular del derecho subjetivo (art. 4.b RD 1300/1995, de 21 de julio). En este caso solo se 
habla de la petición del interesado por incapacidad permanente pero se puede extender al 
resto de casos. El derecho del recargo solo se podrá conceder si este no ha prescrito y este 
plazo es el reconocido para las prestaciones de la Seguridad Social, cinco años a contar 
desde el día siguiente a aquel en que tenga lugar el hecho causante de la prestación en 
cuestión, sin perjuicio de las excepciones que se produzcan en el art. 200 TRLGSS.
 Es recurrible ante la jurisdicción social, art. 9.5 LOPJ y art. 2.b LPRL y, una vez 
reconocido este derecho, el empresario deberá depositar el capital coste del mismo ante la 
Tesorería General de la Seguridad Social (TGSS), entidad encargada de satisfacer al mismo 
beneficiario, por lo que se trata de dos asuntos diferenciados, el reconocimiento de la prestación 
y el cobro de la misma (STS de 27 de febrero de 1997, Sala Tercera). El cobro de la prestación 
se recurre ante la TGSS vía ejecutiva directa contra la administración de la Seguridad Social. 
 Estamos ante una situación en la que pueden verse enfrentados el orden laboral 
contra el administrativo por una misma causa. El TC, en la Sentencia 158/1995 de 26 
de noviembre, reconoce la independencia de cada orden jurisdiccional pero también 
reconoce que ambos órdenes pueden resolver un mismo hecho de formas distintas, siendo 
para el interesado una contradicción.  El Tribunal reconoce que es el legislador quien 
debe solucionar esto, de forma que sugirere que el legislador opte por la vía de que la 
declaración de hechos probados, que contenga una sentencia firme del orden jurisdiccional 
régimen jurídico de la prevención de riesgos laborales”, Tecnos, Madrid, 1996, pág. 48.
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contencioso-administrativo relativa a la infracción de normativa de prevención de riesgos 
laborales, vincule al orden social en lo que se refiere al recargo en su caso de la prestación 
económica de la Seguridad Social. De esta forma queda plasmada en el TRLISOS344. 
 
Finalmente, en ciertos supuestos, debemos hablar de que la conducta del empresario 
incumplidor puede dar lugar a un delito penal y, en estos casos, se suspende la causa hasta 
que se conozca el resultado de la causa penal siendo por sentencia firme o resolución que 
ponga fin al procedimiento. 
 La competencia para determinar la existencia del recargo, como hemos dicho 
anteriormente, corresponde a la dirección provincial del INSS competente por razón del 
territorio donde hubiera acaecido el accidente o desarrollado la enfermedad profesional.
 El RD 286/2003, de 7 de marzo, por el que se establece la duración de los 
plazos de resolución de los procedimientos administrativos para el reconocimiento de 
las prestaciones en materia de Seguridad Social, establece un plazo de 135 días para la 
resolución del reconocimiento del recargo de prestaciones. A diferencia de las anteriores 
actuaciones administrativas, la impugnación de la resolución del INSS a este respecto se 
realiza por cauce del orden jurisdiccional social y no del contencioso-administrativo. 
 El expediente de recargo se inicia normalmente a instancia de la ITSS. Esta potestad 
se otorga en el art. 22.9 LOITSS, “instar del órgano administrativo competente la declaración 
del recargo de las prestaciones económicas en caso de accidente de trabajo o enfermedad 
profesional, causados por falta de medidas de seguridad y salud laboral”.  Este proceso 
también se inicia a instancia de parte si el inspector adopta una actitud pasiva porque entienda 
que no se producen los elementos básicos que dan lugar a su iniciación, ya sea porque haya 
iniciado un procedimiento sancionador y considere inoportuno por el principio de non bis in 
ídem hacer lo propio con el procedimiento de imposición del recargo. 
344  No obstante, la doctrina se ha mantenido cambiante con el pasar de los años. Como indica CASINO 
RUBIO: “Nada de esto parece contar sin embargo para el Tribunal que inmediatamente a continuación 
precisa que, sin perjuicio de unos pocos supuestos y, en singular, de los casos en que una decisión sea de 
carácter prejudicial, “esa situación no supone la primacía o la competencia específica de una jurisdicción 
[sobre otra]”. Por lo mismo, “no se trata, pues, de que una jurisdicción haya de aceptar siempre de forma 
mecánica los hechos declarados por otra jurisdicción, sino que una distinta apreciación de los hechos debe ser 
motivada y por ello cuando un órgano judicial vaya a dictar una resolución que pueda ser contradictoria con 
lo declarado por otra resolución judicial debe exponer las razones por las cuales, a pesar de las apariencias, 
tal contradicción no existe a su juicio”. De modo que “unos mismos hechos cuando la determinación de 
los mismos exija una previa calificación jurídica, pueden ser apreciados de forma distinta en diferentes 
resoluciones judiciales sin incurrir por ello en ninguna vulneración constitucional, [siempre] que el órgano 
judicial que se aparta de la apreciación de los hechos efectuada anteriormente en otra resolución judicial 
exponga de modo razonado los motivos por los que se aparta de aquella primera calificación”.
En CASINO RUBIO, M, “La fragilidad de los hechos probados (o “donde dije digo, digo Diego”)” Revista 
General de Derecho Administrativo. Iustel 2016, passim. 
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 Están legitimados para iniciar de oficio este procedimiento de acuerdo con el art. 
3.2 de la Orden Ministerial (OM) del 18 de enero de 1996, las Direcciones Provinciales 
del INSS. Podrán los beneficiarios del recargo iniciarlo de acuerdo con las reglas del art. 
4 RD 1300/1995 y las Mutuas Patronales y las empresas carecen de legitimación para la 
promoción de la incoación de expedientes. 
 Concluido el trámite de audiencia y vistas y alegaciones presentadas por los 
interesados del informe de la Inspección de Trabajo y del dictamen-propuesta emitido 
por el equipo de valoración de incapacidades (art. 10.1 OM de 18 de enero 1996) el INSS 
dispondrá de un plazo de 135 días hábiles desde la fecha del acuerdo de iniciación del 
procedimiento o desde la recepción de la solicitud de iniciación a instancia del interesado 
para emitir una resolución (arts. 13 y 14 OM de 18 de enero de 1996 y RD 286/2003). 
 Los efectos de la falta de resolución administrativa están previstos según se trate 
de petición a instancia de parte o de oficio. Este problema se extiende por no tenerse clara 
la naturaleza del recargo tal y como hemos dicho anteriormente. Si entendemos el recargo 
como sanción, el procedimiento que lo reconoce tiene carácter sancionador por lo que el 
vencimiento del plazo máximo para resolver producirá la caducidad del procedimiento, si 
por el contrario lo entendemos como indemnización no habrá caducidad. 
 El problema fue aclarado por el TS en una larga serie de sentencias que se inician 
el 9 de octubre de 2006 (RJ 3279/2005) y continúa hasta la sentencia de 9 de julio de 2008 
(RJ 4534/2006). En estas sentencias el caso planteado era el procedimiento de recargo 
iniciado de oficio y suspendido por la entidad gestora hasta adquirir firmeza la resolución 
relativa a la sanción administrativa, alegando el empresario, tras la reanudación del 
procedimiento, su caducidad por haberse cumplido el plazo de 135 días.
 Al respecto, el art. 16.2 de la Orden de 18 de enero de 1996, establece que, cuando 
el INSS tenga conocimiento de la existencia de un procedimiento judicial en la vía penal 
por los mismos hechos, se suspende la tramitación del expediente del recargo hasta que 
recaiga sentencia firme por resolución que ponga fin al procedimiento. No obstante, el TS 
confirma la doctrina de suplicación que venía manteniendo, que la existencia de causa 
penal no debe suponer la paralización del procedimiento de reconocimiento del recargo 
por entender que el mandato del art. 16.2 carece de un sustrato legal que le sirva de 
fundamento, pues no puede entenderse por tal el art. 3.2 del RDL 5/2000, precepto que 
afecta exclusivamente al procedimiento sancionador que es el regulado en dicha norma, y 
el de imposición del recargo no tiene esta consideración. Añade que no hay razón alguna 
para paralizar el expediente del recargo, ya que la cuantía de su importe es compatible, 
por mandato legal, con las que puedan derivarse de causa penal. En efecto, como señala la 
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Sala, esta paralización se compagina mal con el carácter independiente y compatible del 
recargo con cualquier otra responsabilidad que pueda derivarse de la infracción; además, 
puede suponer un retraso considerable en el reconocimiento del recargo y desincentivar el 
recurso a la vía penal. En todo caso, se trata de un conflicto más derivado de la naturaleza 
compleja del recargo.
 La resolución que ponga fin al procedimiento deberá ser motivada, con expresión 
de las circunstancias concurrentes, disposición infringida, causa concreta de las 
enumeradas en el art. 164 TRLGSS y el porcentaje sobre la cuantía de las prestaciones 
que resulte procedente. El empresario declarado responsable debe consignar el capital-
coste del recargo ante la Dirección Provincial de la TGSS, dentro del plazo que finaliza 
el último día del mes siguiente al de la notificación de la reclamación de la deuda por la 
TGSS. Ingresado el capital-coste del recargo, la TGSS lo comunicará al INSS para que 
este proceda al abono del mismo al beneficiario. Si el empresario no ingresa el capital-
coste en período voluntario, la TGSS iniciará la vía ejecutiva.
 El TS, ante el transcurso del plazo de 135 días, habla de la figura del silencio 
administrativo negativo y la solicitud, por tanto, del interesado, se entiende como 
desestimada pudiendo el interesado  acceder a las acciones que el art. 71 LPRL pone 
a su disposición. Y si el procedimiento se inicia de oficio y siendo un proceso en el 
que se puedan reconocer prestaciones u otras situaciones jurídicas individualizadas, los 
interesados que vean desestimadas sus pretensiones pueden ejercitar las acciones previstas 
por los art. 25 y 95 de la Ley 39/2015, de 1 de octubre, del Procedimiento Administrativo 
Común de las Administraciones Públicas (LPACP).
 La sentencia, de 5 de diciembre 2006, del TS habla de la relación del recargo como 
una relación triangular en la que por una parte está la entidad gestora de la Seguridad Social 
como administración y de otra, el empresario afectado opuesto al trabajador beneficiario 
del importe del recargo. La inactividad de la administración no puede perjudicar al 
trabajador que ninguna intervención tuvo en el expediente. La caducidad de acuerdo con 
el art. 25 LPACP solo se produce en procedimientos en los que se ejercitan potestades 
sancionadoras y el de imposición del recargo no tiene exactamente esa naturaleza.  
 En los supuestos en los que se inicie por el trabajador o causahabientes la ausencia 
de resolución expresa no puede interpretarse en sentido favorable al interesado por lo 
que no se aplican las normas de la LPACP. Si el empresario no está de acuerdo con la 
resolución debe interponer recurso contra el orden social por demanda ante el juzgado 
competente. 
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8. COMPATIBILIDAD DEL RECARGO CON OTRAS PRESTACIONES.
 
 Por ultimo, vamos a analizar la compatibilidad del recargo con otro tipo de 
responsabilidades. El art. 164 TRLGSS establece que la responsabilidad que regula este 
artículo es independiente y compatible con las de todo orden, incluso penal, que puedan 
derivarse de la infracción.
 La compatibilidad e independencia del recargo es declarada expresamente por la Ley 
y proclamada también por la doctrina judicial y científica. No obstante, la compatibilidad 
del recargo con otras responsabilidades está íntimamente unida a la naturaleza jurídica 
del mismo. Pues si se postula la naturaleza estrictamente sancionatoria, se plantea el 
problema de la aplicación del principio non bis in ídem345 que dificultaría, cuando no 
impediría directamente, la acumulación con una sanción penal o administrativa derivada 
del mismo incumplimiento. Si bien, al considerarlo como un híbrido entre la sanción y 
la indemnización, con efectos tanto represivos como resarcitorios, la imposición de la 
sanción penal o de la sanción administrativa, no impedirá que valorando los mismos 
hechos pueda imponerse el recargo de prestaciones, pues la vertiente reparadora del 
recargo evitaría la contradicción con el principio non bis in ídem. En esta línea, algunos 
pronunciamientos judiciales, basándose en la naturaleza especial del recargo, proclaman 
la compatibilidad del mismo con otras responsabilidades.
 Por otro lado, su carácter indemnizatorio plantea la cuestión de su posible 
acumulación con la indemnización civil por daños y perjuicios, en base al principio 
de prohibición de enriquecimiento injusto. El interrogante que se suscita consiste en 
determinar si la responsabilidad contractual del empresario queda limitada a la reglada por 
el ordenamiento de la Seguridad Social, concesión de prestaciones y recargo por omisión 
de medidas de seguridad e higiene, o si, además de estas últimas, puede ser exigible una 
responsabilidad civil por daños y perjuicios. Al respecto, la doctrina de suplicación no 
mantiene una posición unitaria; así, mientras unos pronunciamientos consideran que la 
responsabilidad civil de origen contractual se concreta en las prestaciones de Seguridad 
Social y en los posibles recargos, otros estiman que el recargo y la responsabilidad civil 
contractual actúan en distintos campos indemnizatorios, de modo que la procedencia del 
recargo de las prestaciones no puede impedir la concurrencia de otras indemnizaciones; 
345  No obstante, para las SSTS, 20 octubre, 2000 (cit.); 14 febrero, 2001 (cit.) y 21 febrero, 2002 (cit.) la 
posible coexistencia del recargo con una sanción administrativa no comportaría vulneración del principio 
non bis in ídem, pues conforme a la jurisprudencia constitucional «la regla non bis in ídem no siempre 
imposibilita la sanción de unos mismos hechos por autoridades de distinto orden y que los contemplen, 
por ello, desde perspectivas diferentes» (STC 159/1985, de 25 noviembre) y es indudable «que recargo 
de prestaciones y sanción administrativa no contemplan el hecho desde la misma perspectiva de defensa 
social, pues mientras el recargo crea una relación indemnizatoria empresario perjudicado, la sanción 
administrativa se incardina en la potestad estatal de imponer la protección a los trabajadores
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incluso algún pronunciamiento aislado señala que la producción del daño precisa un 
«plus» de culpabilidad para que la conducta del empleador pueda extenderse más allá del 
recargo, a la responsabilidad civil contractual.
 Tanto la Sala de lo Civil como la Sala de lo Social del TS se han pronunciado sobre 
el tema, habiéndose dictado sentencias contradictorias sobre la posibilidad de computar 
y deducir de la cuantía de la indemnización el importe del recargo346. La jurisprudencia 
civil ha declarado reiteradamente la compatibilidad de la responsabilidad civil con el 
recargo de prestaciones, así como su independencia. La jurisprudencia social, como 
quedó reflejado, en un primer momento mantuvo que no puede hablarse de dos vías de 
reclamación compatibles y complementarias y al mismo tiempo independientes, en el 
sentido de ser autónomas para fijar el importe de la indemnización, sin tener en cuenta lo 
que ya se hubiera recibido con esa misma finalidad de resarcir el perjuicio, pues estamos 
ante formas de resolver la única pretensión indemnizatoria, aunque tenga lugar ante vías 
jurisdiccionales o procedimientos diversos que han de ser estimados formando parte de 
un total indemnizatorio.
 Sin embargo, la doctrina más reciente de la Sala de lo Social del TS347 adopta 
la solución contraria y mantiene que el recargo es independiente de la indemnización 
por daños, argumentando que la razón esencial de la exclusión de la compensación o 
reducción de la cuantía de la indemnización por daños del importe del recargo deriva de 
su propia finalidad, evitar accidentes de trabajo originados por infracciones empresariales 
de la normativa de riesgos laborales, la que se dejaría vacía de contenido si se procediera 
a la deducción.
 En esta línea, un sector de la doctrina admite la posibilidad de exigir al empresario 
el recargo y la responsabilidad por los daños causados en la persona del trabajador, sobre 
la base de que el recargo, aunque tenga naturaleza reparadora, no cubre todos los daños y 
perjuicios provocados.
CONCLUSIONES
346  DURÁN LÓPEZ, F., Informe sobre riesgos laborales y su prevención, Ministerio de la Presidencia, 
Madrid, 2001, pág. 77, propone: «Modificar la LPL, para atribuir expresamente a la jurisdicción social el 
conocimiento de las reclamaciones de responsabilidad civil (contractual, extracontractual y la derivada 
de delito) cuando se originen en el ámbito de la relación de trabajo, concentrando en un único orden 
jurisdiccional la totalidad de las pretensiones y el conocimiento global de cuantas responsabilidades se 
deriven de la eventual infracción de las normas preventivas». 
347   STS, 10 diciembre, 1998 (cit.). En la misma línea, la STS, 17 febrero, 1999 (cit.), señala que «los 
dañados o perjudicados no deben enriquecerse injustamente, percibiendo indemnizaciones por encima 
del límite racional de la compensación». Doctrina seguida por la STSJ de Extremadura, 18 noviembre, 
1999 (cit.) Para PURGALLA BONILLA, M. A., «El recargo...», op. cit., pág. 236; CRUZ VILLALÓN, 
J. y JOVER RAMÍREZ, C., «La responsabilidad...», op. cit., pág. 47, este criterio goza de gran solidez 
y corrección. No obstante, CRUZ y JOVER apuntan que el mismo anula la finalidad disuasoria de los 
incumplimientos en materia de prevención de riesgos laborales que tiene el recargo.
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 Como se ha podido mostrar, la finalidad del recargo se centra en conseguir el 
cumplimiento de la normativa en materia de prevención mediante la amenaza de que si 
se produce un accidente por transgresión u omisión de dicha normativa, el empresario se 
vea obligado a abonar al trabajador un importe sobre las prestaciones satisfechas por la 
Seguridad Social. Por lo tanto, pretende evitar accidentes laborales por las infracciones 
empresariales sobre la normativa de prevención de los riesgos imputables al empresario 
infractor, el cual, tiene el deber de adoptar las medidas oportunas para evitar los accidentes 
laborales.  
 
Así, podemos observar una doble finalidad en el recargo, por un lado y de cara al 
accidentado, este tiene una función resarcitoria o indemnizatoria por sufrir el accidente 
laboral; por otro lado y respecto al empresario, posee una función disuasoria, que trata de 
evitar que el empresario no lleve a cabo las medidas de prevención de riesgos laborales 
oportunas. 
 
 En cuanto al sujeto responsable, este recae sobre el “empresario infractor”, el cual 
es aquel empleador del trabajador afectado que ha sufrido el accidente laboral, causada 
por una falta de medios de prevención de riesgos laborales. 
Así, una de las características particulares del empresario infractor se centra en 
que este deberá de hacer frente a todas las prestaciones al trabajador afectado sin que tales 
cantidades puedan ser cubiertas por ningún seguro. No obstante, la doctrina ha llegado a 
cuestionar dicha imposibilidad de seguro en atención a la redacción del art. 15.5 LPRL, 
entendiendo que la prohibición de aseguramiento que se establecía en el art. 164 TRLGSS 
no ha llegado a ser derogada completamente por la LPRL. 
 En este ámbito, podemos encontrar diversos supuestos de responsabilidad de 
recargo en materia de Seguridad Social, como es el caso de las contratas y subcontratas 
o las ETT. En  cuanto a las contratas y subcontratas, la solución que sostiene nuestra 
jurisprudencia se centra en extender la responsabilidad al empresario principal, tratando 
indiferentemente si es se trata  del empresario contratista o subcontratista, ya que, tal 
empresario principal, debe de llevar a  cabo un control y vigilancia respecto a la aplicación 
de las normas de prevención de riesgos laborales sobre las empresas que contrata; por otro 
lado, respecto a las ETT, los trabajadores que se encuentren en estas deben de mantener 
el mismo nivel de seguridad y protección que el resto de trabajadores que presten sus 
servicios, haciendo responsable a la empresa principal en los casos que incumpliera las 
normas de prevención del centro principal, por lo que la responsabilidad principal recae 
sobre la empresa usuaria. 
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 Respecto a la naturaleza jurídica del recargo podemos observar diversos criterios 
doctrinales, donde se tratan diversas naturalezas para el recargo, tales como sancionadora, 
indemnizatoria o híbrida. En este sentido, mi propuesta personal radica en que el recargo 
tenga una naturaleza sancionadora, porque durante toda su regulación el sentido de la 
misma lleva a pensar que el legislador lo que quiere es sancionar al empresario infractor 
a través del incremento de las cuantías, por lo que es más lógico pensar que aunque no 
establezca cuál es su naturaleza lleva a que sea una sanción equivalente a una multa. Por 
ello, esta forma de entender el recargo hace que haya un efecto disuasorio en la conducta 
de los empresarios que no cometerán infracciones para evitar la pérdida económica que 
puede haber en su patrimonio.
 Para finalizar, y a modo de conclusión, señalar que, dada la variedad de problemas 
aplicativos e interpretativos que plantea la figura jurídica del recargo, cuya naturaleza 
jurídica se encuentra entre las indemnizaciones y las sanciones administrativas, parece 
necesario y urgente que se revise su actual regulación jurídica. 
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CAPÍTULO VI: SUPUESTOS ESPECIALES 
1. RESPONSABILIDAD DEL CONTRATISTA
 El fundamento de la subcontratación tiene que ver con la actual situación 
económica, y la jurisprudencia348 lo ha tratado partiendo de la idea de que nuestro 
Derecho no establece ninguna prohibición genérica que impida al empresario acudir 
a la contratación externa para llevar a cabo su actividad económica; por lo tanto, esta 
descentralización llevada a cabo por la empresa es completamente legal. Sin embargo, 
se tiene que atender a todas las prevenciones legales que son exigibles a la empresa para 
garantizar los derechos de los trabajadores349.  
 En este sentido, el Convenio 155 OIT, sobre la seguridad y salud de los trabajadores, 
que fue ratificado por nuestro Estado en el año 1985, en su art. 17, establece que “siempre 
que dos o más empresas desarrollen simultáneamente actividades en un mismo lugar de 
trabajo tendrán el deber de colaborar en la aplicación de las medidas previstas en el presente 
Convenio350”. Asimismo, en este caso hay que tener en consideración la Recomendación 
número 164 sobre Seguridad y Salud de los Trabajadores y Medio Ambiente en el Trabajo, 
por medio de la cual se complementa y desarrolla el Convenio 155.
 Debido a que este desplazamiento de las funciones por parte de la empresa puede 
llegar a generar una vulneración de los derechos de los trabajadores, nuestra legislación 
laboral establece una serie de responsabilidades que deben atenderse para la formalización 
de las contratas y subcontratas. Así, nuestra normativa laboral establece una serie de 
responsabilidades para llevar a cabo la formalización de contratas y subcontratas, sin 
embargo, se debe destacar aquellos supuestos previstos en la LPRL, que ofrecen una nueva 
óptica respecto a la responsabilidad de la empresa en cuanto a la salud de los trabajadores, 
la cual, sigue manteniendo el carácter coercitivo que establecía su norma antecesora351; sin 
embargo, hace hincapié en otros aspectos de carácter preventivo respecto a la seguridad y 
la higiene en el ámbito laboral, determinando las obligaciones de colaboración que deben 
de darse en estos supuestos de prevención de riesgos laborales352.
348  STS de 4 de marzo de 2008, FJ 4º.
349  Vid. STS, de 17 de diciembre de 2001 (Roj: STS 9880/2001).
350  Vid. Convenio número 155. Convenio sobre seguridad y salud de los trabajadores y medio ambiente 
de trabajo, art. 17.
351  ALFONSO MELLADO, C. L., “Responsabilidad empresarial en materia de seguridad y salud laboral”, 
op. cit., Editorial Tirant Lo Blanch, Valencia, 1998, pág. 16. En este sentido, hay que destacar que desde 
la entrada en vigor de la Ley de Accidentes de Trabajo, de 30 de enero de 1900, nuestro ordenamiento 
jurídico en materia de salud y seguridad de los trabajadores se ha caracterizado principalmente por su 
carácter reparador o represivo, antes que por su criterio preventivo. De esta forma, la regla a aplicar no tiene 
confusión, resumiéndose en que el empresario que llegó a generar el riesgo debe afrontar las consecuencias 
que han derivado, ya que nos encontramos ante una obligación reparadora respecto a aquellos daños 
causados. 
352  GOERLICH PESET, J. M., “Coordinación de actividades empresariales y prevención de riesgos 
laborales”, A. L., nº8, 1997, pág. 126. En el mismo sentido, ALFONSO MELLADO C. L., “La 
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Atendiendo a las diferentes clases de contratas que pueden llegar a incluirse en 
el art. 24 LRPL respecto a la coordinación de actividades empresariales, hay que atender 
principalmente a la “contrata de propia actividad” que se regula en el art. 24.3. Respecto 
a la responsabilidad, la actual LPRL no establece una responsabilidad concreta al respecto 
desde la modificación producida por medio del RDL 5/2000, de 4 de agosto353, que derogó 
el art. 42.2 de la misma. Así, en la redacción original de esta Ley se puede observar 
cómo en el citado art. 42.2 se establecía una responsabilidad solidaria entre el empresario 
principal, los contratistas y subcontratistas durante el periodo de contrata respecto al 
incumplimiento de los deberes de prevención de riesgos laborales. Sin embargo, esta 
responsabilidad no debe entenderse de forma ilimitada o absoluta, ya que solamente 
podía darse en aquellos casos en los que la empresa principal incumpliera el mandato 
que establece el art. 24.3 LPRL respecto a su deber de vigilar el cumplimiento de los 
contratistas y subcontratistas en atención a la regulación de riesgos laborales354. Este 
precepto ha sido criticado de forma unánime por la doctrina, ya que consideraban que 
en estos supuestos la empresa principal no llegaría a responder en relación con el delito 
propio, sino por los actos de otras empresas355. En la actualidad, el contenido completo de 
dicho precepto ha sido eliminado, de forma que responde el empresario principal de los 
daños producidos por la subcontratación. 
Así, este art. 24.3 LPRL establece un deber de vigilancia a la normativa relativa a la 
prevención de riesgos laborales a las empresas que hagan uso de contratas o subcontratas 
para la realización de su actividad, que se desarrolla en sus mismos puestos de trabajo. 
De esta forma, entre las características que encontramos en este deber, hay que destacar 
las siguientes:
Carácter acumulable: A pesar de que las obligaciones que establece el art. 24.2, 
relativas a la obligación del empresario como titular del centro del trabajo y el art. 24.1, respecto 
a la obligación de colaboración de contratas y subcontratas, no se encuentren orientadas 
de forma expresa a aquellos empresarios que hagan uso de contratas o subcontratas en el 
ejercicio de su propia actividad, ello no hace que se encuentren excluidos, ya que, los primeros 
preceptos del art. 24 pueden llegar a ser aplicados a cualquier individuo que tenga la condición 
de empresario. Por lo tanto, el empresario que lleve a cabo una contrata de propia actividad en 
virtud del art. 24.3 LPRL se puede encontrar igualmente obligado por lo dispuesto en los arts. 
24.1 y 24.2, ya que estos no son excluyentes y se relacionan entre ellos356.
responsabilidad empresarial...”, op. cit., pág. 16.
353  Vid. del RDL 5/2000, de 4 de agosto (Ref BOE-A-2000-15060).
354  PÁRAMO MONTERO, P., “Estudio sobre la responsabilidad empresarial en la Ley de Prevención de 
Riesgos Laborales”, R. L. nº 17/18, 1996, pág. 22.
355  PÁRAMO MONTERO, P., “Estudio sobre la responsabilidad...” op. cit., pág. 21; TOLOSA TRIBIÑO, 
C., “La responsabilidad empresarial en la nueva Ley de Prevención de riesgos laborales.” A. L. nº 18/17, 
1996, pág. 22.
356  Vid. GOERLICH PESET, J. M., “Coordinación de actividades...,” op. cit., pág. 146; APARICIO 
TOVAR, J. Y GONZÁLEZ ORTEGA, S., “Comentarios...”, op. cit., pág. 164.
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Deber objetivo de ámbito limitado e intensidad absoluta: A pesar de que nos 
encontremos ante un deber con un amplio ámbito de aplicación, no podemos llegar a 
considerar que este sea absoluto357. 
No obstante, este deber de vigilancia que recae sobre el empresario debe  atenderse 
bajo unos criterios de razonabilidad, llegando incluso a la situación en el caso del 
cumplimiento de las obligaciones, el empresario contratista o el comitente puede llegar a 
quedar eximido de responsabilidad a pesar de que el otro incurra en esta.  Por lo cual, para 
poder llegar a determinar a un empresario como infractor y responsable, se deberá tener 
en consideración, que este haya incumplido con sus deberes de vigilancia y haberse dado 
una falta en la existencia de las correspondientes medidas de prevención. 
De esta forma, se encuentra una doble obligación y responsabilidad sobre los 
empresarios para llegar a determinarlos como infractores, por un lado, se atiende a un 
deber de vigilancia por parte del empresario respecto al cumplimiento de las medidas de 
seguridad y salud que establece la LPRL, por medio de las cuales se podrá determinar 
su responsabilidad en el caso de que el empresario principal incumpla con tales 
obligaciones. En este sentido, tal responsabilidad no deriva por un incumplimiento por 
parte del contratista, sino porque el empresario principal ha incumplido al no ejercer 
correctamente su deber de vigilancia y permitir que dicho contratista incumpliera con 
las obligaciones de prevención de riesgos laborales; por otro lado y en relación con lo 
expuesto,  el empresario principal tiene el deber de garantizar que las condiciones en las 
que se realiza la actividad en su centro de trabajo sean seguras para sus trabajadores. 
 Por esta razón, a pesar de que el empresario principal puede llegar a cumplir 
con su deber de vigilancia sobre el empresario contratista, si el centro de trabajo que 
pone a disposición y donde se realiza la actividad no llega a disponer de los medios de 
seguridad y de prevención correspondientes, puede llegar a incurrir en sus obligaciones y 
ser sancionado como infractor y responsable358.  
En esta misma línea, hay que atender a que el art. 24.3 LPRL hace alusión a 
“las empresas que contraten o subcontraten”, por lo que la doctrina considera que este 
precepto llega a vincular de igual manera al empresario comitente como al contratista en 
las situaciones de subcontratación, realizando una alusión general a todo tipo de empresa 
comitente, independientemente de su lugar en la cadena de contratación359. 
De esta forma, el empresario principal no solamente deberá vigilar si el contratista 
llega a cumplir la normativa sobre seguridad y salud, sino que, en los casos en los que el 
357  GOERLICH PESET, J. M., “Coordinación de actividades...,” op, cit., pág. 146.
358 ALFONSO MELLADO, C. L., “Responsabilidad empresarial...”, op. cit., pág. 111.
359  PÁRAMO MONTERO P., “En torno al art. 42.2 de la LPRL: la problemática de la responsabilidad 
solidaria. Especial referencia a las obras de construcción”, R. L. nº 20, 1997, pág. 147.
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contratista realiza una subcontratación, el deber de vigilancia se deberá dar igualmente 
sobre este último. Del mismo modo, esta situación se extiende en las siguientes líneas de 
contratación, por lo que el contratista estará obligado a vigilar a su subcontratista, y si este 
último contratara a otro empresario, tal deber se extendería a la condición del comitente. 
2. RESPONSABILIDAD DE LAS EMPRESAS DE TRABAJO TEMPORAL
 En principio, ETT y usuaria responden por sus respectivos actos, pues la norma 
no prevé, con carácter general, la posibilidad de exigir responsabilidad civil solidaria a 
ambas o subsidiaria a una respecto a la otra, aunque algunas sentencias sí contemplan la 
solidaridad en supuestos de incumplimiento concurrentes. Al final, cuando un trabajador 
sufre un daño, suele ser difícil determinar si la causa es imputable a la ETT o a la cliente, 
por lo que, normalmente, la responsabilidad se exigirá a esta en su calidad de principal 
obligada. 
 En el ámbito administrativo, el TRLISOS muestra un claro reparto de obligaciones 
y responsabilidades, pues las infracciones tipificadas equivalen a los incumplimientos 
respectivos: cada una responde por sus propias faltas (lo que para la ETT puede traer 
aparejada la sanción accesoria del art. 41.3 TRLISOS), sin perjuicio de la posibilidad de 
admitir la denominada “responsabilidad plural”, determinante de la sanción a ambas por 
ser las dos infractoras.
 Existen distintos tipos de responsabilidades en materia preventiva, la administrativa, 
civil, penal y el recargo de prestaciones360. El incumplimiento de alguna de las obligaciones 
por parte de la ETT llevará aparejada su correspondiente sanción o condena dependiendo 
de ante qué tipo de responsabilidad estemos. Independientemente de que en el art. 16 
LETT se señale a la empresa usuaria como la responsable de las condiciones de ejecución 
del trabajo en todo lo relacionado con la protección de la seguridad y la salud de los 
trabajadores y del recargo de prestaciones, también la ETT tiene sus responsabilidades.
 En cuanto a la responsabilidad administrativa, esta se dará cuando el incumplimiento 
en materia preventiva por parte de la ETT, haya sido tipificado como infracción. Según 
el art. 5.2 TRLISOS, “Son infracciones laborales en materia de prevención de riesgos 
laborales las acciones u omisiones de los diferentes sujetos responsables que incumplan 
las normas legales, reglamentarias y cláusulas normativas de los convenios colectivos en 
materia de seguridad y salud en el trabajo sujetas a responsabilidad conforme a esta ley”.
 En cuanto hace al recargo de prestaciones, el art. 42.3 párr. 2º TRLISOS (y el 
art. 16.2 Ley 14/1994) establece que la cliente deberá afrontarlo, en caso de accidente 
de trabajo o enfermedad profesional que tenga lugar en su centro durante la vigencia del 
contrato de puesta a disposición y que traigan causa en la falta de medidas de seguridad. 
360  MARTÍNEZ BARROSO, M, R., “Diversidad de responsabilidades y sujetos responsables” En Sujetos 
responsables de los incumplimientos en materia preventiva. Editorial Bomarzo, 2016, págs. 27-30.
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Por un lado, el art. 18 TRLISOS, se refiere a las infracciones de las ETT, pero además 
debemos fijarnos en los art. 11, 12 y 13 de la misma ley referidos a infracciones en 
materia preventiva. La ETT responderá por los incumplimientos en materia de formación 
e información en prevención de riesgos laborales361. 
 En este sentido se recogen infracciones graves y muy graves. Serán graves:
* Según el art 18.2 d) TRLISOS, no destinar a la formación de los trabajadores temporales 
las cantidades a que se refiere el art. 12.2 LETT.
* Según el art. 12.8 TRLISOS, la falta de formación e información, salvo que se trate de 
infracción muy grave, conforme al art. 13 TRLISOS. 
 Como vemos en los siguientes casos, en primer lugar en la STS, de 4 de mayo 
de 2015, Sala de lo Social, RJ 1281/2014, en la que un trabajador cedido por una ETT, 
sufre un accidente, mientras llevaba a cabo la actividad que figuraba en el contrato 
de puesta a disposición, la cual consistía en “el desarrollo de las funciones propias de 
mozo/carretillero para las tareas de carga y descarga de materiales y mercancías de los 
clientes de la empresa usuaria.” Pese a que el trabajador había recibido información 
sobre los riesgos a los que estaba expuesto y participado en una actividad de formación, 
el Tribunal establece que la asistencia al mismo fue insuficiente y no adecuada para el 
desempeño del puesto de trabajo que desempeñó. Por lo que estima que la ETT no había 
cumplido sus “obligaciones en formación, es decir, administrando los conocimientos 
teóricos y prácticos en el manejo de la carretilla al trabajador y realizándolo de una 
forma actualizada o adaptada a la evolución de los equipos y métodos de trabajo y al 
progreso de los conocimientos técnicos y, en base a esto, el Tribunal declara la existencia 
de responsabilidad empresarial de la ETT y se incrementan las prestaciones de Seguridad 
Social en un 50 por ciento”. 
 El segundo caso lo encontramos en el TSJ de Madrid, Sala de lo Contencioso-
Administrativo, Sección 3ª362, en el que un peón industrial cedido por una ETT, sufre un 
accidente de trabajo, siendo su pie aplastado por la carretilla en la que iba subido, algo que 
el trabajador se había acostumbrado a hacer para evitar ir andando durante el desempeño 
de su actividad. Se remitió por entonces, por parte de la empresa usuaria (EU), una ficha 
con la información de los riesgos laborales y la formación requerida para el puesto. Sin 
embargo, el Tribunal estima que existe responsabilidad de la ETT por no haber trasladado 
dicha información al trabajador y no haber formado correctamente, “puesto que se limita 
a entregarle dos Manuales, los cuales no se puede asegurar que el trabajador haya leído 
o, si lo hace, llegue realmente a asimilar su contenido y, en cuanto al test que le hizo, 
tampoco asegura la comprobación fehaciente, por la ETT, de que la formación recibida 
es la adecuada al puesto de trabajo concreto y a los riesgos y elementos propios de aquel, 
361  OLMO GASCÓN, A, M., “El marco normativo de la cesión ilegal de trabajadores como referente y 
origen del tráfico ilegal de mano de obra.” En El reclutamiento y la cesión ilegal de trabajadores tras la 
alteración del sistema de intermediación laboral (2015). Editorial Bomarzo. 2015, págs. 17-56. 
362  Sentencia núm. 200/2006, de 24 febrero, JUR 2006\151538.
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y basta para ello la mera lectura de dicho test, en el que no hay preguntas sobre todo lo 
relativo a las máquinas a las que se refiere la ficha”.
 En cuanto a la obligación de vigilancia de la salud, nos encontramos con 
infracciones graves y muy graves. Sería grave, según el art. 12.2 TRLISOS, “No realizar 
los reconocimientos médicos y pruebas de vigilancia periódica del estado de salud de los 
trabajadores que procedan conforme a la normativa sobre prevención de riesgos laborales, 
o no comunicar su resultado a los trabajadores afectados”. Sería muy grave, según el art. 
13.5 TRLISOS, “Incumplir el deber de confidencialidad en el uso de los datos relativos a 
la vigilancia de la salud de los trabajadores, en los términos previstos en el apartado 4 del 
art. 22 LPRL”. 
Podemos ver un suceso en el que se incumple esta obligación en la STSJ de 
Galicia, Sala de lo Contencioso-Administrativo, Sección 2ª, de 16 de octubre de 2008, 
en ella se estima la responsabilidad de la ETT, al no realizar reconocimientos médicos a 
la gran mayoría de sus trabajadores, hecho que queda demostrado al no poder la empresa 
acreditar la realización de dichos reconocimientos, y lo mismo ocurre en la STSJ de 
Aragón, Sala de lo Contencioso-Administrativo363, Sección 3ª, en la que se sanciona a la 
ETT con una multa de 1500 €.
 Por otro lado, concurrirían otro tipo de infracciones de la ETT:
· Sería infracción grave o muy grave lo prevenido en los arts. 12.7 y 13.4 TRLISOS, 
“el poner a disposición de la empresa usuaria trabajadores cuyas características 
personales o profesionales fuesen incompatibles con las condiciones del puesto 
de trabajo a cubrir”.
· Y para acabar, según el art. 18.2 c) es infracción grave “formalizar contratos de 
puesta a disposición para supuestos distintos de los previstos en el apartado 2 del 
art. 6 LETT, o para la cobertura de puestos de trabajo respecto de los que no se 
haya realizado previamente la preceptiva evaluación de riesgos”.
 En cuanto a la primera infracción, podemos distinguir en la STSJ de Madrid, Sala 
de lo Contencioso-Administrativo, Sección 3ª. En ella responsabiliza a la ETT364, por 
haber celebrado contratos de puesta a disposición con la empresa usuaria, para sustituir a 
trabajadores de esta que habían sido trasladados a otra nave, sin fijación de término final, 
por lo que ocupaba puestos de trabajo antecedentemente desempeñados por la plantilla 
de aquella, haciendo constar como objeto del contrato “bien la acumulación de tareas 
por incremento de pedidos en el almacén, bien la preparación de pedidos para diversos 
clientes, cuando los contratos de puesta a disposición no se han celebrado porque hayan 
transitoriamente aumentado las tareas o por los contratos suscritos por la empresa usuaria 
con diversos clientes, sino para ocupar puestos de trabajo que con anterioridad realizaban 
trabajadores de esta, antes de ser trasladados a otra nave de almacén, por lo que los 
363  Sentencia núm. 386/2005 de 13 de abril, JUR 2005/196446.
364  Sentencia núm. 691/2001 de 22 de mayo, JUR 2001/32065.
237
Las responsabilidades en materia de Prevención de Riesgos Laborales
trabajadores cedidos ocupan un puesto de trabajo fijo, de naturaleza indefinida resultando, 
por tanto, sus contratos en fraude de ley.
 En cuanto al segundo incumplimiento mencionado, podemos ver un ejemplo 
en la STSJ de Castilla y León, Burgos (Sala de lo Social, Sección 1ª)365 en la que un 
trabajador puesto a disposición fue aprisionado por un transtoker (transportador elevador 
automático), por encontrarse en el interior del sistema cuando la máquina estaba en 
marcha. La carencia de dispositivos de seguridad del sistema permitió el acceso del 
trabajador a la zona de riesgo, estando el sistema en funcionamiento, lo que dio lugar al 
accidente, que supuso la muerte del trabajador. En primera instancia, solo se establece 
la existencia de responsabilidad empresarial de la empresa usuaria por falta de medidas 
de seguridad e higiene. Sin embargo, en el Recurso de Suplicación, la empresa usuaria 
solicita la responsabilidad solidaria de la ETT, aceptando el Tribunal tal exigencia, en 
base a la existencia de una la resolución anterior, de la Oficina Territorial de Soria, de 
fecha de 1 de febrero de 2010, en la que se declara una sanción por importe de 6.000 
euros, por infracción en materia de seguridad y salud, al no cumplir la ETT lo establecido 
en el art. 12.3 LETT, al no haber existido una evaluación de riesgos del puesto, que es 
requisito sine qua non para el contrato de puesta a disposición.
 Por lo que se refiere a la responsabilidad penal, es sabido que del incumplimiento 
de normas de prevención de riesgos laborales también puede surgir este tipo de 
responsabilidad, como ocurre en la anterior sentencia mencionada. Al margen del posible 
delito de homicidio y de lesiones, nos fijamos en el llamado delito contra la seguridad 
y salud de los trabajadores, regulado, al igual que los anteriores, en el CP. Su art. 316 
dispone que “Los que con infracción de las normas de prevención de riesgos laborales y 
estando legalmente obligados, no faciliten los medios necesarios para que los trabajadores 
desempeñen su actividad con las medidas de seguridad e higiene adecuadas, de forma que 
pongan así en peligro grave su vida, salud o integridad física, serán castigados con las 
penas de prisión de seis meses a tres años y multa de seis a doce meses”.
 Por tanto, nos encontramos ante un delito de riesgo que no exige resultado como 
el de lesiones y homicidio y en el que basta con poner en peligro grave la vida, salud o 
integridad física del trabajador. Parece que este delito podría ir dirigido solo a la empresa 
usuaria366, pero no es así porque también podría ser cometido por la ETT, si no cumple 
sus obligaciones preventivas y pone en grave peligro a los trabajadores. Este delito podría 
darse por dolo y por imprudencia, siendo las penas en este último caso menores.
 La responsabilidad civil derivada del incumplimiento de las normas de prevención 
de riesgos laborales tiene por finalidad reparar las consecuencias del daño sufrido por el 
trabajador. Tiene un carácter indemnizatorio. Esta responsabilidad solo se podrá exigir 
365  Sentencia núm. 541/2010 de 23 septiembre, AS 2010\1839.
366  CAMARERO GONZÁLEZ, G, J., “Delitos contra la seguridad en el trabajo. Los artículos 316 a 318 
del Código Penal.” Boletín nº 2091-92, págs. 7-45.
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si realmente existe un daño. Es decir, si por incumplimiento de normas de prevención se 
produce un daño. Hay dos tipos de responsabilidades en Derecho Civil: la responsabilidad 
contractual y la responsabilidad extracontractual y se encuentra regulada en el CC. Por 
tanto, si se dieran estas premisas, la ETT tendría que responder civilmente.
 Por último, merece una mención el recargo de prestaciones, en este caso, la 
responsabilidad de este recargo, según lo dispuesto en la LETT, recae como vimos en la 
empresa usuaria. Como opinión y como se ha puesto de manifiesto, es otra declaración más 
de la ruptura de la teoría de la contractualización en materia del recargo de prestaciones, 
junto a los supuestos de contratas o subcontratas de la propia actividad, ya que se impondrá 
el recargo de prestaciones, no a la empresa con la que el trabajador tiene suscrito el 
contrato de trabajo, en este caso la ETT, sino a la empresa usuaria, consecuencia también 
lógica de ser la usuaria la que ostenta el poder de organización, dirección y gestión diaria 
sobre la prestación de servicios de los trabajadores puestos a disposición en la obra. No 
obstante ser la regla general recogida en la normativa legal, en ocasiones acierta en tener 
en consideración que, por ser la causa directa del accidente, tiene en cuenta la doctrina 
de los Tribunales Superiores de Justicia, en sus pronunciamientos que sean proclives a 
imponer el recargo de prestaciones a la ETT, de trabajo o de la enfermedad profesional, un 
incumplimiento preventivo de la misma (información, formación o vigilancia de la salud), 
o incluso condenas solidarias a ambas empresas por estar involucrados incumplimientos 
de la usuaria y de la ETT entre las causas determinantes del mismo.
3. RESPONSABILIDAD DE LA ADMINISTRACIÓN 
 A la Administración se le puede exigir responsabilidades administrativas, 
patrimoniales y en materia de Seguridad Social, no penales, aunque, si un empleado público 
incurre en la comisión de un delito o falta tipificado en el CP, algunos efectos alcanzan al 
empleador, en tanto, respecto a las consecuencia civiles del delito cometido por personal 
a su servicio, responde subsidiariamente si el autor ha actuado en ejercicio de su cargo 
o funciones y el daño es a causa del funcionamiento de los servicios públicos confiados 
(art. 121 CP). También fruto de las últimas modificaciones puede haber responsabilidad 
penal de las sociedad siempre que se hayan producido ciertos requisitos especificos (art. 
31 quinquies del CP).
La responsabilidad administrativa no se traduce en sanciones económicas, sino en 
medidas correctoras de los incumplimientos que se impondrán a través del procedimiento 
recogido, para el ámbito estatal, en RD 707/2002, de 19 de julio367. 
 La patrimonial, por su parte, puede ser exigida a través de las normas específicas 
que se contienen en los arts. 32 y ss. la Ley 40/2015, de 1 de octrubre, de Régimen 
367  MARTÍNEZ BARROSO, M, R., “La Administración como sujeto responsable” En Sujetos responsables 
de los incumplimientos en materia preventiva. Editorial Bomarzo, 2016, págs. 121-123
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Jurídico del Sector Público (LRJSP), de conformidad con la cual, la Administración asume 
responsabilidad directa por las lesiones que los particulares sufran “en cualquiera de sus 
bienes o derechos”, a resultas del “funcionamiento normal o anormal de los servicios 
públicos”, salvo en los casos de fuerza mayor o cuando la ley obligue al particular a 
soportar cierta actuación y sus consecuencias negativas. El  procedimiento previsto para 
la exigencia de esta responsabilidad concluye con una resolución que se podrá impugnar 
ante la jurisdicción contencioso-administrativa.
 Vamos a analizar el caso particular referente a la determinación de las consecuencias 
y alcance de la aplicación de las normas, genéricas y específicas, en materia de prevención 
de riesgos laborales en el sector de la construcción. 
 Con arreglo al art. 19.2 del RDL 3/2011, de 14 de noviembre, por el que se aprueba 
el Texto Refundido de la Ley de Contratos del Sector Público (TRLCSP): “los contratos 
administrativos se regirán en cuanto a su preparación, adjudicación, efectos y extinción 
por la presente Ley y sus disposiciones de desarrollo; supletoriamente se aplicarán las 
restantes normas de derecho administrativo y, en su defecto, las normas de derecho 
privado”. Por su parte, el art. 214 TRLCSP prevé que: “será obligación del contratista 
indemnizar todos los daños y perjuicios que se causen a terceros como consecuencia de 
las operaciones que requiera la ejecución del contrato”. Por el contrario, será responsable 
la Administración de los daños y perjuicios causados como consecuencia inmediata y 
directa de una orden de la Administración o de los vicios del proyecto que esta hubiera 
elaborado. 
 La reclamación de terceros se formulará en uno u otro caso “conforme al 
procedimiento establecido en la legislación aplicable a cada supuesto” (art. 214.4. 
TRLCSP). El art. 123 TRLCSP, al regular los contenidos del contrato de obra, dispone que 
los proyectos de obras deban comprender, entre otros aspectos, “el estudio de seguridad y 
salud o, en su caso, el estudio básico de seguridad y salud, en los términos previstos en las 
normas de seguridad y salud en las obras”. A su vez, el art. 230 TRLCSP determina que:
“1. Las obras se ejecutarán con estricta sujeción a las estipulaciones contenidas en el 
pliego de cláusulas administrativas particulares y al proyecto que sirve de base al contrato 
y conforme a las instrucciones que en interpretación técnica de este dieren al contratista el 
Director facultativo de las obras, y en su caso, el responsable del contrato, en los ámbitos 
de su respectiva competencia.
2. Cuando las instrucciones fueren de carácter verbal, deberán ser ratificadas por escrito 
en el más breve plazo posible, para que sean vinculantes para las partes.
3. Durante el desarrollo de las obras y hasta que se cumpla el plazo de garantía el contratista 
es responsable de los defectos que en la construcción puedan advertirse.”
 Por su parte, el Decreto 3854/1970, de 31 de diciembre, sobre Pliegos de Cláusulas 
Administrativas Generales para la Contratación de Obras, vigente en lo que no entre en 
contradicción con la legislación específica posterior, de aplicación supletoria a lo dispuesto 
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en su caso en el correspondiente Pliego de Cláusulas Administrativas Particulares, 
descubre que: “el contratista está obligado al cumplimiento de las disposiciones vigentes 
en materia laboral, de Seguridad Social y de seguridad e higiene en el trabajo” (Cláusula 
11). A continuación establece que: “el incumplimiento de estas obligaciones por parte 
del contratista, o la infracción de las disposiciones sobre seguridad por parte del personal 
técnico designado por él, no implicará responsabilidad alguna para la Administración 
contratante”. 
 En este sentido, conviene tener presente que: “la Administración podrá concertar los 
contratos, pactos y condiciones que tenga por conveniente, siempre que no sean contrarios 
al interés público, al ordenamiento jurídico a los principios de buena administración.” 
(art. 25 TRLCSP).  En el Capítulo VI, se establece el marco normativo para la cesión de 
los contratos y subcontratación. En cuanto a la subcontratación viene regulada en los arts. 
227 y ss. TRLCSP. 
Así, a diferencia de lo que ocurre con la nueva Ley 32/2006, Reguladora de la 
Subcontratación en el Sector de la Construcción, el RD 1627/1997 no contiene ninguna 
mención explícita a su aplicabilidad a las entidades públicas cuando estas participan en 
la cadena de contratación, a lo que llega a unir la remisión a la legislación de contratos 
de las Administraciones Públicas cuando estas actúan como agentes del proceso de la 
edificación.
 Sin embargo, la vocación omnicomprensiva del RD 1627/1997 queda reflejada en 
la propia Exposición de Motivos cuando afirma que “el presente Real Decreto incluye en 
su ámbito de aplicación a cualquier obra, pública o privada, en la que se realicen trabajos 
de construcción o de ingeniería civil”. No permanecemos aquí ante el debate, obviamente 
superado por imperativo de la LPRL, de si las disposiciones en materia de prevención 
de riesgos se aplican o no a las Administraciones Públicas como empleadoras frente a 
sus empleados (sea en régimen funcionarial, estatutario o laboral), sino a si rigen en 
análogos términos para ellas las normas de responsabilidad empresarial en los supuestos 
de cadenas de contratación en el sector de la construcción.
 Así que merece singular atención la previsión que al respecto contiene el art. 2.5 
del RD 707/2002, de 19 de julio, que aprueba el Reglamento sobre el Procedimiento 
Administrativo especial de actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad Social, y 
para la imposición de medidas correctoras de incumplimientos en materia de prevención 
de riesgos laborales en el ámbito de la Administración General del Estado368. Esta 
disposición reglamentaria contempla que: “no será de aplicación el presente Reglamento 
a los órganos de la Administración General del Estado cuando actúen en la condición de 
368  Entre otros MOLTÓ GARCÍA, J. I., “La auditoría externa del sistema de prevención de riesgos 
laborales de la empresa”, Tecnos, 2003. pág. 233.
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promotor de obras de construcción, acorde al RD 1627/1997, de 24 de octubre, por el que 
se fundan disposiciones mínimas de seguridad y salud en las obras de construcción, que 
se regirán por sus normas delimitadas”.  
 De nuevo nos hallamos ante una remisión a “normas específicas” que, a fuerza 
de repetirse una y otra vez en distintos cuerpos legislativos, determina un panorama de 
confusión. De esta forma, si recopilamos lo dicho hasta ahora, nos encontramos con que:
El Reglamento que regula la actuación de la Inspección de Trabajo y Seguridad 
Social, en supuestos de incumplimientos en materia de prevención de riesgos laborales 
en el ámbito de la Administración General del Estado, excluye expresamente de su objeto 
la actuación de la Administración Pública como promotor de obras de construcción, al 
amparo del RD 1627/1997, en cuyo caso se regirán también por sus normas específicas.
 Con este panorama surge una duda evidente: la remisión a esas normas específicas 
se refiere a las específicas por su condición de Administración Pública o las específicas 
por razón del sector de actividad –construcción– que tiene una norma singular que incluso 
cita (el R.D. 1627/1997). Como, con innegable fundamento y solidez, ha concluido la 
doctrina citada369, parece que la referencia a este RD 1627/1997 lo es más en orden a la 
definición de promotor que a la configuración de esta norma como legislación específica 
de referencia.
 No obstante, no es menos cierto que no cabe entender suficientemente la 
regulación descrita en la normativa sobre contratación de las Administraciones Públicas 
en materia de obligaciones y responsabilidades en prevención de riesgos laborales. 
Se exige, pues, a nuestro entender, una hermenéutica lógica del cúmulo de referentes 
normativos expuestos: la legislación sobre contratación administrativa, manifestación 
clara de la posición prevalente jurídicamente de las Administraciones contratantes 
respecto a sus contratistas en la configuración de su relación contractual, dibuja un mapa 
de relaciones entre contratante y contratista, donde básicamente se parte de la derivación 
de las responsabilidades en la ejecución sobre el contratista. 
 De hecho, las propias previsiones (habituales por no decir sistemáticas) de los pliegos 
de condiciones administrativas, tanto generales como particulares, se erigen en un criterio 
preconstituido de reparto de responsabilidades donde las partes asumen como verdadera ley 
lo así dispuesto objeto de ese contrato público. Así, en cuanto a la primera de las cuestiones, 
aunque entendemos que la actuación de la Administración y de sus entidades de gestión 
específica no lo es en términos equiparables a un promotor privado, por cuanto que desarrolla 
una función pública que realmente se somete a una legislación específica, no es menos 
cierto que la configuración legal de la figura del promotor es tan amplia que, siquiera sea por 
369  MOLTÓ GARCÍA, J. I., “La auditoría externa del sistema…” op. cit., pág. 254.
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analogía, es un concepto que no repugna a la actuación de la Administración contratante. 
 En este sentido, ni la normativa (véase lo ya dicho en relación con el RD 
707/2002) ni la doctrina judicial han tenido reparos en equiparar el papel desempeñado 
por departamentos de Obras Públicas y Transportes en procesos de licitación de obra 
pública, como de promotores (valga como ejemplo la STSJ de Navarra, de 30 de diciembre 
de 2004, que alude –para exonerarla de responsabilidad– a la actuación como promotor 
del Gobierno de Navarra a través de su departamento de Obras Públicas, Transporte y 
Comunicaciones).
 Si puede llegarse, sin excesivo esfuerzo dialéctico, a una conclusión pacífica en torno 
a la equiparación de la Administración con la figura del promotor, más controvertido puede 
resultar el debate sobre si hay o no propia actividad en relación con la obra contratada. Sin 
ser una cuestión pacífica, podemos destacar la doctrina expuesta por la STSJ de Cantabria, de 
8 de septiembre de 2004, de singular interés no solo por abordar esta cuestión específica sino 
por partir justamente del sometimiento al Derecho Laboral de esta actuación administrativa:
“es necesario expresar que, motivado porque las Administraciones Públicas pueden contratar 
o subcontratar la realización de obras y servicios, también quedan sometidas al régimen de 
responsabilidades que establece el Derecho del Trabajo para quien ocupa la posición de 
empresario principal o «comitente»”. Con frecuencia el vínculo que da lugar a la apreciación 
de la existencia de una contrata o subcontrata, y al régimen de aludidas responsabilidades, 
tiene su origen en alguna de las figuras contractuales que regulan la norma que se dice 
infringida, contrato de obras (arts. 121 y ss. TRLCSP), de gestión de servicios públicos 
(arts. 132 y ss. TRLCSP), de consultoría, asistencia y de servicios (arts. 10 y ss.TRLCSP). 
Pero también las previsiones del Derecho del Trabajo y su régimen de responsabilidades 
será operativo cuando la Administración gestione el servicio mediante la creación ad hoc de 
una entidad de Derecho público, o lo encomiende a una sociedad de Derecho privado cuyo 
capital pertenezca en su totalidad a la Administración (arts.132 y ss.). 
 En el caso de las AA PP, la contrata es de la propia actividad cuando tiene por 
objeto la gestión de servicios públicos que son competencia de aquellas, si se exterioriza 
la cobertura de tales servicios mediante gestión directa o gestión indirecta (concesión, 
gestión interesada, concierto y sociedad de economía mixta) previstas en la TRLCSP 
(retirada de vehículos, ayuda a domicilio, limpieza y cuidado de jardines). Igual resultado 
se establece cuando se trata de contratos administrativos de obras públicas. Igualmente, 
en los supuestos en los que la ejecución de las obras las asuma la Administración en 
colaboración con empresarios particulares, excluido expresamente el contrato de los 
casos que dan lugar al contrato de obra, aunque tendrá todavía carácter administrativo. 
 Así, la STSJ de la Comunidad de Madrid, de 27 de octubre de 2003, recuerda que la 
Administración que contrata con una empresa ciertos servicios u obras, en virtud de contrato 
243
Las responsabilidades en materia de Prevención de Riesgos Laborales
administrativo puede ser responsable solidario de las consecuencias de una infracción en 
materia de prevención de riesgos, lo que aplica en un caso de indemnizaciones por acoso 
moral que califica de riesgo psicosocial afectado por la legislación de prevención. Sin 
embargo, la ya mencionada STSJ de Navarra, de 30 de diciembre de 2004, considera que 
la actuación promotora del Gobierno de esa Comunidad Autónoma “no tiene actividad 
empresarial en este caso. Es un simple promotor sin interés económico que no tiene que 
responder de las condiciones de seguridad porque no se identifica con el empresario 
principal o titular de la obra”.
 Hay que decir al respecto de este tema que la sanción administrativa, aparte de 
no estar ello contemplado en la LPRL, está vedada en la actuación inspectora. La propia 
Administración no puede “autosancionarse”, lo cual no significa que no se establezca un 
mecanismo reparador, que es contemplado precisamente en el art. 45.1 LPRL, según el 
cual, la Inspección no inicia procedimientos sancionadores contra la Administración (ni 
impone sanciones) y sí, solo, le dirige requerimientos de corrección de incumplimientos. Del 
complicado número de reenvíos y excepciones que recogen las normas, podríamos concluir 
que cuando una administración actúa como promotor no existe ningún procedimiento reglado 
para exigir administrativamente las responsabilidades derivadas del incumplimiento que 
de ser sujeto privado llevaría aparejada su actuación. Y, ciertamente, no es infrecuente que 
muchas lesiones de los trabajadores en el ámbito de la relación laboral, por falta de medidas de 
seguridad, son imputables al promotor, cuyos incumplimientos se tipifican como infracciones 
en los arts.12 y 13 TRLISOS. 
CONCLUSIONES
 En este campo estamos ante muchas particularidades. Por ejemplo, en el campo 
de las ETTs, decir que el deber de información de la empresa usuaria es el más importante 
o, dado que el trabajo se centra en las obligaciones de ETT, la obligación que tiene esta de 
requerir dicha información, ya que condiciona que la formación e información que va a 
recibir el trabajador, sean las adecuadas. No obstante, este carácter recíproco que poseen 
algunas de las obligaciones, junto a la posibilidad de que se les impute responsabilidad 
solidaria debería hacer que ambas empresas se insten mutuamente a cumplir el contrato 
de puesta a disposición y las medidas de prevención establecidas.
 Es evidente que muchas veces estos incumplimientos son difícilmente evitables, 
por ejemplo, cuando se cede un trabajador que requiere una formación específica y se 
dispone de un corto periodo de tiempo, hasta el comienzo de la prestación de servicios en 
la empresa usuaria. En estos casos, aunque el objeto del contrato de puesta a disposición, 
suele ser el ceder un trabajador con rapidez para cubrir una necesidad de mano de obra 
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puntual, debe prevalecer la conducta preventiva e impedir que se trabaje sin haber 
completado su formación. 
Por otra lado, en cuanto a las contratas y subcontrata desde la derogación del 
art.42.2 LPRL, el empresario ha pasado de tener una responsabilidad subsidiaria a una 
responsabilidad directa por incumplir con los deberes de vigilancia sobre las empresas a 
las que encarga que presten servicios en su nombre. 
 En el tema de la administración las conclusiones son prácticamente las mismas que 
para la subcontratación ya que su sistema es parecido, aunque la máxima preocupación 
tendría que estar en el sector de la construcción, donde la actuación de los entes públicos es 
más prolongada y más frecuente, para evitar que haya que dilucidar las responsabilidades 
antes citadas.
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CAPÍTULO VII: CONCLUSIONES 
 I. Antes de destacar las principales conclusiones acerca de las diferentes 
responsabilidades, cada una con un origen diferente, una filosofía distinta y que han 
de ser ejercitadas de forma diferentes, objeto de análisis en este trabajo –para lo cual 
seguiremos el mismo orden en el que han sido tratadas-, una primera cuestión a considerar 
es que la normativa en materia de prevención de riesgos laborales despliega una serie 
de responsabilidades por su incumplimiento. El Estado ha desarrollado un conjunto 
normativo de medidas de control y garantías, responsabilidades y sanciones, para hacer 
efectivo el cumplimiento de las reglas de prevención de riesgos laborales. 
 Una cuestión, que por otro lado, es de obligación para los poderes públicos 
de índole constitucional, pues el art. 40.2 CE establece que corresponde a los poderes 
públicos velar por la seguridad e higiene en el trabajo, así como de índole internacional, 
ya que el Convenio número 155 OIT (1981) exige a los Estados firmantes que aseguren 
la aplicación de las leyes y reglamentos relativos a la seguridad y salud en el trabajo. 
También desde la Entrada en la CEE, se incorpora la necesidad de trasladar el derecho 
comunitario al ordenamiento interno.  De las tres formas de responsabilidad analizada, 
la responsabilidad administrativa y la responsabilidad penal pueden clasificarse como 
públicas, instrumentos sancionatorios, expresión del ius puniendi del Estado en sentido 
lato, mientras que la responsabilidad civil sí tiene carácter privado. 
 Al cumplimiento del mandato constitucional responde la LPRL, así como los 
Reglamentos que la desarrollan, que han armonizado nuestra política sobre esta materia 
al acervo jurídico europeo.  En su art. 14, dicha Ley afirma el derecho que tienen los 
trabajadores a una protección eficaz en materia de seguridad y salud en el trabajo, debiendo 
garantizarse las mismas. Y el art. 42 sanciona el incumplimiento de las obligaciones 
empresariales en materia de prevención de riesgos laborales, atribuyendo a sus infractores 
“responsabilidades administrativas y, en su caso, responsabilidades civiles y penales”.
 II. Producido un accidente de trabajo o una enfermedad profesional (un siniestro 
laboral en definitiva) nos planteamos el interrogante ¿quién es el culpable?, ¿el empresario, 
el trabajador?, ¿el técnico de prevención, el delegado de prevención? ¿las ETT o las 
subcontratadas?
 En nuestra opinión, hablar hoy de culpabilidad y no de responsabilidad resulta 
inadecuado e improcedente, preguntándonos ¿quién es el responsable, o lo que es lo 
mismo: quién está llamado por ley a responder? Esta pregunta, más adecuada a nuestro 
entender, nos exigirá replantear para dar respuesta a un triple interrogante: 
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1. ¿Responsable... de qué (¿administrativa, civil, penal?) ámbito objetivo de las 
responsabilidades en prevención de riesgos laborales?
2. ¿Responsable... quién estaría legitimado activa y pasivamente en el ejercicio de la 
acción de responsabilidad?, ámbito subjetivo de las responsabilidades en prevención de 
riesgos laborales. 
3. ¿Responsable... durante cuánto tiempo y desde cuándo comienza a computarse el 
plazo de prescripción de la acción (¿ha prescrito la acción de responsabilidad?), ámbito 
temporal de las responsabilidades en prevención de riesgos laborales? 
 A través de este trabajo se puede aclarar que la pregunta adecuada a los interrogantes 
planteados es: en primer lugar: ¿Quiénes son los sujetos que han intervenido en el accidente 
de trabajo (o que han podido ser los causantes de la enfermedad profesional)? En el 
caso de los sujetos posibles responsables nos peguntamos ¿cuáles son sus obligaciones 
legales, reglamentarias o convencionales?; para a continuación determinar ¿cuáles son 
sus posibles responsabilidades: administrativas, civiles o penales? Todo ello nos permite 
aclarar cuáles son sus responsabilidades legales y la posible compatibilidad o concurrencia 
entre una y otras. También es importante determinar en qué casos la responsabilidad 
puede ser solidaria cuando los responsables sean varios sujetos y qué podrá determinar 
con que una parte pueda repercutir en el otro responsable.
 El propósito del trabajo es conocer el marco normativo o, lo que es lo mismo, 
las fuentes del derecho en materia de prevención de riesgos laborales, las obligaciones 
legales, reglamentarias y convencionales exigibles a los sujetos afectados por la LPRL 
y las responsabilidades exigibles (administrativas, civiles y penales). Y es que del 
incumplimiento de las obligaciones se derivan sus posibles responsabilidades. 
 III.  La responsabilidad administrativa tiene como fin la defensa de la ley como 
garantía de un medio de trabajo seguro y saludable. Esta obligación del empresario genera 
una responsabilidad administrativa que le involucra directamente ante el incumplimiento 
de sus obligaciones, sin entrar a discernir si hay además negligencia. Esta situación que en 
principio, parece clara por lo que se refiere al empresario, se desarrolla con la publicación 
del RD 39/1997, de 17 de enero, por el que se aprueba el RSP, que profundiza en la 
necesidad que tiene el empresario de disponer de una serie de medios para poder cumplir 
con esas obligaciones. Y estos medios han de disponer de un personal con diferentes 
grados de formación específica y perfectamente definida. 
 De ello surge la figura de los “Técnicos de Prevención de Riesgos Laborales” que, 
como tales, también tienen sus obligaciones y  por lo tanto sus responsabilidades, puesto 
que son medios humanos que ayudan al empresario a gestionar la prevención. Pero la 
247
Las responsabilidades en materia de Prevención de Riesgos Laborales
presencia de estos técnicos no exonera al empresario de la comentada responsabilidad 
administrativa que solo le involucra a él, ya que se aplica el principio que atribuye a 
quien se beneficia de los servicios de una persona, también las cargas que se deriven de 
su comportamiento. 
 Además, la existencia de un contrato de trabajo confiere una relación peculiar 
entre empresario y técnico ya que, según el CC, los actos de este se consideran cometidos 
por aquel. 
 La responsabilidad empresarial en materia de seguridad y salud laboral es, 
por tanto, jurídicamente configurada y tiene un alcance diversificado, complejo, en 
tanto implica una serie de deberes de muy distinta índole: vinculados a la especial 
vulnerabilidad del trabajador, a la colectivización de la prevención, a la organización 
en materia de prevención y la formación de los trabajadores en materia de prevención. 
Dos temas resultan importantes para determinar la responsabilidad empresarial, la 
cuestión de la responsabilidad en el ámbito de las personas jurídicas y cuál es la relación 
entre responsabilidad empresarial y responsabilidad de los trabajadores víctimas de un 
accidente laboral. Por su significado, merecen tratamiento propio. 
Además, desde el punto de vista de la responsabilidad administrativa, la comisión 
por parte de la empresa de alguna de las infracciones del art. 13 TRLISOS podrá dar 
lugar a la imposición por parte de la autoridad laboral de la sanción administrativa por 
excelencia, esto es, de una sanción pecuniaria o multa. En cuanto a la cuantía de la 
misma, es de destacar que el TRLISOS predice un régimen específico y agravado para 
las infracciones en materia de prevención de riesgos laborales, que se justificaría por la 
preeminencia de los bienes jurídicos protegidos a través de la normativa cuya vulneración 
se sanciona: la vida, salud e integridad de los trabajadores. Los operadores jurídicos 
tendrán en cuenta, para graduar y cuantificar la sanción a asignar, lo criterios recogidos 
en el art. 39.3 TRLISOS, sin que resulten de aplicación a estos efectos los previstos en 
el segundo apartado del citado artículo. Merece una valoración positiva la exhaustividad 
del catálogo de criterios de graduación, pero resulta criticable la ausencia de reglas que 
determinen las concretas consecuencias sancionatorias que conlleva la apreciación de los 
diferentes criterios de graduación. 
 Es de destacar que la imprudencia del trabajador que coadyuva al acaecimiento 
del accidente de trabajo, pese a no aparecer entre las circunstancias listadas en el art. 39.3 
TRLISOS, debe ponderarse al sancionar los incumplimientos empresariales en materia 
preventiva, dada la estrecha vinculación que el comportamiento del trabajador tiene con 
algunos de los criterios de graduación recogidos en el citado precepto.
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La diligencia exigible al empresario, en el cumplimiento de las obligaciones 
sustantivas a las que se relatan los diferentes tipos infractores del art. 13 TRLISOS, viene 
determinada por la doctrina jurisprudencial de la culpa in vigilando –posteriormente 
positivada en la LPRL–, según la cual, el cumplimiento empresarial del deber de seguridad 
no se agota con la adopción de las medidas preventivas previstas en la normativa aplicable, 
sino que incluye, además, la necesidad de que el empresario lleve a cabo una actividad 
de vigilancia sobre la efectividad de las mismas. De este modo, el deber de vigilancia del 
empresario se configura, no como obligación preventiva específica cuyo incumplimiento 
puede provocar el reproche administrativo sancionador, sino como un deber instrumental 
que modula el cumplimento de las normas que en materia de prevención de riesgos 
laborales establecen medidas de seguridad y salud específicas. 
 Ahora bien, para evitar un régimen de responsabilidad objetiva basado en la 
imposición de sanciones por el mero resultado y sin atender a la conducta diligente 
del empresario, es necesario establecer límites a este deber de vigilancia. Como alguna 
resolución judicial ha puesto de manifiesto, no existe norma legal que marque límites ni 
delimite acabadamente, en un tema con una casuística variadísima, hasta dónde llega la 
responsabilidad empresarial. Entendemos, no obstante, que este deber de vigilancia que 
configura la diligencia exigible al empresario en el cumplimiento de sus obligaciones 
preventivas, no puede implicar un constante y permanente control a los trabajadores en 
la utilización de los medios de seguridad. Lo contrario implicaría extender la obligación 
de presencia de los recursos preventivos –cuya finalidad es vigilar el cumplimiento de 
las actividades preventivas: art. 32 bis.3 LPRL– a todo tipo de trabajos, lo que, parece 
claro, no ha sido la intención del legislador que ha especificado los supuestos en los que la 
presencia de encargados en el centro de trabajo para controlar que se cumplen las medidas 
preventivas es obligatoria: art. 32 bis.1 LPRL.
 IV. La responsabilidad civil tiene su fundamento en la previsión del art. 1902 CC: 
“El que por acción u omisión causa daño a otro, interviniendo culpa o negligencia, está 
obligado a reparar el daño causado”. Asimismo, en virtud de los arts. 1093 del mismo CC 
y 120 CP, el empresario responderá de los daños causados por sus empleados, siempre 
que se produjeran en el desempeño de sus funciones. 
 En hipótesis al menos, la exigencia de esa responsabilidad podría discurrir por 
dos vías diferentes: La responsabilidad contractual o la responsabilidad extracontractual 
o aquiliana. A juicio del autor es la que ofrece mayor amplitud o mayores garantías de 
satisfacción de los intereses de los sujetos afectados. 
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 La responsabilidad contractual, en efecto, tan solo puede exigirse en el ámbito 
del contrato: alcanza a las obligaciones nacidas del contrato o aplicables al mismo en 
virtud de una ley, afecta a las partes del contrato y se contrae por hechos acaecidos en 
la órbita del contrato. Dándose esas condiciones, es aplicable la regla del art. 1101 CC 
según la cual “quedan sujetos a la indemnización de los daños y perjuicios causados los 
que en cumplimiento de sus obligaciones incurrieren en dolo, negligencia o morosidad 
y los que de cualquier modo contravinieren el tenor de aquellos”. Aun con esos límites, 
es claro que tal responsabilidad podría ser exigida por trabajador o empresario frente a 
la respectiva contraparte y, en particular, por el trabajador frente al empresario, habida 
cuenta que la seguridad y salud en el trabajo se configura legalmente y sin perjuicio de 
otras dimensiones, como derecho/deber exigible en el contrato de trabajo (arts. 4 y 19 ET, 
art. 14 LPRL). Para ello se requiere, en cualquier caso, que concurra dolo, negligencia o 
morosidad, como dice aquel precepto legal. 
 La responsabilidad extracontractual tiene un ámbito de aplicaciones más amplio, 
pues ni exige la existencia de relación contractual ni se limita, por consiguiente, a hechos 
acaecidos en la órbita del contrato. Se puede poner en marcha siempre que por acción 
y omisión se causen daños a otro interviniendo culpa o negligencia (art. 1902 CC), y 
puede ser exigida tanto por quienes tienen la condición de parte en un contrato como por 
sujetos externos al mismo. Puede ser exigida al empresario desde luego, ya sea por sus 
trabajadores, ya sea por terceros, siempre que sufran daños o perjuicios mediando culpa 
o negligencia. 
 Según la jurisprudencia, entre los daños y el sujeto responsable debe existir una 
mínima correlación (“principio de causalidad adecuada”), de tal manera que se pueda 
vislumbrar que el resultado dañoso “es consecuencia natural, adecuada y suficiente” de 
la determinación de la voluntad del causante (TS civil, 23 septiembre de 1991, A. 6060). 
Con todo, la propia jurisprudencia ha flexibilizado tal exigencia, llegando a configurar una 
especie de responsabilidad “cuasi objetiva”, bien mediante la presunción de que existe 
culpa salvo prueba en contrario, bien mediante una exigencia extremadamente rigurosa 
de diligencia y cuidado en la evitación de daños (TS, Civil, 5 de febrero de 1991, A. 
1991).
 La culpa de la víctima puede exonerar de responsabilidad, o llevar a la aplicación 
del principio de “compensación de culpas” entre víctima y causante (TS, Civil, 26 de 
mayo de 1994, A, 3749). Según el art. 1903 CC, tal responsabilidad no solo surge por 
actos y omisiones propias, sino también “por los de aquellas personas de quienes se 
debe responder”. En concreto, los dueños o directores de empresa y establecimientos 
son responsables “de los perjuicios causados por sus dependientes en el servicio de los 
ramos en que los tuvieran empleados, o con ocasión de sus funciones”, regla que se 
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justifica jurisprudencialmente tanto en el riesgo inherente a la actividad empresarial, que 
es imputable al empresario, como en la responsabilidad in contrahendo o in vigilando que 
este asume al contratar (TS, Civil, 28 de febrero de 1992, A. 1404). Con todo, el que paga 
el daño causado por sus dependientes “puede repetir de estos lo que hubiese satisfecho” 
(art. 1904 CC). 
 Al tener contenido patrimonial, estas responsabilidades son exigibles mediante 
acción de reclamación de daños y perjuicios. Tradicionalmente se han declarado 
competentes para entender de tales acciones los tribunales civiles (TS civil, 6 octubre 
de 1989, A. 7120), aunque ejercitándose las acciones entre trabajador y empresario, tal 
competencia parece corresponder más bien a la jurisdicción social, en virtud del art. 2.b. 
LRJS.
 V. Respecto a la responsabilidad penal, las infracciones de excepcional gravedad 
a las normas de seguridad y salud en el trabajo han contado tradicionalmente con sanción 
penal. Como ya sucedía con la responsabilidad civil, no es esta, sin embargo, una 
responsabilidad regulada en la normativa de seguridad y salud en el trabajo, aunque se 
aluda a ella (art. 42 LPRL). Su regulación correspondiente al CP que, desde luego, no ha 
sido ajeno a estos problemas. 
 En el CP vigente, Ley Orgánica 10/1995, de 23 de noviembre, reformado en la ley 
Orgánica 5/2010, de 22 de junio, la protección penal de la seguridad y salud en el trabajo 
ha variado parcialmente con respecto a la normativa anterior. De forma expresa, tan solo 
se tipifica un “delito de riesgo” contemplado, para dos versiones distintas, en los arts. 316 
y 317. El primero sanciona, con pena de prisión de seis meses a tres años y multa de seis a 
doce meses, a quienes con infracción “de las normas de prevención de riesgos laborales” 
y estando legalmente obligados a ello, no faciliten los medios necesarios para que los 
trabajadores realicen sus tareas “con las medidas de seguridad e higiene adecuadas, de 
forma que pongan así en peligro grave su vida, salud o integridad física”.
 El segundo sanciona esa misma conducta con la pena inferior en grado si se 
comete mediando imprudencia grave, lo cual viene a ser, salvando las distancias, una 
nueva formulación del anterior delito de imprudencia. El CP actual no tipifica, pues, 
delito de lesiones específico en esta materia. De todos modos, dicha ausencia puede 
cubrirse con los tipos genéricos de los delitos contra la seguridad y salud en el trabajo 
es aplicable, llegado el caso, la regla general del art. 318 CP, según el cual cuando los 
hechos descritos sean atribuidos a personas jurídicas “se impondrá la pena señalada a los 
administradores o encargados del servicio que hayan sido responsables de los mismos y a 
quienes, conociéndolos y pudiendo remediarlo, no hubieran adoptado medidas para ello”. 
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 La responsabilidad penal puede generar, por lo demás, otras consecuencias. De 
un lado, responsabilidad civil por los daños y perjuicios causados, dado que toda persona 
responsable criminalmente por delito o falta lo es civilmente si del hecho se derivasen tales 
daños (art. 116 CP). Esta responsabilidad, aun siendo de naturaleza patrimonial, se regula 
en el propio CP y se atribuye con carácter subsidiario a las personas naturales o jurídicas 
(incluido el Estado y las Administraciones Públicas) que sean titulares de empresas o 
establecimientos o dedicadas a cualquier clase o género de industria o comercio, cuando 
derive de hechos delictivos por sus representantes, empleados o dependientes (art. 120 y 
121 CP). 
 De otro, las penas principales pueden ir acompañadas de penas accesorias, entre 
las cuales pueden encontrarse la clausura de la empresa, la disolución de la sociedad 
o asociación, la suspensión de actividades, la prohibición de realizar actividades en el 
futuro, o la intervención de la empresa para salvaguardar los derechos de los trabajadores 
(art. 129 CP). Limitaciones a la facultad de contratar con las Administraciones Públicas 
pueden derivarse, específicamente, del RDL 3/2011, de 14 de noviembre, TRLCSP a la 
que expresamente remite el art. 54 LPRL. 
 Uno de los puntos especiales es que la conducta del trabajador estudiada,  se puede 
apreciar que se tiene en cuenta en muy pocas ocasiones para absolver al empresario del 
delito del art. 316 CP, porque la imputación objetiva de la relación causal entre la conducta 
y el resultado recae sobre el trabajador. En otras, la mayoría, la actuación de este se tiene 
en cuenta solo para reducir la indemnización civil derivada de los delitos de lesiones. 
El resto de conductas del trabajador están amparadas por la concepción proteccionista 
de la ley ante las conductas de este, al entender que se presenta en la relación laboral en 
una posición de inferioridad. El trabajador actúa bajo órdenes, no es el obligado legal a 
facilitar los medios así que no tiene disposición ni control sobre el riesgo, además de ser, 
la salud y seguridad en el trabajo, un derecho indisponible. La falta de percepción real 
del riesgo por la costumbre a este o la aceptación de la precariedad laboral por parte del 
trabajador, no son causas que puedan mitigar la responsabilidad del empresario. 
 VI.  En las reglas de competencia jurisdiccional, las diferencias que presentan 
aquellas diferentes responsabilidades, desde el punto de vista de su naturaleza jurídica, 
se traduce también en una notable dispersión de competencias entre los diversos órdenes 
jurisdiccionales. En principio, no parece complicado localizar los titulares de dicha 
competencia jurisdiccional: civil, penal, contencioso-administrativo o social, según la 
índole de la reclamación. Con todo, no siempre es fácil determinar el orden jurisdiccional 
competente. A veces, además, las competencias inicialmente atribuidas pueden solaparse 
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o interferirse; de hecho, la posible concurrencia de responsabilidades puede dar lugar 
también a la concurrencia de órdenes jurisdiccionales al juzgar sobre un mismo asunto, 
en cuyo caso, habrán de resolverse eventuales conflictos de competencia o arbitrarse las 
medidas de coordinación más adecuadas. 
 La atribución de competencias judiciales parece clara en lo que se refiere a las 
responsabilidades administrativa, penal y de Seguridad Social. La primera es exigible 
por y ante la autoridad administrativa, y se dilucida, llegado el caso, ante los órganos 
de la jurisdicción contencioso-administrativa. La responsabilidad penal es exigible 
ante los órganos de la jurisdicción penal, que también pueden pronunciarse sobre la 
responsabilidad civil que derive de la comisión del delito o falta correspondiente. La 
responsabilidad de Seguridad Social es competencia, en caso de impugnación de la 
resolución correspondiente, de los órganos de jurisdicción social. 
 No es tan clara, sin embargo, la competencia en materia de responsabilidad 
patrimonial, particularmente cuando se ampara en las cláusulas generales del CC. En 
tales casos, se han venido considerando competentes los órganos de la jurisdicción civil 
o común, incluso en los casos en que el trabajador reclama frente a su empresa. Pero, 
como dijimos con anterioridad, no carece de fundamento su atribución a los órganos de la 
jurisdicción social cuando se exige entre las partes del contrato de trabajo, al amparo de la 
regla general del art. 2, a) LPL, con independencia de que se formule como responsabilidad 
contractual o extracontractual.
 Sin embargo, sería importante solicitar un sistema específico de valoración de 
los daños derivados de accidentes de trabajo y enfermedades profesionales (tal como 
dispone la Disposición Final 5ª de la LRJS), estableciéndose las medidas necesarias para 
la elaboración de un baremo, amparado en la ley, pero de carácter “abierto”, extensivo 
e interpretativo. De modo que las cuantías mínimas y máximas se puedan computar en 
base a otros parámetros que no sean estrictamente numéricos. El juez debería de tener 
capacidad para analizar las circunstancias concurrentes en la producción del daño y 
calificarlas. No parece razonable pensar, que el juzgador deba atender de forma rígida a 
una valoración tasada en relación a daños sufridos sin atender a conceptos tan básicos, 
como la edad, sexo, tipo de trabajo que presta, o las posibilidades de reincorporación al 
mercado de trabajo en la zona geográfica donde tenga su residencia habitual. 
 Por otra parte, ningún órgano judicial debería de permanecer insensible ante 
la distinta capacidad material que cada empleador incumplidor tiene para adoptar las 
medidas de seguridad. No sería, acaso, viable que, ante idénticos hechos, la indemnización 
concedida tenga en cuenta también la capacidad económica de la empresa o empresas 
demandadas. Una pequeña empresa que haya tenido el infortunio de que uno de sus 
trabajadores se haya accidentado, habiendo adoptado las medidas de seguridad legalmente 
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establecidas, puede verse avocada al cierre con consecuencias directas sobre terceros, caso 
que puede ser frecuente, si además se le exige recargo de prestaciones por deficiencias 
en las medidas de seguridad adoptadas, teniendo en cuenta, además, que este recargo no 
es asegurable. La ley y sus instrumentos jurídicos, aplicados por los órganos judiciales, 
deben dar respuesta a las exigencias de la sociedad a la que sirven, por eso, las decisiones 
judiciales deben ser atinentes a la legalidad, pero también deben ser justas atendiendo a 
criterios de racionalidad.
 VII. Respecto a la responsabilidad en materia de Seguridad Social, como hemos 
podido determinar, hay varias diferencias en cómo se considera desde un punto de vista 
administrativo o penal y hay problemas también en la interpretación del principio non 
bis in ídem, con lo cual estamos ante un dilema jurisprudencial que aún no se ha podido 
resolver ni de forma legislativa ni por la jurisprudencia. 
            En cuanto al recargo sucede la misma situación, aunque su función nace como 
sanción al empresario, desde un punto de vista objetivo, no se determina en qué naturaleza 
es en la que se halla.
 Por lo que el debate estaría entre la supresión de la figura del recargo, principalmente 
porque la función represiva del recargo puede ser satisfactoriamente cumplida con las 
estrictas sanciones administrativas, incrementándose las mismas, si es que se consideran 
poco adecuadas. Por otro lado, su finalidad reparadora puede quedar subsumida en la 
responsabilidad de tipo civil, vía que tiene abierta el trabajador si estima que el daño 
sufrido merece una reparación adicional. La segunda opción sería el punto de vista 
sancionador abandonando el carácter civil o penal del recargo. Yo me inclino más a la 
sanción por el punto de vista disuasorio que tendría para el infractor.
También tendría que sopesarse la oportunidad de mantener o no el recargo de 
prestaciones y, si se optara por mantenerlo, despejar las dudas sobre su posible aseguramiento, 
y establecer si su importe es o no computable para fijar la indemnización. La medida de 
recargo de prestaciones sociales en su régimen jurídico vigente tiene una típica naturaleza 
compleja y en su calidad de institución preventiva no debería ser sustituida/suprimida, 
ni tampoco reconfigurada en indemnización civil estricta. Consideramos que preciso es 
mantener la figura del recargo como reforzamiento de las obligaciones de prevención 
y salud laboral, realizando solo los necesarios ajustes normativos de racionalización 
pertinentes. Habría que modificar el art. 16 OM, 18 de enero de 1996, e incorporar una 
nueva regla en el art. 164 TRLGSS, para admitir la responsabilidad subsidiaria de las 
entidades gestoras de la Seguridad Social ante situaciones de insolvencia del empresario.
 VIII. Para finalizar, haremos especial énfasis en que es objetivo fundamental 
del presente trabajo el estudio de las responsabilidades en materia de prevención de 
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riesgos laborales, para que desde el conocimiento de las diferentes disciplinas jurídicas, 
nos permita obtener una mayor sensibilidad y responsabilidad en la sociedad y en la 
empresa e instituciones en general. La experiencia enseña que la libertad de empresa 
sin responsabilidades claras y definidas conlleva la impunidad y la proliferación de 
conductas fraudulentas. Debemos tener presente que la finalidad de una eficiente política 
sancionadora es lograr el cumplimiento efectivo por las partes implicadas de las normas 
en materia de prevención de riesgos laborales. 
 Considero que la sola mención de que se trata de la única norma vigente, que se 
refiere a su obligatoria aplicación por parte de todos los que realizan un trabajo (cualquiera 
que sea su naturaleza) y que literalmente establece que su incumplimiento genera las 
pertinentes responsabilidades civiles, penales, administrativas, sociales y de la Seguridad 
Social, son motivos más que suficientes para realizar un breve examen y estudio. 
  También podría ampliarse como opción preferible el ámbito de aplicación de la 
cobertura del FOGASA (art. 33 TRET), como aseguramiento publico subsidiario en caso 
de insolvencia empresarial.
 La previsión de múltiples responsabilidades en las que incurre el empresario por 
incumplimiento de las obligaciones de seguridad y salud laboral del medio de trabajo que 
sobre él pesan es una de las características de nuestro ordenamiento jurídico. Dicho conjunto 
de responsabilidades abarca las de naturaleza administrativa, civil y penal, a las que se 
añaden las especiales de Seguridad Social que constituyen los recargos de prestaciones. 
Todas ellas tienen un punto común de partida constituido por el incumplimiento de las 
obligaciones de prevención que pesan sobre el empresario, aunque cada una de ellas tiene 
su peculiar régimen jurídico. El desbarajuste de responsabilidades es bastante peculiar 
y, por ello, en muchas ocasiones la escasez de una concreción en las leyes sería muy 
deseable.
         Las tecnologías de la información y la comunicación han hecho posible poder 
emitir y recibir información 24 horas al día y 365 días al año. El proceso tecnológico 
va incrementando el abanico de tipos de comunicaciones posibles. Las posibilidades 
que ofrece actualmente internet pueden jugar un papel muy positivo cara a fomentar 
la actualización de información con estructuras hipertexto, que facilitan la adaptación 
a diferentes etapas de cambio, la retroalimentación personalizada, el recordatorio de 
información con secuencias de repetición muy difíciles por otros medios.
            Las investigaciones revisadas ya muestran sus potenciales en puestos de trabajo 
con acceso a la red, y las innovaciones asociadas a la telefonía móvil creo que están 
haciendo posible su generalización. Es preciso intensificar la investigación sobre este 
medio aplicado a la PRL.
 Soy consciente de que los contenidos del presente trabajo no son otra cosa que 
un apunte sobre las muchas cuestiones que la norma puede generar y, de hecho, genera, 
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pero la elección ha sido después de una meditada reflexión sobre las incógnitas que he 
detectado en el estudio y aplicación de la ley.
 Por último se destaca, sin entrar en mayor detalle, la necesidad de un mayor 
desarrollo e impulso de actuaciones de carácter formativo y metodológico. 
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TGSS: Tesorería General de la Seguridad Social.
TS: Tribunal Supremo.
TSJ: Tribunal Superior de Justicia.
TRLCSP. Real Decreto Legislativo 3/2011, de 14 de noviembre de la Ley de Contratos
del Sector Público.
TRLET: Real Decreto Legislativo 2/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el 
Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social.
TRLISOS: Real Decreto Legislativo 5/2000, de 4 de agosto por el que se aprueba el
Texto Refundido de la Ley sobre Infracciones y Sanciones en el Orden Social.
Actualizado el 15 de diciembre de 2003.
TRLGSS: Real Decreto Legislativo 8/2015, de 23 de octubre, por el que se aprueba el 
Texto Refundido de la Ley General de la Seguridad Social.
UE: Unión Europea.
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